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PRÓLOGO

El libro que nos complace presentar propone un abordaje de la po-
lítica contemporánea, entendida como el ejercicio de conducción 
de las comunidades hacia una visión de futuro deseable, a través de 
la construcción de desarrollo y de legitimidad democrática. O, en 
otras palabras, a través de la edificación de mejores condiciones de 
vida para nuestras comunidades y la consolidación de los principios 
y valores de la democracia.

En este sentido, el autor reintroduce dos conceptos al debate. Por un 
lado, el de gestión política, como elemento del gobierno cuyo princi-
pal objetivo es resolver problemas públicos y satisfacer necesidades, 
construyendo progresivamente un sendero de desarrollo. Y por otro, 
el de comunicación política, como el componente orientado a la ar-
ticulación de consensos contingentes entre identidades e intereses 
diferentes, cimentando comunidades en la diversidad. 

El libro refleja la fuerte convicción de que los proyectos políticos de 
transformación que ejercen el gobierno en el mundo democrático 
enfrentan grandes desafíos, originados en la gran complejidad de las 
comunidades y en la impresionante aceleración del cambio social, 
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que sólo se ha potenciado en función de la pandemia del coronavirus 
(COVID-19). Desafíos para construir mejores condiciones de vida y 
desafíos para consolidar la democracia como sistema y como forma 
de vida. Desafíos pendientes en materia de desarrollo integral y de 
legitimidad democrática.

Frente a esta situación, el autor hace hincapié en la necesidad de 
conectar la lógica política, propia de la construcción de proyectos 
colectivos de transformación, con la capacidad técnica en el diseño y 
gestión de políticas públicas y estrategias de comunicación. 

A partir de lo que el autor llama práctica reflexionada, el material 
aborda las dimensiones del desarrollo integral como objetivo final de 
la gestión política, analizando el despliegue del capital físico, la dina-
mización de la actividad económica, el desarrollo de las capacidades 
humanas y el capital social de las comunidades, y el potencial de la 
capacidad y la calidad institucional de los Estados para construir me-
jores condiciones de vida.

Además, propone técnicas y herramientas vinculadas al diseño y ges-
tión de las políticas públicas, como principal operatoria de la gestión 
política, a través de las cuales la misma opera sobre el territorio y la 
población, construyendo progresivamente una senda de desarrollo.



INTRODUCCIÓN  
Gestión y comunicación política(s)

La gestión y la comunicación constituyen dos de los componentes 
centrales del gobierno de las sociedades contemporáneas. Como tal, 
la primera se estructura a través de un conjunto de procesos y ope-
raciones orientado a la resolución de problemas públicos y la satis-
facción de las necesidades de la comunidad, para mejorar paulatina 
y progresivamente las condiciones físicas, económicas, humanas, so-
ciales e institucionales en las que transcurre su vida. Por su parte, la 
comunicación está fundamentalmente vinculada a la articulación de 
consensos contingentes entre identidades individuales y colectivas 
diversas, alrededor de un relato o narrativa que administre el disenso 
o el conflicto, habilitando la cooperación social, ordenando y otor-
gando sentido a la vida en comunidad.

En otras palabras, la gestión política es el componente del gobierno 
que tiene por objetivo central el desarrollo integral, y que opera prin-
cipalmente a través de las políticas públicas. Por su parte, nuestro se-
gundo componente se despliega a través de numerosos dispositivos, 
entre los que destaca la comunicación gubernamental, y se orienta 
fundamentalmente a la construcción de legitimidad(es). Como arti-
culaciones complejas de estructuras y procesos políticos, la gestión y 



16 | Introducción. Gestión y comunicación política(s)

la comunicación constituyen así la cara y la contracara de la guberna-
mentalidad contemporánea. Y ambas implican enormes desafíos para 
los proyectos políticos de transformación que pretendan gobernar hoy 
nuestras comunidades.

Abordar con éxito estos desafíos demanda diagramar estrategias que 
trasciendan una concepción meramente institucional del gobierno, 
que lo reduce a los órganos e instituciones que administran el poder 
del Estado o a las personas investidas de la autoridad para dirigir el 
Poder Ejecutivo del mismo. Afrontar el gobierno de las comunidades 
contemporáneas requiere recuperar la dinámica del poder en nues-
tros análisis y sumar herramientas sofisticadas para intervenir sobre 
la realidad en pos de nuestros objetivos de transformación. O, dicho 
de otro modo, requiere (re)incorporar una lógica política y adoptar 
instrumentos y conocimientos técnicos en la gestión y la comunicación.

Alcanzar los objetivos de desarrollo integral y de legitimidad democrá-
tica nunca presentó un reto tan laberíntico. La complejidad y la vo-
latilidad de nuestras comunidades, la persistencia de viejas deudas y 
grandes problemas estructurales sin resolver (como la pobreza, la co-
rrupción y la desconfianza) y la prepotente irrupción de fenómenos 
globales (como el cambio climático, el crecimiento del autoritarismo 
o la propagación de enfermedades) se conjugan en la configuración 
de un escenario profundamente intrincado para los proyectos polí-
ticos de transformación que continúan buscando la mejora en las 
condiciones de vida de nuestros pueblos e impulsando la democracia 
como forma de vida. Atravesados por las crisis de las identidades y 
jaqueados por la velocidad del cambio social, movimientos sociales, 
partidos políticos, militantes, dirigentes, organizaciones y gobiernos 
enfrentan cada vez más dificultades para resolver problemas públi-
cos y crear comunidades. Las tensiones en torno al ejercicio efectivo 
de los derechos y las amenazas a la democracia se multiplican, des-
de la microfísica de las relaciones socioeconómicas en una pequeña 
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ciudad argentina hasta los grandes desplazamientos tectónicos de la 
geopolítica mundial. 

Pero al mismo tiempo, nunca como especie habíamos alcanzado nive-
les tan altos de conocimiento sobre el mundo que nos rodea, ni seme-
jante capacidad tecnológica de intervenirlo y modificarlo como la que 
hoy se encuentra a nuestra disposición. A diferencia de siglos anterio-
res, parece que en la mayor parte de Occidente los derechos humanos 
y los valores de la democracia liberal son ampliamente aceptados por 
la inmensa mayoría de los actores políticos. Desde una visión algo 
simplista, esta situación podría parecer una paradoja. Un contexto en 
el que subsisten viejos problemas y emergen nuevas amenazas, unido 
a inéditas posibilidades técnicas para intervenir sobre la realidad, en 
el marco de comunidades relativamente democráticas. Pero no lo es. 

Primero porque, aunque parezca increíble tener que seguir insistien-
do en ello, la mera capacidad técnica de intervenir sobre la reali-
dad no implica necesariamente que se produzca una transformación 
efectiva en la misma. Ni mucho menos asegura que esta adopte la 
dirección y alcance que consideramos adecuados. Que el avance de 
la medicina permita prevenir y tratar enfermedades, extendiendo 
potencialmente la esperanza de vida de la población, no significa 
que las personas disfruten efectivamente de una vida más sana y pro-
longada. Las mismas redes sociales que habilitan la democratización 
de la producción y circulación de la información, contribuyendo a 
una esfera pública deliberativa fuerte y activa, también favorecen la 
recopilación y almacenamiento de un enorme volumen de datos per-
sonales que, en manos de empresas o gobiernos motivados por un 
afán desmedido de lucro o autoridad, se transforman en una enorme 
amenaza a la misma libertad que potencian. Librada a operar única-
mente de acuerdo con sus propios parámetros, la racionalidad técni-
ca instrumental es capaz de alumbrar los más grandes avances de la 
humanidad, pero también de conjurar sus peores versiones.
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Segundo, porque los consensos son engañosos y por naturaleza con-
tingentes. La existencia y persistencia de la democracia representati-
va no responde a una ley natural inmutable, sino a un resultado de 
convenciones humanas, fruto de largos y muchas veces conflictivos 
procesos históricos. Tras sufrir las consecuencias de totalitarismos y 
autoritarismos de diversa índole, la región y el mundo parecen ha-
berse puesto de acuerdo en dos elementos. Por un lado, en que es 
importante que exista cierta alternancia en el gobierno: en que los 
partidos y personas que ejercen el poder estatal lo adquieran a través 
de elecciones y, sobre todo, que puedan perderlo a través de eleccio-
nes. Y por otro, en que existe un número de derechos irreductibles, 
que no pueden ser vulnerados en nombre de la nación, la tradición, 
la eficiencia económica o cualquier otro metaordenador de la reali-
dad. Pero el ascenso económico y la fortaleza política de regímenes 
autoritarios o semiautoritarios, que despliegan poderosos disposi-
tivos de vigilancia (muchas veces factibilizados por los avances de 
las tecnologías de la información), demuestran que aún existe en el 
mundo espacio para proyectos políticos no democráticos. De igual 
forma, el furibundo resurgimiento de identidades y movimientos 
que desde la nación, el género, los valores de la tradición o incluso la 
religión se vuelven contestatarios al avance del paradigma liberal de 
los derechos y la globalización; debe elevar preguntas sobre la pro-
fundidad real del consenso democrático. Y su durabilidad. 

La reciente crisis del coronavirus, de la que el mundo no termina de 
salir al momento de cerrar la redacción de estas páginas, no hace sino 
poner en absoluta evidencia estas tensiones. Es en este contexto que 
se inscriben los muy reales desafíos que afrontan nuestros sistemas y 
proyectos políticos, los problemas que vulneran las condiciones de 
vida de nuestros pueblos y las amenazas que enfrenta la democracia 
como sistema y como forma de vida. Y ni el avance técnico y tec-
nológico, ni la consolidación contingente del sistema representati-
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vo, pueden constituir por sí mismos las respuestas a estas tensiones. 
¿Dónde debemos comenzar a buscar, entonces, los elementos para 
superar desafíos y amenazas de semejante magnitud?

Este es el tiempo de la política. Como nunca, y como siempre, 
el principal desafío sigue siendo político. Nuestra mejor respues-
ta a viejos problemas y nuevos desafíos continúa siendo la articula-
ción de proyectos colectivos de transformación y la construcción de 
comunidades en la diversidad. Este es el momento de recuperar la 
actividad política, la buena política, la articulación de identidades 
e intereses en consensos contingentes y la dirección estratégica del 
esfuerzo común para la resolución de problemas públicos. La edi-
ficación de un futuro positivo y deseable para la comunidad, y la 
conducción de la sociedad hacia ese horizonte. 

Por supuesto, a este desafío político se suma un desafío contextual, 
que pasa por entender que las estrategias de desarrollo y legitimación 
democrática tienen lugar en un contexto caracterizado fundamen-
talmente por la complejidad y volatilidad de las comunidades. Por 
la fragmentación y la hiperconexión. En un contexto signado por la 
explosión de los grandes relatos que estructuraban la vida de la so-
ciedad en el siglo XIX y habilitaban la constitución de identidades 
colectivas y subjetividades individuales; y por la pugna de discursos 
y sentidos que se disputan la construcción de nuevos relatos.

En el pasado reciente, los partidos políticos, los sindicatos, las igle-
sias y hasta las identidades de género dotaban de sentido y propósito 
las vidas de las personas, proveyendo de un marco común en el que 
entenderse, comprender el mundo, valorarlo y actuar sobre él. Hoy, 
en cambio, nos encontramos con una enorme diversidad de identi-
dades políticas, sociales y culturales, tanto a nivel colectivo como a 
nivel individual. Diferentes formas de ver, entender y moverse en el 
mundo, motorizadas por intereses distintos y muchísimas veces con-
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trapuestos. El sistema social aumenta así su complejidad, a medida 
que se despliegan cada vez más identidades más pequeñas que se su-
perponen y se solapan, en procesos no necesariamente armónicos y 
que entrañan mucha conflictividad. Sujetos colectivos con necesida-
des y problemas particulares, que añaden complejidad a los desafíos 
que enfrenta la democracia, en la que operan poderosas estructuras 
económicas, institucionales y culturales que ejercen una enorme in-
fluencia sobre la vida de los sujetos. 

A esta diversidad, se suma la velocidad del cambio social. La segunda 
característica de nuestras comunidades contemporáneas es así la vo-
latilidad. En las últimas décadas la comunidad global experimentó 
una serie de vertiginosas mutaciones, fundamentalmente tecnológi-
cas, que transformaron nuestra manera de concebir y percibir todas 
las distancias, tanto espaciales como temporales. La masificación de 
internet ha favorecido la existencia de una comunidad hiperconec-
tada y una multiplicación sin límites del volumen y la movilidad 
de la información. Una sociedad permanentemente bombardeada 
con información, cuyos actores tienen a su alcance una creciente 
multiplicidad de canales para interactuar con públicos cada vez más 
diversos; pero que a la vez reciben grandes cantidades de contenidos 
muy variados, lo que limita su atención a cuestiones que le resultan 
de interés y desechando el resto, que se pierde en el vacío. Un públi-
co consumidor que, como nunca, tiene la oportunidad de generar su 
propio contenido, que también circula con una intensidad y a una 
velocidad inéditas.

Frente a sociedades complejas y fragmentadas que demandan más y 
mejores respuestas de sus líderes, alcanzar estos viejos objetivos de 
desarrollo integral y de legitimidad democrática continúa constituyen-
do un desafío político. Pero en este contexto, la mejora constante y 
progresiva de las condiciones de vida de nuestros pueblos y la conso-
lidación de los consensos democráticos no son tareas que puedan re-
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solverse únicamente desde la política. Para abordar con éxito estrate-
gias de gestión y de comunicación, la política es imprescindible. Pero 
es insuficiente. Ambos procesos, que constituyen las principales ma-
terializaciones de la política contemporánea, enfrentan así el enorme 
desafío técnico de contar con dispositivos y herramientas de gran so-
fisticación, capaces de alcanzar nuestros objetivos de manera eficien-
te y efectiva. De diseñar e implementar políticas públicas de calidad 
capaces de satisfacer necesidades sociales, y de desplegar dispositivos 
de comunicación capaces de fomentar el diálogo con la ciudadanía, 
disputar sentidos de la realidad y construir apoyo político.

El camino hacia el desarrollo integral y la consolidación de la legi-
timidad democrática continúa siendo nuestro principal desafío. Al 
que, más que nunca, debemos responder políticamente y a partir de 
la incorporación de poderosas herramientas técnicas. En el marco de 
este esfuerzo, y como aporte a esta campaña colectiva, se encuadra la 
publicación de este libro.

En clave de lectura

En ese trabajo procuramos abordar el objetivo final y el principal 
dispositivo de la gestión política: el desarrollo y las políticas públicas. 
Intentamos hacerlo desde la recuperación de la lógica política, desde 
un entendimiento amplio del gobierno y la gubernamentalidad y 
desde una concepción que trascienda los enfoques gerenciales y bu-
rocráticos de la gobernanza y la administración pública. Intentamos 
hacerlo desde una comprensión contextual que permite plantearnos 
los retos que implica gobernar la complejidad y la volatilidad de las 
comunidades contemporáneas. Pero además, procuramos hacerlo 
aportando elementos técnicos y herramientas para comprender la 
integralidad del desarrollo como metaobjetivo político, y para dise-
ñar e implementar políticas públicas efectivas y eficaces. 
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En la primera mitad del libro, entonces, nos concentramos en la 
cuestión del desarrollo a través de dos grandes conjuntos de retos. 
El primero de estos retos es conceptual: debemos recuperar para los 
proyectos de transformación política de América Latina la concep-
ción del desarrollo, que hemos perdido en manos de aquellos que la 
transformaron en “un discurso político sin saliva”. Es tiempo de (re)
definir el desarrollo, y en esta publicación proponemos entenderlo 
como la mejora constante y paulatina de la calidad de vida de nuestras 
comunidades a través de la satisfacción progresiva de necesidades socia-
les. Como un sendero de transformación positiva, que busca el bien 
común y privilegia a los sectores más débiles de la sociedad.

Por supuesto, en el siglo XXI esta transformación requiere del di-
seño e implementación de una estrategia de desarrollo que permita 
orientar nuestros esfuerzos y enmarcarlos en una visión de futuro de 
nuestra comunidad. Una estrategia integral, que comprenda el des-
envolvimiento del capital físico en el territorio (con el despliegue 
de la infraestructura, la prestación de servicios y la construcción de 
viviendas); la dinamización de la actividad económica (a través del 
crecimiento económico productivo y la creación de empleo genuino 
y de calidad); el desarrollo humano (mediante la generación de con-
diciones para la realización de las personas a través de la educación, 
la salud y el ambiente, la cultura y el deporte); el desarrollo social 
(mediante la generación y fortalecimiento de vínculos interpersona-
les, la inclusión y la equidad); y la optimización de la capacidad ins-
titucional del Estado para atender demandas y resolver problemas. 

Sobre estos cinco grandes elementos versan sendos capítulos de la 
primera mitad del libro. Por supuesto, huelga decir que cada una de 
estas dimensiones del desarrollo resulta de extrema complejidad, y 
que los niveles de especialización hacia adentro de cada uno de sus 
componentes tienden potencialmente al infinito. Por lo tanto, lejos 
está de nuestra pretensión dar un tratamiento acabado y exhaustivo 
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a cada una de las dimensiones, y mucho menos a cada componente 
que se enmarca en ellas. En este sentido, el aporte de la publicación 
no pasa tanto por agotar la discusión con respecto a temas como la 
vivienda, la agregación de valor a la producción primaria, la accesibi-
lidad a la salud ni la seguridad o la equidad de género, sino por ubi-
car estos elementos dentro de un marco conceptual y metodológico 
general de desarrollo integral. 

Además, entendemos que la propuesta contenida en este libro no 
constituye una iniciativa aislada. Por el contrario, se inscribe en un 
esfuerzo colectivo protagonizado por muchos autores e instituciones 
gubernamentales y no gubernamentales que se encuentran pensan-
do, trabajando y produciendo material sobre la cuestión del desarro-
llo. Por lo tanto, procuramos también conectar nuestra propuesta 
teórico-metodológica con la iniciativa contenida en la Agenda 2030 
de las Naciones Unidas, iniciativa que condensa los consensos alcan-
zados entre las naciones del mundo alrededor de 169 metas conte-
nidas en 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible y que se erige como 
orientador general de la gestión de numerosos actores políticos. 
Entre la fecha en la que se publica este libro y el horizonte tempo-
ral fijado por los ODS, nos restan poco menos de diez años. Y aún 
estamos lejos de alcanzar muchas de estas metas, en nuestro país, en 
América Latina y en el mundo. Por lo tanto, pretendemos poner en 
diálogo el desarrollo como metaobjetivo de la gestión política, con 
sus dimensiones y componentes, con las metas de desarrollo soste-
nible de Naciones Unidas, a los fines de continuar proveyendo de 
herramientas de calidad para la toma de decisiones y la implementa-
ción de políticas públicas.

El segundo grupo de retos asociados al desarrollo tiene carácter es-
tadístico. Existen pocos datos sistemáticos que nos permitan eva-
luar con certeza los niveles de desarrollo relativo de nuestras comu-
nidades. Y esta información resulta imprescindible para diseñar y 
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gestionar políticas públicas y estrategias de comunicación. A este 
respecto, en los capítulos de la primera mitad del libro se rescata 
un valiente intento de romper con esta orfandad estadística. Para 
ello se introduce el Índice de Desarrollo para la Gestión (IDG). 
Concebido como una herramienta para las administraciones pú-
blicas y los actores del desarrollo, el IDG ha sido diseñado por un 
equipo de investigación conformado por profesionales del ICDA 
de la Universidad Católica de Córdoba y del Instituto de Ciencias 
del Estado y la Sociedad, con el apoyo de la Fundación Konrad 
Adenauer. Este indicador tiene como finalidad integrar informa-
ción de relevancia que permita construir evidencia para el diseño y 
gestión de políticas públicas.

En su diseño incluye variables accionables para todos los niveles sub-
nacionales que en Argentina están involucrados en la formulación e 
implementación de planes, programas y proyectos de políticas pú-
blicas. Se propone así como un instrumento para atender a una sig-
nificación integral e implícita del desarrollo, que hace énfasis en el 
carácter multidimensional del concepto, y en el nivel interprovincial 
del estudio. O, dicho en otras palabras, su capacidad de describir el 
desarrollo relativo hacia dentro del país. Así, incluye una potente ba-
tería de indicadores, seleccionados a partir de cumplir las caracterís-
ticas de generalidad, actualidad, variabilidad y repetición. El primer 
Informe del IDG se encuentra en etapa de edición al tiempo que se 
finalizan estas páginas y los resultados preliminares son muy intere-
santes, por lo que se constituye en material de consulta de cualquier 
iniciativa tendiente a medir la evolución de las condiciones de vida 
de la comunidad.

En la segunda mitad del libro encaramos la cuestión de las políti-
cas públicas como principal dispositivo de la gestión política. Y bus-
camos responder a desafíos conceptuales y metodológicos. Es decir, 
entendiendo cómo funcionan las políticas públicas en el marco del 
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gobierno de las comunidades contemporáneas, pero además cómo 
diseñarlas e implementarlas en la práctica.

Como dispositivo de gobierno, entonces, partimos de la idea de que 
las políticas públicas se integran a partir de un conjunto heterogé-
neo de saberes técnicos y herramientas prácticas, de decisiones y 
orientaciones políticas, de procedimientos legales y reglamentarios, 
de proposiciones normativas y de valores culturales. Profundamente 
entrelazados entre sí, estos mecanismos se inscriben en las relaciones 
de poder que constituyen la base del tejido social, alterando la diná-
mica y los resultados de estas interacciones en un contexto político 
determinado y configurando una red o un ciclo de procesos que 
operan sobre la realidad. Entendidas de manera amplia, entonces, las 
políticas públicas constituyen una red de mecanismos que buscan la 
transformación de la realidad a partir de la definición y resolución de 
problemas comunitarios que de algún modo obstaculizan el avance 
hacia una visión de futuro.

A partir de esta concepción general de las políticas públicas como 
dispositivo de la gestión política, es posible avanzar en una defini-
ción operacional más específica, que las comprenda en sentido es-
tricto como planes y actividades que un Estado como responsable 
principal diseña y gestiona, con la sociedad como partícipe necesaria 
y primera destinataria a los fines de la satisfacción social y la aproba-
ción ciudadana. Una conceptualización de estas características, que 
contemple la profundidad de la lógica política que las atraviesa pero 
que también habilite el estudio de las prácticas que hacen a su diseño 
e implementación, nos permite abordar el diagnóstico, la decisión, 
la planificación, la dirección, el control de gestión y la difusión como 
fases técnicas del proceso, abordando las herramientas propias de 
cada una. Este esfuerzo se ve reflejado en los capítulos contenidos en 
la segunda mitad del libro.
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Finalidad y advertencia.  
O qué esperar y qué no esperar del libro

Este libro propone reflexiones sobre la estructura y la dinámica de 
las comunidades contemporáneas, sobre los desafíos del desarrollo y 
la legitimidad, y sobre el rol que juegan la gestión y la comunicación 
en este contexto. Propone además una estructura conceptual para 
analizar el desarrollo integral como objetivo de la gestión política, 
descomponiendo todas sus dimensiones y presentando varias apro-
ximaciones para motorizar el progreso en cada una de ellas. Ofrece 
además una conexión de esta conceptualización con instrumentos 
estadísticos que permitan medir ese progreso en términos naciona-
les, y vincularlos con el esfuerzo global plasmado en la Agenda 2030 
de Naciones Unidas. La publicación propone además un marco me-
todológico para abordar las políticas públicas como principal dispo-
sitivo de la gestión política, proveyendo de herramientas prácticas 
para diseñarlas, implementarlas y comunicarlas en el marco de estra-
tegias generales de desarrollo. 

Huelga decir que estos objetivos de la publicación son bastante am-
biciosos. Y también es bueno ponerle un límite a tal ambición, re-
conociendo sus debilidades y advirtiendo al lector sobre las mismas. 
Por eso, ¡cuidado, lector! Aunque ofrece algunas reflexiones, y toma 
en cuenta los resultados de numerosos pensadores e investigadores 
de la ciencia política, la economía y la sociología, este no es un libro 
académico. No se estructura a partir de los resultados de rigurosos 
estudios científicos, ni contiene conclusiones de investigaciones sis-
temáticas que bucean entre las correlaciones y las causalidades de los 
fenómenos sociales. 

Tampoco constituye estrictamente un manual porque sus conteni-
dos no se presentan como la única manera de hacer las cosas, o ni si-
quiera como la forma más correcta de hacerlas. Pese a que sí presenta 
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procesos técnicos y recomienda su utilización, no está pensado ni 
diagramado únicamente desde un punto de vista técnico, ni consti-
tuye sólo un conjunto de procedimientos que aseguran determinado 
resultado si se siguen sus indicaciones al pie de la letra.

Sí es, en cambio, el fruto de años de experiencia (del autor y de los 
equipos de los que forma parte) de trabajo con actores políticos, 
gobiernos y decisores, partidos y organizaciones sociales, en la dia-
gramación de estrategias de gestión y comunicación, buscando me-
jorar condiciones de vida y cimentar comunidades. Es el resultado 
también de la reflexión sistemática que, como autor y como equipo, 
hemos venido encarando a partir de estas experiencias y en relación 
con nuestras propias trayectorias académicas. Esta publicación, en 
definitiva, es hija de una práctica reflexionada. Y desde ese lugar se 
realizan todas sus afirmaciones.

Por eso no se pretende agotar ninguna de las discusiones propias de 
los temas abordados, sino presentar las enseñanzas recogidas y los 
desafíos pendientes en cada uno de estos ámbitos de la realidad en 
los que venimos trabajando. Y aportar, desde una posición reflexiva, 
una sistematización de ese conocimiento práctico, a partir de un esque-
ma que sea útil para la acción política. 

Esta es la finalidad última del libro. No desplegar un pensamiento 
iluminador sobre el funcionamiento del mundo ni establecer “rela-
ciones comprobadas” entre variables cuidadosa y parsimoniosamen-
te operacionalizadas. Sí proveer de un marco de reflexión e interpreta-
ción para la acción política en contextos contemporáneos. Sí realizar un 
pequeño aporte a los interrogantes asociados al desarrollo sostenible, 
a escala local y regional; al diseño y gestión de políticas públicas 
y estrategias de comunicación técnicamente sofisticadas, y política-
mente ubicadas en un proyecto de transformación. Sí proveer ideas 
y orientaciones, prácticas, técnicas y herramientas a los actores de 
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esta transformación. Para gestionar y comunicar políticamente. Para 
continuar aportando al desarrollo integral y a la legitimidad demo-
crática. Si esta publicación puede contribuir, aunque más no sea mí-
nimamente en estos magníficos desafíos, habrá cumplido con creces 
sus objetivos.



PRIMERA PARTE 
 

EL OBJETIVO 
DEL DESARROLLO





CAPÍTULO 1  

El despliegue del capital físico

1. Introducción

El ordenamiento territorial y el despliegue físico de una comunidad 
constituyen un complejo en el que interviene una gran multiplici-
dad de factores cuya interacción es determinante en el desenvolvi-
miento de su actividad económica, de la calidad ambiental y de la 
dinámica social. Por lo tanto, su abordaje tiene un valor estratégico 
en la diagramación de cualquier plan de desarrollo, tanto en el nivel 
local como regional.

Un territorio conectado desde lo físico favorece la circulación de la 
producción y el crecimiento económico, así como una comunidad 
cohesionada desde lo social. La disponibilidad de espacios públicos 
de calidad habilita el encuentro entre vecinos y la realización de ac-
tividades de integración comunitaria, habilitando el fortalecimiento 
de capital social de cualquier localidad. Un hábitat saludable favo-
rece la realización plena de las personas como tales, mejorando sus 
oportunidades y capacidades y contribuyendo así al desarrollo hu-
mano de una ciudad o una provincia. La disponibilidad de viviendas 
de calidad repercute en la habitabilidad del territorio y se convierte 
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en un factor fundamental para generar sentido de pertenencia y co-
hesión social. Una ciudad limpia, que gestiona eficientemente sus 
residuos, o una región ordenada, que preserva su hábitat y hace un 
uso eficiente de sus recursos naturales, vuelven sostenible el creci-
miento poblacional.

La dimensión material de un proceso de desarrollo armónico y sus-
tentable se asienta sobre la optimización del despliegue del capital 
físico de la comunidad a través del mejoramiento de la infraestruc-
tura y la conectividad, la prestación de servicios de calidad, el orde-
namiento territorial y la optimización de los espacios públicos, y la 
construcción de viviendas. 

2. Entonces, ¿qué es el capital físico?

El concepto hace referencia al conjunto de atributos materiales y es-
paciales que caracterizan y otorgan cierta fisonomía a un territorio; 
es decir, sus características naturales, su infraestructura, equipamien-
to y habitabilidad. Elementos que en su conjunto conforman la base 
física tangible de las condiciones de vida de los pueblos que se asien-
tan sobre ellos, así como de su potencial de crecimiento económico 
y de desarrollo humano y social1.

De esta manera, nuestro concepto se aleja de una visión más pro-
pia del ámbito empresarial, que tiende a considerarlo como “el stock 
de bienes de equipo, instalaciones e infraestructuras que se utiliza para 
producir bienes y servicios” (Blas Jiménez, 2014:121), asemejándolo 

1	 Esta definición fue construida a partir del trabajo de diseño urbano y 
planificación estratégica liderado por la Dra. Arq. Florencia Guidobono, sobre la 
base de diversas fuentes y al calor del trabajo de campo. Además es, con algunos 
matices, la definición utilizada por el Índice de Desarrollo para la Gestión (ICES-
ICDA-KAS), en tanto dimensión cuantificable del desarrollo. 
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a la noción contable de “bienes de capital”2. Esta concepción del 
capital físico como un “factor productivo que ya ha sido produ-
cido” tiene su correlato en las estrategias de desarrollo de carácter 
economicista, que se asientan sobre una noción primaria de capital 
como recursos que generan un rendimiento (Díaz, 2013:256). En esta 
aproximación usualmente se separa el capital físico de un territorio, 
fundamentalmente dado por su infraestructura, del capital natu-
ral, constituido por su dotación inicial de recursos naturales (Díaz, 
2013). Infraestructura humana y características naturales son así 
analizadas desde la perspectiva de su disponibilidad para la produc-
ción y su utilidad para el crecimiento de la economía. 

Nuestra perspectiva, que busca alejarse de una visión dominada ab-
solutamente por los imperativos económicos y centrarse en las con-
diciones de vida de los pueblos, analiza el capital físico como una 
dimensión del desarrollo integral. Y por lo tanto, comprende los atri-
butos físicos del territorio a partir de su impacto en la calidad de 
vida de las comunidades que lo habitan y lo habitarán, lo que abre 
la puerta a las nociones de bien común y solidaridad intergeneracio-
nal. Así, junto a los rasgos físicos territoriales –situación geográfica, 
clima, orografía, recursos naturales y características ambientales–, se 
incluye en el análisis el volumen y calidad de la infraestructura básica 
–vial, energética y de servicios–; la efectiva prestación de estos servi-
cios y su calidad; la habitabilidad del territorio y la disponibilidad de 
tierra y vivienda para las comunidades que en él se asientan.

2	 Es notoria la semejanza entre las aproximaciones productivistas al capital 
físico/natural y el concepto contable de bien de capital, entendido como 
“bienes cuya utilidad consiste en producir otros bienes”. O, de acuerdo con el 
diccionario empresarial del grupo Wolters Kluwer, “la maquinaria, los inmuebles, 
las instalaciones y las infraestructuras que se utilizan junto a otros factores de 
producción (trabajo, materias primas y bienes intermedios) para producir, a su 
vez, otros bienes y servicios”.



34 | El despliegue del capital físico

Todos ellos constituyen elementos esenciales por su capacidad 
de brindar habitabilidad a los actores sociales, en primer lugar. 
Todos elementos determinantes de la eficiencia productiva y 
competitividad de las actividades locales y regionales, en segundo 
término. En definitiva, todos ellos elementos indispensables para 
estructurar una estrategia de desarrollo que contemple el desplie-
gue del capital físico.

3. Componentes del capital

No existe un consenso absoluto sobre cuáles son los componentes 
que integran la dimensión física del desarrollo integral y que for-
man parte del capital físico de la comunidad. Al respecto, Graglia 
identifica tres, como parte de las necesidades a satisfacer en América 
Latina: infraestructura, servicios y vivienda (2017:69-71). De mane-
ra similar, Pacharoni señala que “el desarrollo del capital físico refiere 
a las viviendas, las condiciones medioambientales y la infraestructu-
ra de servicios con que cuentan los habitantes de una localidad o una 
región” (2004).

Ambos autores coinciden en la centralidad de la infraestructura 
y de la vivienda en la definición del capital físico. Y ambos seña-
lan la importancia de los servicios, aunque Graglia se centra más 
en su prestación y Pacharoni se refiere a las condiciones infraes-
tructurales que la hacen posible. Además, este último autor añade 
las “condiciones medioambientales” como elementos a considerar 
dentro del capital físico3. De hecho, la ubicación de “la cuestión 
ambiental” constituye una de las mayores discusiones en torno a 

3	 En los análisis anteriores de Graglia (2014) el medioambiente se incluía 
dentro de los elementos del capital físico. Sin embargo, en formulaciones 
posteriores (2017) la cuestión ambiental pasa a formar parte del desarrollo del 
capital humano. 
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la conceptualización del desarrollo: pese a tener una base induda-
blemente física, el acceso a un ambiente sano es un requisito indis-
pensable para el desarrollo de las capacidades personales, y es parte 
integrante del capital humano4.

Además, existe cierto consenso en que la importancia de la cues-
tión demanda la incorporación de criterios ambientales, que atra-
viesan transversalmente el diseño y gestión de todas las políticas 
de cualquier gobierno. De esta manera, autores como Lisa (2012) 
señalan que al pensar en el ambiente “no podemos tratarlo como 
un problema puntual… por el contrario, lo entendemos como 
algo mucho más amplio y abarcador, es decir toda una dimen-
sión: la dimensión ambiental” (2012:11). De esta manera, pro-
ponen analizar todo el proceso de desarrollo desde esta dimen-
sión ambiental5, que aparecería así en la actividad económica (con 
programas de producción limpia, por ejemplo) o en el desarrollo 
social (en el entendimiento de que todo conflicto ambiental es 
siempre un conflicto socioambiental, con impacto en la igualdad 
de oportunidades).

En nuestro análisis, consideramos la infraestructura ambiental (tal 
como la disponibilidad de predios de disposición final de desechos 

4	  Pese a constituir la base material del desarrollo (y por lo tanto parte del 
capital físico), los elementos asociados a la dimensión ambiental constituyen 
condición de realización de las personas humanas (y por lo tanto, vector del 
desarrollo humano). En el capítulo correspondiente a esta última dimensión se 
analiza la cuestión con más profundidad.
5	  Para profundizar en un análisis más complejo de la dimensión ambiental, se 
recomiendan los artículos contenidos en Lisa (2012), que desde una perspectiva 
local realizan un enorme aporte para el diseño y gestión de políticas ambientales. 
Se recomiendan especialmente los artículos “Desarrollo humano sustentable” 
(Lisa, 2012); “Estructura de un plan de gestión ambiental local” (Lisa, 2012a); y 
“Planes y programas de acción para la gestión ambiental local” (Cristóbal, 2012).
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urbanos, o la existencia de obras de preservación de los recursos hí-
dricos, como ejemplos de nivel local y provincial respectivamente) 
y la prestación de servicios ambientales (tales como la recolección 
y tratamiento de residuos sólidos urbanos o la mitigación de la con-
taminación de los recursos hídricos) como parte central del capital 
físico. En el mismo sentido se incluyen los elementos asociados a la 
administración racional de los recursos naturales, tanto a nivel local6 
como provincial, en tanto constituyen parte de la base material para 
una de las condiciones fundamentales para el desarrollo humano: el 
acceso a un ambiente limpio y saludable. En relación con este último 
punto, Graglia señala:

Desde ya, tanto la gestión del hábitat […] como la gestión del territorio […] 
en términos son clave a los fines del desarrollo del capital físico de una locali-
dad o una región. Sin gestión del hábitat y del territorio no hay desarrollo del 
capital físico (2014:31).

De esta manera, nuestro concepto se aleja de una visión más pro-
pia del ámbito empresarial, que tiende a considerarlo como “el stock 
de bienes de equipo, instalaciones e infraestructuras que se utiliza para 
producir bienes y servicios” (Blas Jiménez, 2014:121), asemejándo-
lo a la noción contable de “bienes de capital”. Esta concepción del 
capital físico como un “factor productivo que ya ha sido produ-
cido” tiene su correlato en las estrategias de desarrollo de carácter 
economicista, que se asientan sobre una noción primaria de capital 
como recursos que generan un rendimiento (Díaz, 2013:256). En esta 
aproximación usualmente se separa el capital físico de un territorio, 
fundamentalmente dado por su infraestructura, del capital natu-
ral, constituido por su dotación inicial de recursos naturales (Díaz, 
2013). Infraestructura humana y características naturales sonasí ana-

6	 Se recomienda al respecto la lectura de Moggia y Reutemann (2012): 
“Gestión de los recursos naturales desde los gobiernos locales”.
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lizadas desde la perspectiva de su disponibilidad para la producción 
y su utilidad para el crecimiento de la economía. 

3.1. Eje Infraestructura

La infraestructura tiene relación directa con las características “du-
ras” del territorio local o regional, y comprende las realizaciones hu-
manas diseñadas e implementadas como soporte material de otras 
actividades. En otras palabras, refiere a las obras públicas o privadas 
que sirven de soporte físico al transporte, la movilidad y la comuni-
cación; a la prestación de servicios y a la gestión ambiental. Dentro 
de este eje existen diferentes variables que hacen a su construcción:

3.1.1. Conectividad

La conectividad es una cualidad que emerge y se desarrolla a partir de la 
existencia de vínculos entre áreas, personas y actividades que se interrela-
cionan; y por lo tanto hace referencia a todo lo relacionado con las nece-
sidades de movilidad y comunicación (Figueroa y Rozas, 2016; Graglia, 
2014; Delgadino y Alippi, 2006). De esta manera, su representación 
material está dada por “una estructura conformada por una red de corredo-
res que sirven para movilizar bienes, servicios, información y personas entre 
distintos puntos” (Figueroa y Rozas, 2006:11), cuyo desarrollo depende 
de la unión entre puntos singulares, las capacidades de movilización en-
tre ellos y la intensidad de los flujos que recorren las redes.

En este sentido, emerge como primera materialización la infraes-
tructura vial, tanto desde el punto de vista de la permeabilidad in-
terna de la ciudad y la región como su conexión externa en relación 
a distintas escalas (con respecto a las localidades o zonas vecinas, a la 
provincia, al país y a la región). La existencia y buen estado de rutas, 
calles y caminos constituye un factor de gran relevancia no sólo para 
fortalecer la relación física, sino también la social y virtual entre los 
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nodos de la red7. La exploración de alternativas, como el tendido y 
desarrollo de redes férreas, continúa constituyendo una interesante 
aproximación al desarrollo de ciudades y regiones en nuestro país. 
Una verdadera deuda de desarrollo.

En la misma dirección se inscribe la infraestructura tecnológi-
ca, que habilita la conexión entre distintos puntos de la red de 
manera virtual. En este sentido, debe destacarse la introducción 
y generalización de las tecnologías de información y las comuni-
caciones (TIC), que han venido a implicar “una virtualización de 
las distancias... la transmisión y la comunicación” (Figueroa y Rozas, 
2006:11). En este contexto, el tendido de redes de fibra óptica y la 
igualdad de oportunidades en el acceso a internet y a la telefonía 

7	  Construir una ruta o una autopista, o pavimentar las vías de acceso de una 
ciudad, son tareas que demandan una inversión considerable, tanto en recursos 
económicos propios como en gestiones ante instancias de gobierno superiores. Por 
ello, trabajar en proyectos de política orientados al desarrollo de la infraestructura vial 
no sólo implica el tendido de nuevas vías, sino también todas las acciones destinadas 
a la preservación de las inversiones realizadas y el mantenimiento en condiciones 
de las vías de circulación. Entre los principales agentes que actúan y damnifican 
el estado de los caminos se destacan el nivel de precipitaciones, el clima hostil y el 
transporte de carga. En ese sentido, se vuelve imprescindible reducir al mínimo las  
consecuencias generadas por los agentes, limitando y ordenando el tránsito pesado e 
implementando un mantenimiento tanto correctivo como preventivo que permita 
obtener un retorno adecuado por las inversiones efectuadas. Las prácticas correctivas 
son las más usuales, y se ponen en marcha como consecuencia de un daño ya 
ocasionado. La acción de tapar un bache, o también conocido como “bachear”, sería 
un claro ejemplo. El mantenimiento preventivo funciona procurando demorar lo 
más posible la aparición de tales daños.. Una acción tan sencilla como el sellado de 
las fisuras en el pavimento pueden transformarse en un evento de gestión política, 
en tanto contribuye al despliegue del capital físico, e indirectamente al desarrollo 
integral. Todos estos elementos han sido analizados en función de diversas instancias 
de asesoramiento a gobiernos locales en materia de planificación urbana y del 
crecimiento, llevados adelante por el equipo de Analítica427, bajo la coordinación 
de la Dra. Arq. Florencia Guidobono.
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móvil emergen como nuevos determinantes de la conectividad de 
un territorio.

La existencia y estado de la infraestructura de conectividad, tanto física 
como virtual, tiene un enorme impacto en la habitabilidad del territorio 
y en sus potencialidades de desarrollo. Habilita la comunicación entre 
centros de producción, distribución y consumo de bienes y servicios; 
fomenta la cohesión social a través del relacionamiento de las personas; 
y favorece la universalización de la prestación de servicios, elemento pro-
pio del capital físico al que nos referiremos a continuación.

3.1.2. De servicios

En este punto nos referimos puntualmente a la existencia de las obras 
que funcionan como soporte físico indispensable para la prestación de 
servicios, mas no a su prestación efectiva o la calidad de esta8. Al res-
pecto, en primer lugar destaca la infraestructura asociada a la provisión 
de agua potable, es decir, las obras realizadas para su captación o ex-
tracción9, su tratamiento y potabilización, su almacenamiento (bruto 

8	 La división puede resultar ligeramente confusa si se la toma en abstracto, 
pero la orgánica usual de gobiernos locales, provinciales y nacionales suele reflejar 
esta misma separación. A modo de ejemplo, podemos decir que la repartición de 
obras públicas suele ser responsable de la construcción de redes de distribución de 
agua y plantas potabilizadoras, de redes de desagües y plantas de tratamiento de 
líquidos cloacales, de gasoductos y centrales eléctricas; de predios de disposición 
final de desechos. Mientras tanto, la repartición equivalente a “servicios públicos” 
está a cargo de la prestación efectiva del servicio de agua potable, de saneamiento, 
de energía y de recolección y tratamiento de residuos sólidos urbanos. Esa es la 
diferencia que pretendemos introducir aquí.
9	 Ya sea agua proveniente de precipitaciones, agua subterránea emergida a través de 
manantiales naturales o captada a través de pozos o galerías, agua captada de la superficie 
(proveniente de cursos o embalses naturales o artificiales de agua), o incluso proveniente 
del mar. En cada uno de estos casos las obras necesarias varían, pero en todos ellos se 
enmarcan en infraestructura de servicios, dentro del despliegue del capital físico.
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o potabilizado) y su distribución tanto central como secundaria y do-
miciliaria10. También las obras de infraestructura asociadas al sanea-
miento y drenaje, contándose entre las primeras las redes de cloacas y 
las estaciones depuradoras de aguas residuales (también llamadas plan-
tas de depuración o de tratamiento de efluentes residuales), y entre las 
segundas las redes de alcantarillado para el desagüe pluvial11.

En el mismo sentido, la infraestructura asociada a los sistemas de su-
ministro de energía eléctrica en todo su proceso: generación12, trans-
porte13, transformación, distribución14, conexión domiciliaria; y de 
provisión de gas natural o envasado (extracción o adquisición15), 

10	 El transporte del agua (potable o bruta, con fines de potabilización) requiere 
numerosas obras de infraestructura. Además de las propias redes de tubería, es 
necesario construir estaciones de bombeo, dispositivos de medición, etc., a lo que 
hay que sumarle las derivaciones domiciliarias.  
11	 Para profundizar en un abordaje más sistemático de la cuestión del agua y 
el saneamiento, sobre todo a nivel local, se recomienda fuertemente la lectura del 
texto de María Rosa Yommi (2012), incluido en el libro Aportes para la gestión 
ambiental local (Lisa, 2012), publicado por la Fundación Adenauer. 
12	 En este punto destaca la construcción y mantenimiento de centrales eléctricas, 
que aprovechan una fuente de energía primaria (nuclear, solar, cinética, hidráulica, 
eólica, química, etc.) y la transforman en energía eléctrica. 
13	 Implica el tendido de redes, normalmente de alta tensión, que enlazan las 
centrales con los puntos de transformación de la energía eléctrica.
14	 Una vez reducida la tensión con la que la energía se transporta, se distribuye 
a través de líneas secundarias, aéreas o subterráneas, hasta llegar a los usuarios. 
Estas líneas, junto a las instalaciones en que se vuelve a reducir la tensión hasta los 
valores utilizables por los usuarios, constituyen la red de distribución. 
15	 El gas natural constituye un recurso económico escaso, usualmente 
restringido desde un punto de vista geográfico. Por eso la infraestructura de 
servicios contempla las obras necesarias para su extracción del subsuelo (en caso 
de contarse con el recurso en el territorio) o para su ingreso al sistema productivo 
y de consumo. En términos generales, en este punto hablamos de obras de escala 
nacional o provincial.
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transporte16, distribución secundaria y conexión domiciliaria. La ener-
gía cumple también un rol particularmente importante en el proceso 
productivo y, por lo tanto, en la dinamización de la dimensión eco-
nómica del desarrollo integral, que será abordado con más detalle en 
el próximo capítulo del libro, centrándonos aquí en la infraestructura 
vinculada a la prestación de ambos servicios para el consumo domés-
tico o comercial. 

Además destaca la infraestructura ambiental, entendida como las 
obras y realizaciones humanas diseñadas e implementadas como so-
porte material para la provisión de servicios ambientales. Un buen 
ejemplo está dado por las plantas de tratamiento y los espacios de 
disposición final de desechos urbanos, o las obras de mitigación am-
biental de diversos procesos productivos. También sería posible in-
corporar dentro de esta clasificación algunas obras tradicionalmente 
consideradas propias de otros sistemas, como las plantas de trata-
miento de líquidos cloacales antes de ser liberados a la naturaleza, en 
función de los servicios ambientales que habilitan.

3.1.3. Espacios públicos

Elementos determinantes de la infraestructura urbana (y por lo 
tanto fundamentales cuando se trabaja a escala local), la cantidad, 
disposición y calidad de los espacios de recreación tiene incidencia 
directa sobre la calidad de vida de los habitantes, el impacto am-
biental y el mejoramiento de la imagen urbana. El espacio público 
cumple un rol fundamental en la estructura de funcionamiento de 

16	 De manera similar a la energía eléctrica, existe una primera red de circulación 
del gas natural, por el que se mueve a gran escala: los gasoductos. Usualmente 
obras de gran envergadura para ser encaradas a nivel nacional o provincial y 
normalmente con financiamiento externo, su construcción resulta indispensable 
para la prestación del servicio, tanto para consumo doméstico como para fines 
industriales.
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las ciudades en relación con distintos aspectos ambientales, físicos 
y sociales.

En este sentido, es importante considerar que para generar espacios 
públicos de calidad es imprescindible cubrir aspectos relacionados a 
la conectividad y fácil accesibilidad para los habitantes, así como la 
provisión del equipamiento necesario para su correcto uso y disfrute. 
Además, en vistas a la sostenibilidad del espacio, resulta crucial asegu-
rar su mantenimiento en cuanto a limpieza y alumbrado, y su apropia-
ción por parte de la comunidad. Transformar los espacios públicos ac-
tuales y potenciales en verdaderos ámbitos de encuentro comunitario 
facilita los encuentros ciudadanos de recreación y vinculación, lo que 
los convierte en verdaderos espacios de integración social.

Párrafo aparte merecen los espacios verdes ubicados en el interior del 
diseño de la ciudad. Su aporte no sólo radica en su capacidad de ge-
nerar recreación social, sino también en el mantenimiento de la bio-
diversidad y la disminución de la huella ecológica, al funcionar como 
un regulador climático y constituir un atenuante para las implicancias 
ambientales de toda urbanización. En este sentido, las plazas, jardines, 
parques o bosques urbanos deben formar parte de cualquier planifi-
cación urbana que procure alcanzar una ciudad equilibrada, donde la 
expansión de la edificación y el cemento se amortiguan con la prolife-
ración y mantenimiento de espacios naturales.

3.2. Eje Servicios

La provisión efectiva y la calidad de servicios públicos de agua y sa-
neamiento, de energía, de transporte y de higiene y gestión ambien-
tal resultan cruciales en cualquier estrategia de despliegue del capital 
físico, tanto a nivel local como regional. De hecho, en muchos ca-
sos esta provisión de servicios se convierte en la materialización más 
palpable y cercana de las políticas públicas de diferentes niveles de 
gobierno para los habitantes de la comunidad.
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Por supuesto, esta prestación efectiva requiere ineludiblemente 
de la existencia y mantenimiento de la infraestructura de servi-
cios que constituye su sustento físico, y que determina en gran 
medida la calidad de su prestación. Graglia señala que la diver-
sidad en las necesidades a satisfacer con respecto a los servicios 
es relativamente grande, en Latinoamérica “se puede decir que 
las necesidades más graves y urgentes son el agua y la energía” 
(2017:71). En estos dos puntos, además de las condiciones in-
fraestructurales es necesario tener en cuenta problemas asociados 
a las barreras económicas al acceso al servicio de algunos segmen-
tos de la población; y la calidad del servicio, que muchas veces 
depende de las características de las empresas prestatarias (priva-
das y estatales)17.

En un segundo término emerge la cuestión del transporte, asocia-
do a las necesidades de movilidad, integración y comunicación; y se 
despliega sobre la infraestructura de conectividad, más específica-
mente la vial. Sin embargo, la prestación del servicio de transporte 
excede con mucho la existencia y estado de las vías físicas de comu-
nicación. En primerísimo lugar alude a la ampliación y mejora de 
los sistemas de transporte público de pasajeros18 seguros, asequibles, 

17	  Por supuesto, a nivel local estos servicios están asociados a otros más 
tradicionales, tales como el alumbrado público.
18	  A grandes rasgos, nos referimos tanto al transporte de cargas como de 
pasajeros, pero fundamentalmente a este último. Hacemos referencia tanto al 
transporte urbano como al interurbano; al prestado directamente por el Estado 
o al concesionado a empresas privadas. En el nivel que corresponda, y según las 
formas de organización que se den en cada caso, la satisfacción de las necesidades 
de movilidad, integración y comunicación deben ser respondidas por el Estado 
como “principal responsable” (Graglia, 2014; 2017). Y se implementa a través 
de los servicios de transporte, entendidos de modo amplio, y como parte del 
despliegue del capital físico de un territorio.
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accesibles y sostenibles19; con especial atención a los requerimientos 
de las personas en situación de vulnerabilidad por su edad, su situa-
ción económica o sus características físicas. En segundo lugar, y de 
manera menos directa, también se inserta la gestión del tránsito y 
la seguridad vial, fundamentales para reducir las muertes y lesiones 
causadas por accidentes de tráfico. En este punto pueden enmarcarse 
numerosas acciones, que van desde la fiscalización y el control del 
tránsito en rutas y autopistas (llevado usualmente adelante por las 
provincias) hasta la semaforización y señalización de las vías urbanas 
de circulación (lo cual suele recaer en gobiernos locales).

En tercer lugar, es necesario referirse a los denominados “servicios 
ambientales”. En este punto es necesario destacar el paulatino cam-
bio de perspectiva de numerosos gobiernos locales, que se alejan de 
una visión centrada en la mera prestación de un servicio (los más 
conocidos, el “barrido y limpieza” de la vía pública), aproximándo-
se a elementos de una verdadera gestión ambiental. En este sentido 
destaca la cuestión de los residuos sólidos urbanos. Desde una con-
cepción tradicional, el servicio en cuestión refiere meramente a la 
recolección de la basura, pero una perspectiva centrada en la Gestión 
Integral de Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU) contempla todas las 
instancias de este proceso: generación y disposición inicial; recolec-
ción y transferencia; transporte, tratamiento y disposición final20.

En términos generales, se considera que de entre todas estas etapas, 

19	 Revisar más adelante en este mismo capítulo la vinculación del despliegue 
del capital físico con los objetivos de desarrollo sostenible de la Agenda 2030 de 
Naciones Unidas.
20	  Nuevamente, se recomienda la lectura de los artículos compilados en el 
libro Aportes para la gestión ambiental local, coordinado por el Ing. Mauricio Lisa 
(2012) y publicado por la Fundación Konrad Adenauer. En especial el artículo de 
Soria, Zeballos y Lisa (2012:263-285), de Rintoul (2012:287-26) y de Zeballos 
(2012:297-306).
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las que presentan los mayores desafíos son la generación y dispo-
sición inicial, debido a la necesidad de concientizar a la población 
sobre el adecuado manejo de los RSU; y, fundamentalmente, la dis-
posición final, que se alza como uno de los principales desafíos a 
nivel local, regional y nacional. Desde una perspectiva estratégica, 
entonces, surge con fuerza la necesidad de priorizar la concientiza-
ción de la población en un corto plazo. atendiendo al mejoramiento 
continuo del servicio de la recolección, y sobre todo a la disposición 
final en un mediano plazo. En definitiva, comienzan a sentarse las 
bases para evolucionar desde una perspectiva que centra “la cuestión 
de la basura” en la recolección domiciliaria, encerrada entre los servi-
cios públicos que brinda el municipio, hacia una visión más integral, 
vinculada con la preservación general del ambiente, el compromiso 
ciudadano y la acción intersectorial para la sustentabilidad.

3.3. Eje Vivienda

La vivienda tiene un rol fundamental en el desenvolvimiento y la con-
sideración del capital físico de cualquier territorio, siendo uno de los 
principales vectores que dan forma y fisonomía al hábitat urbano, habi-
litando la satisfacción de múltiples necesidades básicas y garantizando el 
ejercicio de numerosos derechos fundamentales. En definitiva, impac-
tando de manera múltiple sobre la calidad de vida de los pueblos.

Cuando se trata la vivienda como un vector de despliegue del capital 
físico se distinguen cuatro instancias diferentes: el acceso a la tierra 
como prerrequisito indispensable; el acceso a la vivienda en sí como 
necesidad y como derecho, tanto en términos físicos como jurídicos; 
las características físicas propias de la vivienda, tales como la mate-
rialidad, el tamaño en relación con sus habitantes y la calidad cons-
tructiva; y sus condiciones en relación con su entorno, tales como su 
accesibilidad, ubicación y acceso a servicios básicos. Además, cada vez 
se vuelve más necesario atender a otras cuestiones que tienen que ver 



46 | El despliegue del capital físico

con aspectos quizás intangibles, como el sentido de pertenencia, la 
identificación y la capacidad de la vivienda para generar integración y 
cohesión social.

Las dos primeras instancias pueden definirse como acceso a la tierra 
y al techo (Graglia, 2017:70) y normalmente se presentan juntas. Al 
respecto, es necesario abordar políticas que garanticen el acceso a tí-
tulos formales de propiedad de la tierra y la vivienda, especialmente 
en aquellos casos en los que los territorios se encuentran habitados 
pero en condiciones de precariedad. O, en otras palabras, garantizar 
la seguridad jurídica de la tenencia. En este sentido, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de 
Naciones Unidas señala que la tenencia de la vivienda 

… adopta una variedad de formas, como el alquiler (público y privado), la vi-
vienda en cooperativa, el arriendo, la ocupación por el propietario, la vivienda 
de emergencia y los asentamientos informales, incluida la ocupación de tierra 
o propiedad. Sea cual fuere el tipo de tenencia, todas las personas deben gozar 
de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice una protección legal 
contra el desahucio, el hostigamiento u otras amenazas.21

Asimismo, el Comité utiliza el término asequibilidad para referirse 
al acceso a la vivienda en sí, como necesidad social y como derecho, 
directamente en términos físicos:	

La vivienda adecuada debe ser asequible a los que tengan derecho.  Debe concederse 
a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos 
adecuados para conseguir una vivienda. Debería garantizarse cierto grado de con-
sideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos…22

21	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación 
General N° 4. Punto 8.a. 
22	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación 
General N° 4. Punto 8.e.
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A nivel local, la ocupación irregular de terrenos y la necesidad de 
nuevos loteos se presentan como potentes indicadores del crecimien-
to poblacional; pero al mismo tiempo pueden constituir oportunida-
des para organizar y planificar de manera consciente y participada el 
desarrollo urbano de la ciudad. Esto conlleva numerosos beneficios, 
entre los cuales se pueden mencionar la posibilidad de pensar en un 
crecimiento ambientalmente sustentable, económicamente favora-
ble a los sectores menos favorecidos, socialmente aceptado, recono-
cido y apropiado y físicamente adecuado a las posibilidades reales del 
lugar. A nivel provincial, este punto nos remite a pensar el acceso a la 
vivienda tanto desde el punto de vista físico como jurídico: un plan 
integral de vivienda no sólo debería dedicarse a “construir casas”. 
Por el contrario, y siempre de acuerdo con el diagnóstico de proble-
mas realizado, debería contemplar medidas tendientes a garantizar 
la seguridad de la tenencia, a regularizar situaciones dominiales y a 
planificar coordinadamente el desarrollo urbano de las ciudades.

Al referirnos a la materialidad de la vivienda abordamos la calidad cons-
tructiva, desde los materiales utilizados hasta las terminaciones finales, 
haciendo alusión, en definitiva, al nivel de habitabilidad y confort ne-
cesario para responder a las necesidades de la población. Al determinar 
buena parte de la calidad de vida de sus habitantes, las condiciones mate-
riales de la vivienda emergen como un potente factor de desarrollo. Esto 
es reconocido nuevamente por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la ONU al referirse a la habitabilidad:

Una vivienda adecuada debe ser habitable, en sentido de poder ofrecer espacio 
adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, 
el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de 
enfermedad.  Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes.23

23	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General N° 4. 
Punto 8.d.
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Dentro de las condiciones de habitabilidad también se cuentan la re-
lación entre el tamaño de las viviendas y la cantidad de habitantes de 
la misma (cuya vulneración produce el problema del hacinamiento) 
y la adecuación cultural, a las que el citado Comité se refiere en estos 
términos:“La manera en que se construye la vivienda, los materiales… 
utilizados y las políticas… deben permitir adecuadamente la expresión 
de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda”.24

Por último, deben tomarse en cuenta los aspectos que tienen que ver 
con la vivienda en su entorno. Con respecto a su accesibilidad y ubi-
cación, una vivienda que funcione como vector de desarrollo debe 
estar integrada a la ciudad, permitiendo el acceso de sus habitantes a 
las opciones de empleo, de educación y de salud, y de recreación y en-
cuentro con los demás vecinos de la ciudad. Como sostiene el Comité, 

Esto es particularmente cierto en ciudades grandes y zonas rurales donde los 
costos temporales y financieros para llegar a los lugares de trabajo y volver de 
ellos puede imponer exigencias excesivas en los presupuestos de las familias po-
bres. De manera semejante, la vivienda no debe construirse en lugares con-
taminados ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que 
amenazan el derecho a la salud de los habitantes.25

Además, es necesario abordar la conexión de la vivienda a los servi-
cios básicos indispensables para la salud, la seguridad, la comodi-
dad y la nutrición. Por supuesto, esto tiene una vinculación directa 
con los demás componentes del despliegue del capital físico. Sin 
infraestructura que funcione como soporte material de la presta-
ción efectiva de servicios de calidad, el acceso generalizado de las 
viviendas a estos servicios se presenta como poco menos que una 

24	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General N° 4. 
Punto 8.g.
25	  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General N° 4. 
Punto 8.f.
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utopía. Por lo tanto, es necesario un abordaje integral, que permita 
dar cuenta de esta complejidad. Al respecto, el Comité señala:

Una vivienda adecuada debe contener ciertos servicios. Todos los beneficiarios del 
derecho a una vivienda adecuada deberían tener acceso permanente a recursos 
naturales y comunes, a agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y el 
alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de alimen-
tos, de eliminación de desechos, de drenaje y a servicios de emergencia.26

3.4. Eje Territorio

El eje menos consensuado del despliegue del capital físico, y el 
que concentra mayores dificultades para su definición y medi-
ción, es el territorio. Entendido de manera amplia, el componen-
te territorial del desarrollo físico de una comunidad se encuentra 
en la base de todo el proceso, vinculándose con la infraestruc-
tura, los servicios y la vivienda y sirviendo de escenario para su 
despliegue.

Sin embargo, es posible definir el territorio desde su especificidad, a 
partir de las variables que lo integran: la planificación y el ordena-
miento territorial, y la disposición y manejo de los recursos natu-
rales. Ambos elementos se presentan de manera diferente desde un 
abordaje local o regional.

En términos generales, la planificación y el ordenamiento territo-
rial se relacionan con el uso del suelo. A nivel municipal, se hace 
referencia fundamentalmente a la organización geográfica de las 
diferentes actividades humanas: el direccionamiento del creci-
miento de la dispersión urbana, la designación de zonas específicas 
para la actividad comercial o para la radicación de industrias, y 

26	  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General N° 4. 
Punto 8.b.
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la definición de los límites de la prestación de los servicios suelen 
ejemplificar con más claridad la materialización del ordenamiento. 
Ordenanzas de uso del suelo, promociones industriales, códigos de 
edificación e incentivos fiscales son las herramientas utilizadas para 
vincularse con los demás actores sociales y ordenar sus intervencio-
nes en el territorio.

A nivel provincial ocurre algo similar, aunque mucho más vincula-
do a la gestión y preservación de los recursos naturales. Las leyes de 
ordenamiento territorial, que permiten determinado tipo de activi-
dades en relación con las condiciones naturales de las regiones, las 
medidas de organización de la actividad económica en el territorio 
y la articulación entre los centros urbanos de la región son ejemplos 
reales de la intervención de gobiernos nacionales sobre el territorio. 
Las políticas de conservación de los recursos naturales, aunque estre-
chamente vinculadas a la generación de condiciones para la realiza-
ción de las personas (y por lo tanto al desarrollo humano), también 
podrían contarse dentro de este eje.

En definitiva, al analizar el territorio en el marco del despliegue del 
capital físico hacemos referencia a las diferentes formas de intervenir-
lo, las acciones que sobre él se realizan o realizarán, y el impacto que 
tienen estas intervenciones sobre las generaciones presentes y futuras. 
Presentes en esta definición se encuentran muchos elementos propios 
de la dimensión ambiental (Lisa, 2012:9-12) del desarrollo integral, 
que atraviesan todas las demás dimensiones pero que, en definitiva, se 
estructuran a partir de la materialidad del capital físico.

4. En camino al desarrollo sostenible

El despliegue del capital físico es una dimensión ineludible del desa-
rrollo de nuestras comunidades. La Agenda 2030 de Naciones Unidas 
plantea 17 grandes Objetivos para el Desarrollo Sostenible (ODS), 
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muchos de los cuales se vinculan directamente con los componentes 
analizados en el apartado anterior. Cuatro son los ODS que tienen 
una relación directa con esta dimensión del desarrollo: el decimopri-
mero, en términos generales y con foco en los asentamientos urbanos, 
refiere puntualmente a la vivienda; el noveno, en lo referente a la in-
fraestructura; y el sexto y el séptimo, en relación con la infraestructura 
y la prestación efectiva de los servicios de agua y energía. Además, al-
gunas de las metas de estos objetivos aportan a otros componentes del 
capital físico, que son reforzados además por metas específicas de otros 
ODS, al margen de los cuatro mencionados.

El decimoprimer objetivo se asienta sobre la creciente importancia 
de las ciudades en las estrategias mundiales de desarrollo. En este 
sentido, se señala que la mitad de la humanidad vive hoy en día en 
las ciudades y se prevé que esta cifra aumentará a 5000 millones para 
el año 2030. Y se propone como objetivo “lograr que las ciudades y los 
asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles”. 
Frente a esta realidad, se señalan los problemas comunes de las ciu-
dades: la congestión, la falta de fondos para prestar servicios básicos, 
la recogida y la gestión seguras de los desechos sólidos, la falta de po-
líticas apropiadas en materia de tierras y vivienda y el deterioro de la 
infraestructura; todos ellos en estrecha vinculación con los diferentes 
componentes del capital físico.

Las metas del decimoprimer objetivo se relacionan directamente con 
el segundo y el tercer componente del despliegue del capital físico: 
los servicios y la vivienda. Así, en la búsqueda de ciudades y co-
munidades sostenibles, se propone “de aquí a 2030, asegurar el ac-
ceso de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, 
seguros y asequibles y mejorar los barrios marginales”27. Además, 
propone como meta “proporcionar acceso a sistemas de transporte 

27	 ODS N°11. Meta 11.1.
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seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos y mejorar la 
seguridad vial, en particular mediante la ampliación del transporte 
público, prestando especial atención a las necesidades de las personas 
en situación de vulnerabilidad, las mujeres, los niños, las personas 
con discapacidad y las personas de edad”28.

Pero además, con relación a la provisión de servicios destacan el sex-
to y el séptimo objetivo, tendientes a garantizar para todos “la dispo-
nibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento” y “el acceso a 
una energía asequible, segura, sostenible y moderna”, respectivamente. 
Con respecto al agua y al saneamiento se plantean dos metas espe-
cíficas en el sexto objetivo: “lograr el acceso universal y equitativo al 
agua potable a un precio asequible para todos” (6.1); “lograr el acceso a 
servicios de saneamiento e higiene adecuados y equitativos para todos y 
poner fin a la defecación al aire libre” (6.2). Por su parte, con respecto 
a la energía como servicio existen tres metas en el séptimo objetivo: 
“garantizar el acceso universal a servicios energéticos asequibles, fiables y 
modernos” (6.1), aumentando la proporción de energía renovable en 
el conjunto de fuentes energéticas (6.2) y mejorando la tasa mundial 
de eficiencia energética (6.3).

Con respecto a la gestión del territorio, el decimoprimer objetivo 
de desarrollo sostenible plantea tres metas, orientadas a “aumentar la 
urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para la planificación 
y la gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos 
humanos en todos los países”, apoyando la relación coordinada y sos-
tenible “entre las zonas urbanas, periurbanas y rurales fortaleciendo la 
planificación del desarrollo nacional y regional”, en la búsqueda de au-
mentar “el número de ciudades y asentamientos humanos que adoptan 

28	 ODS N°11. Meta 11.2. Además, esta pretensión es complementada por la 
sexta meta del ODS N°3 (Salud y bienestar), que se propone “reducir a la mitad el 
número de muertes y lesiones causadas por accidentes de tráfico en el mundo”.



El despliegue del capital físico | 53  

e implementan políticas y planes integrados para promover la inclusión, 
el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la 
adaptación a él y la resiliencia ante los desastres”.

Por otro lado, de acuerdo al noveno de los Objetivos el camino al desarro-
llo requiere el desarrollo de infraestructuras “fiables, sostenibles, resilientes y 
de calidad, incluidas infraestructuras regionales y transfronterizas, para apoyar 
el desarrollo económico y el bienestar humano, haciendo hincapié en el acce-
so asequible y equitativo para todos”29. Se parte del diagnóstico de que “la 
infraestructura básica, como las carreteras, las tecnologías de la información y 
la comunicación, el saneamiento, la energía eléctrica y el agua, sigue siendo 
escasa en muchos países en desarrollo”, constituyendo al mismo tiempo un 
elemento determinante en cualquier estrategia de desarrollo. 

Con respecto a los espacios públicos, la meta 11.7 propone “pro-
porcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos segu-
ros, inclusivos y accesibles, en particular para las mujeres y los niños, 
las personas de edad y las personas con discapacidad”

Por último, en lo referido a la infraestructura ambiental, existen 
numerosas metas dispersas que refieren al tema. Destacan la 6.3, 
“mejorar la calidad del agua reduciendo la contaminación, eliminan-
do el vertimiento y minimizando la emisión de productos químicos 
y materiales peligrosos, reduciendo a la mitad el porcentaje de aguas 
residuales sin tratar y aumentando considerablemente el reciclado y 
la reutilización sin riesgos a nivel mundial”, y la 11.6:“reducir el im-
pacto ambiental negativo per capita de las ciudades, incluso prestando 
especial atención a la calidad del aire y la gestión de los desechos muni-
cipales y de otro tipo”.

29	 Agenda 2030, ONU. Objetivo N°9. Meta 9.1. 
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5. ¿Cómo medimos el desarrollo del capital físico?

Al vincularse con un stock de condiciones físicas y espaciales, el capital 
físico es quizá una de las dimensiones más cuantificables del desarrollo. 
Cualquier territorio, ya sea de escala local o provincial, es susceptible 
de generar indicadores que reflejen sus condiciones de infraestructu-
ra. La cantidad de kilómetros de rutas y autopistas, o la extensión del 
tendido de fibra óptica y la cantidad de estaciones de telefonía celular, 
son meros ejemplos de indicadores de infraestructura de conectividad. 
La existencia y características de centrales generadoras, así como la 
extensión y fortaleza de las redes de transporte y distribución de ener-
gía eléctrica y la cantidad de kilómetros de tendido de tuberías de 
gasoductos y redes de distribución de gas natural, pueden constituir 
potentes indicadores de la infraestructura de servicios. 

Sin embargo, la principal dificultad que presenta la medición de 
este componente del capital físico es que su variación está atada a 
grandes obras, que requieren enormes inversiones y llevan cierto 
tiempo. Por lo tanto, en el marco de un índice general del desa-
rrollo estos elementos son indispensables, pero tienden a volver 
poco útil la comparación longitudinal: cómo avanza un territo-
rio a través del tiempo. Por el contrario, son de mayor utilidad 
para comparar ciudades, regiones o provincias entre sí, análisis fre-
cuentemente efectuado por actores económicos que buscan radicar 
inversiones.

El Índice de Desarrollo para la Gestión (IDG), construido por 
el trabajo conjunto del Instituto de Ciencias Estado y Sociedad, el 
Instituto de Ciencias de la Administración de la Universidad Católica 
de Córdoba y la Fundación Konrad Adenauer (ICES-ICDA-KAS), 
contempla el capital físico como una de las ocho dimensiones del 
desarrollo. Y en consecuencia, operacionaliza algunos de los compo-
nentes analizados en apartados anteriores y construye una batería de 
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indicadores que permiten evaluar la situación relativa de cada pro-
vincia y región argentina con respecto a la prestación de los servicios 
y a la vivienda. 

En relación con los primeros, aborda la cobertura de energía eléctri-
ca y la cobertura del servicio de gas natural, entendiendo la primera 
como el “porcentaje de la población con acceso a energía eléctrica por me-
dio de conexión a red”; y la segunda, como “porcentaje de la población 
con acceso a gas natural por medio de conexión a red”. Al momento de 
concluir esta publicación, el primero de los datos es obtenido a partir 
de la Secretaría de Gobierno de Energía, dependiente del Ministerio 
de Hacienda de la Nación, mientras que el segundo se construye con 
datos relevados por el Ente Nacional Regulador del Gas. Además, el 
IDG contempla la realización de un relevamiento cuantitativo de opi-
nión de carácter nacional en los principales centros urbanos del país, 
en el marco del cual se interroga a la población sobre el grado de satis-
facción con la prestación de los servicios, que incluyen no sólo la energía 
eléctrica y el gas, sino también el transporte público de pasajeros.

En relación con la vivienda, el IDG aborda una batería de indica-
dores agrupados bajo el concepto de déficit habitacional, defini-
do como el “conjunto de carencias o precariedad en la vivienda y las 
condiciones del entorno que determinan las condiciones en que habita 
la población en un territorio determinado”. Los tres elementos que 
operacionaliza el IDG son la materialidad, la ubicación y el acceso 
a los servicios, teniendo un indicador asociado a cada uno de estos:

�� Calidad de los materiales de la vivienda: entendida como la propor-
ción de las viviendas cuya calidad de materiales es muy satisfactoria. 
Asociado a la materialidad de la vivienda, la fuente del IDG es el 
Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda de la Nación. 

�� Vivienda ubicada en zona inundable: conceptuada como las 
viviendas que se encuentran a 300 metros o menos de una 
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zona con inundaciones frecuentes. Vinculado a la ubicación de 
la vivienda, la fuente del IDG es la Encuesta Permanente de 
Hogares del INDEC.

�� Vivienda adecuada: entendida como el porcentaje de vivien-
das que poseen simultáneamente estándares adecuados de las 
siguientes características habitacionales: (a) desagüe o cloacas; 
(b) suministro de agua; (c) condiciones del baño; (d) cubier-
ta exterior del techo; y (e) pisos interiores. Está vinculado a 
la materialidad de la vivienda y a su acceso a los servicios. La 
fuente del IDG en este caso es el Ministerio de Hacienda de 
la Nación.

A partir de estos indicadores, el IDG genera una valoración del de-
sarrollo relativo de provincias y regiones interprovinciales con res-
pecto al despliegue del capital físico. Al momento del cierre de esta 
publicación, el informe que contiene los resultados de la primera 
medición se encuentra en proceso de edición.



CAPÍTULO 2  
La dinamización  

de la actividad económica

1. Introducción

Aunque la confusión va en constante disminución, aún es usual en-
contrar enfoques que identifican los conceptos de desarrollo y de cre-
cimiento económico, usualmente medido a través de variables vincu-
ladas al producto bruto de una región. Sin embargo, al entender el 
desarrollo como un proceso complejo que implica el mejoramiento 
progresivo de la calidad de vida de la población a través de la satisfac-
ción de un plexo de necesidades de muy variada naturaleza, resulta 
evidente que ambos conceptos son diferentes.

Mientras que el primero refiere más bien a una variable económi-
co-productiva asociada a la generación de riqueza, el desarrollo es 
un concepto más global y abarcador que parte de entender al sujeto 
como un ser humano y social superior en su definición a su mera 
capacidad productiva. El desarrollo es multidimensional por natura-
leza: no abarca sólo la faceta económica, sino también el desenvol-
vimiento del capital físico en el territorio, el desarrollo humano de 
las personas que lo habitan, el crecimiento del capital social y el de-
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sarrollo comunitario, y el fortalecimiento de la capacidad y calidad 
institucional. Por supuesto, el desarrollo de una ciudad o una región 
está indisolublemente ligado al mejoramiento del bienestar socioe-
conómico de sus habitantes. Como indica Alburquerque:

A veces se olvida que sin una generación de excedente económico en la esfera 
o dimensión del desarrollo económico, no es posible atender adecuadamente a 
los requerimientos de las restantes dimensiones del desarrollo social, humano, 
institucional, cultural y política. (2018:4)

Y este progreso se genera y se hace sustentable a partir de la dinami-
zación de la actividad económica local o regional, que constituye 
así una de las cinco dimensiones centrales del desarrollo. En conclu-
sión, el crecimiento económico no equivale al desarrollo, porque el 
desarrollo no es sólo económico; aunque ineludiblemente requiera 
del fortalecimiento de la producción y la generación de riqueza. Pero 
además, aun considerada como una muy importante dimensión del 
desarrollo integral, la actividad económica no implica únicamente el 
crecimiento productivo. Por el contrario:

Desde una visión humanista, el crecimiento no es desarrollo si no genera em-
pleo o trabajo… las economías latinoamericanas tienen que crecer para generar 
empleo y deben generar empleo para crecer. Ambos son la cara y la contracara 
del desarrollo de la actividad económica (Graglia, 2017:72).

De esta manera, tanto el crecimiento económico productivo como 
la creación de empleo genuino y de calidad emergen como columnas 
centrales en la construcción de cualquier visión de futuro, en el marco 
de un proyecto político de transformación positiva de la comunidad. 

2. Entonces: ¿qué es la actividad económica?

El concepto refiere a todos los procesos de apropiación, utilización y 
transformación de los factores productivos, realizados a través de dis-
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tintas técnicas por los agentes económicos, en vistas a la producción 
de bienes o servicios que atiendan a responder a demandas sociales, 
individuales y colectivas. Las concepciones tradicionales de la econo-
mía que pueden servirnos como orientadores en este abordaje inicial 
apuntan a tres grandes factores: el capital, el trabajo y los recursos 
naturales. Y su combinación y transformación para la creación de 
distintos bienes y servicios da forma a la actividad económica.

En este sentido, su dinamización implica la potenciación y optimi-
zación de los procesos de producción de bienes y servicios necesarios 
para el bienestar de la comunidad, bajo los imperativos de inclusión 
social y responsabilidad ambiental. Implica el aumento de la pro-
ducción, pero también la eficientización del uso de los recursos dis-
ponibles y la sensibilización del consumo a lo largo de toda la cadena 
productiva. La dinamización de la actividad económica requiere la 
generación de fuentes de trabajo decente, y la búsqueda de empleo 
pleno y productivo para todos.

Desde nuestra perspectiva, la dinamización de la actividad económi-
ca constituye una dimensión del desarrollo integral. Y comprende la 
diversificación de la matriz productiva y la construcción de infraes-
tructura para la producción; el fomento del emprendedorismo, la 
innovación y la adaptabilidad de los actores económicos; el fortale-
cimiento del asociativismo y la optimización de las capacidades de la 
fuerza de trabajo. Todos ellos elementos centrales del mejoramiento 
socioeconómico de las comunidades.Todos ellos elementos indis-
pensables para estructurar una estrategia de desarrollo que contem-
ple la dinamización de la actividad económica.

3. Componentes del capital

El primer componente de la actividad económica es por lejos el 
más reconocido, y sobre el que existen mayores niveles de con-
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senso: el aumento de la capacidad productiva y la producción. O, 
en otros términos, el crecimiento económico. En este sentido, al 
identificar los aspectos centrales de los procesos de desarrollo en un 
territorio, Vázquez Barquero (1997, 2007) señala que el mismo se 
trata de un proceso de transformación económica, en la que los acto-
res económicos locales hacen uso de sus capacidades para organizar los 
factores productivos locales, a los fines de mejorar su posicionamiento 
en los mercados”30.

En este punto resulta de utilidad profundizar un poco más en los 
factores productivos, separando los originarios de los derivados. Los 
primeros conciernen a los recursos naturales (estrechamente vincula-
do al capital físico como dimensión del desarrollo) y humanos (es de-
cir, las capacidades productivas del factor trabajo), disponibles para 
la actividad económica en un territorio dado. Los factores derivados, 
en cambio, son la tecnología, entendida como el conjunto de cono-
cimientos y métodos que se incorporan al proceso de producción en 
vistas a mejorar la eficiencia, calidad y rentabilidad de un bien o ser-
vicio; y el capital, entendido como un conjunto de bienes utilizados 
para la producción de otros bienes o servicios y que surgen fruto de 
una inversión económica. Como estos factores productivos resultan 
escasos por naturaleza, este primer componente de la dinamización 
económica se encuentra indisolublemente ligado a la utilización efi-
ciente de los mismos.

El segundo de los componentes de la actividad económica se en-
cuentra en estrecha relación con el primero. Alburquerque (2018) 

30	  Al analizar la multidimensionalidad del desarrollo local, el autor señala 
otros dos aspectos: las modificaciones en el plano sociocultural, a partir del 
fortalecimiento de las instituciones; y los acuerdos político-administrativos, 
tendientes a generar un entorno favorable y adecuado para el desarrollo de 
actividades económicas de calidad. (Vázquez Barquero, 1997, 2007).
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señala que es necesario entender el desarrollo local como una suma 
de procesos orientados a mejorar “la capacidad productiva local para 
generar un excedente económico, empleo e ingreso que mejoren la cali-
dad de vida de la población de un territorio”. Para mejorar las con-
diciones de vida de nuestros pueblos es preciso, entonces, que la 
actividad económica genere trabajo. El trabajo constituye una de las 
principales vías de desarrollo personal y comunitario de los vecinos 
de la comunidad local o de los ciudadanos de la región. Por supues-
to, hablamos de trabajo decente, 

… con condiciones laborales y salariales que respeten los derechos sociales del 
trabajador […] si el empleo es digno, se convierte en el modo más idóneo para 
disminuir la pobreza y erradicar la indigencia (Graglia, 2017:72-73)31.

En nuestro análisis, entonces, la actividad económica consta de dos 
grandes componentes, que constituyen los ejes sobre los que debe 
estructurar su dinamización. En primer lugar el crecimiento econó-
mico productivo y en segundo, la generación de empleo. 

3.1. Eje Crecimiento Económico

El crecimiento económico es el aumento de la renta o valor de 
bienes y servicios finales producidos por una economía, local o 
regional, en un determinado periodo. Históricamente asociado a 
la productividad, el concepto hace alusión a la expansión y forta-
lecimiento de la estructura productiva de la ciudad y la región, al 

31	 El autor considera la disminución de la pobreza como el tercero de los 
componentes de la actividad económica. Sin embargo, al ubicar el objetivo 
dentro de esta dimensión, inadvertidamente reduce la pobreza a sus componentes 
económicos (fundamentalmente al nivel de ingreso), despojándola del carácter 
multidimensional que viene ganando en todos los análisis de los últimos años. 
La pobreza definida en términos relacionales se relaciona con un cúmulo de 
privaciones, de diferente naturaleza, que sirven más bien como concepto opuesto 
a nuestra definición de desarrollo.



62 | La dinamización de la actividad económica

aumento de la cantidad de bienes y servicios disponibles, y al cre-
cimiento del consumo y el ahorro32.  

En consecuencia, una estrategia de crecimiento económico local o 
regional debe asentarse sobre la consideración de los factores pro-
ductivos disponibles y potenciales del territorio, las oportunidades 
del entorno y la capacidad organizativa de los actores económicos 
intervinientes. Y debe desplegarse a partir del incentivo a la pro-
ducción en general, la construcción de infraestructura productiva, 
la diversificación de la matriz productiva y el acompañamiento a las 
pequeñas y medianas empresas de la zona, la generación de incenti-
vos a emprendedores y el fortalecimiento del tejido comercial local 
o provincial.

Para ello es necesario identificar el perfil productivo de la ciudad 
o la región, entendiéndolo como “la actividad económica o conjun-
to de actividades que motoriza el crecimiento económico del lugar con 
distribución del ingreso y mejora en las condiciones sociales y de vida” 
(Arroyo, en Altschuler, 2006:20). Sobre este diagnóstico, es preciso 
fortalecer estas actividades y diversificar la matriz productiva a través 
de la agregación de valor a la producción primaria y la promoción 
industrial, la construcción de infraestructura productiva y la innova-
ción y la incorporación de tecnología.

32	 Una consideración usual en el análisis económico es que el crecimiento se mide “en 
condiciones de pleno empleo”. Esto significa que no se toma como verdadero crecimiento 
económico al aumento de la demanda agregada (consumo) mientras no implique 
crecimiento de la oferta agregada de bienes y servicios (producción), para lo cual es 
indispensable la inversión. Es por ello que el crecimiento está asociado al aumento de la 
producción y la productividad de la economía.
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3.1.1. Fortalecimiento y diversificación  
de la matriz económica

La diversificación productiva puede entenderse como el proceso 
por el cual una economía nacional, provincial o local –o incluso 
de naturaleza privada, como una empresa– decide “añadir nuevos 
productos (bienes o servicios) a su actual cartera” (Barrientos-Felipa, 
2017). Esta apreciación se complementa con la definición de la 
“estructura productiva”, entendida como “el entramado resultante 
de la articulación de las diferentes actividades económicas (primarias, 
industriales y de servicios) de un país determinado, y que definen un 
modo de especialización determinado” (Schteingart, 2017:46). La 
diversificación, entonces, apunta a aportar nuevos bienes y servi-
cios al entramado de las actividades económicas de la ciudad o la 
región en la que se trabaja.

Al igual que gran parte de Latinoamérica, nuestro país se carac-
teriza por cierta dependencia de la producción primaria, con pre-
ponderancia de las commodities (agropecuarias, mineras y de hi-
drocarburos, por sólo citar algunos ejemplos), a la que se suman 
un sector industrial de relativa fortaleza y un sector de servicios en 
expansión. Por supuesto, una de las particularidades centrales de 
la estructura productiva a nivel nacional es su heterogeneidad, “la 
cual tiene altas implicancias en términos de salarios y formalidad… 
se plasma en altos niveles de desigualdad de ingresos y, a su vez, en 
la existencia de grandes bolsones de informalidad y pobreza asocia-
dos a sectores de baja productividad” (Schteingart, 2017:44-45), ca-
racterísticas que suelen replicarse, con matices, en las economías 
provinciales.

Esta heterogeneidad vuelve imprescindible realizar un diagnóstico 
en profundidad del perfil productivo de la ciudad o la región. La 
experiencia indica, sin embargo, que en la mayoría de los casos nos 
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enfrentamos con una estructura productiva poco diversificada33, que 
vuelve a las economías vulnerables a los shocks externos34, agravada 
en muchos casos por su dependencia de los productos primarios. 	
Existen diversos abordajes posibles para la diversificación productiva 
(Altschuler, 2006; Barrientos-Felipa, 2017; Schteingart, 2017), de 
los cuales señalamos cuatro:

�� Ampliación de la cartera de productos. Es decir, incrementar la 
producción actual con nuevos productos en la misma línea, que 
antes no se producían y que ahora es razonable producir, man-
teniendo el poco o nulo valor agregado. Por ejemplo, en una 
economía minera que tradicionalmente produce oro, agregar 
la explotación de litio. La novedad está en el producto mismo, 
aunque el knowhow y muchos de los actores económicos ya es-
tán presentes. 

33	 La mayoría de las observaciones vertidas en este apartado provienen de la 
experiencia del autor en el diseño de políticas de desarrollo económico a nivel 
local en diferentes municipios argentinos. Al margen de la enorme variación en los 
perfiles productivos de cada uno (agrícolas, metalmecánicos, ganaderos, asociados 
a la minería o a los servicios), la única constante es que existía poca diversificación 
en la matriz. Sería necesaria una investigación más sistemática para establecer la 
relación entre esta última y la fortaleza de las economías locales y regionales en las 
que se insertan los municipios. 
34	 Esta es la formulación del estructuralismo latinoamericano (Schteingart, 
2017:48), que sostenía que “diversificar el mix de actividades económicas que 
un país lleva a cabo permite hacerla más adaptable y menos dependiente a los 
shocks externos”, con la cual acordamos. Además, también coincidimos con la 
segunda formulación que Schteingart atribuye a esta línea de pensamiento, que 
sostiene que “es la soberanía tecnológica el epicentro del desarrollo” (2017:48). 
Sin embargo, no creemos que el progreso técnico esté inherentemente asociado 
a la industria manufacturera: la incorporación de tecnología es central para la 
dinamización de la actividad económica, pero esta puede darse perfectamente en 
los sectores primarios o de servicios. Este punto será retomado en el apartado 
siguiente.
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�� Agregar nuevas líneas de productos. O sea, comenzar a produ-
cir bienes que antes no se elaboraban y de sectores diferentes a 
los tradicionales, aunque siempre manteniendo la característica 
de poco o nulo valor agregado. Por ejemplo, desarrollar la agri-
cultura a pequeña y mediana escala en una comunidad fuerte-
mente orientada a la producción minera.

�� Agregar valor a la cartera. Es la concepción más tradicional de 
“diversificación” e implica añadir valor agregado a los produc-
tos que se generan tradicionalmente en la economía. Es decir, 
pasar de producir y comercializar productos primarios como la 
soja, a la elaboración de alimentos basados en la soja o, tam-
bién, a la instalación de mataderos y frigoríficos en la ganade-
ría. La clave radica en los “procedimientos básicos de clasificación, 
fraccionamiento, manufactura e industrialización de los sectores 
primarios” (Altschuler, 2006:24).

�� Agregación de nuevas líneas de valor agregado. Similar al se-
gundo abordaje, implica iniciar la producción de bienes que 
antes no se elaboraban, pero esta vez incorporando produc-
tos de mayor valor agregado. En términos muy simplistas, un 
ejemplo sería la instalación de una planta metalmecánica en 
una localidad tradicionalmente dedicada a la agricultura, a 
los fines de producir maquinaria para la siembra o la cosecha. 
Por supuesto, esta estrategia suele requerir de incentivos a la 
radicación de industrias, normalmente conocidos como pro-
moción industrial.

En otras palabras, entendemos que la agregación de valor a la pro-
ducción primaria y la promoción industrial deben ser entendidas 
como parte de una estrategia mayor de diversificación de la matriz 
productiva. Por supuesto, esta no necesariamente implica avanzar 
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hacia economías predominantemente industriales35. En este sentido, 
no es nuestra intención sostener la bondad inherente de la actividad 
industrial, sino ratificar la fortaleza relativa de una matriz económi-
ca diversificada por sobre una que depende de pocos productos y 
servicios; especialmente cuando se la considera como una estrate-
gia de dinamización de la actividad económica y  esta se entiende 
como una dimensión del mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas.

3.1.2. Tecnología e innovación

Existe cierto consenso en que la clave de la riqueza de las nacio-
nes y del crecimiento económico a largo plazo radica en la genera-
ción y difusión del progreso técnico, y en la transformación de la 
estructura productiva que este promueve (Barrientos-Felipa, 2017; 
Schteingart, 2017). La idea de fondo es que el progreso técnico im-
plica un aprendizaje de capacidades productivas que se evidencia en 
la mejora en los procesos y técnicas de producción y en los niveles 
de calificación del factor trabajo, lo cual tiene su correlato en un 
aumento de la productividad. En esta perspectiva, este aprendizaje 
tecnológico es el prerrequisito para el paso siguiente, todavía más 
complejo: la innovación (Schteingart, 2017).

35	 De acuerdo con Schteingart, en teorías como el estructuralismo 
latinoamericano, “industria manufacturera” era sinónimo de desarrollo por varias 
razones. Una de ellas, esbozada por Raúl Prebisch y Hans Singer, estriba en la 
idea de que los términos del intercambio tienden a ser cada vez más desfavorables 
para los países exportadores de materias primas e importadores de manufacturas 
(2017:47). No es nuestra intención zanjar una larga discusión en la materia que 
oscila entre la especialización extrema de acuerdo con ventajas comparativas (o 
competitivas) en el mercado internacional y la formulación de políticas agresivas 
de diversificación productiva. El caso de los tigres asiáticos, que fueron capaces 
de salir del lugar que tradicionalmente ocupaban en el comercio internacional, 
demuestra que es perfectamente posible. 
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Así, el desarrollo tecnológico se constituye como una de las pie-
dras angulares del crecimiento económico. Y este sólo se consigue 
si los actores de la estructura productiva cuentan con capacidades 
de aprendizaje y adaptabilidad, primero, e innovación, después. 
La experiencia indica que este requerimiento constituye uno de los 
grandes desafíos para los actores económicos, públicos y privados, 
y prácticamente de cualquier tamaño. Y aun así, resulta fundamen-
tal para mejorar la competitividad tanto de las economías locales y 
regionales como de las unidades productivas que las integran. Las 
ventajas obvias de la incorporación de la tecnología son cuantitativas 
(en tanto permite crear un producto en menor tiempo, aumentan-
do la productividad y, consecuentemente, los ingresos generados) y 
cualitativas (mejorando la calidad de lo que se ofrece en el mercado 
o generando un nuevo producto que antes no existía como tal). Y 
ambas se asocian a la obtención de ventajas competitivas por parte 
de la unidad económica, o de la economía en particular.

En tal sentido, existen dos grandes fuentes de ventaja competitiva: li-
derazgo en costos o diferenciación por productos. En el primero de los 
casos, se busca reducir al máximo posible los costos de los procesos sin 
reducir significativamente la calidad de los productos. En el segundo, 
se pretende generar productos que por sus características cualitativas 
resulten únicos, para limitarla competencia posible y consolidar una 
posición de fuerza en el mercado. En cualquiera de los casos, la incor-
poración de innovación tecnológica se vuelve crucial, en tanto habilita 
una reducción de costos (incluida la variable tiempo), y una mayor 
calidad y diferenciación en los productos ofrecidos. Y la innovación e 
incorporación de tecnología en los procesos, productivos, industriales 
y comerciales constituye una de las grandes prioridades para el creci-
miento de la economía en la ciudad o la región.

Las innovaciones tecnológicas crecen de manera geométrica, y no es 
motivo de este apartado abundar en ellas. Sin embargo, su centra-
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lidad para los procesos productivos locales y regionales es enorme. 
Valga meramente como ejemplo la introducción de la herramienta 
del e-commerce o comercio electrónico. En pleno auge de las TIC, el 
comercio electrónico pone a disposición del cliente gran cantidad de 
información sobre lo que desea comprar, debido a lo cual obtiene 
una gama muy diversa en productos y en calidades, y paga costos 
muy bajos (sobre todo en tiempo) por esta información. 

La incorporación de esta lógica de comercialización también trae be-
neficios para los oferentes de bienes y servicios, que suman facilida-
des para promocionar sus productos por diferentes canales on-line, 
acercando la empresa al cliente y permitiéndole interactuar con alto 
grado de inmediatez en la resolución de incertidumbres y/o proble-
mas que puedan ocasionarse. En definitiva, el comercio electrónico 
introduce una modificación en la relación de la empresa con el clien-
te y viceversa, lo que permite optimizar procesos y reducir costos. Si 
los actores económicos insertos en el tejido comercial de la ciudad o 
la región no abrazan esta sencilla incorporación tecnológica a través 
del aprendizaje y la adaptación, el progreso técnico central para el 
crecimiento de la actividad económica a largo plazo no ocurrirá.

3.1.3. Infraestructura productiva

La infraestructura es la intervención primaria del ser humano en el 
territorio, con el objeto de transformarlo y activar su potencial; y en 
consecuencia, constituye uno de los principales componentes del de-
sarrollo local. Fundamentalmente en lo relativo al desenvolvimiento 
del capital físico, pero también en lo referido a la actividad económi-
ca, a través de la infraestructura productiva, entendiendo la misma 
como “la capacidad actual de cada región para sustentar la producti-
vidad y competitividad de los negocios” (Benzaquen et al., 2010:12).
En este sentido, el concepto comprende las estructuras físicas, las 
prestaciones de servicios y las dinámicas territoriales que sirven de 
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base y apoyo a los procesos de producción. Estas condiciones mate-
riales del territorio originan capacidades implícitas en los procesos 
de producción que en él se localizan. Y tienen así el potencial de 
transformarse en una poderosa fuente de ventaja competitiva para 
la producción y el comercio, potenciando el desarrollo general de la 
actividad económica. 

En otras palabras, se trata de generar capital físico para la activi-
dad económica. En este sentido, casi todos los elementos analizados 
en el capítulo anterior pueden representar soporte para la actividad 
económica: a nivel local, un territorio planificado alumbra espacios 
reservados a la producción industrial; mientras que a nivel provin-
cial una adecuada gestión de los recursos naturales optimiza su uso 
como factores productivos. Pero sobre todo, la infraestructura de 
conectividad y de servicios, así como la efectiva prestación de estos 
últimos, pueden constituirse en elementos centrales para la dinami-
zación económica.

Tómese como ejemplo la infraestructura de conectividad vial. Las vías 
de acceso no sólo son relevantes para la comunicación e integración 
regional, sino que aportan beneficios tangibles en cuantiosas dimen-
siones de la actividad económica, tales como la competitividad de 
la producción y la capacidad de exportación de la misma. Además 
resulta central el acondicionamiento de los caminos rurales, por los 
cuales circulan grandes máquinas asociadas a la producción primaria 
y a su transporte. Un correcto mantenimiento de los caminos por los 
que circulan bienes reduce los costos de operación del usuario, facili-
tando la competitividad de la producción. En el mismo sentido pero 
a nivel local, el ordenamiento del tránsito urbano y el mejoramien-
to de la señalización vial tienen un impacto directo en la optimización 
de la circulación de vehículos en la ciudad y en las vías de acceso. Y 
esta agilidad en el tránsito favorece enormemente el desarrollo de la 
actividad comercial a nivel local, fundamentalmente en sectores de 
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gran concentración de los comercios y en los momentos de carga y 
descarga de productos e insumos.

La importancia del capital físico para la actividad económica se 
evidencia también al abordar los servicios para la producción, tan-
to desde su infraestructura como desde su prestación efectiva. El 
desarrollo productivo demanda acceso a  la provisión de servicios 
básicos, desde el gas natural o la electricidad hasta la banca privada, 
fundamentales para un correcto funcionamiento de las empresas 
en general y de los procesos productivos en particular. El abasteci-
miento energético, por ejemplo, es la fuerza motriz de los comercios 
e industrias, que en muchos casos dependen de la refrigeración o 
calefacción para la producción y mantenimiento de los bienes que 
generan. La provisión de energía constante en cantidad y calidad 
tiene un impacto directo sobre las capacidades productivas de la 
localidad o la región.

3.1.4. Emprendedorismo, autoempleo y economía social

Por otro lado, también deben considerarse iniciativas destinadas a 
fomentar el autoempleo, que se ubican a medio camino entre am-
bos componentes de la dinamización de la actividad económica. Al 
asentarse en una modalidad de trabajo en el que la remuneración 
depende directamente de los beneficios y los beneficiarios son res-
ponsables del bienestar de la empresa, el autoempleo puede ser abor-
dado tanto desde el aumento de la producción (es decir, del creci-
miento económico) como desde la generación de trabajo. A partir de 
este entendimiento, numerosos gobiernos municipales y provincia-
les han generado numerosas medidas orientadas a fomentar el em-
prendedorismo, apoyando a las personas que toman la decisión de 
iniciar un negocio, siendo capaces de identificar oportunidades y 
movilizar recursos para aprovecharlas, y estando dispuestas a asumir 
los riesgos que ello implica.



La dinamización de la actividad económica | 71  

Usualmente caracterizadas por mayor dinamismo y movilidad que 
las estructuras productivas tradicionales, estas iniciativas resultan 
imprescindibles en una estrategia de desarrollo productivo local o 
regional. En este sentido, es necesario generar una combinación ade-
cuada de servicios financieros y no financieros para el emprendedor, 
brindando principalmente asistencia técnica a aquellas personas que 
deciden abrir un emprendimiento, y promoviendo espacios para la 
exposición y comercialización de lo producido. Estas iniciativas se 
transforman en incentivos positivos para el espíritu emprendedor. Y 
consecuentemente, para el trabajo de los ciudadanos y el desarrollo 
económico del municipio o la provincia que impulsa la medida.

En tanto se favorece la aparición de nuevos emprendimientos, nuevos 
productos y servicios, se incentiva a las empresas existentes a producir 
más y mejor. Se produce así una intensificación de la competencia, y la 
generación de carreras “contra el tiempo” para adaptarse a los cambios 
del contexto incentiva a la innovación empresarial y emprendedora, a 
los fines de satisfacer las necesidades cambiantes de la población. Por 
otro lado, en tanto el emprendedorismo se caracteriza por encontrar 
nuevas combinaciones de los factores de producción, genera rápidas 
respuestas ante las demandas existentes e incentiva nuevos hábitos de 
consumo, eliminando lo viejo para el surgimiento de lo nuevo y dan-
do lugar al proceso de deconstrucción creativa.

Estos párrafos reflejan el abordaje que se ha vuelto bastante típico 
con respecto al emprendedorismo como fuente de autoempleo. En 
nuestra experiencia, sin embargo, es importante avanzar rápidamen-
te en la desromantización del emprendedor, muchas veces pensado 
de manera descontextualizada como un joven dedicado a la diagra-
mación de apps y productos tecnológicos. Por supuesto que estos 
existen en nuestro territorio, y para ellos aplica buena parte de lo que 
venimos desarrollando hasta aquí en el apartado. Pero es necesario 
reflexionar sobre el hecho de que en nuestro contexto, el empren-
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dedor muchas veces se asemeja más a un trabajador de la economía 
popular que con esfuerzo e ingenio busca generar sustento a partir 
de su autoempleo. Productores y comercializadores de alimentos, de 
muebles o artesanías y pequeños elementos de adorno personal, por 
ejemplo, cuya mayor amenaza radica en la informalidad de su activi-
dad, con la desprotección general que ello acarrea. En este sentido, la 
economía popular comparte varias características con el emprende-
dorismo, y ambos se verían beneficiados de acciones tendientes a su 
formalización e inclusión general en el circuito económico.

Del mismo modo opera la dificultad para obtener financiamiento de 
los mercados tradicionales de créditos, que tradicionalmente es con-
siderada como una amenaza para el crecimiento de los emprendedo-
res locales en tanto obstaculiza procesos de inversión que permitirían 
ampliar la capacidad productiva o realizar innovaciones. De aquí la 
importancia de crear fondos estatales para el desarrollo no sólo de 
nuevos emprendimientos, sino también de las medianas y pequeñas 
empresas, con el fin de superar sus dificultades en el acceso a líneas 
de financiamiento. Junto a ello, el sistema de acompañamiento téc-
nico y de capacitación constituye una herramienta fundamental para 
consolidar y ampliar los proyectos financiados de los pequeños y 
medianos productores.

El otro lineamiento estratégico es la generación de incentivos tri-
butarios para la promoción de actividades específicas, buscando re-
ducir los altos costos impositivos al emprendedor. Estos incentivos 
tributarios pueden ser de carácter automático, es decir, que el alta 
en ellos se obtiene tras el cumplimiento de ciertos requisitos, o dis-
crecional, en donde el usuario requiere del otorgamiento especial de 
la administración, lo cual puede volver más engorrosa la obtención 
del incentivo. Es importante considerar que tradicionalmente este 
incentivo se traduce en el organismo estatal como una pérdida, un 
ítem agregado al gasto público debido a los menores ingresos que re-
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cauda. Pero a partir de su impacto en la dinamización de la actividad 
económica, resulta fundamental repensar el costo asociado a estas 
políticas públicas tendientes al fortalecimiento del emprendedoris-
mo y el autoempleo, valorándolos más bien como una inversión de 
mediano plazo.

3.2. Eje Generación de Empleo

Como hemos analizado, el crecimiento productivo no es desarrollo 
si no genera trabajo. Por lo tanto, para un gobierno municipal o 
provincial que persigue la dinamización de la actividad económica 
es imprescindible generar condiciones para el acceso al empleo. El 
acceso a un trabajo seguro, productivo y justamente remunerado 
no se agota en una cuestión meramente asociada a la obtención de 
ingresos. Constituye además un potente vector de integración y un 
fuerte factor de relevancia para que personas y familias se valoren 
y sean valoradas socialmente, generando un sentido de pertenencia y 
fortaleciendo el tejido social de la comunidad.

La creación de empleo genuino, en condiciones de equidad y digni-
dad, se presenta además como una de las mejores vías de acción para 
la reducción definitiva de la pobreza y para la inclusión de las perso-
nas desempleadas o subempleadas, fundamentalmente los jóvenes, 
en la vida comunitaria. Pero además representa un vector de creci-
miento y realización personal, fortaleciendo el capital humano indi-
vidual y, por lo tanto, potenciando tanto la libertad de las personas 
para elegir autónomamente una vida que consideren deseable como 
sus posibilidades reales de alcanzarla. Y por lo tanto, constituye un 
elemento central en cualquier estrategia de desarrollo. 

3.2.1. Optimización del recurso humano

Según Boisier, el desarrollo productivo regional repercute en tres 
dimensiones de la vida en sociedad. En primer lugar, sobre la di-
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mensión espacial, en la que la región se transforma en un “sujeto 
colectivo”, con caminos y objetivos comunes. Por otro lado, sobre 
la dimensión socio-comunitaria, en la que se generan lazos identi-
tarios y de pertenencia entre quienes conforman la sociedad local. 
Y por último, existe una dimensión individual, en la que los ciu-
dadanos encuentran nuevas oportunidades de realización humana 
(2001). Una de las principales vías para alcanzar esta realización 
personal en el marco de la actividad económica es a través del em-
pleo. El trabajo digno y de calidad se vuelve así un potente vector 
de desarrollo de las personas y de vinculación de las mismas con el 
todo social. 

Y en este sentido la experiencia indica que tanto a nivel local como 
provincial, uno de los ámbitos clave en los que puede actuar el 
Estado para contribuir a la generación de empleo es la construcción 
de condiciones que favorezcan el acceso efectivo de los ciudadanos 
a esas fuentes de trabajo. Principalmente, a través del fomento de 
la optimización de las capacidades de las personas. En una amplia 
gama de acciones, se incluyen en este punto la radicación de ofertas 
de formación universitaria y las iniciativas asociadas a la adquisi-
ción de competencias, tanto las más típicamente laborales (desde los 
oficios hasta la programación y el manejo de tecnología) como las 
más blandas, vinculadas a habilidades como el trabajo en equipo, la 
adaptabilidad, la resiliencia, etc. 

Crear oportunidades para que las personas que desean trabajar ad-
quieran las habilidades necesarias para hacerlo tiene un doble impac-
to en la dinamización de la actividad económica. Primero y de ma-
nera directa, en tanto que mejora la “empleabilidad” de la persona, 
favoreciendo sus oportunidades de inserción en el mundo del traba-
jo. Pero además porque, como hemos analizado, el trabajo constitu-
ye uno de los principales factores productivos originarios disponibles 
para la actividad económica del territorio. Y en este segundo sentido 
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adquiere una enorme importancia fortalecer el recurso (humano), a 
los fines de potenciar la producción y la productividad y mejorar el 
desempeño de la economía local. A partir de este carácter dual del 
empleo, entonces, es que emerge la prioridad de trabajar sobre la ca-
pacitación de los recursos humanos existentes en la ciudad y la región. 
Con el objeto de favorecer el acceso a trabajos de calidad a partir de 
la optimización de su empleabilidad, por un lado, y a los fines 
de contribuir a la formación de un recurso humano eficiente para la 
producción y comercialización de bienes y servicios, optimizando el 
uso de este factor de producción, por otro. 

El nuevo mundo del trabajo exige nuevas capacidades y habilidades, 
y este desafío debe ser encarado conjuntamente por el Estado, los ac-
tores productivos y los sindicales. En este sentido, resulta fundamen-
tal potenciar la vinculación del sector educativo con el sector productivo, 
articulando las ofertas de educación con las demandas y necesidades 
del mundo laboral. No porque el único fin de la escuela sea formar 
personas para trabajar -que no lo es-, sino simplemente porque el de-
sarrollo de aptitudes específicas con miras a los sectores productivos 
engrandece las oportunidades de inserción laboral en todos los seg-
mentos etarios. La educación técnica o profesionalizante, que busca 
educar en prácticas laborales concretas, no puede ser la única manera 
de pensar en la educación de la comunidad. Pero tampoco resulta 
muy estratégico que sea inexistente.

3.2.2. Fortalecimiento del asociativismo

A lo largo y ancho del país existen en la actualidad cámaras que nu-
clean actividades económicas tales como la industria, la producción 
agrícola o el comercio. Existen entidades que nucleen productores y 
organizaciones que agrupan comerciantes; y existen las cooperativas 
de trabajo. Pese a que muchas veces todas estas instancias del asocia-
tivismo se encuentran fragmentadas, lo cual dificulta la obtención de 
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un panorama más general en relación con las posibilidades de inver-
sión e innovación, cualquier estrategia de dinamización de la activi-
dad económica debe considerar el fortalecimiento del asociativismo 
con fines de lucro como línea de acción.

En este sentido, el apoyo del gobierno local o provincial a las aso-
ciaciones del sector privado y la promoción de nuevas instancias de 
asociación resultan acciones de enorme importancia para que las 
mismas se constituyan como actores protagónicos de la vida comuni-
taria, capaces de generar empleo genuino y de calidad, y de hacer un 
aporte significativo en el crecimiento económico local. Por lo tanto, 
al considerarlo específicamente asociado al componente generación 
de empleo de la actividad económica, surge como prioridad la crea-
ción, promoción, incentivo y acompañamiento a las cooperativas loca-
les. Es decir, de acuerdo con la Alianza Cooperativa Internacional, a 
aquellas “asociaciones autónomas de personas que se han unido volunta-
riamente para hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, 
sociales y culturales comunes por medio de una empresa de propiedad 
conjunta y democráticamente controlada”36.

El crecimiento del papel que desempeñan las cooperativas en la ac-
tividad económica local y regional es una constante a nivel inter-
nacional. Fundamentalmente porque, como dice la Organización 
Internacional del Trabajo, “juegan un papel significativo en la crea-
ción y aseguramiento de empleo y de ingresos dignos y al respecto 
han mostrado su eficacia en diversos contextos y coyunturas” (OIT, 
2011:16). Pero adicionalmente, al combinar la rentabilidad con la 
solidaridad y crear puestos de trabajo de calidad, el cooperativismo 
refuerza la cohesión social, económica y regional y genera capital 
social. Y en consecuencia, tiene una especial fuerza en coyunturas 
de crisis.

36	  Alianza Cooperativa Internacional, https://www.aciamericas.coop.
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Gracias a su resiliencia y sustentabilidad, las cooperativas tienen una 
mejor capacidad para acomodarse a coyunturas desfavorables res-
pecto de otros tipos de empresas, por lo cual plantean una poderosa 
alternativa para la generación de puestos de trabajo genuino en la 
localidad (OIT, 2011:17). En especial cuando se construyen a partir 
de consensos intersectoriales que garanticen su autosustentabilidad, 
evitando un carácter pasivo e inducido, dependiente de un actor 
externo (usualmente el estatal). De este modo, la promoción de la 
organización de los individuos en unidades económicas cooperativas 
constituye uno de los posibles caminos de desarrollo para la activi-
dad económica.

3.2.3. Coordinación

En un sentido similar, se acentúa el rol de coordinación del gobierno 
local y provincial, en el que se inscriben todas las acciones de inter-
mediación entre la oferta y la demanda de trabajo. La recolección pe-
riódica y la producción sistemática de información sobre las posibi-
lidades de inversión, los requerimientos productivos, las capacidades 
disponibles en el recurso humano local y las oportunidades laborales 
presentes en el territorio constituyen otro eje central de un área de 
producción y empleo a nivel local. 

Las famosas “oficinas de empleo”, tan comunes en los gobiernos lo-
cales, están orientadas a cumplir exactamente esta función. De ma-
nera similar, organismos de tipo Consejo Económico Social a nivel 
local o provincial -o casi cualquier otra forma de concertación cor-
porativa o intersectorial conformada por las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores que tenga estos fines- están orientados a 
generar instancias de coordinación entre la demanda y la oferta de 
trabajo. Todas estas iniciativas se asientan sobre la idea de que existe 
una falla en el mercado laboral en el que operan, que provoca un re-
sultado subóptimo en términos de empleo. O, en otras palabras, que 
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en determinada economía existen personas desempleadas buscando 
trabajo, y empleadores buscando trabajadores, que por algún error 
de información no llegan a conectar entre sí. 

La experiencia indica que esta es una idea esencialmente correcta, y 
así lo demuestran los resultados -y la vigencia- de iniciativas y ofi-
cinas de coordinación en numerosos Estados municipales y subna-
cionales. Pero también es imprescindible comprender que la política 
de empleo (y dinamización económica) de ungobierno no puede re-
ducirse a la intermediación entre la oferta y la demanda laboral. Por 
el contrario, debe incluirlas en un marco programático más amplio, 
que tienda además al menos al fortalecimiento del asociativismo y la 
optimización de las capacidades laborales de los individuos.

4. En camino al desarrollo sostenible

La dinamización de la actividad económica constituye una de las 
cinco principales dimensiones del desarrollo de nuestras comunida-
des. De los diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenible contenidos 
en la Agenda 2030 de Naciones Unidas, dos se vinculan directamen-
te con los componentes analizados en el apartado anterior. 

Por un lado, el octavo objetivo, trabajo decente y crecimiento económi-
co, se corresponde de manera casi directa con ambos componentes 
de la dinamización de la actividad económica, al proponerse promo-
ver el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo 
pleno y productivo y el trabajo decente para todos. En este sentido, y 
en términos generales, el Objetivo N°8 indica que “para conseguir el 
desarrollo económico sostenible, las sociedades deberán crear las condi-
ciones necesarias para que las personas accedan a empleos de calidad, 
estimulando la economía sin dañar el medio ambiente...”. Además, el 
mismo Objetivo se propone como meta la promoción de políticas 
“que apoyen las actividades productivas… el emprendimiento, la crea-

http://www.un.org/es/events/environmentday/
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tividad y la innovación, y fomentar la formalización y el crecimiento de 
las microempresas y las pequeñas y medianas empresas, incluso mediante 
el acceso a servicios financieros”.

En segundo lugar, asociado más directamente al componente cre-
cimiento económico, destaca el Objetico de Desarrollo Sostenible 
N°9, industria, innovación e infraestructuras, centrándose en el rol del 
sector industrial manufacturero como “impulsor importante del desa-
rrollo económico y del empleo”. En este sentido se destaca explícitamente 
la centralidad del progreso tecnológico en los esfuerzos para aumentar 
la producción, en el marco de la responsabilidad medioambiental y la 
eficiencia energética. Al respecto señala que “sin tecnología e innova-
ción, la industrialización no ocurrirá, y sin industrialización, no habrá 
desarrollo”. 

Cabe destacar además que este crecimiento productivo debe hacer-
se de manera responsable, como establece el doceavo ODS. Pese a 
que no se refiere en sus metas de manera concreta al aumento de la 
producción, sí pone un requisito a la misma: “lograr planes generales 
de desarrollo que rebajen costos económicos, ambientales y sociales, que 
aumenten la competitividad y que reduzcan la pobreza”. En este senti-
do señala que el desafío consiste en eficientizar el uso de los recursos 
productivos disponibles o potenciales o, en otras palabras “hacer más 
y mejores cosas con menos”. Se trata, sostiene el ODS N°12, de “crear 
ganancias netas de las actividades económicas mediante la reducción de 
la utilización de los recursos, la degradación y la contaminación, logran-
do al mismo tiempo una mejor calidad de vida”.

Diferentes metas del octavo y el noveno objetivo se corresponden 
de manera bastante lineal con algunas de las líneas que venimos ex-
plorando. Así, con respecto a la diversificación de la matriz eco-
nómica, la Meta 8.2 consiste en “lograr niveles más elevados de pro-
ductividad económica mediante la diversificación, la modernización 
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tecnológica y la innovación, entre otras cosas centrándose en los sectores 
con gran valor añadido y un uso intensivo de la mano de obra”. En el 
mismo sentido, la meta 9.2 apunta a la “aumentar significativamente 
la contribución de la industria al empleo y al producto interno bruto, 
de acuerdo con las circunstancias nacionales”, mientras que la séptima 
meta del mismo objetivo propone “apoyar el desarrollo de tecnologías, 
la investigación y la innovación nacionales…, garantizando un entorno 
normativo propicio a la diversificación industrial y la adición de valor 
a los productos básicos”.

De manera similar, en lo referido a la necesidad de generar infraes-
tructura para la producción, destacan la primera meta del noveno 
objetivo: “desarrollar infraestructuras fiables, sostenibles, resilientes y 
de calidad, incluidas infraestructuras regionales y transfronterizas, para 
apoyar el desarrollo económico y el bienestar humano”. Y en lo tocante 
a la accesibilidad del crédito para producir, tanto el ODS N°8 como 
el N°9 plantean sendas metas: 

�� 8.10  Fortalecer la capacidad de las instituciones financieras na-
cionales para fomentar y ampliar el acceso a los servicios banca-
rios, financieros y de seguros para todos.

�� 9.3 Aumentar el acceso de las pequeñas industrias y otras em-
presas, particularmente en los países en desarrollo, a los servi-
cios financieros, incluidos créditos asequibles, y su integración 
en las cadenas de valor y los mercados.

En cuanto a la innovación y la incorporación de tecnología, destacan 
la cuarta y la séptima meta del ODS N°9, que se proponen “modernizar 
la infraestructura y reconvertir las industrias para que sean sostenibles, utili-
zando los recursos con mayor eficacia y promoviendo la adopción de tecnolo-
gías y procesos industriales limpios y ambientalmente racionales”.

Por otra parte, son numerosas las metas del octavo objetivo de 
Desarrollo Sostenible dirigidas a garantizar la existencia de opor-



La dinamización de la actividad económica | 81  

tunidades laborales para toda la población en edad de trabajar, con 
condiciones de trabajo decentes, a través del aumento de la produc-
tividad laboral, la reducción de la tasa de desempleo, especialmente 
entre los jóvenes, y la mejora del acceso a los servicios financieros. 
La Meta 8.5 propone “lograr el empleo pleno y productivo y el trabajo 
decente para todas las mujeres y los hombres, incluidos los jóvenes y las 
personas con discapacidad, así como la igualdad de remuneración por 
trabajo de igual valor”. Las metas sexta y la doceava de este ODS 
concentran su preocupación en el trabajo de los jóvenes, indicando 
el propósito de “reducir considerablemente la proporción de jóvenes que 
no están empleados y no cursan estudios ni reciben capacitación”, dise-
ñando e implementando “una estrategia mundial para el empleo de los 
jóvenes”, y señala además la necesidad de aplicar el Pacto Mundial 
para el Empleo de la Organización Internacional del Trabajo.

La séptima y la octava meta del ODS N°8 están más relacionadas 
con la lucha contra las formas no decentes del trabajo, el trabajo 
forzoso y los mercados informales de trabajo. Al respecto, la Meta 
8.7 se propone “adoptar medidas inmediatas y eficaces para erradicar 
el trabajo forzoso… las formas contemporáneas de esclavitud y la trata 
de personas, y…trabajo infantil”. Además, la meta 8.8 señala la ne-
cesidad de “proteger los derechos laborales y promover un entorno de 
trabajo seguro y sin riesgos para todos los trabajadores”, destacando la 
situación de las trabajadoras mujeres, migrantes y “las personas con 
empleos precarios”.

5. ¿Cómo medimos el desarrollo de la actividad 
económica?

Tradicionalmente, la actividad económica ha sido una de las dimen-
siones del desarrollo que más indicadores ha producido, tanto a nivel 
del crecimiento como del empleo. Entre los primeros destacan lar-
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gamente el Producto Bruto Interno (a nivel nacional) y el Producto 
Bruto Geográfico, su correlato a nivel subnacional. Otros indicado-
res que suelen asociarse a la producción de bienes y servicios son la 
variación en los niveles de consumo de energía (que busca evaluar 
la producción de manera indirecta), o los resultados de la balanza 
comercial. Tradicionalmente, además, los niveles de empleo se han 
medido a través de la tasa de desempleo y la tasa de actividad. La 
principal debilidad de estas últimas es su concentración en el trabajo 
formal, dejando de lado a una inmensa cantidad de trabajadores que 
realizan sus tareas de manera irregular o en el mercado informal.

El Índice de Desarrollo para la Gestión (IDG), construido por el 
trabajo conjunto del Instituto de Ciencias del Estado y Sociedad, 
el Instituto de Ciencias de la Administración de la Universidad 
Católica de Córdoba y la Fundación Konrad Adenauer (ICES-
ICDA-KAS), contempla la actividad económica como una de las 
ocho dimensiones del desarrollo. Y en consecuencia, operacionaliza 
los dos componentes analizados en apartados anteriores, constru-
yendo una batería de indicadores que permiten evaluar la situación 
relativa de cada provincia y región argentina con respecto a la pro-
ducción y el empleo.

Como el objetivo del IDG es generar información estadística para 
la toma de decisiones en gobiernos provinciales y nacionales, utiliza 
la principal variable presente a escala provincial y en todas las pro-
vincias: el Producto Bruto Geográfico. Por el mismo entiende “la 
suma de los valores agregados brutos de todas las unidades instituciona-
les residentes dedicadas a la producción”, considerando además como 
residente una unidad institucional que se encuentra en el territorio 
económico de una jurisdicción y mantiene un centro de interés eco-
nómico en ese territorio, es decir, realiza o pretende realizar activi-
dades económicas o transacciones a una escala significativa, indefi-
nidamente o durante un período prolongado de tiempo (un año). 

https://es.wikipedia.org/wiki/Balanza_comercial
https://es.wikipedia.org/wiki/Balanza_comercial
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De este modo, el PBG per cápita se entiende como la suma de los 
valores agregados brutos distribuidos entre el total de habitantes en 
la jurisdicción en la que se originó dicho valor. En este caso, la fuente 
del IDG es el Ministerio de Hacienda de la Nación.

En relación con el empleo, el IDG toma dos indicadores similares, 
que luego son sometidos a un proceso de agregación, normalización 
y ponderación:

�� La tasa de desocupación: entendida como el porcentaje de per-
sonas que, no teniendo ocupación, están buscando activamente 
trabajo y están disponibles para trabajar. El IDF la calcula como 
porcentaje entre la población desocupada y la población econó-
micamente activa.

�� La tasa de actividad: entendida como el porcentaje de personas 
que tienen una ocupación o que sin tenerla la están buscando 
activamente. Está compuesta por la población ocupada más la 
población desocupada. Calculada como porcentaje entre la po-
blación económicamente activa y la población total de referen-
cia, la fuente del IDG es la Encuesta Permanente de Hogares 
(EPH) del INDEC.

Además, es de destacar que el IDG considera la pobreza como un 
indicador del desarrollo económico relativo. En este sentido y muy 
en grandes líneas, el Índice considera que la existencia y persistencia 
de las personas bajo la línea de pobreza constituye una señal de falta de 
desarrollo económico o de fracaso en la política económica.

Sin embargo, pese a que en líneas generales acordamos con esta úl-
tima afirmación, al ubicar la reducción de la pobreza como compo-
nente de la dimensión económica del desarrollo, inadvertidamente 
se reduce su concepto a sus componentes dinerarios, fundamental-
mente al nivel de ingreso. Así se despoja la noción del carácter mul-
tidimensional que viene ganando en todos los análisis de los últimos 
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años, que la entienden más bien vinculada a un cúmulo de privacio-
nes de diferente naturaleza. 

Esta reducción del concepto se hace evidente al analizar el indica-
dor utilizado para su medición: la línea de pobreza medida perió-
dicamente por la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC. 
Entendida como el porcentaje de hogares que, a partir de sus ingresos, 
tienen capacidad de satisfacer -por medio de la compra de bienes y ser-
vicios- un conjunto de necesidades alimentarias y no alimentarias consi-
deradas esenciales, resulta un indicador de enorme valía para medir la 
situación relativa de los ingresos de la comunidad en análisis. Pero, 
desde nuestro punto de vista, resulta insuficiente para analizar la po-
breza multidimensional. 



CAPÍTULO 3  
El capital humano  

y el desarrollo de las personas

1. Introducción

La dimensión humana del objetivo de la gestión política se constru-
ye a partir de la realización de las personas que integran la comuni-
dad. De la posibilidad que tienen sus miembros de elegir libremente 
la vida que desean y consideran valiosa, y de las capacidades con las 
que cuentan para llevarla efectivamente a cabo. Y en este sentido, 
mientras más posibilidades tengan las personas de realizarse plena-
mente en el marco de proyectos de vida que valoran, más desarrolla-
do se encontrará el capital humano de la comunidad que integran.

En otras palabras, el desarrollo humano de cualquier sociedad de-
pende de la realización de las personas. Y como la posibilidad real 
de alcanzar tal realización está indefectiblemente sujeta a las oportu-
nidades disponibles para que cada vecino desarrolle sus capacidades 
físicas, intelectuales, emocionales y sociales, cualquier estrategia de 
desarrollo implica necesariamente la generación de condiciones y 
oportunidades para el crecimiento y la realización personal. En tal 
sentido, la educación, la salud y el ambiente, y la cultura y el depor-
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te se presentan como los vectores de desarrollo más poderosos para 
construir oportunidades y favorecer el desenvolvimiento de las capa-
cidades personales.

2. Entonces, ¿qué es el capital humano?

Desde un punto de vista individual, el capital humano expresa la 
idea de un stock inmaterial de conocimientos y habilidades acumu-
lables propios de una persona, cuyo ejercicio efectivo genera efectos 
positivos, directos o indirectos. Como dimensión del desarrollo co-
munitario, contempla la generación de las condiciones que forta-
lecen este agregado de capacidades físicas, cognitivas, emocionales, 
interpersonales y sociales, que expanden la libertad real de los indi-
viduos y habilitan su realización personal.

De acuerdo con sus características individuales y sus circunstancias 
socioeconómicas, cada persona tiene la habilidad para hacer deter-
minadas cosas que considera valiosas, ya sea como un fin en sí mis-
mas o como un medio para alcanzar otros fines. O, dicho de otro 
modo, que valora positivamente de una manera directa o indirecta. 
La primera, en tanto amplía sus capacidades para llevar adelante su 
proyecto de vida y realizarse como persona, al margen de cuál sea 
efectivamente tal proyecto. Estar sano y vivir en un ambiente saluda-
ble, por ejemplo, repercuten favorablemente sobre las posibilidades 
de cualquier persona de elegir cualquier camino de vida. Y la segun-
da -que suele ser la definición que opera en la mayoría de las políticas 
más economicistas de “capital humano”-, generalmente vinculada a 
la posibilidad de contribuir más y mejor a la producción (London y 
Fomichella, 2006:20).

La educación, por ejemplo, contribuye a la vida de un individuo 
de manera indirecta, en tanto potencia su capacidad de alcanzar un 
buen empleo y mejorar sus ingresos. Pero además enriquece directa-
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mente su calidad de vida, en tanto brinda habilidades para leer, re-
flexionar críticamente, comunicarse, elegir de manera informada, ser 
considerado seriamente por los demás, etc. Habilidades que resultan 
un fin en sí mismas y que pueden instrumentarse para llevar adelante 
cualquier actividad que la persona considere valiosa, al margen de su 
aporte relativo al entramado económico. Este último tipo de valora-
ción constituye el nodo central del capital humano como dimensión 
del desarrollo, representando una de las principales superaciones de 
la noción economicista de este último, ya que “aunque la prosperidad 
económica contribuye a que la gente lleve una vida más libre y realiza-
da, también lo hacen una mayor educación, unos mejores servicios de 
salud y de atención médica…” (Sen, 1998:71). 

En otras palabras, el desarrollo local integral depende de la posibili-
dad real de cada sujeto de desenvolverse plenamente como persona. 
Y esta posibilidad está sujeta a la oportunidad de cada uno de desa-
rrollar sus capacidades individuales físicas, intelectuales, emociona-
les y sociales. Está íntimamente vinculado, pero de ninguna manera 
subordinado a las necesidades del sistema económico. Ese es el ver-
dadero capital humano de la comunidad.

3. Componentes del capital

En consecuencia, el desarrollo de las personas como dimensión del 
desarrollo integral agrupa todas las acciones orientadas a favorecer el 
acceso a la educación, principalmente a partir del impacto directo 
que tiene en la calidad de vida de las personas, es decir, como un fin 
en sí mismo. Pero también atendiendo a su relación con la mejora 
de las oportunidades individuales que genera en el ámbito laboral, 
es decir, como un medio para el desarrollo productivo. Además, des-
cansa en la efectivización del acceso a la salud, considerando tanto 
la eliminación de barreras de acceso como la calidad del servicio y 
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el grado de complejidades y especialidades médicas disponibles. En 
estrecha relación con este segundo componente emerge el acceso a 
un medioambiente sano y saludable, que funcione como escenario 
del crecimiento humano y la realización personal.

Por último, el componente aborda las actividades deportivas y cultu-
rales como ámbito de desarrollo personal, tanto desde un punto de 
vista individual como desde una perspectiva social. El deporte y la 
cultura se presentan como espacios privilegiados para el desarrollo y 
adquisición de un enorme plexo de competencias y capacidades, que 
no sólo fortalecen el capital humano individual sino que además ac-
túan como facilitadores de la vida en comunidad, habilitando el en-
cuentro y fortaleciendo el tejido social. Entendidas como prácticas 
sociales, las actividades deportivas y culturales fabrican lazos y crean 
comunidades, construyendo vínculos y sentidos de pertenencia.

3.1. Eje Educación

La educación es el proceso de aprendizaje, desarrollo y fortalecimien-
to de conocimientos, aptitudes y capacidades humanas racionales, 
emocionales, creativas, sociales y valóricas. Así, implica el despliegue 
de las habilidades lógico-matemáticas, lingüísticas y metalingüísti-
cas, artísticas y éticas; las capacidades de producción, adaptación y 
libertad; y la adquisición y ejercicio de las destrezas necesarias para 
establecer vínculos interpersonales cooperativos y estables37. El ac-

37	  Quiero agradecer en este punto los invaluables aportes de la Lic. María 
Agustina Graglia, cuyo trabajo sobre aprendizaje social y emocional (SEL, por 
sus siglas en inglés) condensa buena parte de lo que, a mi juicio, representa el 
futuro del pensamiento educacional para el desarrollo. En su tesis, la licenciada 
en Educación explora el rol del ESL en la educación musical, vinculando ambos 
vectores de desarrollo humano con el concepto de desarrollo sostenible que 
sustentan la Agenda 2030 de Naciones Unidas y sus ODS. Las formulaciones 
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ceso a una educación de calidad resulta así uno de los principales 
vectores de desarrollo de la persona humana y, por lo tanto, implica 
derechos fundamentales para la realización de las personas y el pro-
greso de los pueblos.  

Además, tal como señala la UNESCO, estos derechos tienen un va-
lor estratégico en tanto permiten “el completo ejercicio y disfrute de 
todos los demás derechos humanos. Todos los derechos civiles, culturales, 
económicos, sociales y políticos pueden disfrutarse de mejor manera si 
las personas han recibido una educación”38. En consecuencia, el acceso 
a la educación vincula fuertemente el capital humano con otras di-
mensiones del desarrollo. Entre ellas, el acceso a empleos de calidad 
(en la actividad económica), la valoración personal positiva y la inte-
gración familiar y comunitaria (en el capital social) se destacan como 
elementos que condicionan y son condicionados por el ejercicio del 
derecho a la educación.

Como se analiza en la segunda mitad de este libro, a nivel regional 
la satisfacción de la educación como una necesidad social (y por lo 
tanto como un derecho) se ve obstaculizada por la existencia de dife-
rentes problemas públicos. Entre ellos destacan “la escasez de profeso-
res capacitados y las malas condiciones de las escuelas… y las cuestiones 
de equidad relacionadas con las oportunidades que tienen niños y niñas 
de zonas rurales”39. A estos podemos agregar las condiciones laborales 

vertidas en dicho trabajo, así como el constante aporte de la autora a mis notas 
y reflexiones sobre la política educativa, resultaron imprescindibles para elaborar 
este apartado. Por supuesto, las falencias y debilidades del mismo no son para nada 
atribuibles a ella, sino sólo a las limitaciones del autor.
38	 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura. El derecho a la educación. Para más información, se recomienda 
visitar http://www.unesco.org/new/es/social-and-human-sciences/themes/
advancement/networks/larno/right-to-education/.
39	 Objetivos de Desarrollo Sostenible N°4. Educación de calidad. ONU.

http://www.unesco.org/new/es/social-and-human-sciences/themes/advancement/networks/larno/right-to-education/
http://www.unesco.org/new/es/social-and-human-sciences/themes/advancement/networks/larno/right-to-education/
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y salariales de los docentes -muchas veces lejos de las óptimas- y las 
debilidades de las currículas y planes de estudio, fundamentalmente 
en términos de su actualización y vigencia, así como de su conexión 
con el entramado productivo y la identidad cultural de la ciudad y 
la región. Estos elementos se entrelazan entre sí -y con la falta de 
desarrollo en las demás dimensiones-, configurando causas y conse-
cuencias de los problemas asociados a la repitencia y el abandono de 
la educación formal.

Estos problemas, presentes en toda América Latina, no escasean en 
las provincias de nuestro país, aunque su gravedad y urgencia de-
ben ser diagnosticadas caso por caso. La propia Organización de 
Naciones Unidas sugiere algunas soluciones, entre las que se encuen-
tran “invertir en becas educativas, talleres de formación para docentes, 
construcción de escuelas…” y mejoras en sus condiciones edilicias, 
además de condiciones laborales y salariales dignas para el trabajo de 
los y las docentes. Nuestra experiencia indica que sobre estos puntos 
parece existir un acuerdo generalizado de las comunidades educa-
tivas, además de numerosos abordajes teóricos y de política públi-
ca que proponen alternativas de solución para tales problemas. En 
consecuencia, en este apartado nos gustaría centrar nuestra atención 
en otras líneas de acción que entendemos resultan prioritarias para 
abordar la cuestión educativa a un nivel más estratégico, y desde el 
punto de vista del desarrollo integral40. 

40	  No es nuestra intención minimizar estas dificultades al no abordarlas con 
más detalle en este apartado. Pero la experiencia indica que tales problemas 
son percibidos por los actores de todos los niveles, mientras que algunos otros 
elementos suelen recibir menos atención. Sin pretender ocupar el lugar de expertos 
en la materia, nos proponemos señalar algunos de ellos. Por supuesto, mientras no 
se resuelvan la insuficiencia de docentes, las malas condiciones edilicias y la falta 
de actualización de las currículas, poco se podrá hacer para garantizar el acceso a 
una educación de calidad para todos. 
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Entre ellas destaca un debate pendiente sobre el rol de la educación 
en nuestros proyectos políticos de desarrollo y, consecuentemen-
te, las características que deben tener nuestras políticas educativas. 
Además, emergen como estratégicas la construcción de alianzas in-
tersectoriales entre la comunidad educativa y la sociedad en general, 
buscando adecuar el discurso educativo al perfil social de la comuni-
dad; y el mejoramiento motivacional de los miembros del entorno 
de aprendizaje para continuar optimizando la calidad educativa. Y 
fundamentalmente, el abordaje del fortalecimiento de la educación 
superior, a partir de la vinculación de la escuela con el sector pro-
ductivo, y la ampliación y diversificación de la oferta universitaria. 
Sobre estas líneas, que consideramos relevantes, aunque con menor 
desarrollo en la bibliografía, estructuramos nuestro aporte en este 
capítulo.

3.1.1. Aprendizaje social y emocional

La velocidad a la que cambia el mundo contemporáneo, unida a la lon-
gitud de los procesos educativos y a los prolongados plazos en los que 
produce sus impactos, provoca una fuerte tensión sobre los sistemas 
educativos formales. Así, poco a poco la problemática trasciende la mera 
desactualización de los contenidos específicos de las currículas escolares 
y se extiende a la misma forma en la que se concibe la educación. Un 
mundo cada vez más complejo, plagado de estímulos y corrientes de 
información que circulan a gran velocidad, en el que la tecnología nos 
ofrece posibles soluciones técnicas a viejos problemas de la humanidad, 
puede ser una gran oportunidad para la realización de las personas. O 
una enorme amenaza. La diferencia entre ambos continúa siendo las ca-
pacidades reales que tienen las personas para elegir un proyecto de vida 
y las posibilidades de llevarlo efectivamente a cabo.

En este sentido, considero extremadamente interesante el abordaje 
del aprendizaje social y emocional (ESL, por sus siglas en inglés), un 
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proceso a través del cual las personas de cualquier edad comprenden 
y aprenden a manejar emociones, a proponerse y a alcanzar metas 
positivas, a sentir y a mostrar empatía por los demás, a establecer y 
mantener relaciones saludables y a realizar decisiones responsables41. 
Desde hace tiempo existe cierto consenso en que la educación debe 
“prepararnos para el mundo”, generando las capacidades que nece-
sitaremos para trabajar y realizarnos como personas. Pero ahí está 
el truco. A esta velocidad de cambio, no podemos estar seguros de 
cuáles serán los requerimientos que tendrá el sistema productivo en 
un futuro inmediato. Con un nivel de presión sobre las personas 
semejante al que supone la complejidad del mundo actual, lo único 
de lo que podemos estar seguros es que más que nunca necesitamos 
habilidades para comprender el mundo en que vivimos, para enten-
dernos a nosotros y para vincularnos entre nosotros. 

Si concebimos la educación como un proceso verdaderamente trans-
formador, como componente integral de la dimensión humana del 
desarrollo integral y por lo tanto en función de su aporte a la calidad 
de vida de las personas, es imprescindible repensarla a partir de los 
desafíos que plantea el mundo actual. La iniciativa del ESL pro-
pone cinco competencias nucleares sobre las que la educación de-
bería asentarse para contribuir auna vida mejor y más feliz para las 
personas:

�� Conciencia de sí mismo: la habilidad de reconocer con preci-
sión las emociones y pensamientos propios, y su influencia en 
los propios comportamientos. Esto implica desarrollar la capa-

41	 La definición está tomada de la formulación realizada por la iniciativa 
colaborativa CASEL (Collaborative for Academic, Social, and Emotional 
Learning), dedicada a promover el aprendizaje social y emocional en todas sus 
facetas. Para más información, se recomienda su página oficial https://casel.org/
what-is-sel/.

https://casel.org/what-is-sel/
https://casel.org/what-is-sel/
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cidad de conocer y entender las limitaciones propias, desarro-
llando un sentido de confianza centrado y realista.

�� Manejo de sí mismo: la habilidad de regular las emociones, 
pensamientos y comportamientos efectivos en diferentes situa-
ciones. Esto implica cierto autocontrol de nuestras respuestas, 
el manejo del estrés y el control de los impulsos, la motiva-
ción personal y la capacidad de ponerse metas y trabajar para 
alcanzarlas.

�� Conciencia social: la habilidad de adoptar la perspectiva y em-
patizar con los demás, con los “otros”. De conectar con la di-
versidad que caracteriza a las comunidades contemporáneas, de 
entender las normas éticas y sociales para los comportamientos.

�� Habilidades relacionales: la capacidad de establecer y mantener 
relaciones sanas y fructíferas con diferentes grupos e individuos. 
Esto implica ser capaz de comunicarse con claridad, escuchar 
activamente, cooperar, resistir la presión social negativa, nego-
ciar y administrar constructivamente el conflicto y saber pedir 
y ofrecer ayuda cuando resulta necesario.

�� Responsabilidad en la toma de decisiones: la habilidad de hacer 
elecciones constructivas y respetuosas sobre el comportamiento 
individual y las relaciones sociales, de acuerdo con ciertos valo-
res y estándares éticos, consideraciones por las normas sociales 
y la seguridad propia y de los demás. Implica la capacidad de 
realizar evaluaciones realistas de las consecuencias de las accio-
nes y del bienestar propio y de los demás.

A medida que avanza el tiempo se vuelve imperativo incorporar esta 
perspectiva en el diseño y gestión de políticas educativas. Como dice 
Harari, el componente estratégico de la enseñanza en las escuelas 
quizás ya no reside ni siquiera en la informática, el chino o el in-
glés. Sencillamente porque no hay garantías de que los lenguajes de 
programación que se enseñan hoy continúen vigentes en los próxi-
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mos veinte años; o que los traductores automáticos de Google no 
evolucionen al punto en el que podamos comunicarnos en nuestra 
lengua nativa con una persona que habla otro idioma, utilizando 
sus algoritmos para una traducción instantánea. Sin embargo, a ca-
pacidad de entender ese mundo, de adaptarse y de mantenerse cen-
trados emocional y psicológicamente, de empatizar y de conectar 
socialmente no sólo continuará siendo necesaria, sino que a medida 
que aumenta la complejidad y velocidad del mundo actual, debemos 
dejar de darla por sentadas. 

3.1.2. Alianzas educativas intersectoriales

Existen tres grandes esferas de actores que hacen a la composición de 
una alianza educativa. En primer lugar, los estudiantes y los docen-
tes, que como actores centrales componen el entorno de aprendizaje. 
En segundo lugar, con la añadidura de las familias en las cuales se 
insertan los estudiantes, los organismos estatales reguladores de los 
planes educativos y las propias instituciones educativas en sus distin-
tos niveles (escuelas, institutos de formación técnica, etc.), compo-
nen la comunidad educativa. Y en tercer lugar se ubican los agentes 
que tradicionalmente se consideraban como “de contexto”, y que 
integran la sociedad en general: son los medios de comunicación, 
las instituciones culturales y las instituciones económicas y sociales.

Para pensar en la educación como componente de la dimensión hu-
mana del desarrollo es imprescindible desplegar un movimiento si-
nérgico en las esferas de la comunidad educativa, tanto a nivel local 
como regional. Estas alianzas tienen como objetivo la trascendencia 
del espíritu educador, y como eje común la educación de las per-
sonas en todos los ámbitos donde se desarrollan. En ese sentido, la 
alianza intersectorial como espacio de encuentro da lugar a la con-
formación de una comunidad de aprendizaje entre las instituciones 
de la comunidad educativa y la sociedad.
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La construcción de un proceso educativo orientado al mediano y al 
largo plazo debe surgir de la realidad concreta de la comunidad. El 
proyecto no puede ser ajeno a las problemáticas territoriales, como 
tampoco puede obviar las posibilidades de la comunidad que allí 
se asienta. En consecuencia, surge como una prioridad la articu-
lación del discurso escolar con el relato social, de manera que los 
contenidos dictados en las aulas no sean vistos por los alumnos 
como abstracciones ajenas a sus realidades, y se fomente el interés 
y la permanencia escolar. En otras palabras, lo que se busca es la 
adaptación de los contenidos curriculares al perfil de comunidad 
deseado, tanto desde un punto de vista formal, en el marco de 
una alianza educativa que dialogue con las instituciones estatales 
que regulan la materia, como desde la construcción de un discurso 
educativo informal común que habilite a cualquier ciudadano que 
transite por las instituciones educativas a participar plenamente de 
la construcción del bien común.

En ese sentido, es necesario repensar la educabilidad en términos de 
las condiciones sociales, económicas y culturales que la escuela aporta 
a construir a través del establecimiento de las alianzas intersectoriales 
necesarias. Por lo tanto, en la búsqueda de la adaptación del conteni-
do escolar, una de las herramientas más poderosas de transformación 
debe articularse trabajando cooperativamente entre las instituciones 
educativas, abriendo la discusión a los demás actores sociales y con-
formando una verdadera red de organismos gubernamentales y no 
gubernamentales por la educación. Hablamos de la construcción de 
un verdadero perfil formativo, generado a partir del traspaso de las 
fronteras, antes impermeables, de la comunidad educativa.

Esta participación debe darse de manera organizada, confeccionan-
do metas claras que apunten al mejoramiento de la gestión educa-
tiva, y al crecimiento y especialización en el proceso de aprendizaje. 
Así, es posible articular los esfuerzos para que el sistema institucional 
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educacional sea específico de la comunidad en la que los sujetos se 
desarrollan, atendiendo a sus demandas sociales y a las problemáticas 
cotidianas42. De ahí que podemos entender la educación para el tra-
bajo, la educación vial o la educación de la salud (especialmente vin-
culada a la promoción de hábitos saludables, a la educación sexual y 
a la prevención del consumo de sustancias) como líneas discursivas a 
abordar por una alianza educativa intersectorial.

3.1.3. Desempeño motivacional y calidad educativa

En la generación de estrategias educativas a mediano y largo plazo 
emerge con fuerza la necesidad de fortalecer el sistema de incentivos 
que hacen al mejoramiento del desempeño de los actores, tanto del 
entorno de aprendizaje (alumnos y docentes) como de la comuni-
dad educativa (fundamentalmente las familias de los estudiantes). 
En este marco se inscriben muchas de las acciones más comunes a 
la hora de abordar problemas asociados a la necesidad de educación.

Por supuesto, una de las intervenciones que suscita más consenso es 
la necesidad de mejorar las condiciones laborales y salariales de los 
docentes de todos los niveles, asegurando al mismo tiempo que la 
oferta de educadores calificados no va en disonancia con la demanda. 
Sin embargo, esta tarea -muchas veces dificultosa- no debe impedir 
el análisis de otras líneas de acción, también de gran relevancia, que 
apuntan al mismo objetivo. A partir de la conformación de alianzas 
educativas es posible trabajar sobre iniciativas que revaloricen el rol 
del docente a nivel social, brindándoles contención y oportunidades 
de realización en el marco de una comunidad de aprendizaje más 

42	  En el corto plazo, es posible pensar en estos objetivos dentro de los 
lineamientos curriculares formales vigentes, a través de la priorización de ciertos 
contenidos y la unificación de determinados criterios educativos. A continuación, 
esta especificidad debe traspasar los límites formales, en diálogo con las instituciones 
estatales que regulan el diseño de la currícula escolar y los planes de estudio. 
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inclusiva. En tal sentido, resulta relevante contribuir a la generación 
de instancias de formación continua o, al menos, a sortear las difi-
cultades tanto administrativas como geográficas que se presentan al 
momento de asistir a los lugares de dictado. De uno u otro modo, 
deben generarse oportunidades de formación para los docentes cua-
lificados que tengan intenciones de mejorar su desempeño, buscan-
do aumentar las correspondencias entre la oferta de formación y las 
necesidades docentes. A la vez que aporta al desempeño motivacio-
nal, el trabajo del gobierno local y la comunidad de aprendizaje en 
esta línea de acción permitirá evitar la desactualización en materia de 
contenidos áulicos y de procedimientos de enseñanza.

Por otro lado, las recompensas y reconocimiento profesional juegan 
un rol central en la motivación docente. Sobre todo ante la dificul-
tad que suele emerger desde el nivel local para operar sobre las con-
diciones laborales y retribuciones salariales docentes, toma una gran 
importancia el reconocimiento que les brinda la comunidad, social 
y simbólicamente, como un agradecimiento a su desempeño profe-
sional. En otras palabras, pensar el fortalecimiento de la educación 
implica revalorizar el rol docente en la comunidad, reconociendo la 
relevancia de su labor para el desarrollo integral de la sociedad.

Y en ese sentido, a partir de la consolidación de una alianza educativa 
se vuelve posible trabajar sobre el mejoramiento de las condiciones 
y recursos del lugar de trabajo, en tanto incentivo y reconocimiento 
de la labor docente. Esto incluye la infraestructura de las aulas, las 
instalaciones en condiciones y los materiales básicos para el dictado 
de los contenidos áulicos.

Por otro lado, resulta prioritario trabajar sobre el componente moti-
vacional de los alumnos y de sus entornos familiares  a los fines de 
evitar la deserción escolar y paliar las problemáticas de la sobreedad y 
la repitencia. En este punto se vuelve vital organizar y sostener equipos 
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interdisciplinarios, compuestos por personas provenientes tanto del 
sector público como privado, propios a la comunidad educativa, y 
provenientes también de la sociedad en general. La asistencia que los 
gabinetes pedagógicos pueden brindar a los jóvenes insertos en el sis-
tema educativo formal es fundamental, favoreciendo la integración 
y contención de alumnos que expresan dificultades en su proceso de 
aprendizaje.

En definitiva, se procura revalorizar la escuela como institución for-
mativa, y la educación como un camino privilegiado para el desa-
rrollo personal de los ciudadanos. En ese marco resulta importante 
entender que el derecho a la educación no se agota en el acceso for-
mal a las instituciones educativas, sino más bien en la posibilidad de 
una “educación de calidad que garantice altos niveles de conocimientos 
básicos comunes y capacidad para el aprendizaje autónomo y socialmen-
te significativo a lo largo de toda la vida” (Rivas, 2007:107). En otras 
palabras, es necesario trabajar por la calidad educativa, entendida 
fundamentalmente a través de la calidad de sus contenidos. 

En ese sentido, el Centro de Implementación de Políticas Públicas 
para la Equidad y el Crecimiento señala en su documento “El desa-
fío del Derecho a la Educación en Argentina” que “los aprendizajes 
de los alumnos deben ser adecuados, actualizados y significativos para 
que se cumpla plenamente su derecho a la educación… tener un alto 
piso compartido de igualdad de saberes, capaces de formar en… princi-
pios” (Rivas, 2017:107-110). De ahí que una educación de calidad 
tenga como prioritario perseguir logros cognitivos (crítica, reflexión 
y conocimientos valiosos), emocionales (sensibilidad, cordialidad y 
empatía), motivacionales (exploración, descubrimiento, esfuerzo y 
motivación), sociales (cooperación interpersonal, solidaridad y preo-
cupación por el entorno) y éticos (valores que se proyectan en accio-
nes convivenciales concretas). Sólo en este marco podremos hablar 
de educación de “calidad integral” (Seibold, 2000; Rivas, 2017) que 
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incorpore valores que transversalizan contenidos actitudinales, cog-
nitivos y procedimentales.

3.1.4. Acceso a la educación y oferta de educación superior

Además del sistema de incentivos vinculados a los alumnos dentro 
del sistema educativo formal, es necesario generar las condiciones 
mínimas que sirvan de soporte al ejercicio de este derecho. Esta 
necesidad resulta transversal a todos los niveles educativos, como 
señala Graglia, “respecto a la educación, las necesidades contienen 
tanto la escuela primaria y secundaria como la formación univer-
sitaria” (Graglia, 2017:74). Y en ese sentido apunta el ODS N°4 
de Naciones Unidas, que se propone “asegurar que todas las niñas 
y todos los niños tengan acceso a servicios de atención y desarrollo 
en la primera infancia y educación preescolar de calidad, a fin de 
que estén preparados para la enseñanza primaria” y “asegurar que 
todas las niñas y todos los niños terminen la enseñanza primaria y 
secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad y producir 
resultados de aprendizaje pertinentes y efectivos”. La educación en-
tendida como “ampliación de posibilidades” implica la posibilidad 
de realizar una trayectoria de formación integral y especializada que 
favorezca el desarrollo intelectual de las personas, y constituye un 
estímulo fundamental para que los vecinos permanezcan y aporten 
saberes prácticos a los procesos que se desarrollan en la ciudad. La 
sinergia entre el saber (teoría), el hacer (práctica) y el ser (la inclina-
ción natural del sujeto) hace a una educación en la que los educan-
dos sean protagonistas de su propio desarrollo.

Sin procurar minimizar las enormes dificultades que afronta la edu-
cación preescolar, primaria y secundaria en nuestro país, considera-
mos que una de las prioridades más relevantes a la hora de plantear 
una estrategia de desarrollo es la necesidad de ampliar la oferta “de 
formación técnica, profesional y superior de calidad, incluida la en-
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señanza universitaria”43. En este sentido, resulta prioritario mejorar 
cuantitativa y cualitativamente la oferta local y regional de educa-
ción superior, ya sea mediante convenios con universidades públicas 
o privadas o institutos terciarios que amplíen el abanico de posibili-
dades para el desarrollo intelectual.

Esta ampliación no puede ir separada de la adecuación del perfil 
educativo al perfil social y productivo, consensuado en el marco de 
una comunidad de aprendizaje. En esta línea, una escuela agrotéc-
nica o una escuela de oficios permitirían que quienes egresen de los 
establecimientos educativos tengan un conocimiento práctico ele-
mental que genera y aumenta las probabilidades de empleabilidad, 
siempre que en la matriz productiva de la localidad o la región exista la 
demanda para trabajadores agrotécnicos o de oficios. En este sentido, 
el fortalecimiento del vínculo educativo-productivo resulta crucial, 
ya que no sólo aporta al desarrollo intelectual de la persona sino a 
que los vecinos puedan palpar los resultados materiales en términos 
de oportunidades laborales de progreso económico y profesional. En 
consecuencia, la existencia y cantidad de escuelas técnicas debe ser 
estudiada en comparación con la matriz productiva del territorio, 
siendo más factible la inserción laboral en los casos en los que la co-
rrelación oferta educativa-oferta laboral es más fuerte.

Esta vinculación promueve el desarrollo y la modernización social, 
económica y tecnológica del sistema productivo, reduciendo las ba-
rreras entre ambas esferas. De ahí que las instituciones educativas 
investigan y construyen conocimiento y tecnología, aportando a la 
infraestructura científico-tecnológica que demanda el sector produc-
tivo. A su vez, esta relación se enmarca en un territorio regulado 
por el nivel de gobierno municipal, que administra los recursos del 
Estado y toma decisiones políticas en torno a ellos. 

43	 Meta N°3. ODS N°8. Naciones Unidas.
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3.2. Eje Salud

Entendemos la salud como un estado de completo o perfecto bienes-
tar físico, mental y social, que no se limita meramente a la ausencia 
de afecciones o enfermedades44. Estar sano es uno de los principales 
determinantes de la libertad real de la persona, en tanto permite 
desarrollar sus capacidades físicas, mentales y sociales, y abordar los 
proyectos de vida que considere valiosos.

Junto a la educación, el acceso a la salud resulta uno de los prin-
cipales componentes para el desarrollo del capital humano de 
una localidad: “un pueblo ignorante o enfermo es un pueblo esclavo” 
(Graglia, 2017:74). En consecuencia, la satisfacción de las necesi-
dades asociadas a la salud, que van desde la promoción y la preven-
ción hasta el tratamiento de las enfermedades, debe ser abordada 
a partir de una perspectiva de derechos, entendiendo el derecho a la 
salud como la posibilidad de todos los habitantes de un territorio de 
acceder a un servicio sanitario de calidad, sin discriminación sobre su 
origen social o situación económica. El principal garante del ejercicio 
efectivo de este derecho es el Estado, en sus diferentes niveles y de 
acuerdo con sus diferentes grados de responsabilidad: “la educación 
y la salud no son mercancías para que accedan los que pueden compa-
rarlas y ganen los que puedan venderlas en la feria de la demanda y la 
oferta” (Graglia, 2017:74).

44	 Este concepto obedece en grandes líneas a la definición de salud de la OMS, 
que hemos modificado ligeramente en función del trabajo de diagnóstico y 
planificación de diversas políticas de salud. La cita procede del Preámbulo de la 
Constitución de la Asamblea Mundial de la Salud, adoptada por la Conferencia 
Sanitaria Internacional celebrada en Nueva York en 1946; y firmada el 22 de julio 
de ese año por los representantes de 61 Estados (Actas oficiales de la OMS, N° 2, 
página 100). Entró en vigor el 7 de abril de 1948, y la definición viene resultando 
útil desde entonces. Para más información sobre la raíz conceptual del concepto 
ver www.who.int/sugestiones/faq/es.

http://www.who.int/sugestiones/faq/es
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El acceso a la salud está en el centro del desarrollo de las personas, 
y por lo tanto se relaciona fuertemente con la capacidad de goce de 
otros derechos, que hacen a la constitución de otras dimensiones del 
desarrollo. Así, el derecho a la vivienda o al medioambiente sano (en 
el capital físico), el acceso a empleos de calidad (en la actividad eco-
nómica) y la integración (en el capital social) constituyen elementos 
que condicionan y son condicionados por el ejercicio del derecho a 
la salud. Por lo tanto, resulta preciso abordar la cuestión sanitaria a 
nivel estratégico, a través del diseño y la implementación de políticas 
integrales, tendientes al mejoramiento del acceso y goce de buena 
salud de todos los ciudadanos. En ese sentido, resulta prioritario 
trabajar sobre la accesibilidad a servicios de salud de la localidad y 
la región, sobre las especialidades y el nivel de complejidad de las 
prestaciones sanitarias existentes y sobre la promoción de la salud y 
la prevención de enfermedades.

3.2.1. Accesibilidad a la salud

La accesibilidad a la salud es entendida como “la posibilidad o capa-
cidad de los usuarios de recibir cuidados de salud de manera ágil cuando 
resulta necesario” (Landini et al. 2014: 232). Es, por lo tanto, una mi-
rada relacional de la accesibilidad a la salud, no centrada únicamente 
en el tamaño o característica de la oferta de servicios sanitarios, sino 
también en las condiciones que favorecen o dificultan el efectivo 
goce de cada vecino a esos servicios. En consecuencia, en el diseño 
de una política de salud es menester considerar la existencia y elimi-
nación de barreras de acceso efectivo por parte de los ciudadanos. 
Estas barreras pueden ser de cuatro tipos:

�� Geográficas: vinculadas a la posibilidad física de conexión en-
tre los pacientes y los servicios de salud. En este punto resulta 
prioritario potenciar la conectividad de la ciudad y la región 
(asegurar la existencia y transitabilidad de las vías de acceso a 
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los centros sanitarios), y la disponibilidad del servicio de am-
bulancias (asegurar la transportabilidad de los pacientes a los 
centros sanitarios).

�� Administrativas: refieren a la existencia de trabas burocráti-
cas que obstaculizan el acceso. La cantidad de turnos diarios 
ofrecidos en relación con la demanda, la deficiente provisión 
de insumos o medicamentos, o las restricciones por demoras 
en autorizaciones de las obras sociales, constituyen los ejem-
plos más clásicos de problemas que fungen como barreras 
administrativas.

�� Culturales: relacionadas con las prácticas de los prestadores y 
los usuarios del servicio. El lenguaje, los valores y prejuicios y 
la formación profesional en el primer caso y la percepción de 
la salud y la enfermedad, la conciencia de los derechos, los co-
nocimientos y experiencias personales, en el segundo caso, son 
ejemplos de prácticas que pueden constituir barreras de tipo 
cultural, que obstaculizan el acceso a la salud.  

�� Financieras: vinculadas a la capacidad económica de los usua-
rios de afrontar los costos de los servicios. Aquí debe conside-
rarse la realidad de los grupos sin cobertura social, especialmen-
te aquellos cuya situación socioeconómica les dificulta acceder 
a las prestaciones privadas de salud; así como también la de 
quienes aun teniendo obra social, no pueden afrontar el costo 
de los adicionales que cobran las mismas.

Una estrategia de desarrollo integral requiere la planificación de 
acciones tendientes a remover cada uno de estos obstáculos para el 
acceso a la salud, de acuerdo con la especificidad con la que se pre-
sentan en cada localidad o provincia. Y en este sentido, la experien-
cia indica que existen tres grandes áreas de problemas en las que 
concentrar el diseño y gestión de políticas públicas. Por un lado, la 
insuficiencia de la penetración de los servicios estatales de salud en 
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los territorios del interior nacional y provincial, unido a la escasa 
oferta de prestadores de salud privados. De este modo, la presión 
que ejerce la demanda sobre la escasa oferta de servicios sanitarios 
redunda en una saturación de los recursos humanos y materiales 
del sector público existente, con el consecuente impacto negativo 
sobre la calidad de las prestaciones. En segundo lugar, se presen-
ta como problemática la insuficiencia de la cobertura que prestan 
las obras sociales; tanto desde un punto de vista cuantitativo, en 
cuanto existe una buena proporción de la población sin cobertu-
ra, como cualitativo, en tanto la atención que brindan las obras 
sociales presenta deficiencias relacionadas, por ejemplo, con el co-
bro de adicionales. Por último, existe una percepción generalizada 
de la falta de médicos clínicos en el territorio, incluso en centros 
asistenciales existentes. Esta enorme dificultad, poderosa especial-
mente en las localidades del interior de las provincias, requiere de 
políticas orientadas a favorecer la radicación de médicos que no 
sólo piensen en incentivos económicos, sino también sociales, pro-
fesionales y formativos.

3.2.2. Especialidades y complejidades médicas

Las especialidades médicas son entendidas como divisiones parti-
culares o fragmentaciones de la rama central medicinal; que con-
forman un conjunto de conocimientos y saberes especializados en 
una rama de la medicina. Y si bien la existencia de barreras finan-
cieras y dificultades económicas es innegable, muchas veces el prin-
cipal obstáculo para el acceso a las especialidades viene dado por la 
desproporción entre el servicio ofrecido y la demanda, que obedece 
a la necesidad de la población. O, en términos de la Organización 
Panamericana de la Salud, por un desbalance en la disponibili-
dad, composición y distribución de la fuerza de trabajo de la salud. 
Simplemente, en muchas localidades no hay médicos de determi-
nadas especialidades.
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La solución requiere del esfuerzo creativo y concertado de toda la 
comunidad, y principalmente de los Estados local y provincial. 
Asimismo, es necesario considerar quela demanda de especialidades 
en general se manifiesta en primer lugar mediante la necesidad, dis-
ponibilidad y capacitación de los recursos humanos. Pero atenderla 
requiere también de inversión en tecnología y equipamiento esencial 
para que cada nivel de atención responda adecuadamente, y precisa 
de infraestructura acorde a los requerimientos para la prestación del 
servicio médico.

Vinculado a este punto, y en relación con la disponibilidad de ser-
vicios sanitarios, resulta necesario incrementar cuantitativamente las 
prácticas y estudios que se realizan en las unidades de atención dis-
ponibles en el territorio. Es decir, atender a la cuestión de las com-
plejidades médicas que revisten los efectores de la ciudad o la región. 
Este nivel está determinado por el número de tareas diferenciales 
que integran la actividad global en un establecimiento sanitario, así 
como el grado de desarrollo alcanzado por las mismas. Aun si se lo-
gra atender a las deficiencias que enfrentan los centros en el primer 
nivel de atención, es necesario asegurar la prestación de complejida-
des de segundo (medicina interna, pediatría y cirugía general) y ter-
cer nivel (prestaciones médicas y quirúrgicas con subespecialidades) 
en el territorio.

3.2.3. Prevención de enfermedades y promoción de la salud

La prevención tiene como noción central el control de enfermeda-
des, y engloba acciones orientadas a evitar su aparición, a dete-
ner su avance y a atenuar sus consecuencias una vez establecidas. 
Implica, entonces, un conjunto de medidas que actúan sobre todo 
el proceso de la enfermedad, operando no solo antes, sino durante 
y también después de la alteración de la salud, aunque poniendo 
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el énfasis en el control de los factores y las poblaciones de riesgo 
(OMS, 1998, en Vignolo et al., 2011).

Las medidas de prevención pueden clasificarse como primarias cuan-
do están orientadas a evitar la aparición de una enfermedad o pro-
blema de salud, tanto las que buscan evitar la aparición de agentes 
patógenos como las destinadas a disminuir la incidencia de los facto-
res de riesgo (causales o predisponentes). La prevención secundaria, 
en cambio, actúa cuando existe un diagnóstico precoz de la enfer-
medad incipiente (sin manifestaciones clínicas), permitiendo su tra-
tamiento en las primeras fases de desarrollo y evitando o retardando 
la aparición de secuelas. Por último, las medidas terciarias buscan la 
recuperación integral de la persona que ha sufrido una enfermedad, 
reduciendo a través de la rehabilitación el impacto de las secuelas 
(Vignolo et al., 2011). En el marco de una estrategia de mejoramien-
to de la calidad de vida de la comunidad de un territorio, resulta 
necesario atenderlas a todas.

Cabe destacar que, muchas veces, las iniciativas que funcionan como 
acciones de prevención en cualquier nivel (aunque la experiencia in-
dica que es más usual en medidas orientadas a reducir la incidencia 
de factores de riesgo) no son consideradas únicamente como políticas 
sanitarias. Y por lo tanto, no resultan privativas de las áreas de Salud 
del municipio o el gobierno provincial. Muchas veces, por ejemplo, 
responden a políticas de desarrollo del capital físico, aunque su im-
pacto positivo en la prevención de enfermedades resulte de enorme 
importancia. Un claro ejemplo es la consolidación, ampliación y op-
timización del sistema de redes cloacales. El impacto del alcantarilla-
do sanitario sobre la salud de la población ha sido objeto de nume-
rosas investigaciones, vinculadas principalmente con la incidencia y 
severidad de enfermedades relacionadas con el agua respecto del cual 
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la OMS que “las instalaciones higiénicas de saneamiento son esenciales 
para la salud pública”45. Al margen del mejoramiento en la calidad 
de vida del vecino que resulta del acceso de su vivienda al servicio de 
cloacas, la extensión de la red reduce la incidencia de una serie im-
portante de factores de riesgo, lo que tiende a disminuir la aparición 
de algunas enfermedades.

De igual manera pueden considerarse políticas ambientales como, 
por ejemplo, la erradicación de basurales a cielo abierto. Debido a 
su composición heterogénea, los residuos sólidos urbanos presentan 
grandes riesgos para la salud humana, “tanto en la población ex-
puesta como en las personas que trabajan en contacto con la basu-
ra y la población circunvecina a los sitios de descomposición final” 
(Pascual, en Barragán, 2010:217). En ese sentido, la descomposición 
final entraña gran parte de los riesgos sanitarios asociados a los RSU, 
en especial si se tiene en cuenta que entre la basura domiciliaria es 
común la aparición de residuos peligrosos, e incluso patogénicos, 
que requieren un tratamiento especial. La causalidad de las enferme-
dades relacionadas con los residuos es compleja46 y son varios los fac-
tores que influyen en la misma. Pero en general, es posible establecer 
una relación directa entre la generación de políticas ambientales que 
optimicen el manejo de los residuos y el mejoramiento de las condi-
ciones de salud de la comunidad.

Párrafo aparte merece la necesidad de encarar acciones de capaci-
tación y formación de personas capaces de enfrentarse a la oferta 

45	  Organización Mundial de la Salud. Más información en www.who.int/es/
news-room/fact-sheets/detail/sanitation.
46	 Los efectos de la inadecuada gestión de los RSU sobre la salud pueden 
clasificarse en directos, es decir, producidos por el contacto inmediato, temporario 
o permanente con los residuos, o indirectos, generados por modificaciones del 
entorno natural, “causadas por su disposición sin control que actúa como fuente 
de dispersión y transmisión de enfermedades” (Pascual, en Barragán, 2010:218).

http://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/sanitation
http://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/sanitation
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social de consumo de drogas. La amenaza responde a una naturaleza 
compleja y multicausal, que demanda necesariamente un abordaje 
estratégico, que encare cada arista del problema desde su especifici-
dad y articule los esfuerzos de todos los actores comprometidos con 
su erradicación. En este sentido, al hablar de prevención de adiccio-
nes nos referimos al “conjunto de esfuerzos que una comunidad pone 
en marcha para reducir de forma razonable la probabilidad de que en 
su seno aparezcan problemas relacionados con el consumo de drogas” 
(Comas y Arza, 2000:263). Se pone el acento así en la idea del con-
sumo problemático más que en la de adicción, entendiendo que la 
conducta de consumo es una cuestión social y sanitaria atravesada 
por intereses económicos, en la que importa más el comportamiento 
de búsqueda que la sustancia en sí.

El diseño e implementación de acciones de prevención, en todos 
sus niveles y cualquiera sea el área del gobierno que la encare, se en-
trelaza indisolublemente con la promoción de la salud. Entendida 
como “el proceso que proporciona a los individuos y las comunidades los 
medios necesarios para ejercer un mayor control sobre su propia salud y 
así mejorarla” (Vignolo et al., 2011), la promoción de la salud propo-
ne la creación de ambientes y entornos saludables, la concientización 
para el cuidado y la educación para la salud.

La promoción cuenta con tres componentes. Primero, la buena go-
bernanza sanitaria, que pregona que los decisores de políticas públi-
cas tengan presentes las repercusiones sanitarias como aspecto cen-
tral para la toma de decisiones. Segundo, la educación sanitaria, que 
consiste en la transmisión coherente y sostenida a la población de 
los conocimientos y actitudes necesarios para que las personas pue-
dan elegir opciones saludables de manera libre e informada. Este 
segundo elemento engloba las tradicionales “campañas de concien-
tización”, que pueden ir desde el manejo adecuado de los residuos 
sólidos urbanos hasta el rechazo al consumo de sustancias adictivas. 
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La formación actitudinal y la información constituyen elementos 
de poder diferencial, y por lo tanto, empoderan a la población para 
prevenir alteraciones en la salud. Proporcionar información verídica 
y actualizada a la comunidad es una herramienta indispensable de 
cualquier estrategia sanitaria integral, en todos los rangos etarios y 
segmentos socioeconómicos de la sociedad.

Finalmente, la promoción se asienta sobre la construcción de ciu-
dades saludables, que contemplan al ambiente como elemento fun-
damental para el desarrollo sano de la comunidad. Estos elemen-
tos tienen como puntapié fundamental proporcionar a la sociedad 
los medios necesarios para tomar las riendas de su propia salud y 
mejorarla. Y en este sentido, deben incorporarse también el forta-
lecimiento de los caminos del deporte y la cultura como estilos de 
vida saludables, en el marco de los cuales los vecinos adquieren los 
medios físicos, intelectuales, emocionales y sociales necesarios para 
tomar las riendas de su propia salud47.

3.3. Eje Deporte y Cultura

El deporte y la cultura son formas esenciales de expresión humana, 
que permiten acrecentar y consolidar el desarrollo personal y fortalecer 
las sociedades en su conjunto. El involucramiento de actividades cul-
turales y deportivas motiva el crecimiento y la autosuperación perma-
nente de las personas, que se transforman así  en ámbitos privilegiados 
para el desarrollo de sus capacidades físicas, intelectuales, relacionales, 
emocionales y valóricas. Y como tales, constituyen importantísimos 
vectores de realización personal y desarrollo humano de la comunidad.

47	  En tal dirección, Saraví y Tripalau consideran que para “promover alternativas 
saludables de la sociedad, destinadas a evitar la proliferación de factores de riesgo, 
es necesario el fortalecimiento de las potencialidad de salud integral y auto cuidado 
de la comunidad… el arte, el deporte la cultura, conocimiento (educación) y el 
trabajo, constituyen alternativas saludables” (2017).
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El deporte, entendido como toda actividad física asumida por quien 
la practica como un esparcimiento con cierto compromiso de desafío y su-
peración, ocasionalmente de naturaleza competitiva y siempre goberna-
do por reglas institucionalizadas, constituye uno de los elementos más 
importantes en la formación integral del ser humano. Sus efectos no 
se limitan únicamente a las repercusiones físicas, sino que impactan 
en el fortalecimiento de las funciones psicológicas, en el desarrollo 
de los vínculos sociales y en el afianzamiento de valores como la leal-
tad, la cooperación, la resolución, el dominio de sí mismo, la resis-
tencia, la perseverancia y la determinación.

Por su parte, tradicionalmente asociada a un conjunto de conoci-
mientos y prácticas espirituales, materiales, intelectuales y afectivas 
compartidas por una comunidad, la cultura implica una manera 
de percatarse del contexto social y natural, una capacidad para ser y 
estar en mundo, para comunicarse y expresarse a fin de dominar las 
situaciones de la vida y lograr una satisfacción creadora personal (Ros 
y Úcar, 2014:7-9). La cultura implica una construcción y recons-
trucción permanente de un bagaje de formas de ver y transformar 
el mundo, y a través de sus manifestaciones antropológicas, artís-
ticas, humanistas y sociales, impacta poderosamente en la reali-
zación de la existencia humana en todas sus formas y en toda su 
plenitud.

La creación de oportunidades en materia de prácticas deportivas 
y culturales se presenta así como una línea de valor estratégico en 
cualquier abordaje para el desarrollo del capital humano de una 
ciudad o región, en el marco de un proyecto político de transfor-
mación. Pese a que las características que adoptarán las políticas 
diseñadas que integran dicha estrategia dependerán enormemente 
de las características de la comunidad en la que se esté trabajando, 
desde esta publicación sugerimos tres columnas vertebradoras para 
hacerlo.
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3.3.1. Instituciones y alianzas deportivas

Muchas ciudades y provincias de nuestro país se caracterizan por 
la existencia de un poderoso entramado de organizaciones y acto-
res deportivos: clubes, gimnasios y centros de fitness, entrenadores y 
profesores, profesionales y entusiastas del deporte. Todos ellos fun-
cionan como núcleos de gran parte de la actividad deportiva de la 
comunidad y, por lo tanto es necesario abordar acciones destinadas 
a su fortalecimiento.

De acuerdo con el Plan Estratégico 2016-2020 de la Secretaría de 
Deporte, Educación Física y Recreación de la Nación, los clubes son 
“organizaciones con propósitos deportivos y sociales en los que se practi-
can uno o más deportes en forma organizada o informal, y brindan una 
amplia oferta de actividades deportivas, recreativas y culturales propias 
del tiempo libre de la población” (S/D:97). En cualquier localidad, los 
clubes son espacios de encuentro de vecinos y tienen un valor social 
inigualable: allí se experimentan el compromiso, la participación, la 
confianza, el respeto y el compañerismo. Son ámbitos ideales para 
forjar la personalidad, construir identidades colectivas, brindar con-
tención y generar inclusión social.

En consecuencia, su salud y fortaleza institucional tienen una enor-
me relevancia en la vida de la comunidad, por lo que resulta priori-
tario trabajar para fortificarlas y facilitar su tarea. En otras palabras: 
para que el deporte pueda continuar constituyéndose en un vector 
de desarrollo personal y social a mediano y largo plazo, es impres-
cindible fortalecer las instituciones deportivas de la localidad y la 
región. En ese sentido, emergen dos líneas de acción: un fortaleci-
miento intraorganizacional que atienda a los elementos que permiten 
su funcionamiento, y una optimización de sus relaciones en el ni-
vel interorganizacional. Con respecto al primer punto, emergen dos 
grandes ejes para trabajar:
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�� La optimización de las instalaciones y equipamiento deportivo. 
Es decir, la ampliación y mantenimiento tanto de la infraes-
tructura como de los insumos necesarios para el desarrollo de 
las actividades deportivas. 

�� El fortalecimiento del recurso humano asociado a la práctica 
deportiva. Es decir, tanto la capacitación y formación conti-
nua de quienes implementan las actividades físicas como de 
los dirigentes de las organizaciones, unidas al reconocimien-
to al profesional del deporte, y a su fundamental aporte para 
el mejoramiento de la salud del individuo y de la comuni-
dad. En ese sentido, resulta importante mejorar las condi-
ciones en las que los profesores implementan sus tareas: un 
correcto desarrollo de la actividad física depende, en gran 
medida, de los profesionales y técnicos que la dirigen, y ello 
acarrea una gran responsabilidad para quien lleva adelante 
esta labor. 

Desde una perspectiva más interorganizacional, es imprescindible 
avanzar en la creación de alianzas deportivas intersectoriales que 
articulen los esfuerzos de los actores que ponen en funcionamiento 
el normal desarrollo de estas actividades. Construidas a imagen y 
semejanza de las alianzas educativas analizadas en apartados ante-
riores, en ellas podemos identificar la existencia de diferentes seg-
mentos de actores:

�� Un entorno de aprendizaje, compuesto por los deportistas (en-
tendiendo por tal a toda persona que practique actividad física, 
ya sea en un centro escolar o en una institución deportiva, de 
manera recreativa o competitiva) y los entrenadores o docentes 
que dirigen el desarrollo de la actividad. 

�� Una comunidad deportiva, compuesta por el entorno familiar 
del deportista y los organismos estatales vinculados a la activi-
dad, como reguladores y promotores de la misma.
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�� La sociedad en general, donde se ubican los medios de comu-
nicación, las instituciones culturales, las instituciones sociales y 
los ciudadanos que no practican actividad física.

Una estrategia de desarrollo a mediano y largo plazo que contemple 
el deporte como componente integral de la realización humana debe 
contener líneas de acción tendientes a mejorar la articulación entre 
estas esferas, principalmente en lo que refiere a la relación entorno de 
aprendizaje-comunidad deportiva. La falta de coordinación, muchas 
veces percibida como “falta de interés de las familias” por parte de los 
entrenadores y los dirigentes de las entidades, deviene en un obstá-
culo para la realización plena de los deportistas. El entorno cercano 
juega un rol sumamente importante en el desempeño motivacional 
de quienes practican actividad física, actuando como un incentivo 
positivo o negativo para los sujetos. En otras palabras, podemos afir-
mar que la familia puede operar como un núcleo de estabilidad y 
apoyo individual, facilitando que el deporte se constituya en una vía 
de crecimiento personal, o como un desincentivo a la práctica física.

De esta manera, resulta fundamental implementar acciones con-
certadas entre deportistas, profesores, familias y el Estado, abriendo 
la participación de los demás actores de la sociedad en general, de 
manera que todos los vecinos de la comunidad entiendan la activi-
dad física como un elemento potenciador del progreso y bienestar 
humano.

3.3.2. Accesibilidad a la actividad física

La accesibilidad está dada por la posibilidad y disponibilidad de instala-
ciones deportivas adecuadas, al igual que de recursos humanos capacitados 
y recursos materiales adaptados a la práctica deportiva. A partir de la je-
rarquización de este concepto y del entendimiento del deporte como 
un vector fundamental de desarrollo humano, se hace posible enten-
derlo como un verdadero derecho individual y social.Esta afirmación 
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implica que la actividad física debe resultar efectivamente alcanzable 
para cada una de las personas que integran la comunidad, incluyen-
do a quienes se encuentran en situaciones desventajosas, tanto social 
como económicamente. En ese sentido, el desarrollo del capital hu-
mano de la comunidad no sólo requiere de instituciones deportivas 
fuertes y de alianzas intersectoriales; sino también del diseño y gestión 
de políticas activas tendientes a garantizar el acceso a las entidades y las 
prácticas deportivas. Las dificultades administrativas y financieras de-
bilitan a cualquier organismo, al punto de hacer peligrar su continui-
dad. Y al margen del efecto negativo sobre aquellos más intensamente 
relacionados con la institución, la realidad es que el cierre de un club 
resulta en la exclusión de muchos vecinos de la comunidad deportiva. 
En consecuencia, la salud y la fortaleza de las organizaciones deporti-
vas de la ciudad son una prioridad no sólo en términos de desarrollo 
individual, sino también para la inclusión social.

En ese sentido, el sostenimiento de las organizaciones y la promo-
ción de prácticas deportivas, potencia la capacidad de la actividad 
física para actuar como promotora de la inclusión social, en cuatro 
dimensiones. Por un lado, la dimensión espacial, en tanto reduce 
las distancias físicas, integra territorios que aparecen separados y 
reúne a sujetos que tienen diferentes situaciones personales y so-
cioeconómicas. La segunda dimensión es relacional, en el sentido 
de que construye un sentido de pertenencia y aceptabilidad por 
parte del individuo hacia sus compañeros y el equipo, y vicever-
sa. Además, el deporte actúa sobre la inclusión social de manera 
también funcional, habilitando el desarrollo de competencias, ha-
bilidades y capacidades motrices. Por último, la cuarta dimensión 
alude a la posibilidad de generar nuevas redes y de cohesionar la co-
munidad en la actividad que se desarrolla, fortaleciendo el capital 
social e integrando a todos los sectores de la misma. Estos cuatro 
objetivos sólo se hacen posible en el marco de una estrategia orien-
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tada a remover las barreas geográficas y físicas, administrativas y 
financieras, culturales y sociales; que impiden el acceso de toda la 
comunidad a la práctica deportiva. 

3.3.3. Espacios culturales locales

La cultura de una sociedad se asienta sobre un bagaje compartido 
de prácticas y saberes materiales, intelectuales y espirituales, que im-
plican modos de ver y estar en el mundo, de percatarse del contexto 
social y natural, comunicarse e interactuar con él, y de transformarlo 
creativamente. Esta variedad de actividades culturales construye y 
reconstruye la identidad de la comunidad local, que encuentra en el 
arte una forma de humanización. Asimismo, el arte es un canal pri-
vilegiado para adentrarse en el universo de “valores y manifestaciones 
culturales que cada comunidad sustenta en representación de cada indi-
viduo y viceversa” (Úcar, 2014:8). Los lenguajes artísticos contribu-
yen al desarrollo integral del hombre mediante la conjunción entre 
la cognición y la afectividad. De esta manera, constituyen verdade-
ros senderos para la construcción de personas creativas, “capaces de 
orientar la realidad hacia la potenciación de prácticas sociales que pro-
muevan condiciones éticas y estéticas de existencia a través de una acti-
vidad singular y colectiva en continua transformación” (Úcar, 2014:9). 
Complementan los conocimientos instrumentales con conocimien-
tos que comprometen el cuerpo, la mente y las emociones, habilitan-
do la realización de la persona humana como una verdadera unidad.

Y en este marco, la generación y fortalecimiento de los espacios cultura-
les que hacen a la identidad de la ciudad y la región emergen como 
prioridades para el desarrollo local y regional. Numerosas son 
las acciones que pueden tomarse en esta línea: la optimización de las 
instalaciones físicas en las que tienen lugar las actividades culturales 
(tanto la disponibilidad de los espacios como el acondicionamiento 
de los mismos) y el aumento de ofertas de formación y expresión 
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cultural (desde “talleres de murga” en los barrios hasta representa-
ciones artísticas en teatros) constituyen alternativas muy difundidas 
para el desarrollo del capital humano. Sin embargo, a los fines de 
diagramar una estrategia de mediano y largo plazo con el capital 
humano como una de sus principales dimensiones y dentro de ella 
el arte como prioridad, resulta imprescindible desarrollar políticas 
públicas participativas, que tiendan a garantizar el acceso irrestricto 
a los bienes culturales por parte de toda la comunidad.

4. Camino al desarrollo sostenible

El abordaje del capital humano es primordial a la hora de pensar 
el desarrollo integral de las comunidades. Aunque los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible no lo conciben específicamente como tal, es 
posible relacionar varios de ellos de manera directa con el capital 
humano en función de alguno de sus componentes. Esto es más 
evidente en las necesidades de educación, que se corresponde di-
rectamente con el ODS N°4, “garantizar una educación inclusiva, 
equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje 
durante toda la vida para todos”; y de salud, que se conecta con el 
ODS N°3, “garantizar una vida sana y promover el bienestar para 
todos en todas las edades”.

El cuidado del ambiente como escenario del desarrollo de las ca-
pacidades de las personas, y por lo tanto como vector de bienestar, 
realización personal y desarrollo humano, aparece dividido entre el 
ODS N° 6, “garantizar la disponibilidad de agua…”; el ODS N°7, 
“garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible…”; 
el ODS N°12, “garantizar modalidades de consumo y producción 
sostenibles”; y los ODS N°13, N°14 y N°15, vinculados a la acción 
contra el cambio climático, la conservación de la vida submarina y 
la conservación y recuperación de los ecosistemas terrestres. Es de 
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destacar que la perspectiva de la responsabilidad y sustentabilidad 
ambiental, en un marco de solidaridad intergeneracional, inunda 
toda la articulación de los ODS. Junto al crecimiento económico 
y la inclusión social, la preservación y recuperación del ambiente 
constituye uno de los metaobjetivos más importantes de toda la 
Agenda 2030.

Otros componentes están presentes en la perspectiva del Desarrollo 
Sostenible de la ONU, pero de manera aún más dispersa. Así, la 
promoción de la cultura (ver, por ejemplo, Meta 12.b, “elaborar y 
aplicar instrumentos para vigilar los efectos en el desarrollo sosteni-
ble, a fin de lograr un turismo sostenible que cree puestos de trabajo 
y promueva la cultura y los productos locales”) y la conservación del 
patrimonio cultural (ver, por ejemplo, Meta 11.4, “redoblar los es-
fuerzos para proteger y salvaguardar el patrimonio cultural y natural 
del mundo”) tienden a la consecución de muchos ODS. Entre ellos, 
Hosagrahar destaca que el desarrollo cultural contribuye a lograr 
ciudades seguras y sostenibles (ODS N°11), fomentar el crecimiento 
económico y el trabajo decente (ODS N°8), reducir la desigualdad 
(ODS N°10), lograr la igualdad de género (ODS N°5) y promover 
sociedades pacíficas e inclusivas (ODS N° 16). En este sentido, se 
destaca que “los beneficios indirectos generados por la cultura tienen 
un efecto acumulativo, gracias a las actividades eficaces con base cul-
tural encaminadas al logro de los ODS” (Hosagrahar, 2019).

De manera más específica, en lo que refiere a la educación, la 
Agenda 2030 de Naciones Unidas sostiene en el cuarto objetivo que 
“la educación es la base para mejorar nuestra vida y el desarrollo 
sostenible”, ya que no solo mejora la calidad de vida de las personas 
sino que también abastece a la población de herramientas para desa-
rrollar soluciones a diferentes problemas. A pesar de que se han re-
gistrado grandes avances en cuanto al acceso a la educación en todos 
sus niveles y habiendo mejorado el nivel mínimo de alfabetización, 
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la Agenda de Naciones Unidas apunta a seguir trabajando hacia la 
educación universal de calidad. Por ello, las metas 4.1 y 4.2 buscan 
“asegurar que todas las niñas y todos los niños terminen la enseñanza 
primaria y secundaria, que ha de ser gratuita, equitativa y de calidad 
y producir resultados de aprendizaje pertinentes y efectivos”, así como 
también garantizar el “acceso a servicios de atención y desarrollo en la 
primera infancia y educación preescolar de calidad”. 

Cabe destacar que este ODS en su meta 4.5 refiere a la necesidad de 
“eliminar las disparidades de género en la educación y asegurar el acceso 
igualitario a todos los niveles de la enseñanza y la formación profesio-
nal para las personas vulnerables”, lo que da cuenta de la inequidad 
existente en lo que a educación refiere y la necesidad de acortar esa 
brecha con políticas públicas. A su vez, en la meta 4.7, se otorga gran 
relevancia a la educación como motor del “desarrollo sostenible y la 
adopción de estilos de vida sostenibles, los derechos humanos, la igualdad 
de género, la promoción de una cultura de paz y no violencia, la ciuda-
danía mundial y la valoración de la diversidad cultural y la contribu-
ción de la cultura al desarrollo sostenible”. En este mismo sentido, en 
el ODS Nº 13, específicamente en la meta 13.3, se alude a la educa-
ción en tanto ámbito de sensibilización y capacitación “respecto de la 
mitigación del cambio climático, la adaptación a él, la reducción de sus 
efectos y la alerta temprana”.

En cuanto al acceso a la salud y la atención que merece por par-
te de los gobiernos, el tercer objetivo, “garantizar una vida sana y 
promover el bienestar para todos en todas las edades, sostiene que lo 
fundamental es “proporcionar una financiación más eficiente de los 
sistemas de salud, mejorar el saneamiento y la higiene, aumentar el 
acceso a los servicios médicos y proveer más consejos sobre cómo reducir 
la contaminación ambiental” para lograr progresos significativos en 
tasas de mortalidad, propagación de enfermedades infecciosas y en 
salud reproductiva. 
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La mayoría de las metas de este ODS apuntan a fortalecer la capa-
citación, la investigación, la detección temprana, la prevención y la 
financiación de las diferentes áreas del sistema de salud. De igual 
modo, es importante vincular la atención de la salud con la proble-
mática del hambre y la malnutrición, abordada en el segundo obje-
tivo. Así, en las metas 2.1 y 2.2 se sostiene la necesidad de “poner fin 
al hambre y asegurar el acceso de todas las personas a una alimentación 
sana, nutritiva y suficiente durante todo el año”, así como también 
“poner fin a todas las formas de malnutrición”. No es posible fomentar 
las capacidades personales de la población si no están cubiertas las 
necesidades alimenticias básicas. 

En lo que refiere al ambiente y su relación con el capital humano, 
en el séptimo objetivo, meta 1, se apunta a “garantizar el acceso uni-
versal a servicios energéticos asequibles, fiables y modernos” de modo 
que todas las personas vivan en “comunidades más sostenibles e inclu-
sivas y resilientes ante problemas ambientales como el cambio climático”. 
Asimismo, en el ODS Nº 11, meta 6, se busca “reducir el impacto 
ambiental negativo per cápita de las ciudades, incluso prestando especial 
atención a la calidad del aire y la gestión de los desechos municipales y 
de otro tipo”. En los objetivos Nº 14 y Nº 15 se aborda la vida de los 
ecosistemas terrestres y la vida submarina, y es posible retomarlos en 
la misma clave para pensar la necesidad de su cuidado en relación 
con la mejor calidad de vida de las personas. 

5. ¿Cómo medimos el desarrollo del capital humano?

Sin lugar a dudas, la incorporación de dimensiones humanas al con-
cepto de desarrollo, hasta el momento dominado por consideracio-
nes de tipo macroeconómico, fue uno de los avances teóricos más 
fuertes de los últimos años. Y en este sentido, su máxima realización 
ha sido la definición del índice de desarrollo humano (IDH) y su 
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medición por país, a cargo del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD). 

El IDH es un indicador sintético, en la medida en que sintetiza los 
logros medios obtenidos en diversas dimensiones del desarrollo hu-
mano, que obedecen a distinta naturaleza. Metodológicamente, se 
obtiene a partir de la media aritmética de los índices normalizados 
de cada una de las tres dimensiones que analiza: salud (tener una 
vida larga y saludable), educación (adquirir conocimientos) y necesi-
dades básicas (disfrutar de un nivel de vida digno). La dimensión de 
la salud se evalúa según la esperanza de vida al nacer, y la de la edu-
cación se mide por los años promedio de escolaridad de los adultos 
de 25 años o más y por los años esperados de escolaridad de los niños 
en edad escolar. La dimensión del nivel de vida se mide conforme al 
INB per cápita48

De manera similar, en tanto constituye un indicador sintético (y 
porque lo Índice de Desarrollo para la Gestión (IDG), construi-
do por el trabajo conjunto del Instituto de Ciencias del Estado 
y Sociedad, el Instituto de Ciencias de la Administración de la 
Universidad Católica de Córdoba y la Fundación Konrad Adenauer 
(ICES-ICDA-KAS), para analizar algunas alternativas de medición 
de los componentes humanos del desarrollo.

Cabe destacar que el IDG contempla el capital humano como una 
de las ocho dimensiones del desarrollo. Y en consecuencia, opera-
cionaliza dos de los componentes analizados en apartados anteriores 
(educación y salud), centrándose además en el componente ambien-
tal, que por motivos de tiempo y espacio no tuvo mayor desarrollo 

48	 Para una visión resumida sobre el IDH, su marco teórico y su metodología 
de cálculo, sugiero analizar la sección de Antecedentes del Índice de Desarrollo 
para la Gestión (IDG), en donde se presenta de manera esquemática.
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en este capítulo. Así, construye una batería de indicadores que per-
miten evaluar la situación relativa de cada provincia y región argenti-
na con respecto a la generación de condiciones para que las personas 
desarrollen sus capacidades y se realicen plenamente como tales.

Con respecto a la educación, el IDG mide dos elementos. Por un 
lado, la cobertura escolar, es decir, cuántos niños y niñas que debe-
rían estar en la escuela, lo están efectivamente. Y por otro, la calidad 
educativa, que es estudiada a partir del movimiento de los niños y 
niñas a través del sistema escolar, y la última medición de resultados 
educativos disponibles. Así, los tres indicadores que utiliza el IDG 
son:

�� Tasa de matriculación: entendida como la proporción de niños 
y niñas matriculados en la escuela primaria y secundaria (y/o 
EGB 1, 2 y 3 - Polimodal) en el total de población en edad esco-
lar oficial. Fuente: Dirección Nacional de Asuntos Provinciales 
Ministerio de Hacienda de la Nación.

�� Tasa de promoción efectiva: entendida como el porcentaje de 
alumnos que se matriculan en el año de estudio siguiente al año 
lectivo en curso. Fuente: Ministerio de Educación, Cultura, 
Ciencia y Tecnología de la Nación.

�� Nivel de aprendizaje: evaluado a partir del reporte de las prue-
bas APRENDER, que miden los conocimientos en áreas bási-
cas de la educación común. Fuente: Ministerio de Educación, 
Cultura, Ciencia y Tecnología de la Nación.

Con respecto a la salud, el IDG toma del IDH la noción de mor-
talidad infantil, pero añade además dos indicadores vinculados a 
la prevención de enfermedades (a través de la inmunización de la 
población) y de accesibilidad a la salud (a través del análisis del 
grado de cobertura médica de la población). Así, los indicadores 
utilizados son:
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�� Tasa de mortalidad infantil: entendida como número de de-
funciones de niños menores de un año por cada 1.000 nacidos 
vivos en un determinado año. Fuente: Secretaría de Gobierno 
de Salud, Ministerio de Salud y Desarrollo Social.

�� Cobertura de vacunación: evaluada a partir de la cobertu-
ra de vacunas Ingreso Escolar (5-6 años)-DPT-Única Dosis. 
Fuente: Secretaría de Gobierno de Salud. Ministerio de Salud 
y Desarrollo Social.

�� Acceso a la salud: calculado a partir de la proporción de la 
población que posee algún tipo de cobertura médica, ya sea 
por medio de su pago directo o descuento de su remunera-
ción en relación con la población total. Fuente: Dirección 
Nacional de Asuntos Provinciales. Ministerio de Hacienda 
de la Nación.

Por último, con respecto al ambiente, el IDG toma una batería de 
indicadores bastante heterogénea. En términos de datos duros, se 
compone de un primer grupo de componentes asociados a la con-
servación de la biodiversidad, es decir, a la gestión sostenible de los 
bosques, la lucha contra la desertificación, la detención e inversión 
de la degradación de tierras (ODS N°15, vida de los ecosistemas te-
rrestres). Estos son:

�� Naturaleza y biodiversidad: conjunto de datos jurisdiccionales 
que refieren a la protección de fauna local, bosques nativos, 
eco-regiones y biodiversidad.

�� Áreas naturales: cantidad de kilómetros cuadrados de áreas na-
turales bajo un régimen de protección. Fuente: Secretaría de 
Gobierno de Ambiente y Desarrollo Sustentable.

�� Plantaciones forestales: cantidad de hectáreas de plantaciones 
forestales por jurisdicción. Fuente: Secretaría de Gobierno de 
Ambiente y Desarrollo Sustentable.
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Además, dentro de la dimensión ambiental, el IDG toma indica-
dores asociados a uno de los mayores desafíos en términos de ges-
tión ambiental, tanto a nivel local como provincial: la gestión inte-
gral de los residuos sólidos urbanos. Al respecto, operacionaliza los 
siguientes:

�� Residuos sólidos urbanos: conjunto de datos jurisdiccionales 
que refieren tanto a la generación de los desechos como al acce-
so de la sociedad a la recolección y correcta disposición de los 
mismos.

�� Generación de residuos sólidos urbanos: cantidad de toneladas 
generadas por día. Fuente: Secretaría de Gobierno de Ambiente 
y Desarrollo Sustentable.

�� Recolección de residuos sólidos urbanos: porcentaje de cober-
tura del servicio de recolección de residuos. Fuente: Secretaría 
de Gobierno de Ambiente y Desarrollo Sustentable.

�� Disposición de residuos sólidos urbanos: porcentaje de dis-
posición adecuada de los RSU recolectados (relleno sanita-
rio). Fuente: Secretaría de Gobierno de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable.

�� Viviendas cercanas a basurales: porcentaje de viviendas que se 
encuentran cercanas a basurales a cielo abierto, considerando 
la distancia como 300 metros o menos. Fuente: Ministerio del 
Interior, Obras Públicas y Vivienda de la Nación.

Pero además, el IDG instrumenta una encuesta de percepción de ni-
vel nacional, en la que se tienen en cuenta tres indicadores asociados 
a la conciencia ambiental: percepción de la conciencia ambiental a 
nivel comunitario, percepción de la importancia del ambiente en la 
agenda de gobierno y conciencia ambiental personal. En consecuen-
cia, a las mil cuatrocientas personas encuestadas a lo largo de todo el 
país, se les preguntó el grado de acuerdo o desacuerdo con dos afir-
maciones relacionadas con el ambiente:
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�� “los vecinos están muy preocupados por los temas ambientales”
�� “el gobierno se preocupa por los temas ambientales”

Además, de manera muy similar a otros estudios que trabajan en 
el mismo sentido, el Índice explora la valoración de la dimensión 
ambiental. Así, se realiza a las personas encuestadas la siguiente 
pregunta: 

�� ¿Usted cree que “cuidar el medioambiente es promover el creci-
miento económico” o que “promover el crecimiento económi-
co es más importante que cuidar el medioambiente”? De estas 
dos afirmaciones, ¿cuál se acerca más a su punto de vista? 

Los primeros resultados, que se sistematizan al tiempo que se escri-
ben estas páginas, resultan de sumo interés para repensar el impacto 
de la dimensión ambiental en la valoración de la calidad de vida de 
las personas.



CAPÍTULO 4 
El capital social y  

el desarrollo comunitario

1. Introducción

Existe una gran relación entre el desarrollo humano y el desarro-
llo social. Ninguna persona se realiza en una comunidad que no se 
desarrolla. El crecimiento integral de cada individuo requiere inelu-
diblemente de la generación y sostenimiento de relaciones de calidad 
con sus vecinos, y de su participación plena en una comunidad in-
clusiva e integrada. Los vínculos sociales también son requisitos para 
desarrollarse plenamente como personas, y a través de la educación, 
la cultura y el deporte se generan y se fortalecen los vínculos que ha-
cen al tejido social. La multiplicación de espacios de encuentro entre 
vecinos mediante actividades deportivas o culturales, por ejemplo, 
tiene así un valor estratégico, al perseguir simultáneamente la reali-
zación personal y la densificación del entramado social.

De esta manera, el avance hacia una comunidad más justa y articulada 
nutre y es nutrido por la capacidad de sus miembros de desarrollar li-
bremente sus proyectos de vida y capacidades humanas. Y esto es faci-
litado por la generación y sostenimiento de un hábitat social propenso 
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a la formación de espacios de encuentro entre vecinos, y de creación 
y fortalecimiento de vínculos interpersonales. Pero además, el desa-
rrollo social se asienta ineludiblemente sobre la implementación de es-
trategias de inclusión, a través de la disminución de las desigualdades 
socioeconómicas y culturales, la eliminación de barreras al disfrute de 
bienes colectivos y la reducción de la brecha de oportunidades. La lu-
cha contra cualquier forma de segregación e inequidad es así un com-
ponente esencial en cualquier estrategia de desarrollo social. 

Provincias y ciudades más equitativas e inclusivas, con un tejido so-
cial más denso y fuerte, son provincias y ciudades más desarrolladas 
socialmente. Y en ellas, se acrecienta la posibilidad de que todos sus 
integrantes puedan realizarse como personas. En definitiva, son pro-
vincias y ciudades más desarrolladas.

2. Entonces, ¿qué es el capital social?

De acuerdo con una de las principales autoridades académicas, que 
en muchos sentidos es “el padre” del concepto actual de capital social, 
este se compone de “elementos en organizaciones sociales, tales como la 
confianza, normas y redes que pueden mejorar la eficiencia de una socie-
dad, facilitando las acciones coordinadas” (Putnam, 1993:167). Tres son 
los elementos que destacan de su definición, y que son retomados en 
nuestra concepción del capital social como pilar central del desarrollo 
comunitario: confianza, normas de funcionamiento y redes sociales. 

Sin embargo, como dicen Patiño y Varnagy, existe una segunda vi-
sión sobre el capital social, más “estructural”. De acuerdo con esta, 

El capital social es un “activo colectivo”, el cual solo puede ser accedido por 
aquellos que forman parte de una red social, y está profundamente ligado a la 
compensación y la reciprocidad, es… un componente que resulta de la interac-
ción entre seres y que solo tiene sentido en este marco (2012:6).
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En este sentido, nuestra comprensión del capital social se realiza en 
función de su relación con el desarrollo comunitario, en el marco 
de una estrategia general de mejoramiento de la calidad de vida de 
la comunidad. En consecuencia, lo entendemos como un recurso 
propio de la comunidad, que se deriva de la existencia y fortaleza de 
las redes de vinculación basadas en la confianza entre los diferentes 
actores de la sociedad civil; de la cantidad, calidad e intensidad de 
las relaciones entre vecinos y entre instituciones sociales; y de la ca-
lidad de las interacciones, tanto entre ellos como con los organismos 
del Estado49. Como puede verse, pese a ser una definición más de 
tipo “estructural”, se asienta fuertemente sobre los conceptos de 
Putnam (1993; 2000), que privilegia la confianza, las redes entre 
personas y las normas comunitarias.

Por lo tanto, tiene como aspecto central la creación, mantenimien-
to y fortalecimiento de los vínculos de confianza entre las personas 
que conviven en un determinado lugar. Y en ese sentido, contem-
pla todas las acciones referidas a la facilitación de la cooperación y 
la acción colectiva, la participación en grupos sociales y políticos y 
el aprovechamiento de las oportunidades que surgen de estas rela-
ciones sociales en vistas a un desarrollo integral de la persona y la 
comunidad.

49	  Desde un punto de vista teórico, la elaboración de este concepto es deudora 
de la tradición del estudio del capital social originada por Putnam, quien puso 
el concepto en el tope de la discusión sociológica con sus trabajos Making 
Democracy Work (1993) y Bowling Alone (2000). Desde un punto de vista más 
práctico, es deudora del trabajo coordinado por el Lic. Lisandro Nicolás Godoy, 
de Analítica427, con quien compartimos el diseño de estrategias de gestión y 
comunicación de políticas públicas de inclusión, fundamentalmente a nivel 
municipal. 
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3. Componentes del capital

En primer lugar, el capital social descansa sobre la cantidad y cali-
dad de las relaciones entre personas. Es decir, sobre la posibilidad 
concreta de establecer vinculaciones entre los diferentes actores in-
dividuales de la sociedad. A estos fines, resulta necesaria la existencia 
de un hábitat social propenso a la formación de espacios de encuen-
tro entre las personas, así como la ejecución de acciones que, desde el 
sector público y privado, tengan como objetivo generar momentos 
de encuentro entre vecinos. En definitiva, resulta prioritario trabajar 
sobre la sociabilidad del conjunto humano que conforma la comu-
nidad, entendiendo por ella la capacidad social para realizar traba-
jo conjunto, participar colaborativamente y llevar a cabo la acción 
colectiva.

En segundo lugar, el capital social está estrechamente vinculado con 
la existencia y la posibilidad de desarrollar redes interinstitucio-
nales, en la medida en que habilitan la búsqueda de convergencia 
y unión en pos de objetivos comunes. A partir de la generación de 
espacios de encuentro, la conformación de redes entre organismos 
colegiados de empresarios y comerciantes, de actores del mundo de-
portivo y cultural, de referentes de las fuerzas políticas y sociales de 
la comunidad, permitirán evaluar las posibilidades latentes y aún no 
explotadas en materia de vinculación.

Por otro lado, la generación de capital social implica ineludiblemen-
te acciones de equidad e inclusión, a través de la disminución de la 
desigualdad socioeconómica y la reducción de la brecha de oportu-
nidades. La lucha contra cualquier forma de segregación e inequidad 
es un componente esencial en cualquier estrategia de desarrollo del 
capital social, porque ¿qué confianza es posible en una comunidad 
de la que algunos no pueden participar plenamente? ¿Qué coopera-
ción puede esperarse entre los incluidos y los excluidos de las opor-
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tunidades de disfrute de bienes colectivos? En este sentido, “además 
de la reducción de las desigualdades en relación con los ingresos y con 
el acceso a los servicios sanitarios y educativos se plantea el objetivo de 
lograr la igualdad entre los géneros” (Graglia, 2017:76). Este último 
punto emerge como un elemento determinante de nuestra estrategia 
de desarrollo, no sólo debido a la naturaleza estructural de la discri-
minación y la violencia de género, sino porque “la igualdad entre los 
géneros no es solo un derecho humano fundamental, sino la base necesa-
ria para conseguir un mundo pacífico, próspero y sostenible”50. En este 
sentido, Naciones Unidas señala que a partir de la igualdad de las 
mujeres y niñas en el acceso a la educación, a la atención médica, a 
un trabajo decente, y a una representación en los procesos de adop-
ción de decisiones políticas y económicas, “se estarán impulsando las 
economías sostenibles y las sociedades y la humanidad en su conjunto se 
beneficiarán al mismo tiempo”51.

Por último, es necesario abordar los modos de habilitar el espacio 
social, específicamente aquellos que (des)habilitan una convivencia 
armoniosa y segura para todos los vecinos. Y en este sentido, “el 
desarrollo del capital social implica seguridad… El delito y la violen-
cia son enemigos del capital social porque quitan libertades y derechos” 
(Graglia, 2017:76). La violencia ciudadana, el temor, la inseguridad 
y la desconfianza entre vecinos atentan contra la condensación del 
tejido social y, en consecuencia, contra la calidad de vida de los ciu-
dadanos. En el diseño de una estrategia de desarrollo de mediano y 
largo plazo, la satisfacción de las necesidades de seguridad supone la 
prevención y la represión del delito y la violencia en general, y par-
ticularmente, del tráfico de drogas. Pero además, requiere el fortale-

50	  ODS N°5. Igualdad de género. Objetivos de Desarrollo Sostenible. Naciones 
Unidas.
51	  ODS N°5. Igualdad de género. Objetivos de Desarrollo Sostenible. Naciones 
Unidas.
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cimiento de la convivencia ciudadana, minimizando las conductas 
negativas para la vida y la seguridad de los demás. En una comuni-
dad desarrollada, un vecino no debe sentir miedo, lo que implica 
trabajar sobre cuestiones que van desde la seguridad ciudadana hasta 
la seguridad vial.

3.1. Eje Vínculos Interpersonales

El establecimiento de las relaciones entre los vecinos constituye un 
elemento fundamental para la construcción de capital social comu-
nitario. La construcción de confianza social se asienta sobre la gene-
ración de lazos interpersonales, a través de la participación en relacio-
nes de intercambio simbólico, que van generando distintos grados 
de interdependencia entre las personas, edificando redes sociales ba-
sadas en la reciprocidad y constituyendo una identidad comunitaria. 

De allí que “el capital social se crea sencillamente allí donde las rela-
ciones entre personas se coordinan para facilitar una acción colectiva… 
El capital social se genera y se acumula a partir de las relaciones que 
establecen los individuos entre sí” (Forni et al., 2004:3-14). A nivel 
individual, la participación en la construcción de estas relaciones 
insume costos (o inversiones) para las personas. Pero también trae 
aparejados beneficios, que varían de acuerdo con la trayectoria y ex-
periencias personales, y con la posición que ocupa cada uno en la 
relación. De esta manera, la articulación de redes se explica “a través 
de las interacciones concretas y reales entre individuos. Es la interacción 
la que, en un primer momento, dispone un vínculo, y por lo tanto… 
pueden constituir al capital social, porque presupone cooperación y coor-
dinación” (Capdevielle, 2014). 

A los fines de habilitar y potenciar esta articulación, cobra relevancia 
la necesidad de abordar este nivel de relaciones cara a cara entre los 
vecinos, que constituye la dimensión vincular del capital social: “el 
análisis de las interacciones concretas, de su frecuencia, de la intensidad 
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de los lazos que pudieran crearse, del tipo y calidad de los bienes (mate-
riales o no-materiales) y de los servicios que circulan, etc.” (Capdevielle, 
2014). Y en este sentido, una estrategia de desarrollo social, sobre 
todo a nivel local, debe dar prioridad a dos elementos: la proximidad 
física y la existencia de espacios de encuentro entre vecinos, por un 
lado; y la estructuración de actividades que, desde el sector público 
y privado, tengan como objetivo generar momentos de encuentro 
entre vecinos, por otro.

3.1.1. Fortalecimiento de los espacios de integración vecinal

En toda comunidad existe una gran cantidad de espacios propicios 
para el desarrollo de vinculaciones interpersonales. Pueden ser insti-
tucionales, como en el caso de las instalaciones físicas de los clubes 
deportivos, o pueden no estar institucionalizados, como las plazas 
públicas. Sin embargo, independientemente de su grado de forma-
lización, el objetivo que cumplen en una estrategia de desarrollo del 
capital social es el mismo: generar las condiciones óptimas para el 
crecimiento del vínculo entre los miembros de la comunidad. En 
ese sentido, es necesario considerar el enorme impacto que tienen 
la configuración del espacio y la organización del territorio sobre los 
modos de habitar la ciudad y construir relaciones sobre ella. 

Así, una de las dimensiones ineludibles para la integración vecinal 
es la existencia efectiva de espacios físicos con este fin. Las líneas 
de acción estratégicas asociadas a esta necesidad pasan tanto por la 
revalorización de los espacios existentes como por el desarrollo de 
nuevos ámbitos de encuentro, potenciando los lugares recreativos y 
que patrocinen el esparcimiento como un cine municipal o las pla-
zas públicas. En definitiva, la generación de “infraestructura para la 
integración”, un soporte físico y geográfico que habilite la revalori-
zación de los ya existentes y la integridad territorial, como elementos 
indispensables de vinculación vecinal.
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3.1.2. Promoción de actividades de integración vecinal

Refiere a la promoción de momentos, eventos y proyectos que pro-
picien la participación ciudadana y el encuentro de los miembros 
de la comunidad. En este sentido, resultan estratégicas las activi-
dades que tiendan a la construcción de confianza social, ala gene-
ración y fortalecimiento de lazos interpersonales, la articulación 
de redes sociales, y la edificación de una identidad comunitaria. 
En consecuencia, las acciones comprendidas dentro de esta prio-
ridad abarcan un amplio espectro temático, que incluye desde la 
conmemoración de fechas patrias a través de actos institucionales, 
hasta los talleres de técnicas y experiencias socioculturales literarias 
y artísticas, como presentaciones de danzas y teatro. Sobre la base 
de estas actividades los vecinos se encuentran y se relacionan, for-
taleciendo el tejido social y densificando la red de relaciones que 
los vinculan.

Pero además de apuntar a esta comunidad de lazos fluidos, una estra-
tegia de desarrollo a mediano y largo plazo requiere de una sociedad 
que sea portadora de un sentimiento identificativo. De una identi-
dad, que se transforme y exprese en valores compartidos y normas 
aceptadas y valoradas por todos sus participantes. De esta manera, el 
fortalecimiento del factor identitario tiene una doble finalidad: por 
un lado, la identificación afectiva de los habitantes con su ciudad y, 
por otro, la reafirmación de los valores y prácticas comunes que se 
desarrollan en el territorio. Este objetivo puede resultar inalcanzable 
si no se emprenden acciones que de manera proactiva impacten po-
sitivamente a este fin.

En consecuencia, no basta con la generación y revalorización de los 
espacios físicos. A los fines de mejorar el bagaje de capital social de la 
comunidad, se plantea como prioridad la generación, auspicio, co-
laboración y fortalecimiento de todas aquellas actividades que cons-
tituyan un momento de encuentro entre los vecinos de la localidad, 
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especialmente si estos se enmarcan en el espectro de actividades que 
hacen crecer en todos sus componentes de desarrollo del municipio 
y se expresan en un formato de compartición y participación.

A través del encuentro con los demás en estas actividades comunes, 
los ciudadanos fortifican la confianza entre los vecinos de la comuni-
dad, apostando a la creación, valorización y revalorización de todos 
los aspectos que puedan contribuir a su desarrollo. La participación, 
el encuentro respetuoso, el intercambio de ideas y la valorización de 
la persona humana están, de esta manera, dentro de las prioridades 
de desarrollo local.   

3.2. Eje Redes Interinstitucionales

Las instituciones de la sociedad civil representan una enorme for-
taleza en términos de capital social, en tanto constituyen espacios 
formalizados de encuentro e interacción entre vecinos, a través de los 
cuales los ciudadanos canalizan su participación y generan confian-
za. Se presentan así como resultante en primer grado de la asociativi-
dad ciudadana. Constituyen la cristalización formal de las redes so-
ciales conformadas por los vecinos a los fines de conseguir objetivos 
comunes, sobre la base de la reciprocidad y la cooperación. 

En consecuencia, la fortaleza de estas instituciones es un poderoso 
factor de progreso, que debería constituir uno de los pilares de cual-
quier estrategia de desarrollo orientada al mediano y largo plazo. En 
ese sentido son 

… numerosos los estudios que señalan insistentemente la importancia y el ca-
rácter estratégico de las instituciones y muy especialmente de las redes estableci-
das entre las mismas para impulsar los procesos de dinamización social y econó-
mica de los ámbitos locales, ya que se erigen como organizaciones funcionales y 
flexibles que ofrecen la oportunidad de responder de manera ágil e imaginativa 
ante problemas, disfuncionalidades y retos (Barroso y Romero, 2009).
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De esta manera, el desarrollo del capital social de la comunidad im-
plica no solo el fortalecimiento interno de cada una de las organi-
zaciones que conforman el entramado institucional de la localidad, 
sino también la creación y fortificación de vínculos entre ellas. En 
otras palabras, resulta prioritario generar redes interinstitucionales 
que habiliten la convergencia de prácticas e intereses de diferentes 
organizaciones en pos de objetivos comunes. Estas redes de organis-
mos colegiados de empresarios y comerciantes, de actores del mun-
do deportivo y cultural o de referentes de las fuerzas políticas y so-
ciales de la comunidad constituyen así el resultado en segundo grado 
de la asociatividad ciudadana. 

3.2.1. Fortalecimiento de las instituciones de la sociedad civil

Las organizaciones de la sociedad civil operan como potenciadoras 
de las capacidades personales individuales y colectivas, actuando 
como un ámbito privilegiado de relacionamiento tanto a nivel local 
como regional. Aun existiendo una enorme multiplicidad de ellas, 
comparten una noción fundamental: formalizan la pulsión asociati-
va de los vecinos, y en ese marco dan sentido a la voz de un grupo 
de ciudadanos que quieren ser partícipes de las estrategias políticas 
de desarrollo local.

Pese a que el grado de participación de estas organizaciones en 
la vida pública puede variar en función de los intereses, predis-
posiciones y grado de cohesión interno de sus miembros, suelen 
funcionar ordenando la sociedad y exteriorizando una plurali-
dad de perspectivas, potenciando entonces la reflexión crítica y el 
debate público. Naturalmente, si las instituciones operan como 
gestores de los problemas sociales locales y, a la vez, cohesionan, 
integran y fortalecen el capital social, brindando ámbitos de in-
tercambio y contención, surge como prioridad el fortalecimiento 
de las mismas.
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El apoyo público a las organizaciones puede adoptar formas direc-
tas e indirectas, e implementarse mediante vías financieras, legales, 
socioculturales; o, simplemente, desde la asistencia administrativa 
o legal. A los fines de enmarcarlas en una estrategia de desarrollo a 
largo plazo, cada una de las posibles intervenciones debe estar me-
diada por la demanda específica de cada institución y el análisis del 
mapa general de la situación social. Con un impacto directo en la 
predisposición de los vecinos a participar de la vida social municipal 
y a emprender acciones colectivas, la vitalidad de las instituciones 
conlleva también una mayor credibilidad sobre las reglas del juego 
de la convivencia social, que fortalecen la cohesión y la integración.

3.2.2. Generación de espacios de vinculación interinstitucional

En contextos de gran complejidad y acelerado cambio social, el éxito 
en la consecución de los objetivos institucionales no depende úni-
camente de la fortaleza interna de la organización. De manera cre-
ciente, son los vínculos de colaboración e interacción entre institu-
ciones diferentes, con sus propias reglas y modos de funcionamiento 
y su capacidad de trabajar en red con otras instituciones, los que les 
permiten alcanzar resultados más efectivos a la hora de solucionar 
problemas.

En ese sentido, una estrategia de desarrollo del capital social impli-
ca evolucionar del asociativismo en primer grado (analizado en el 
capítulo anterior) hacia formas más complejas y completas de in-
teracción social. A los fines de obtener mejores resultados y contri-
buir más efectivamente a lograr una mejor calidad de vida, emergen 
como prioridad el fomento, la generación y el fortalecimiento de 
redes interinstitucionales. Formadas a partir de la vinculación de di-
ferentes organizaciones entre sí a los fines de alcanzar un objetivo 
compartido en mayor o menor medida, por similares o distintos 
motivos, estas redes se estructuran sobre lazos establecidos por fuera 
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de una institución, y siempre en relación con otras (las relaciones 
internas generan, por el contrario, una red institucional).

La generación de estas redes puede darse tanto entre instituciones de 
la misma naturaleza y objetivos como entre organizaciones de dife-
rente tipo. Emerge fundamentalmente la prioridad de vinculación 
en red de las organizaciones no gubernamentales de bien público, 
que trabajan en pos de la inclusión y la integración social: 

En el caso de las organizaciones de la sociedad civil y, especialmente, las orga-
nizaciones comunitarias […] esto se vuelve particularmente crucial […] los lí-
deres de iniciativas comunitarias deben desarrollar estrategias que les permitan 
a sus organizaciones obtener los recursos y habilidades indispensables para su 
supervivencia y desarrollo, aunque ausentes en su medio ambiente inmediato, 
de ahí la importancia de la conformación de redes… (Forni & Nardone, 
2007; Forni et al. 2004).

Por supuesto, las organizaciones de la sociedad civil interactúan en-
tre sí y con agentes gubernamentales (programas sociales, dependen-
cias administrativas provinciales y del gobierno local) y no guberna-
mentales, con regularidad. Sin embargo, emergen como prioridad 
el fomento y la generación de verdaderas redes, con objetivos clara-
mente definidos para un trabajo común ordenado y sistemático, con 
el fin de lograr mayor impacto en la comunidad, sin duplicidad de 
esfuerzos. En este sentido, es imprescindible detectar las necesidades 
que resulten mutuamente complementarias, los puntos de acuerdo 
y áreas de interés conjuntas, así como las prácticas organizacionales 
y los elementos de la cultura institucional que puedan servir como 
pilares de una construcción de vínculos multidireccionales, sólidos y 
estables. Y a partir de estos, formalizar espacios de vinculación entre 
las instituciones de la localidad como mesas de enlace, de coordi-
nación o de gestión de situaciones de temáticas específicas emana 
como prioridad indispensable. 
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Otro tipo de redes interinstitucionales son aquellas que se pueden 
establecer entre instituciones de diferente naturaleza. Uno de los 
ejemplos más potentes en función de lo analizado en capítulos ante-
riores consiste en la necesidad de vincular las organizaciones del sec-
tor educativo con aquellas del sistema productivo, tanto a los fines 
de favorecer el acceso a la educación superior (un componente del 
desarrollo humano) como de la generación de empleo (un compo-
nente de la actividad económica) y de la inclusión (componente del 
capital social). 

En ese sentido, la generación de redes interinstitucionales permite la 
estructuración de vínculos más complejos, porque si bien el objetivo 
puede ser común a todos los participantes (por ejemplo, integrar a 
los jóvenes a diversas esferas de la sociedad), cada institución de la 
red tiene su propia finalidad y sus propias características, formas de 
funcionamiento, miembros, etc. La generación de estos espacios de 
vinculación interorganizacionales tiene innumerables beneficios, en-
tre los que se destacan las vivencias comunes y el consecuente apren-
dizaje organizacional, la cooperación, el trabajo conjunto y la opor-
tunidad para potenciar fortalezas y diluir debilidades propias de cada 
organización en la red.

En ese sentido, la generación de redes interinstitucionales permite 
la estructuración de vínculos más complejos, porque si bien el obje-
tivo puede ser común a todos los participantes, cada institución de 
la red tiene su propia finalidad y sus propias características, formas 
de funcionamiento, miembros, etc. La generación de estos espacios 
de vinculación interorganizacionales tiene innumerables beneficios, 
entre los que se destacan las vivencias comunes y el consecuente 
aprendizaje organizacional, la cooperación, el trabajo conjunto y la 
oportunidad para potenciar fortalezas y diluir debilidades de cada 
organización en la red.
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Al margen del tipo de redes que se genere, tener en el horizonte 
de nuestras prioridades la coordinación y concertación interinstitu-
cional, así como la facilitación de nuevas organizaciones del tercer 
sector implica una apuesta por la densificación del tejido social, la 
participación y creación de autonomía de y en los ciudadanos de la 
localidad. En este sentido, estrechar lazos constituye una de las ac-
ciones con mayores beneficios para las organizaciones participantes, 
en tanto que a partir de su cooperación se potencia el desenvolvimiento 
organizacional y logran mayor efectividad de sus actividades. Así, las 
redes entre instituciones son de especial importancia en las prácti-
cas que apuntan al desarrollo local como prácticas asociadas entre el 
Estado y la sociedad. (Forni & Nardone, 2007; Forni et al., 2004). 

3.3. Eje Inclusión y Equidad

La lucha contra cualquier forma de exclusión e inequidad consti-
tuye un componente esencial en cualquier estrategia que contem-
ple el capital social como uno de los pilares para el desarrollo. En 
este sentido, el capital social “implica, primero y principalmente, 
más y mejor inclusión. La exclusión de personas, sectores y territorios 
deshumaniza a las sociedades, las agrieta” (Graglia, 2017:76). Y, por 
lo tanto, resulta imprescindible emprender líneas de acción orien-
tadas específicamente a garantizar el acceso a un nivel mínimo de 
bienestar para todas aquellas personas que se hallan marginadas de 
la satisfacción de ciertas necesidades sociales, ya sea por condiciones 
propias del sujeto o por condiciones estructurales del sistema social. 
La inclusión, entonces, implica pensar en la manera de integrar a 
aquellos vecinos que, por algún motivo personal o estructural, no 
pueden acceder a los bienes de disfrute colectivo de la ciudad o la 
región.

En el mismo sentido, la equidad lleva implícita una connotación de 
justicia e igualdad social. Considera entonces la situación individual 
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de cada persona, atendiendo simultáneamente a la manera en que la 
estructura social favorece o desfavorece la igualdad de oportunida-
des. En palabras de Villegas Arenas, apostar por políticas estratégicas 
de equidad es “la decisión de hacerle frente a la injusticia mediante ac-
ciones de redistribución -para injusticias derivadas del reparto de los re-
cursos- y reconocimiento -para injusticias socioculturales-” (2010:109). 
Evidentemente, los principales elementos que determinan la posi-
ción relativa de las personas en la estructura social son de naturaleza 
económica. Pero no resultan los únicos condicionantes para el acce-
so a bienes y recursos, materiales y simbólicos de la comunidad. En 
consecuencia, se analizan estos dos grandes grupos de barreras a la 
inclusión, y se elaboran brevemente algunas ideas de líneas de acción 
para trabajar sobre ellos.

3.3.1. Reducción de la desigualdad económica

Graglia indica que, inicialmente, el desarrollo integral de las comu-
nidades argentinas requiere “la disminución de la desigualdad entre 
ricos cada vez más ricos y pobres cada vez más pobres… [resulta] ne-
cesario y urgente disminuir la brecha de ingresos, como base de una 
inclusión social en serio” (2017:76). En este sentido, es imprescindi-
ble entender que la desigualdad socioeconómica se constituye como el 
principal obstáculo para la inclusión social. Pero además constituye un 
poderoso obstáculo para la existencia y fortaleza de vínculos sanos, 
de espacios de encuentro y construcción de confianza entre vecinos. 
Y, en definitiva, de densificación del tejido social.

Como hemos analizado en el capítulo que analiza la actividad eco-
nómica como dimensión del desarrollo, uno de los principales de-
terminantes de esta problemática está asociado a la exclusión de al-
gunos vecinos del mercado económico, productivo y laboral. En este 
sentido, se considera que el acceso a un empleo constituye uno de 
los principales factores de inclusión social; y, por lo tanto, se vuelve 
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una prioridad para el desarrollo comunitario. De manera similar, se 
otorga gran importancia a la educación como principal generador 
de oportunidades para la superación de la desigualdad socioeconó-
mica, tanto por los efectos que tiene por sí misma sobre la persona 
como por el rol que juega al favorecer la empleabilidad de los actores 
sociales.

El acceso a viviendas y a servicios, ambas prioridades asociadas al des-
pliegue del capital físico, también constituye un factor de equidad e 
inclusión, sobre la base de la disminución de la brecha socioeconó-
mica. En este sentido, implementar acciones desde el sector públi-
co que favorezcan el acceso a la vivienda (como créditos blandos o 
un programa de construcción de viviendas sociales) o a los servicios 
(como la ejecución de obras de ampliación de la cobertura de redes) 
permite que las familias en situaciones socioeconómicas desfavora-
bles amplíen su capacidad de hacer frente a otros gastos e inversio-
nes, mejorando progresivamente su situación general. De manera 
similar, se plantea la provisión de servicios de salud accesibles a toda 
la población, debido a que una de las principales barreras detectadas 
para el acceso efectivo de algunos vecinos a los mismos es de carácter 
económico o financiero.

Una estrategia de desarrollo integral requiere la planificación de ac-
ciones tendientes a remover las causas de inequidad a partir de la ge-
neración de estructuras de oportunidades para las familias y vecinos 
que afrontan dificultades de carácter socioeconómico. En este punto 
es crucial el aporte del Estado, pero también la implementación de 
programas que coordinen el esfuerzo social de todos los actores, a los 
fines de abordar holísticamente la complejidad de factores que com-
plejizan las causas de la inequidad.

La pobreza y la desigualdad económica o social siempre han sido 
un tema polémico, tanto a la hora de definirlo como en medirlo y 
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proponer alternativas. Pero en el marco de una estrategia de desarro-
llo de mediano y largo plazo, debe considerarse el combate a estas 
problemáticas íntimamente vinculadas a la búsqueda de la cohesión 
y la confianza hacia dentro de la comunidad. Y en ese sentido, en el 
marco del fortalecimiento del capital social.

Como corolario de esta perspectiva, es importante destacar que la 
prioridad en términos de desarrollo no debe ser solo la inclusión, sino 
una inclusión con equidad. Es decir, en el marco de la relación manco-
munada con las organizaciones del entramado social de la localidad, 
generar los instrumentos que garanticen a las personas en situación 
de vulnerabilidad no solo su reingreso a la vida social sino un reingre-
so con igualdad de oportunidades. Una inserción que permita generar 
una autonomía económica/laboral que haga de sustento de la norma 
inclusiva para que esta pueda mantenerse en el mediano y largo plazo.

3.3.2. Integración de grupos vulnerables

La condición de vulnerabilidad de una persona o grupo refiere a un 
estado de debilidad que arrastra efectos negativos acumulativos sobre 
quienes se encuentran en tal estado, que de algún modo se presentan 
como barreras para su plena realización como persona y para su inser-
ción efectiva en el tejido social. De esta manera, un niño que nace en 
situación de pobreza, además de verse obligado a enfrentar barreras 
económicas de accesibilidad a bienes y servicios, debe hacer frente a 
una serie de obstáculos sociales y culturales, que tienen efectos nega-
tivos sobre su autopercepción, su desarrollo individual y desenvolvi-
miento en sociedad.

Así, diferentes personas o grupos sociales se ven excluidos del disfrute 
colectivo a partir de numerosos causantes, cuya naturaleza varía de 
acuerdo con la situación en particular de cada comunidad, pero que 
de algún modo superan o trascienden la cuestión meramente econó-
mica. En otras palabras, estos grupos presentan algunas característi-
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cas que, aun suponiendo resueltas las dificultades socioeconómicas, 
representan problemas para integrarse como miembros plenos de la 
sociedad -aunque evidentemente, ante condiciones materiales adver-
sas, estos se potencian-. 

Esta exclusión se materializa en múltiples dimensiones de la vida 
comunitaria, por lo que las respuestas que integran una estrategia 
de desarrollo social a través de la inclusión de grupos vulnerables 
deben ser igual de integrales. El ejemplo más claro es el asociado a 
las personas con discapacidad, tal y como se expresa en numerosas 
metas de diferentes Objetivos de Desarrollo Sostenible. Así, en la 
construcción de una educación inclusiva, es necesario “construir y 
adecuar instalaciones educativas que tengan en cuenta las necesidades 
de los niños y las personas con discapacidad y las diferencias de género, 
y que ofrezcan entornos de aprendizaje seguros, no violentos, inclusi-
vos y eficaces para todos”52. El empleo inclusivo requiere “lograr el 
empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todas las mujeres 
y los hombres, incluidos los jóvenes y las personas con discapacida-
d”53; y el transporte inclusivo debe “proporcionar acceso a sistemas 
de transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos… 
prestando especial atención a las necesidades de las personas en situa-
ción de vulnerabilidad… las personas con discapacidad y las personas 
de edad”.

Cuando un grupo social no tiene aceitados los mecanismos de 
aceptación dentro de sí mismo, los diferentes tipos de segregación 
excluyen a diversos grupos de ciudadanos de forma progresiva. 
Acumulativamente, a la condición de vulnerabilidad se le agrega en-
tonces un factor de desaprobación, rechazo y segregación social que 
desvincula a estos grupos de la vida y recursos públicos, que dan 

52	 Meta a. del ODS N° 4. Educación de calidad.
53	 Meta 5 del ODS N° 8. Trabajo decente y crecimiento económico.
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como resultado una situación desventajosa y desigual. De lo que se 
trata es de combatir esta situación.

3.4. Eje Seguridad y Convivencia

Los problemas vinculados a la seguridad y la convivencia, general-
mente con sus corolarios de delito y violencia callejera y social, son 
una fuerte afrenta para el desarrollo comunitario y la acumulación 
de capital social. El delito y la violencia “son enemigos del capital social 
porque quitan libertades y derechos” (Graglia, 2017:76). Destruyen los 
lazos de confianza, rasgan las relaciones interpersonales y erosionan 
el trabajo de las diversas instituciones, disminuyendo la voluntad de 
los ciudadanos de participar en los asuntos comunes y generando 
una actitud de retraimiento en las relaciones interpersonales.

Es importante abordar este componente del capital social a partir de 
la distinción entre sus dos dispositivos. Al analizar la convivencia 
ciudadana se aborda la prevención y la lucha contra la proliferación 
de conductas que  lesionan la armonía social, entendida en términos 
generales. Es decir, no se pone el foco sólo en las situaciones conflic-
tivas de índole particular que constituyen crímenes desde el punto 
de vista legal, sino que abarca la violencia social en su más amplio 
abanico. Nos referimos en este caso a violencia callejera, familiar, de 
género, pero también a las situaciones que lesionen a la convivencia, 
como las relacionadas con el alcoholismo, el consumo problemáti-
co de sustancias, narcomenudeo y delitos comunes con episodios 
violentos.

Por otro lado, cuando hablamos de seguridad, hacemos referencia 
a una dimensión mucho más específica que la anterior. En ese senti-
do, “la satisfacción de las necesidades de seguridad supone la prevención 
y la represión del delito y la violencia, en general y, particularmente, 
del narcotráfico. Todo en el marco de un Estado de derecho” (Graglia, 
2017:77). Esto implica la coordinación entre las instituciones de la 
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sociedad civil y las fuerzas públicas de seguridad encargadas de la re-
presión del delito y la administración de justicia. Como los últimos 
dos actores se encuentran insertos en una estructura que trasciende 
el ámbito local, resulta difícil encarar acciones orientadas a optimi-
zar su funcionamiento interno desde las gestiones municipales, por 
lo que esta esfera de actividades queda más bien vinculadas al nivel 
provincial y nacional de gobierno.

Sin embargo, cada vez adquiere más importancia el desarrollo de 
espacios de participación de la sociedad civil en las políticas de segu-
ridad. Esta perspectiva ofrece a los municipios, como articuladores 
del esfuerzo coordinado de la sociedad y como nivel de gobierno más 
próximo a los actores, la oportunidad (y la necesidad) de desarrollar 
políticas de seguridad ciudadana. En el mismo sentido, posibilita 
trabajar por la seguridad desde la generación de condiciones terri-
toriales y físicas, sociales y culturales, que fortalezcan la confianza 
interpersonal, actuando sobre el componente subjetivo de la inse-
guridad (un claro ejemplo es el mejoramiento del alumbrado ur-
bano).A partir de estas consideraciones, y destacando nuevamente 
la necesidad de un diagnóstico que identifique los problemas que 
obstaculizan la satisfacción de la necesidad seguridad en cada caso, 
en términos generales emergen tres prioridades de desarrollo para el 
fortalecimiento de la seguridad y la convivencia.

3.4.1. Disminución de la violencia y prevención del delito

La violencia social es uno de los males que con mayor asiduidad e in-
tensidad aquejan a nuestras sociedades. La existencia y proliferación de 
violencia social en todos sus aspectos generan una sensación de temor, 
desconfianza e inseguridad que destruyen la cohesión de las comuni-
dades. Cuando reina el clima de discordia derivado de estas situacio-
nes, las expectativas de participación y la voluntad de encuentro entre 
los vecinos se debilita, atenuando el capital social de la comunidad.  
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Por similares motivos, en una estrategia que contemple el capital 
social como una dimensión central del desarrollo resulta imprescin-
dible abordar líneas de trabajo orientadas a la prevención del delito, 
fundamentalmente del delito callejero. La comisión de este tipo de 
crímenes provoca temor e inseguridad, fomenta la desconfianza en-
tre los vecinos y quebranta el capital social de la comunidad:

La inseguridad ciudadana es un obstáculo para el desarrollo humano, ya que 
restringe las posibilidades de los individuos para concebir y materializar un 
proyecto de vida y erosiona la cooperación social y la vida cívica. La retracción 
de la libertad individual que provoca la inseguridad, percibida o fáctica, im-
pacta negativamente sobre el potencial de desarrollo humano del individuo en 
primer lugar, y el de la sociedad en segundo término54 (COPEC, 2015:125).

Excede con mucho el alcance de esta publicación hacer un análisis 
detallado de los problemas que impiden la plena satisfacción de 
la seguridad y la convivencia como necesidades sociales. Sin em-
bargo, y sin ánimos de ser exhaustivos, es posible destacar algunos 
elementos que suelen identificarse como alternativas de solución 
para aquellos problemas. En primer lugar, la capacitación, especia-
lización, redistribución y recursos operativos para las fuerzas de se-
guridad, fundamentalmente la policía (a nivel provincial). Luego, 
la participación ciudadana y sectorial en las políticas de seguridad 
y la prevención de la violencia de género y familiar y atención a 
las víctimas (COPEC, 2015:123-124). Diagramado para orientar 
la acción estratégica a nivel provincial, buena parte de las sugeren-
cias contenidas en ese documento no son trasladables al nivel de 
gobierno local. En este sentido, especialmente en lo que refiere a la 
prioridad vinculada a la gestión policial, resulta ajeno a las respon-
sabilidades (y posibilidades) del ámbito local; la represión y control 

54	 Consejo para la Planificación Estratégica de Córdoba (2015). Diagnóstico de 
Prioridades para el Desarrollo.
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del delito corresponden a la órbita nacional y, fundamentalmente, 
provincial.

Por otro lado, la participación social y sectorial en diseño de las polí-
ticas de seguridad, y el combate a la violencia, constituyen líneas de 
acción en las que todos los niveles de gobierno pueden realizar un 
aporte significativo55. Al respecto, el COPEC señala en su documen-
to “Diagnóstico de prioridades para el desarrollo” que el trabajo con-
junto “entre el gobierno local, la institución policial y los ciudadanos 
posibilita abordar la dimensión de la inseguridad asociada al deterioro 
de los vínculos sociales, la desconfianza y el temor a ser víctimas de un 
hecho de delito” (2015:129). Del mismo modo, el aporte del gobier-
no local a la seguridad ciudadana puede tener una gran relevancia, 
a partir del trabajo en la prevención, desde el monitoreo de la vida 
pública  con cámaras de seguridad hasta la optimización de la ilumi-
nación de las calles y arterias de circulación de la población. En ese 
sentido, el COPEC señala que 

… es prioritaria la revalorización de la relación policía- comunidad 
que acerque a la policía a la sociedad impactando en una gestión de 
la seguridad satisfactoria. El carácter preventivo de la acción policial, 
conjuntamente con la comunidad, mediante actividades que incluyan a 
la policía como un estamento más de la sociedad civil, ya sea en cursos 
de capacitación o en acciones conjuntas con las distintas jurisdicciones 
del Estado, empresarios, escuelas, ONGs, entre otros. Se propiciaría de 

55	  De acuerdo con el diagnóstico del COPEC, a los fines de la satisfacción 
de las necesidades de seguridad “se prioriza la necesidad de dotar a las fuerzas 
policiales de recursos operativos y tecnológicos de calidad a fin de lograr la 
eficacia en la política de seguridad” (2015:125). En este punto, resulta interesante 
considerar la articulación de redes interinstitucionales, de manera que organismos 
públicos locales, o actores de la sociedad civil local, puedan cooperar en la política 
de seguridad de manera indirecta, a través de la colaboración en la dotación y 
mantenimiento de recursos operativos y tecnológicos.
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este modo un acercamiento entre policía y población, que sería muy be-
neficioso a la hora de diagramar y proyectar las políticas públicas de 
seguridad (2015:128-129).

Por otro lado, si entendemos que la violencia es un acto intencional y 
coactivo por su naturaleza y que pretende con sus resultados, someter, 
controlar y dañar al receptor de la misma, podemos inferir que se trata 
de la radicalización de una situación de poder asimétrica. Esta definición 
permite entender que la violencia puede tener tantas víctimas potencia-
les como motores iniciales. Es decir, tanto sus causas como sus damni-
ficados pueden ser múltiples. Por lo tanto, a los fines de abordarla exi-
tosamente, es necesario trazar una concepción integral de la violencia y 
presentar alternativas multidisciplinares para su tratamiento. Al respec-
to, el Consejo para la Planificación Estratégica de Córdoba señala que 

La violencia de género y familiar es una problemática que se intenta abordar 
desde múltiples dimensiones [...] Su tratamiento implica articular y coor-
dinar esfuerzos de los distintos niveles de gobierno con la sociedad civil, la 
policía y los organismos judiciales para la prevención y contención de las 
víctimas (COPEC, 2015:132).

En definitiva, para las prioridades de desarrollo del capital social es 
necesario poner el foco en el tipo de violencia generado por el con-
texto, es decir, aquel que  tiene como catalizador el entorno social, 
ya que este es el tipo de violencia que mina la posibilidad de vincu-
lación, participación y fortalecimiento de los lazos comunales. De 
este modo, la prevención, disminución y erradicación de la misma es 
aquella que posibilita el crecimiento de las redes de relacionamiento 
de capital social en la localidad.

En este sentido, deben priorizarse las actividades de prevención en 
coordinación con las fuerzas de seguridad, y el trabajo en red de los 
distintos niveles de gobierno con las organizaciones no gubernamen-
tales que se ocupan de estas problemáticas. En un sentido similar, se 
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vuelve estratégica la atención a la generación y fortalecimiento de 
vínculos interpersonales e institucionales de confianza y vecindad, y 
la implementación de campañas de concientización con respecto a 
la violencia de género y familiar. Además, resulta prioritario proveer 
mecanismos de contención socio-institucional a todas las víctimas 
de diferentes tipos de violencia, pero, además, instrumentar los me-
canismos necesarios para prevenir el desarrollo y aparición de este 
tipo de problemáticas.

3.4.2. Problemáticas del narcomenudeo  
y el consumo de sustancias

A la hora de delinear esta prioridad en el marco de una estrategia 
de desarrollo comunitario, debemos asumir como principal rasgo la 
complejidad de la situación, que excede por mucho las limitaciones 
de espacio -y conocimiento- de quienes escribimos estas páginas. 
Este aspecto de la vida social es multivariado y está compuesto por 
un amplio abanico de dimensiones56.  

En las situaciones relacionadas con esta temática, se ponen en juego 
una variedad de representaciones de los sujetos involucrados, se asu-
men como determinadas una serie de prácticas individuales y colecti-
vas, se involucran una gran gama de juicios y prejuicios vinculados a 

56	  La problemática de las drogas atraviesa transversalmente a la sociedad, y 
por lo tanto se transforma en uno de los principales desafíos en el marco de una 
estrategia integral de desarrollo. Sólo a manera de ejemplo, se vincula directamente 
con el reclamo de asistencia interdisciplinaria en las escuelas, que sólo puede 
darse a través del mejoramiento de la calidad educativa integral, propia del 
componente educación del capital humano. Además, se encuentra relacionada con 
la revalorización del rol social de los clubes deportivos en su tarea de integradores 
sociales, es decir, con el fortalecimiento de las instituciones deportivas, del 
componente desarrollo deportivo y cultural del mismo capital. Y en ese último 
sentido, se vincula también con la prioridad actividades de integración vecinal, del 
componente vínculos interpersonales de la dimensión social del desarrollo.
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las sustancias consumidas, los contextos socioeconómicos, los factores 
culturales y políticos, etc. Por lo tanto, para abordar la problemática es 
imprescindible entenderla desde un punto de vista relacional. Es decir, 
por un lado, es necesario incorporar la idea de que la sustancia pro-
blemática no es un mal que existe separado del contexto de consumo. 
Pero, por otro, y tal vez más relevante aún para esta forma de aborda-
je, es que debemos preguntarnos no tanto por los problemas propios 
de la sustancia problemática, sino por las motivaciones de quienes las 
consumen. Esto nos permitirá salir de la evaluación del sujeto como 
un elemento aislado dentro del entramado social municipal para po-
der entenderlo como un resultado de ciertas condiciones del entorno 
y así poder diseñar y fortalecer mecanismos de tratamiento que tengan 
un importante factor de contención social.

Existe cierto consenso en la existencia de dos caminos tradicionales para 
tratar este tipo de situaciones, que han derivado en hegemónicas con el 
paso del tiempo y la utilización. Por un lado, una lógica sanitaria que 
pretende la cura del afectado. Y, por otro, una lógica punitiva, que 
apunta primordialmente al control del sujeto. Sin pretender agotar 
el debate propuesto -ni mucho menos ignorarlo- en estos párrafos, 
debemos asumir que una sociedad con vínculos más fuertes y con 
una confianza y cohesión orgánicas, pueden favorecer la disminu-
ción y potencial erradicación de este tipo de problemas y las violen-
cias que suelen acompañarlos. Y por eso, la disminución de proble-
máticas relacionadas con el consumo de sustancias prohibidas, con 
el abordaje que desee dársele, constituye una de las prioridades de 
desarrollo de capital social en cualquier localidad o región.

4. Camino al desarrollo

El capital social, dado por la calidad de los vínculos interpersona-
les, las redes interinstitucionales y el resguardo de la equidad entre 
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las personas, se ve igualmente reflejado en la Agenda 2030 de las 
Naciones Unidas. 

En cuanto al fomento de los vínculos interpersonales, el décimo 
objetivo sobre la reducción de las desigualdades apunta a la dismi-
nución de las disparidades en el ingreso, el acceso a los servicios y 
los bienes productivos, de modo que las sociedades sean a futuro 
inclusivas y equitativas, facilitando las relaciones entre las personas. 
En este sentido, la meta 10.2 sostiene que deben “potenciarse y pro-
moverse la inclusión social, económica y política de todas las personas, 
independientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, 
religión o situación económica u otra condición”, mientras que a partir 
de la meta 10.3 se busca “garantizar la igualdad de oportunidades y 
reducir la desigualdad de resultados, incluso eliminando las leyes, polí-
ticas y prácticas discriminatorias y promoviendo legislaciones, políticas y 
medidas adecuadas a ese respecto”, con el objetivo de lograr progresi-
vamente una mayor igualdad. 

El ODS Nº 11 afirma que en 2030, cerca de 5000 millones de per-
sonas vivirán en ciudades. Estas constituyen “hervideros de ideas, 
comercio, cultura, ciencia, productividad, desarrollo social y mucho 
más. En el mejor de los casos, las ciudades han permitido a las perso-
nas progresar social y económicamente”. Sin embargo, el crecimien-
to urbano presenta también muchos problemas, principalmente de 
congestión y deterioro de la infraestructura, resultando cada vez más 
desafiante la convivencia armoniosa y sostenible. De modo que en 
las metas se propone “asegurar el acceso de todas las personas a vivien-
das y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles y mejorar los ba-
rrios marginales” (11.1), “proporcionar acceso a sistemas de transporte 
seguros, asequibles, accesibles y sostenibles para todos y mejorar la segu-
ridad vial” (11.2) y “aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y 
la capacidad para la planificación y la gestión participativas, integradas 
y sostenibles de los asentamientos humanos en todos los países” (11.3). 
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Todas medidas que apuntan a facilitar la relación entre las personas 
que habitan grandes ciudades. 

La calidad de las redes interinstitucionales es de vital importancia 
para el abordaje de problemáticas estructurales. Por ello, en el déci-
mo objetivo para la reducción de las desigualdades se recomienda 
“mejorar la reglamentación y vigilancia de las instituciones y los merca-
dos financieros mundiales y fortalecer la aplicación de esos reglamentos” 
(meta 10.5), así como también “fomentar la asistencia oficial para el 
desarrollo y las corrientes financieras, incluida la inversión extranjera 
directa, para los Estados con mayores necesidades” (meta 10b).

En el ODS Nº 11, comunidades y ciudades sostenibles, se apunta a 
aumentar el número de ciudades y asentamientos que “adoptan e 
implementan políticas y planes integrados para promover la inclusión, 
el uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la 
adaptación a él y la resiliencia ante los desastres, y desarrollar y poner en 
práctica la gestión integral de los riesgos de desastre a todos los niveles” 
(meta 11b).

De igual modo, en el décimo sexto objetivo, paz, justicia e institucio-
nes sólidas, se afirma que para promover ciudades pacíficas, justas e 
inclusivas es fundamental construir instituciones sólidas y efectivas 
en todos los niveles, con reglamentaciones más eficientes y trans-
parentes. En este sentido, en la meta 16.8 se propone “ampliar y 
fortalecer la participación de los países en desarrollo en las instituciones 
de gobernanza mundial”, mientras que en la meta 16a se apunta a la 
cooperación internacional como medio de fortalecimiento de “las 
instituciones nacionales pertinentes para crear a todos los niveles, parti-
cularmente en los países en desarrollo, la capacidad de prevenir la vio-
lencia y combatir el terrorismo y la delincuencia”. 

Sociedades desarrolladas son necesariamente sociedades equitativas. 
De allí que los ODS contemplen la equidad de género y socioeco-
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nómica y la inclusión social de grupos vulnerables como grandes 
objetivos hacia el año 2030. 

El quinto objetivo busca lograr la igualdad entre los géneros y em-
poderar a todas las mujeres y las niñas, puesto que a pesar de los 
avances en relación con esto, aún persisten la discriminación y la 
violencia en todos los lugares del mundo. La base para un mundo 
pacífico, próspero y sostenible se encuentra en la existencia de socie-
dades igualitarias. De modo que “si se facilita la igualdad a las mu-
jeres y niñas en el acceso a la educación, a la atención médica, a un 
trabajo decente, y una representación en los procesos de adopción 
de decisiones políticas y económicas, se estarán impulsando las 
economías sostenibles y las sociedades y la humanidad en su conjunto 
se beneficiarán al mismo tiempo”. 

Las metas que dan cuenta de la relación entre equidad de género y 
desarrollo sostenible son la 5.4, sobre el reconocimiento y la valori-
zación “de los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados mediante 
servicios públicos, infraestructuras y políticas de protección social, pro-
moviendo la responsabilidad compartida en el hogar y la familia”; la 
5.5, que busca “asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres 
y la igualdad de oportunidades de liderazgo a todos los niveles decisorios 
en la vida política, económica y pública”; y la 5a, que propone a los 
gobiernos “emprender reformas que otorguen a las mujeres igualdad 
de derechos a los recursos económicos, así como acceso a la propiedad y 
al control de la tierra y otros tipos de bienes, los servicios financieros, la 
herencia y los recursos naturales”. 

El ODS Nº 8 aborda la cuestión de la equidad y la inclusión desde la 
perspectiva del empleo. Así, la Agenda de Naciones Unidas sostiene 
que el progreso en nuestras sociedades es lento y desigual para todas 
las personas. Por ello, en la meta 8.5 se prevé la necesidad de “lograr el 
empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todas las mujeres y los 

http://www.un.org/es/events/womensday/
http://www.un.org/es/events/womensday/
http://www.un.org/es/events/girlchild/
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hombres, incluidos los jóvenes y las personas con discapacidad, así como la 
igualdad de remuneración por trabajo de igual valor”. En cuanto al tra-
bajo forzoso, la meta 8.7 propone adoptar medidas inmediatas y efi-
caces para “poner fin a las formas contemporáneas de esclavitud y la trata 
de personas y asegurar la prohibición y eliminación de las peores formas de 
trabajo infantil”. La meta 8.8 apunta a la protección de los derechos 
laborales y a la promoción de entornos laborales seguros “para todos los 
trabajadores, incluidos los trabajadores migrantes, en particular las muje-
res migrantes y las personas con empleos precarios”. 

El décimo objetivo, por su parte, refiere en su totalidad a la reducción de 
las desigualdades. Aunque se ha avanzado en la reducción de la pobreza, 
la desigualdad dentro de los países persiste. Actualmente “existe un con-
senso cada vez mayor de que el crecimiento económico no es suficiente 
para reducir la pobreza si este no es inclusivo ni tiene en cuenta las tres 
dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental”. 
Por esta razón, las metas contemplan una variedad de dimensiones que 
deben ser consideradas en la búsqueda de equidad e inclusión: la situa-
ción socioeconómica (10.2), la igualdad de oportunidades y la elimina-
ción de prácticas discriminatorias (10.3), las condiciones de migración 
(10.7) y las políticas fiscales y salariales (10.4), entre otras. 

Por último, el ODS Nº 16 retoma la problemática de la desigual-
dad desde la perspectiva de la seguridad. La meta 16.1 busca “re-
ducir significativamente todas las formas de violencia y las correspon-
dientes tasas de mortalidad en todo el mundo”; la 16.2, “poner fin 
al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia y 
tortura contra los niños”; la 16.3, “promover el estado de derecho en 
los planos nacional e internacional y garantizar la igualdad de acce-
so a la justicia para todos”; y la 16.4, “reducir significativamente las 
corrientes financieras y de armas ilícitas, fortalecer la recuperación y 
devolución de los activos robados y luchar contra todas las formas de 
delincuencia organizada”. 
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5. ¿Cómo medimos el desarrollo del capital social?

La cuantificación del capital social constituye un problema para la 
comunidad científica, y para los técnicos del diseño, la gestión y 
la evaluación de políticas públicas. Originada en parte por la ambi-
güedad del concepto (y la falta de un consenso sistemático sobre el 
mismo), esta dificultad se acentúa en contextos de relativa falta de 
información estadística, como ocurre en numerosas provincias ar-
gentinas y, en general, a nivel nacional.

En su acepción tradicional, los principales elementos de la defini-
ción están dados por la confianza, que al operacionalizarse suele di-
vidirse en confianza interpersonal y confianza en las instituciones y 
la existencia de redes sociales (o vínculos interpersonales, en nuestra 
definición). Esta última dimensión suele operacionalizarse a través de 
indicadores como la pertenencia de las personas de la comunidad 
a grupos o instituciones (por ejemplo, consultando el número de 
grupos a los que se pertenece, o de instituciones en las que se parti-
cipa)57. Sin embargo, esto plantea un problema de diseño: normal-
mente, la única manera de recabar esta información era preguntándo-
selo a las personas58, lo cual implicaba realizar estudios cuantitativos 

57	 Una variable que funciona como proxy de la intensidad de las redes sociales 
es la cantidad de instituciones de la sociedad civil presentes en el territorio de 
referencia. Así, se cuantifican las ONG, las asociaciones deportivas, comerciales, 
profesionales, etc. que se han registrado formalmente ante el Estado, accediendo 
a esta información a través de los organismos estatales que regulan la vida de 
estas personas jurídicas. Es una buena variable de aproximación, aunque resulte 
ligeramente débil si se la considera por sí misma. Al incorporarla en un estudio, es 
recomendable complementarla con la medición de otros indicadores que reflejen 
relaciones personales, así como con otras variables propias del capital social.
58	  De a poco, en este último conjunto de indicadores, también comienzan a 
hacer pie las mediciones de métricas de plataformas digitales de redes sociales, 
ámbito privilegiado por el cual se canaliza un enorme volumen de interacción 
entre las personas. Pese a la necesidad de no dejarse engañar por el primer 
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de opinión pública de gran envergadura y, consecuentemente, asu-
mir grandes costos que dificultaban la realización del estudio.

En este sentido, el Índice de Desarrollo para la Gestión (IDG), cons-
truido por el trabajo conjunto del Instituto de Ciencias del Estado y 
Sociedad, el Instituto de Ciencias de la Administración de la Universidad 
Católica de Córdoba y la Fundación Konrad Adenauer (ICES-ICDA-
KAS), contempla el capital social como una de las ocho dimensiones del 
desarrollo. Y, en consecuencia, instrumenta una encuesta de percepción 
de nivel nacional, en laque se tienen en cuenta ambos indicadores. 

Así, en el relevamiento cuantitativo se explora la confianza inter-
personal, tanto en términos genéricos como con respecto a las rela-
ciones de vecindad, al inquirir a los encuestados:

�� ¿Ud. cree que se puede confiar en las personas o que se debe ser 
cuidadoso en el trato con los demás?  como modo de medir 
confianza interpersonal.

�� Ahora, específicamente, con respecto a sus vecinos, ¿cuánto di-
ría usted que confía en sus vecinos? ¿Confía totalmente, apenas 
confía, apenas desconfía o desconfía totalmente?  como apro-
ximación un poco más detallada a la confianza entre vecinos.

Además, de manera muy similar a otros estudios que trabajan en el 
mismo sentido, el Índice explora la confianza en las instituciones, 
tanto del ámbito estatal como no estatal: así, se les realiza a las per-
sonas encuestadas la siguiente pregunta:

�� Del 1 al 10, siendo 1 “nada” y 10 “mucha”, ¿cuál es el grado de 
confianza que le generan las siguientes instituciones?

pantallazo que dan los perfiles de redes -que pueden llevarnos a sobreestimar la 
cantidad e intensidad de vínculos interpersonales de una persona-, ¿cómo mejor 
medir sus grados de interacción con otras personas, que a través de sus actuaciones 
en Facebook o Instagram?
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Y se les brinda el siguiente listado de instituciones: gobierno nacional, el 
Congreso nacional, el Poder Judicial (sin distinción de niveles), gobier-
no provincial, Legislatura provincial, gobierno municipal. Además, se 
consulta por la confianza en las fuerzas de seguridad, en los empresarios, 
en los medios de comunicación, en los sindicatos y en las iglesias.

Otros componentes que integran nuestra definición del capital 
social han tenido más éxito en la manera de ser cuantificados. En 
este sentido, el IDG (ICES-ICDA-KAS) operacionaliza otros dos 
de los componentes contenidos dentro de nuestra concepción del 
capital social como pilar del desarrollo comunitario. Así, constru-
ye una batería de indicadores que permiten evaluar la situación 
relativa de cada provincia y región argentina con respecto a la 
equidad y la inclusión, por un lado; y a la seguridad, por otro.

Con respecto al primer concepto, el IDG utiliza dos indicadores de 
gran aceptación en el campo técnico y científico para medir desigual-
dad: el coeficiente de Gini y la brecha de ingreso. En términos más es-
pecíficos, el primero mide la desigualdad en la distribución del ingreso, 
y consiste en un valor que se encuentra entre 0 y 1, siendo que cuanto 
más equitativa sea la distribución del ingreso menor será el valor que 
adquiera (la fuente de la cual provienen los datos del IDG al respecto 
es la Dirección Nacional de Asuntos Provinciales del Ministerio de 
Hacienda de la Nación). En cuanto a la brecha de ingreso, conforma 
una relación entre el ingreso medio del último decil respecto del in-
greso medio del primer decil de la población, midiendo también la 
desigualdad en la distribución del ingreso (la fuente que utiliza el IDG 
en este punto es la misma que con respecto al indicador anterior).

Cabe destacar que en el Índice, el concepto de desigualdad se vincula 
por oposición con la equidad, tal cual ha sido desarrollada en páginas 
anteriores, sobre todo en relación con la posición económica de las 
personas en la estructura social. En otras palabras, cuando referimos 
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conceptualmente a la equidad y la inclusión a través de la reducción 
de la desigualdad socioeconómica, recurrimos a los indicadores que 
provee el IDG para analizar la situación relativa de cada provincia y 
región argentina al respecto.

Con respecto a la seguridad, el Índice de Desarrollo para la Gestión 
toma tres indicadores que resultan de gran valor para estudiar el ni-
vel de criminalidad de las unidades de medición:

�� Delitos en contra de las personas. Entendido como la proporción 
en la que se comenten delitos en contra de la integridad física y 
de la vida de las personas en la población estudiada.

�� Homicidios. Definido como la tasa de homicidios dolosos sobre 
el total de la población de referencia. La fuente de los datos es 
el Sistema Nacional de Estadística Criminal del Ministerio de 
Seguridad de la Nación.

�� Femicidios. Tasa de víctimas directas de femicidio sobre el total 
de la población de referencia. La fuente del Índice es la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. 

Además, el Índice parte del entendimiento de que la inseguridad es 
una problemática compuesta por elementos objetivos y subjetivos, 
que se asienta sobre la erosión del capital social de la comunidad. Y 
que, en consecuencia, afecta negativamente a la calidad de vida de 
las personas, fundamentalmente a través del miedo, constituyendo el 
súmmum de la desconfianza interpersonal. En consecuencia, en su 
relevamiento cuantitativo de percepción incluye una pregunta aso-
ciada a esta variable:

�� ¿Con qué frecuencia se preocupa usted por que pueda ser vícti-
ma de un delito violento?59

59	  Las opciones previstas son “todo el tiempo, o casi todo el tiempo”; 
“ocasionalmente, o algunas veces”; “pocas veces”; “nunca”.
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Por último, existen dos tipos de indicadores del IDG que resultan llama-
tivos por diversas circunstancias, y que merecen ser analizados aquí. El 
primer caso es el de los indicadores que están dentro de capital social en el 
IDG, pero que conceptualmente deberían estar en otro lado. Este es el caso 
de los siniestros viales, que en realidad deberían corresponderse con la 
dimensión del capital físico, y más específicamente en los componentes 
relativos a la infraestructura de conectividad vial, y a la prestación efecti-
va del servicio de transporte. Si bien el indicador utilizado es completa-
mente adecuado -la tasa de víctimas de siniestros viales sobre el total de la 
población de referencia- su participación en el capital social es uno de los 
elementos a revisar en futuras ediciones del IDG.

El segundo caso es el de aquellos indicadores que operacionalizan 
algún elemento del desarrollo comunitario, pero que no están den-
tro de la dimensión del capital social del IDG. Específicamente, 
nos referimos a las organizaciones de la sociedad civil, que reflejan la 
densidad del entramado institucional, y podría servir como proxy 
para evaluar la intensidad de las relaciones interpersonales en la 
comunidad (ver nota 45). Sin embargo, el IDG coloca la medición 
de la presencia de organizaciones de la sociedad civil dentro de su sex-
ta dimensión del desarrollo, es decir, calidad institucional. 

De manera similar a lo ocurrido en el caso de los siniestros viales, el 
indicador es muy bueno por sí mismo (número de organizaciones de 
la sociedad civil registradas cada 1.000 habitantes). Pero entendemos 
que su encuadre dentro de una dimensión de calidad institucional 
es incorrecto, y que debe pasar a formar parte del análisis del capital 
social de las comunidades.



CAPÍTULO 5 
La capacidad  

y la calidad institucional

1. Introducción

Entendida de manera amplia, la búsqueda de la eficacia y la eficien-
cia en el Estado implica la construcción de instituciones fuertes y de 
calidad, responsables de responder a las necesidades y demandas de 
los vecinos y actores sociales de manera ágil y efectiva. En sociedades 
diversas y volátiles, los gobiernos locales y provinciales requieren de 
una especial preparación para dar respuesta a problemas cada vez 
más complejos y dinámicos, y la forma de hacerlo es logrando ins-
tituciones fuertes, autónomas e independientes, con capacidad de 
respuesta y de adaptación a los contextos fluctuantes.

Diversos organismos multilaterales, tales como el Centro Latino-
americano de Administración para el Desarrollo (CLAD), la 
Comisión Económica para Latinoamérica y el Caribe (CEPAL) y el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), pusieron 
un foco analítico y realizaron un esfuerzo metodológico por enten-
der, medir y mejorar las capacidades institucionales de los Estados. 
Esta tendencia también se vio reflejada en los organismos multilate-
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rales de crédito, como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) 
y el Banco Mundial (BM), quienes comenzaron un desarrollo con-
ceptual y metodológico para la medición de las capacidades institu-
cionales, entendidas las mismas como un factor clave y determinante 
del éxito de los proyectos encarados por los gobiernos en todos los 
niveles.

Al mismo tiempo, como señala el CIPECC, la forma en la que el 
poder es ejercido a través de las instituciones políticas, económicas y 
sociales de un país es relevante. El consenso general parece ser que “la 
calidad de gobierno importa”60. No sólo porque condiciona sus posi-
bilidades de desarrollarse sustentable y equitativamente, sino porque 
tiene un impacto directo sobre la legitimidad democrática, contexto 
que consideramos el más favorable para un desarrollo integral (y no 
sólo económico). 

En función de esta premisa, la calidad institucional de localidades, 
provincias y países está permanentemente bajo la lupa. Los Estados 
son diagnosticados, evaluados, clasificados, comparados y hasta 
rankeados por parte de las múltiples iniciativas que en el mundo se 
encuentran dedicadas a la medición de la “calidad institucional”, cu-
yos elementos constituyen pilares fundamentales para el desarrollo 
integral.

2. Entonces, ¿qué son la capacidad  
y la calidad institucional?

Partimos de la definición elaborada por Oszlak (2014:1): en el con-
texto de la administración pública, “tener capacidad institucional sig-

60	 https://www.cippec.org/publicacion/hacia-una-economia-politica-de-los-
indicadores-de-calidad-institucional/.

https://www.cippec.org/publicacion/hacia-una-economia-politica-de-los-indicadores-de-calidad-institucional/
https://www.cippec.org/publicacion/hacia-una-economia-politica-de-los-indicadores-de-calidad-institucional/
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nifica poseer la condición potencial o demostrada de lograr un objetivo o 
resultado a partir de la aplicación de determinados recursos y, habitual-
mente, del exitoso manejo y superación de restricciones, condicionamien-
tos o conflictos originados en el contexto operativo de una institución”. 
En otras palabras, las capacidades institucionales serán lo que medie 
entre la percepción de un problema social por parte de las adminis-
traciones y la gestión e implementación efectiva de sus soluciones.

Como puede verse, el concepto de capacidad es de naturaleza des-
criptiva. O bien se tienen las capacidades necesarias para lograr los 
objetivos que se plantee el Estado (conducido por un gobierno, 
con determinada visión política de desarrollo); o bien, no se los 
tiene. En este sentido, se conecta con la definición de receptividad 
o de eficacia de los gobiernos (Aguilar Villanueva, 2010; Martínez, 
2004; Graglia, 2017):

La receptividad implica que los gobiernos respondan eficazmente a las necesi-
dades y demandas de la sociedad mediante políticas públicas… puede definirse 
como la correspondencia entre las señales emitidas por los actores privados y 
sociales, por una parte, y las políticas decididas y accionadas por los gobiernos, 
por otra (Graglia, 2017:129).

Entonces, a partir de la definición de Oszlak, pero de acuerdo con el 
entendimiento del Estado como responsable de las políticas públicas, 
podemos entender la capacidad institucional como la condición poten-
cial o demostrada del organismo estatal para la resolución de un problema 
o la satisfacción de una necesidad social mediante el correcto diseño y eje-
cución de políticas públicas, con una correcta utilización de sus recursos y a 
través de la superación de los condicionamientos o conflictos existentes. Es 
decir, que la capacidad institucional estará dada por la posibilidad del 
Estado para implementar soluciones efectivas frente a los problemas 
sociales, y en ese sentido, contempla la forma en la cual se captan las 
problemáticas sociales, se las transforma en propuestas y medidas de 
intervención y finalmente se las ejecuta en el territorio.
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El componente de la capacidad institucional descansa en la capaci-
dad efectiva que posee un Estado a la hora de gobernar una sociedad 
civil fuerte y comprometida, con capacidad de organización y de 
coordinación de intereses y abierta al diálogo. Caracterizada enton-
ces por su participación en los espacios públicos y en la definición 
de los problemas sociales, la sociedad civil demanda un Estado com-
petente que pueda coordinar los intereses y esfuerzos de la misma 
implementando respuestas oportunas y eficaces a las problemáticas 
emergentes. La capacidad institucional se explica por el abordaje de 
dos componentes primarios: las fortalezas y oportunidades de la ges-
tión para dar respuesta efectiva a los conflictos existentes y la gober-
nanza, como capacidad de un Estado para gobernar una sociedad en 
donde toman mayor protagonismo los actores no gubernamentales 
a la hora de incidir sobre las políticas públicas. Ambos componentes 
estructuran y sintetizan las prioridades de la capacidad institucional.

La calidad institucional, por su parte, no constituye un concepto 
tan sencillo de definir. En muchos análisis se presenta como super-
puesto, confundido, o directamente absorbido por la capacidad ins-
titucional, sin tomar en consideración que ambos conceptos alu-
den a dimensiones del Estado que resultan de diferente naturaleza. 
Al hablar de calidad institucional nos referimos a las características 
que definen un buen Estado en el marco de un proceso de legitimación 
democrática.

Es decir, al hablar de calidad consideramos a las instituciones estata-
les no tanto en función de si pueden o no cumplir sus objetivos, sino 
en la forma en la que toman decisiones y ejecutan acciones para cumplir 
esos objetivos. A partir de una serie de requerimientos normativos, 
éticos y políticos vinculados a nuestro entendimiento de lo que hace 
a un “buen gobierno” analizamos la adecuación de los Estados a ele-
mentos tales como la representatividad y la rendición de cuentas. En 
otras palabras, no sólo queremos desarrollo, sino que queremos de-
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sarrollo en democracia. Y esto implica no sólo trabajar para construir 
autopistas, generar empleo, fomentar la educación y fortalecer el te-
jido social. También significa hacerlo en un Estado representativo y 
responsable. 

3. Componentes de la capacidad y la calidad

La capacidad institucional se explica por el abordaje de dos com-
ponentes primarios: las fortalezas y oportunidades de la gestión 
para dar respuesta efectiva a los conflictos existentes y la gobernan-
za, como capacidad de un Estado para gobernar a una sociedad en 
donde toman mayor protagonismo los actores no gubernamenta-
les a la hora de incidir sobre las políticas públicas. Ambos com-
ponentes estructuran y sintetizan las prioridades de la capacidad 
institucional.

La calidad institucional, por su parte, se asienta fundamentalmen-
te sobre la representatividad y la rendición de cuentas como ele-
mentos normativos indispensables en nuestros gobiernos democrá-
ticos representativos. Es decir, a través del análisis de los poderes 
de los representantes y el contenido de la representación, por un 
lado (Graglia, 2017:115), y de la posibilidad de los representados de 
participar en las decisiones y controlar las acciones de los represen-
tantes mediante mecanismos idóneos (Graglia, 2017:121). En este 
sentido, el principal componente a analizar en este capítulo será el 
de transparencia.

3.1. Eje Fortalezas y Oportunidades de la Gestión

Una estrategia de desarrollo integral a mediano y largo plazo no pue-
de limitarse solamente a las prioridades de la sociedad, sino que debe 
abordar la preparación y competencia del Estado para contribuir a 
ese desarrollo, diseñando e implementando políticas públicas que el 
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mismo implementa. Para ello, resulta oportuno analizar el Estado 
como un complejo organizacional. 

El abordaje del estado de situación de una organización debe conte-
ner la identificación de atributos positivos internos (fortalezas) y la 
detección de oportunidades (situaciones coyunturales positivas) que 
pueden ser provechosas en vistas a la potenciación del desempeño de 
las organizaciones en general y del sector público en particular. Las 
fortalezas son aquellos aspectos positivos propios de la organización 
que pueden surgir en un diagnóstico. Aquellas actividades y políti-
cas que los actores sociales y referentes políticos identificaron con una 
ejecución conveniente, los aspectos en los cuales el municipio o el 
gobierno provincial están dando respuestas oportunas y correctas. 

Por otro lado, las oportunidades son aquellos aspectos positivos que 
influyen en el desempeño de la institución, pero que no provienen 
de la organización sino del entorno. Se relacionan normalmente con 
entornos propicios para ciertas acciones, como regulaciones bene-
ficiosas, buen diálogo con otras jurisdicciones, etc. Son elementos 
que solo pueden ser aprovechados utilizando las fortalezas de la or-
ganización. Son circunstancias beneficiosas que requieren una visión 
dirigencial aguda que detecte las oportunidades del entorno y que, 
consecuentemente, active los mecanismos necesarios para asegurar 
sus frutos.

3.1.1. Modernización e innovación administrativa

Por definición la modernización alude a una transformación del sec-
tor público, a una nueva forma de organización de los recursos tec-
nológicos orientados a los fines de la satisfacción de problemas so-
ciales. En ese sentido, la modernización e innovación descansa sobre 
principios como la eficiencia, la eficacia, la orientación hacia resulta-
dos y la transparencia en la gestión.
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Para afrontar los desafíos que plantea una estrategia de desarrollo in-
tegral, los organismos públicos deben continuar modernizándose. Y 
en ese sentido, la modernización y la digitalización son dos caras de 
la misma moneda. La difusión de documentación de manera digital, 
al igual que la digitalización de la mesa de entradas, son ejemplos 
sencillos de avances en materia de modernización y eficientización 
de los procesos. Y como se mencionó anteriormente, es necesario 
continuar modernizándose, para brindar un servicio eficaz y de cali-
dad para los ciudadanos.

Por otro lado, la incorporación de herramientas de planificación par-
ticipativas aporta al mejoramiento de la capacidad de respuesta hacia 
la comunidad y, además, a la modernización del organismo estatal. 
Como afirma Vallespín López (S/D:55), la planificación: “[…] debe 
necesariamente incorporar el componente de la participación, como ele-
mento de legitimidad e involucramiento en la solución de los problemas 
más sentidos de sus habitantes y organizaciones, con el objetivo de dar 
respuesta a las crecientes demandas generadas por la comunidad”.

La ausencia de participación ciudadana en el diagnóstico de prio-
ridades para el desarrollo debilita la comprensión del proyecto 
político en gobierno acerca las necesidades y problemas de la co-
munidad. La falta de planificación se traduce en improvisación y 
descoordinación al momento de operar políticas públicas. Y, ade-
más, dificulta sobremanera su comunicación, y la consecuente edi-
ficación de consensos contingentes acerca de los actores y las ac-
ciones que protagonizan el proceso de desarrollo. La participación 
de la comunidad en los procesos de diagnóstico y la aplicación de 
técnicas sofisticadas de planificación para diseñar respuestas a los 
problemas identificados participativamente favorecen sobremane-
ra la capacidad del gobierno para satisfacer necesidades y cons-
truir consensos. Una municipalidad o una provincia que dialoga y 
consulta a sus ciudadanos es una institución moderna y preparada 
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para dar respuestas a los desafíos que presentan comunidades más 
complejas y volátiles.

Asimismo, la incorporación de nuevas tecnologías, que faciliten y 
agilicen los procesos administrativos que se desarrollan en el Estado, 
repercute sobre el desempeño y motivación del personal. Tanto por 
parte de los ciudadanos que deben realizar un trámite en el muni-
cipio, por ejemplo, como por parte de los empleados que se sienten 
satisfechos con su capacidad de respuesta ante las demandas. Se debe 
robustecer el recurso humano municipal “fortaleciendo la organiza-
ción administrativa del municipio, determinando procedimientos, res-
ponsabilidades y funciones municipales” (Vallespín López, S/D:55).

3.1.2. Eficientización de procesos

Para el desarrollo de la capacidad institucional, emerge como prio-
ridad la necesidad de continuar eficientizando los procesos que lleva 
adelante la administración pública. En este punto, la identificación 
de los procesos fácticos de optimización, al igual que los modos me-
diante los cuales es posible llevar adelante esta tarea, son claves.

Los beneficios de la optimización de procesos se traslucen en una 
mayor agilidad y sencillez en la interacción de los ciudadanos con las 
instituciones de la administración, en un incremento en la calidad 
de los servicios que ofrecen las instituciones y en una reducción de 
los tiempos de ejecución de los procesos a fin de proporcionar a los 
ciudadanos los bienes y servicios con mayor rapidez y oportunidad. 
La contribución de la eficientización de los procesos a la satisfac-
ción ciudadana resulta evidente. Un mejor funcionamiento estatal 
demanda optimizar los procesos internos para brindar mejores res-
puestas al entorno social.

Para la optimización de los procesos, se debe trabajar dos líneas: 
por un lado, la reducción del número de actividades del proceso y, 
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por otro, la reducción del tiempo de ejecución del proceso. Es decir 
que el trabajo se desarrolla principalmente sobre la cantidad de 
actividades que conforman un proceso administrativo, al igual que 
el tiempo que las mismas traen aparejado. En referencia a las acti-
vidades, la recomendación es reducir o eliminar las actividades que 
no agregan un valor añadido al producto que se entrega al usuario, 
o cuando estas actividades no sean esenciales para la entrega del 
producto. En relación con los tiempos, la prioridad radica en desa-
rrollar los procesos de forma paralela en los casos en que sea posible 
evitar las actividades secuenciales. Asimismo, los momentos bajo 
los cuales alguna actividad se encuentra detenida en su totalidad 
deben ser eliminados. 

Además, la incorporación de herramientas técnicas que hacen al 
control de gestión y la evaluación de resultados de las políticas im-
plementadas hacen una enorme contribución a la tecnificación. Por 
su parte, el control de gestión consiste en el monitoreo y el segui-
miento de las actividades ejecutadas y análisis crítico en compara-
ción con lo planificado. De ahí que se controle el cumplimiento de 
las actividades. Mientras que la evaluación de resultados se realiza 
tras la finalización de una política pública, buscando indagar sobre 
la satisfacción social y la aceptación ciudadana que la misma logró. 
Estos dos elementos constituyen modernizaciones e innovaciones en 
el interior de la organización municipal, pero con el objetivo de me-
jorar la resolución de problemas y la satisfacción de necesidades de 
la comunidad, local o regional sobre la que se trabaja. Sin embargo, 
la existencia de planes de gobierno y la generación periódica de in-
formación sobre el cumplimiento de metas constituyen también la 
base material de la rendición de cuentas ordenada frente a la ciuda-
danía. En términos de transparencia, ¿qué mejor que explicitar las 
finalidades y objetivos del gobierno, contenidos en sus planes de 
gestión? ¿Qué mejor que proveer a la ciudadanía de información 
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periódica y constante sobre las acciones implementadas y su contri-
bución al cumplimiento de las metas propuestas?

3.2. Eje Gobernanza

Por definición, la gobernanza alude al proceso de gobernar con actores 
no gubernamentales, que son mucho más influyentes en la capacidad 
de decisión de los gobernantes. Contempla entonces la participación 
e influencia incremental de un gran número de actores que participan 
en la toma de decisiones y en la elaboración de la agenda de quienes 
ocupan el gobierno. La gobernanza es, entonces, una nueva forma de 
gobierno en la cual la asociación y capacidad del gobierno como agen-
te coordinador resulta fundamental (Aguilar Villanueva, 2015).

Para el desarrollo integral, la gobernanza refiere al abordaje de las 
capacidades institucionales para presentarse como promotor de las ar-
ticulaciones de las organizaciones de la sociedad civil. Además, este 
componente atiende al poder de coordinación entre el agente gu-
bernamental local y los diferentes niveles de gobierno, privilegiando 
entonces las aptitudes para la negociación y obtención de resultados. 
En otras palabras, “para los gobiernos, las redes permiten que los proce-
sos de coordinación y cooperación puedan llevarse a cabo con base en dos 
aspectos medulares: las relaciones intergubernamentales y las relaciones 
interorganizacionales” (Uvalle Berrones, 2009:43).

3.2.1. Articulación institucional e interinstitucional

La articulación institucional es el conjunto de relaciones entre di-
ferentes organizaciones, representantes de los distintos sectores so-
ciales de la sociedad, que se mantienen a fin de conseguir un objetivo 
común. La articulación se produce cuando dos o más organizaciones 
públicas, privadas o de la sociedad civil acuerdan y coordinan polí-
ticas que se traducen en acciones concretas, cada una desde su lugar 
y sus conocimientos, en relaciones de horizontalidad y cooperación.
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Por otro lado, la articulación interinstitucional se presenta cuando 
se plantea la coordinación entre el municipio y otras organizaciones 
públicas, ya sea con otros niveles del Estado (provincial o nacional) 
o con otros gobiernos locales. Este lineamiento, entonces, concentra 
las iniciativas del municipio orientadas a generar y sostener ambien-
tes político-institucionales que favorezcan la coordinación, coopera-
ción y evaluación de los actores sociales en pos del desarrollo integral 
de la ciudad.

El hacer de los gobiernos se relaciona con la visión de las redes, porque más 
allá de sus tareas de dirección, coordinación y control tienen que desarrollar 
relaciones de cooperación (Uvalle Berrones, 2009: 48).

En vistas al desarrollo integral, resulta crucial trabajar sobre la arti-
culación. La creación y promoción por parte del Estado a las institu-
ciones por un lado, y a la red interinstitucional por otro, representa 
el apoyo, reconocimiento y legitimación por parte del gobierno de 
los espacios de participación ciudadana. Un gobierno de gobernan-
za es, entonces, un gobierno abierto y articulado, que trabaja en la 
construcción de consensos democráticos a través de la creación y 
fortalecimiento de redes.

El gobierno de redes, en este sentido, es un gobierno por consenso por los actores 
no reclaman la verdad única, sino la búsqueda de soluciones de manera crítica 
y flexible. El gobierno de redes postula la adopción de soluciones sobre la base de 
escuchar y reconocer al otro, dado que ocupa un lugar importante en la gestión 
de los asuntos comunes (Uvalle Berrones, 2009:48).

El aumento de la efectividad en la resolución de conflictos, la exis-
tencia de una mayor coordinación y concertación sectorial, el in-
cremento de la participación de los actores en la vida pública, el 
desarrollo de las capacidades individuales y colectivas para la movili-
zación en el ámbito público y una comunicación más fiable y fluida 
entre las partes son solo algunos de los beneficios que traería apareja-
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dos una optimización de la capacidad institucional del Estado local 
o regional a la hora de la articulación interinstitucional.

3.2.2. Coordinación intergubernamental

El diseño político institucional que rige y ordena las relaciones so-
ciales de nuestro país encuentra su fundamento en tres niveles dife-
renciados de gobierno, cada cual con sus respectivas competencias y 
recursos financieros para llevar adelante sus funciones. A mayor can-
tidad de niveles de gobierno, mayor es el requerimiento de coordi-
nación intergubernamental y más intensas pueden ser las relaciones 
que allí se entretejen. Esto desencadena una poderosa red de inter-
dependencia gubernamental, que alude a la existencia de vínculos de 
necesidad y dependencia entre el municipio y la provincia, el mu-
nicipio y la nación, o la nación y la provincia. Como afirma Uvalle 
Berrones, “de este modo, las redes institucionales son parte medular de 
los sistemas políticos que consiguen armonizar exitosamente el federalis-
mo y la descentralización política” (2009:49).

En una estrategia de desarrollo local o regional encarada por un 
Estado municipal o provincial, aflora como prioridad el sostenimien-
to y profundización de los vínculos de cooperación entre municipio, 
provincia y nación. Las gestiones políticas institucionales remiten a 
la posibilidad de brindar programas provinciales o nacionales en el 
territorio municipal, pero también hacen referencia a la obtención 
de recursos financieros destinados comúnmente a la realización de 
grandes obras, como la extensión de la red cloacal o el manteni-
miento de las vías de circulación. Estos elementos son difíciles de 
brindar desde un gobierno local, ya que implica una gran demanda 
en materia de recursos financieros, los cuales no están al alcance del 
ente municipal. La magnitud e importancia de estas obras y servicios 
aumenta considerablemente la relevancia del mantenimiento de las 
relaciones intergubernamentales y del despliegue de las aptitudes y 
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capacidades de los dirigentes políticos a la hora de la negociación. Al 
mismo tiempo, la necesidad de “bajar” los programas nacionales o 
provinciales a territorio, muchas veces encuentra un aliado estratégi-
co de gran valor en los gobiernos locales, sus funcionarios y agentes 
que, conocedores de la realidad local, optimizan la ejecución de la 
política, eficientizando el uso de los recursos y potenciando la efica-
cia en el cumplimiento de los objetivos.

En otras palabras, en una verdadera estrategia de desarrollo, se tor-
na indispensable contemplar cada instancia estatal de manera rela-
cional, entendiendo que las posibilidades de un gobierno se poten-
cian incrementalmente a medida que se vincula con otros niveles. 
Asimismo, se habla de un gobierno relacional que, además de asumir 
la coordinación intergubernamental, opera como articulador hacia 
dentro de las instituciones que gobierna. Y en ese sentido, tiene un 
rol indiscutible como promotor y generador de redes hacia dentro y 
hacia fuera de los límites territoriales municipales. 

3.3. Eje Transparencia61

En el marco de la calidad institucional (y más específicamente vin-
culado a la cuestión de la rendición de cuentas), la transparencia su-
pone dos aspectos relacionados, que constituyen problemas que la 
obstaculizan. Por un lado, refiere a la corrupción. Y por otro, a su 
relación con la falta de acceso a la información de la ciudadanía, a 
causa de la imposibilidad presentada en la institucionalidad del sec-
tor público. Ahora bien, el punto en común que relaciona los dos 
aspectos mencionados anteriormente con el componente de trans-

61	  Las formulaciones contenidas en este apartado han servido para la 
estructuración del marco teórico del Índice de Desarrollo para la Gestión (ICES-
ICDA-KAS), en lo referido a su dimensión “transparencia”. Para una discusión 
conceptual sobre los indicadores que lo componen, ver apartado 5 dentro de este 
mismo capítulo.
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parencia es la necesidad de dotar al cuerpo social de mecanismos 
institucionales que permitan el control de los ciudadanos sobre los 
actos de gobierno de manera efectiva o, en su defecto, su defensa 
frente a actos de gobierno que sean ejecutados con arbitrariedad.

La transparencia, entonces, pretende que la función pública sea vi-
sible, es decir, supone la apertura de los asuntos públicos manejados 
por los Estados al control de la ciudadanía, amparándose en el dere-
cho a la información y en la obligación legal de rendir cuentas acerca 
de la forma, fondo y contenido de la administración de los recursos 
públicos. Si bien el componente de transparencia no se limita a la 
apertura de datos, esta dimensión es especialmente relevante cuando 
la negación de dicho acceso recae sobre información sensible para la 
ciudadanía, por ejemplo, la distribución y ejecución de las partidas 
presupuestarias del Estado respecto del gasto público.

Ahora bien, el complemento se sitúa en la necesidad de existencia 
de otro tipo de mecanismos que se centren en dar sustancia y posi-
bilidad real al control ciudadano. De esta forma, la transparencia, 
como componente, juega un papel fundamental en el robusteci-
miento democrático a través, por ejemplo de mecanismos de par-
ticipación e interpelación como las interpelaciones o las iniciativas 
populares.

Es decir, la ciudadanía debe saber lo que sucede en el interior de las 
instituciones públicas. Para ello, la idea de transparencia se traduce 
en la obligación del Estado de publicitar su actuación. Se refiere al 
hecho de hacer público un conjunto de acciones sobre las distintas 
entidades públicas, que permitan a las personas saber dónde buscar 
con mayor precisión la información que les sea de interés o afec-
te sus intereses cotidianos. Algunos de los casos más ejemplificado-
res en este caso están retratados por los entes autónomos que regu-
lan la actuación estatal en materia de servicios públicos generando 
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tanto instancias de discusión como información pública de suma 
importancia para la ciudadanía. 

El principio de transparencia se manifiesta en el derecho de acceso a 
la información, a la publicidad de los actos de gobierno, la libertad 
de expresión y el derecho de participación ciudadana como elemen-
to indiscutible del sistema democrático. En este momento juega un 
importante papel el reaseguro de la labor comunicativa, así como la 
posibilidad de dar un debate público saludable, abierto y democrá-
tico, lo cual es imposible sin garantizar la libertad de expresión, de 
reunión y de prensa.

En este sentido, implementar políticas de transparencia fortalece la 
habilidad de los ciudadanos para valorar gestiones y les brinda nue-
vos marcos evaluativos, pudiendo llegar a generar sanciones públicas 
desde lo electoral, o bajo la forma de cierta presión por parte de la 
opinión pública que derive en una merma en la construcción del 
consenso para aquellos funcionarios que acumulan poder a través de 
prácticas ilegales en beneficio propio. 

4. Camino al desarrollo sostenible

Considerando la ambigüedad general de ambos conceptos, así como 
la apuesta teórica realizada al unificarlos dentro de una única di-
mensión del desarrollo integral que refiera a las características del 
Estado responsable por el diseño y ejecución de la estrategia para 
ese desarrollo, no es de extrañar que resulte complejo encontrar la 
vinculación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Sin embar-
go, tal vinculación existe y es muy poderosa, fundamentalmente a 
través de los ODS N° 16, paz, justicia e instituciones sólidas, y N°17, 
alianzas para lograr los objetivos. Características de la capacidad y la 
calidad institucional se mezclan en ambos Objetivos, y se hacen más 
patentes en el análisis de sus metas respectivas.
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Al respecto, cabe recordar que la capacidad institucional da cuenta 
de las condiciones de las que dispone un Estado para alcanzar sus 
objetivos. En la Agenda de Desarrollo Sostenible, esta adquiere un 
lugar importante en cuanto es la base de la que se parte para imple-
mentar políticas efectivas. 

En el ODS Nº 16 se refiere a la necesidad de allanar el camino para 
la provisión de acceso a la justicia, y la consolidación de institucio-
nes responsables es fundamental para el fortalecimiento de las capa-
cidades estatales. En este sentido, la meta 16.7 busca “garantizar la 
adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y re-
presentativas que respondan a las necesidades”. De igual modo, a nivel 
internacional, se propone “ampliar y fortalecer la participación de los 
países en desarrollo en las instituciones de gobernanza mundial” (16.8). 

Asimismo, el décimo séptimo objetivo, que busca revitalizar la 
Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible, contempla la “crea-
ción de capacidad” en una de sus metas, entendiendo por esto el 
aumento del “apoyo internacional para realizar actividades de creación 
de capacidad eficaces y específicas en los países en desarrollo a fin de res-
paldar los planes nacionales de implementación de todos los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, incluso mediante la cooperación Norte-Sur, Sur-
Sur y triangular” (17.9). En un sentido similar, se encuentra una re-
ferencia a las capacidades institucionales en la meta 8.10 del octavo 
objetivo, sobre trabajo decente y crecimiento económico. Esta meta 
refiere a la necesidad de “fortalecer la capacidad de las instituciones 
financieras nacionales para fomentar y ampliar el acceso a los servicios 
bancarios, financieros y de seguros para todos”.

En cuanto a la calidad institucional, los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible refieren a la necesidad de contar con instituciones eficien-
tes y transparentes, con presupuestos gubernamentales integrales y 
realistas para poder hacer frente a todos los desafíos que implica la 
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búsqueda del desarrollo sostenible. De allí que en la meta 16.5 se 
busque “reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas 
sus formas”, mientras que en la meta 16.6 se apunte a la creación 
en todos los niveles de instituciones que rindan cuentas. En la meta 
16.10, por su parte, se refiere a la necesidad de “garantizar el acceso 
público a la información y proteger las libertades fundamentales, de con-
formidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales”. 

Párrafo aparte merece la consideración de que el espíritu del Objetivo 
N°17, en su totalidad, se asienta sobre la idea de la articulación sec-
torial y la coordinación intergubernamental. Por supuesto, tanto en 
su formulación general como en sus metas, este espíritu se materia-
liza en nociones de cooperación internacional: “revitalizar la Alianza 
Mundial para el Desarrollo Sostenible”. Sin embargo, pese a que en 
sus formulaciones refiera a alianzas internacionales para el desarro-
llo, nuestro análisis nos lleva a entender que los mismos principios 
pueden ser aplicados a nivel de una ciudad o una provincia, en la 
búsqueda de alianzas locales y regionales para el desarrollo.

5. ¿Cómo medimos la capacidad  
y la calidad institucional?

La medición de la capacidad y la calidad institucional también pre-
senta numerosas dificultades, pese a que constituyen una de las di-
mensiones cuya cuantificación ha recibido mayor atención por parte 
de la comunidad técnica y académica en los últimos años. Excede 
con mucho las posibilidades de tiempo y espacio de esta publicación 
hacer un análisis detallado de la trayectoria de medición de ambos 
conceptos, por lo que sólo se propondrán algunos indicadores al 
respecto.

Estos indicadores forman parte del Índice de Desarrollo para la 
Gestión (IDG), construido por el trabajo conjunto del Instituto 
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de Ciencias del Estado y Sociedad, el Instituto de Ciencias de 
la Administración de la Universidad Católica de Córdoba y la 
Fundación Konrad Adenauer (ICES-ICDA-KAS). Sin embargo, an-
tes de consignar los indicadores, es preciso hacer una pequeña dis-
quisición teórica.

En primer lugar, el IDG considera a la calidad institucional como 
una de sus ocho dimensiones de desarrollo. No así a la capacidad 
institucional, que no existe en estos términos en la formulación. Por 
otro lado, incorpora a la dinámica fiscal y la transparencia como di-
mensiones del desarrollo, elementos presentes en nuestras definicio-
nes de capacidad y calidad institucional respectivamente.

Cuando hablamos de medir capacidad del Estado para realizar su 
tarea (diseñar y ejecutar políticas públicas para el desarrollo), la difi-
cultad consiste en hacerlo sin medir los resultados (productivos, de 
empleo, educativos, etc.). Porque para hacerlo, habría que asignarles 
objetivos a las políticas desde el análisis, y eso es un problema. Es 
decir, el resultado educativo obtenido en las pruebas APRENDER 
no es un indicador de la capacidad del Estado nacional, aun cuando 
se la entienda como “capacidad para brindar educación de calidad”; 
porque, entre otras cosas, no podemos imputarle acríticamente al 
Estado (dirigido por un gobierno con un proyecto político deter-
minado) el objetivo de “enseñar”. El resultado de esas pruebas es un 
indicador del desarrollo educativo (humano), no de la capacidad del 
Estado para generar desarrollo educativo (humano). 

Entonces, ¿cómo medir capacidad institucional? Nuestra sugerencia 
consiste en analizar las condiciones que permitirían a cualquier 
Estado, dirigido por cualquier gobierno, hacer frente a cualquier set 
de objetivos con cierto éxito, sean estos cuales fueren. En este sen-
tido, que preguntarse: un Estado más endeudado, ¿es más o menos 
capaz de cumplir sus objetivos? Un Estado con menos inversión, ¿es 



La capacidad y la calidad institucional | 177  

más o menos capaz de desarrollar su propia agenta? Un Estado con 
mayor autonomía fiscal, ¿está más o menos capacitado para alcanzar 
sus metas?

En este sentido operan los indicadores contenidos en la dimensión 
dinámica fiscal del IDG, que, como señalamos más arriba, en reali-
dad se corresponde con características de la capacidad institucional. 
Así, con respecto al endeudamiento del sector público, el índice incor-
pora dos indicadores:

�� Stock de deuda provincial. Total de deuda de la jurisdicción, sin 
deuda flotante. Fuente: Ministerio de Hacienda de la Nación.

�� Porcentaje de deuda. Porcentaje de deuda en relación con los 
ingresos totales de la jurisdicción. Fuente: elaboración propia 
sobre la base de datos del Ministerio de Hacienda de la Nación.

Además, y en la misma variable de dinámica fiscal, el IDG, incorpo-
ra otros dos indicadores, el primero referido a la inversión pública por 
provincia y el otro, a la autonomía fiscal:

�� Inversión Directa: cantidad de los ingresos que se utilizan en 
inversión real directa por parte de la jurisdicción. Fuente: 
Ministerio de Hacienda de la Nación.

�� Autonomía Fiscal: relación entre recaudación propia e ingre-
sos corrientes, discriminando el porcentaje de ingresos propios 
(no previsionales) sobre el total de ingresos corrientes. Fuente: 
Ministerio de Hacienda de la Nación.

Por su parte, el concepto de calidad institucional es mucho más nor-
mativo, en tanto refiere a elementos que, desde nuestra perspectiva 
-que se alinea con los consensos mayoritarios al respecto-, no hacen 
tanto a un Estado capaz, sino a un buen Estado. Aquí coincidimos 
con el Índice en su sexto componente, denominado justamente cali-
dad institucional. Y compuesto por los siguientes indicadores:
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�� Gobierno Abierto: disponibilidad de datos abiertos guberna-
mentales. Existencia en los portales jurisdiccionales oficiales de 
datos abiertos, licitaciones de obras públicas, plataforma de trá-
mites para ciudadanos y demás herramientas de socialización 
de la información de gobierno. Su fuente son los portales juris-
diccionales oficiales.

�� Planificación de Gobierno: existencia de planificación guber-
namental. Presencia en canales y portales oficiales de publici-
dad de plan de metas, planes de gobierno en curso o por ini-
ciar, planificación estratégica y/o planificación participativa. 
Nuevamente, su fuente está en los portales jurisdiccionales 
oficiales.

Además, dentro de su componente transparencia, el IDG coloca 
tres tipos de accountability: legal y política (operacionalizados a 
través de las características del Defensor del Pueblo, los mecanis-
mos de democracia semidirecta y los entes reguladores de servicios 
públicos); accountability social (vinculado a la libertad de prensa) 
y accountability económica. Fundamentalmente el último de estos, 
y con algunas reservas el segundo, constituyen elementos centrales 
de la transparencia como la entendemos, en el marco de la calidad 
institucional. En consecuencia, consignamos los indicadores que 
utiliza el IDG para aproximarse a esta realidad en los diferentes 
contextos provinciales:

�� Accountability social: libertad de prensa. Cantidad de casos por 
año calendario en el que los trabajadores de prensa sufren ata-
ques o censuras vinculadas a su labor periodística. Fuente: Foro 
de Periodismo Argentino. Fuente (FOPEA). 

�� Accountability económica: transparencia presupuestaria. Tomando 
como fuente los informes del Centro de Implementación de 
Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIPPEC), 
este indicador sintetiza la disponibilidad, frecuencia, grado de ac-
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tualización, fechas de aprobación o presentación y nivel de desa-
gregación de la siguiente información:

{{ Leyes presupuestarias de los últimos tres años y el proyecto 
de ley del presupuesto del año entrante;

{{ mensajes de elevación correspondientes al proyecto de pre-
supuesto del año entrante y el presupuesto del año vigente; 

{{ informes referidos a la ejecución del gasto; 
{{ estimaciones de gastos tributarios; 
{{ cuenta de inversión correspondiente al ejercicio del año 

fiscal anterior; 
{{ informes referidos al stock de deuda pública provincial y 

su perfil de vencimientos; 
{{ información sobre recaudación provincial detallada por 

impuesto; 
{{ información sobre las transferencias realizadas a 

municipios; 
{{ normativa relacionada con la administración financiera; 
{{ publicación de un presupuesto versión “ciudadano”. 

Como resulta evidente, sobre todo los elementos contenidos en el 
indicador de transparencia presupuestaria (¡hasta su nombre lo indi-
ca!), se asientan sobre la generación y provisión activa de informa-
ción de calidad para el ciudadano. Este concepto se encuentra en el 
centro de nuestra definición de transparencia como componente de 
la calidad institucional, y así se lo consigna.
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CAPÍTULO 6  
Diagnóstico de políticas públicas

En numerosos modelos teórico-metodológicos de planificación 
social, incluidos aquellos relativos a las políticas públicas, abun-
dan las referencias al diagnóstico como fase o momento específi-
co dentro de un proceso más amplio. Prácticamente en cualquier 
proyecto técnico de intervención social se resalta su importancia, 
y se destaca que las acciones encaradas o sugeridas tienen su base 
en la realización de un diagnóstico, sobre el cual se ofrecen memo-
rias y se presentan los resultados. Pero en definitiva, como señala 
Sánchez Gutiérrez, “la elaboración de un diagnóstico preciso sobre 
las características que envuelven un asunto no suelen estar pre-
sentes en los modelos explicativos de cómo elaborar una política 
específica” (1993:21).

Resulta notorio que, de todos los conceptos asociados a las políticas 
públicas, el de diagnóstico sea uno de los menos desarrollados desde 
un punto de vista teórico. Existe una amplia bibliografía sobre sus 
momentos o componentes, y numerosos análisis “que problemati-
zanlos problemas”, es decir, que se preguntan cómo un problema 
público llega a serlo. Pero hay pocos textos que lo definan específi-
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camente y se concentren en brindar técnicas y herramientas útiles 
para efectivizar un diagnóstico concreto. En este sentido, Idañez y 
Ander-Egg (1997:7) señalan:

Pocos aspectos de los métodos de […] intervención social presentan tanta con-
fusión como el referente a los problemas prácticos de elaboración de diagnósticos 
sociales [teniendo como consecuencia práctica] la falta de métodos y técnicas 
que, en el nivel procedimental, ayuden a los […] diferentes profesionales […]
en la tarea de realizar diagnósticos sociales.

En el mismo sentido, en el ámbito del discurso político y la gestión 
pública, son cada vez menos aquellos que dudan de la importancia del 
diagnóstico. Cualquier proyecto electoral o gubernamental se jacta del 
propio. Pero la mayoría de las veces constituyen unidades aisladas, des-
conectadas del programa político del gobierno, de la acción cotidiana 
de la gestión (ejecución de obras y prestación de servicios) e incluso de 
la comunicación gubernamental. ¿Por qué ni en la teoría ni la práctica 
política de las políticas públicas parece existir una definición sintética 
del diagnóstico? ¿Cómo conectar este concepto con su función en el 
ciclo de las políticas públicas? ¿Cómo podemos optimizar el uso de 
técnicas y herramientas de diagnóstico a partir de una mejor compren-
sión teórico-metodológica del concepto? Para responder estas pregun-
tas, debemos a partir de otra, muy anterior: ¿qué es el diagnóstico?

1. Entonces, ¿qué es el diagnóstico?

La palabra diagnóstico tiene origen en el término griego diagnostikós, 
que resulta de la unión de dos vocablos:

�� El prefijo diag  que significa “a través de”
�� La palabra gnosis  que refiere al “conocimiento”

De este modo, hablar de diagnóstico etimológicamente es referirse al 
análisis de una situación presente mediante el estudio de algunas de sus 
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características. Este concepto general tiene su origen en la medicina, 
que lo entiende como el conjunto de 

… procedimientos utilizados para averiguar el estado de salud de una per-
sona o el carácter de su enfermedad mediante el estudio de su sintomatolo-
gía, a fin de prescribir el tratamiento más adecuado (Idañez y Ander-Egg, 
1999:13).

Esta definición, y su aplicación práctica en el campo de la medicina, 
tiene una gran importancia a los fines de nuestro estudio, puesto 
que muchos de sus elementos se trasladan al diagnóstico social, con 
algunos matices. En primer lugar, indica que existe un conjunto de 
conocimientos y de experiencia (personal y profesional) del diag-
nosticador que le permiten observar la situación objetivo y extraer 
conclusiones sobre su condición. Como contraparte, también indica 
que este observador lo hace desde una posición dada, con preconcep-
tos y preferencias que sesgan su visión. Pero además, el diagnóstico 
clínico implica una relación dialógica con el paciente, una conver-
sación dialéctica. Una interacción que, más que un intercambio de 
información, es una verdadera construcción colectiva de la situación 
diagnosticada. 

Por último, el concepto clínico del diagnóstico tiene un tercer ele-
mento de gran importancia: se hace para prescribir el tratamiento más 
adecuado. Así, al bagaje de conocimientos del diagnosticador y la 
relación interactiva con “los diagnosticados” se le suma la finalidad 
teleológica del diagnóstico: este siempre está orientado a la resolu-
ción de un problema. Idañez y Ander-Egg (1999:24) apuntan que 
cualquier diagnóstico “debe ser una síntesis de la situación proble-
ma… [y servir] de referencia para la elaboración de un programa de 
acción”. Estos tres elementos también están presentes en el concepto 
general que brinda Bañon I. Martínez (2003:140), que define este 
proceso como el
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… análisis de la situación presente de diferentes variables… que se deciden 
estudiar con el objeto de localizar elementos disfuncionales que impulsan… a 
dar una respuesta conveniente a sus demandas y necesidades.

De este modo, se observa que esta definición opera sobre la concep-
ción de una realidad social hasta cierto punto objetiva, externa al ob-
servador, que presenta ciertas “disfuncionalidades” o “síntomas” que 
el diagnosticador debe “descubrir” a partir de ciertos conocimientos 
específicos, proponiendo “soluciones”, o “remedios” para cada pro-
blema. El concepto tiene una enorme fuerza explicativa, pero esta 
visión del diagnosticador como “médico social” presenta algunas de-
bilidades al extrapolarla sin más al ámbito social. 

1.1. El diagnóstico social

Al trasladarnos al campo social, encontramos que, a diferencia del 
ámbito clínico, el diagnosticador es siempre parte, en mayor o me-
nor medida, de la situación que está diagnosticando. Entonces, el 
diagnóstico se vuelve mucho más un momento de construcción que 
de descubrimiento de las necesidades y problemas que se intenta 
identificar. Los conocimientos que deben ponerse en juego perte-
necen a una realidad social de la que se forma parte, que atraviesa al 
diagnosticador y moldea su forma de ver las cosas. 

Pero además, debemos agregar que esta construcción social que en-
cara el investigador no ocurre en el vacío. Toma lugar en un entor-
no histórico-político determinado, cruzada por diferentes relaciones 
de poder en las que están insertos todos los actores que participan de 
la construcción del diagnóstico (“diagnosticadores” y “diagnosti-
cados”). Sin embargo, este aparente laberinto no debe detener ni 
amilanar al diagnosticador. Al contrario, debe realizarse un esfuerzo 
consciente por incorporar esta complejidad al diagnóstico, de ma-
nera tal que el mismo permita visualizar un conjunto de conexiones 
causales, intervenidas por construcciones discursivas y de sentido, 
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en las que intervienen diferentes sujetos sociales desde posiciones 
diferenciales de poder. 

De esta forma, entonces, a partir de la adaptación del concepto 
general del diagnóstico y de su definición clínica, podemos de-
finir el diagnóstico social como la elaboración, estructuración y 
sistematización de un cuerpo de conocimientos analítico/sintéticos, 
relativos a los problemas de una realidad social concreta y determi-
nada, sobre la que se quiere realizar determinadas acciones (Idañez 
y Ander Egg, 1999; Parsons, 2007; Graglia, 2017). En cierto 
modo, el principal esfuerzo del proceso consiste en realizar una 
serie de recortes sobre esta totalidad compleja, descomponiéndo-
la en partes manejables (una lógica analítica), tanto a los fines de 
entenderlas como también de actuar sobre ellas, en busca de un 
impacto final en la comprensión y la composición del todo social 
(una lógica sintética). 

1.2. El diagnóstico en el marco de las políticas públicas

Entonces, si estamos de acuerdo en que el diagnóstico es bási-
camente un proceso de elaboración y sistematización de infor-
mación, ¿cuál es la especificidad de este proceso en políticas pú-
blicas? Recordemos que, de acuerdo con el modelo relacional, 
entendemos las políticas públicas como planes y actividades que 
un Estado diseña y gestiona a los fines de satisfacer necesidades socia-
les (Graglia, 2007).

Como hemos señalado anteriormente, es mediante la progresiva sa-
tisfacción de necesidades sociales que se construyen las condicio-
nes en las que las personas de la comunidad tienen tanto la libertad 
de elegir autónomamente su proyecto de vida como la posibili-
dad de desarrollar las capacidades para transformar efectivamente 
ese proyecto en realidad; alcanzando así una plena realización como 
persona humana. De este modo, se genera un proceso permanente 
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de transformación positiva, asociada al mejoramiento de la calidad 
de vida de la comunidad, y de cada individuo que la compone; al 
fortalecimiento de los vínculos que hacen al tejido social; y a la sus-
tentación de una relación armónica con el ambiente. Desde nuestro 
marco teórico, entendemos que ese proceso se denomina desarrollo 
integral.

La finalidad última de las políticas públicas es, entonces, el desa-
rrollo de la comunidad. Y el diagnóstico constituye una fase de ex-
trema importancia en su ciclo. Así, si el desarrollo pasa por el me-
joramiento general de la calidad de vida de la población a través de 
la satisfacción progresiva de las necesidades sociales, la importancia 
del diagnóstico radica en que es el momento en el que se identifican 
cuáles son esas necesidades. 

Por supuesto, los límites entre las etapas del ciclo de las políti-
cas públicas tienden a desdibujarse, superponerse y entremez-
clarse, y el diagnóstico no es la excepción. Lindblom (1993:11) 
señala, en ese sentido, que “los pasos deliberados, ordenados… 
no constituyen un retrato preciso del funcionamiento del pro-
ceso real de las políticas públicas… [un] proceso complejamen-
te interactivo, que carece de principio y fin”. El diagnóstico se 
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configura entonces como una fase siempre abierta, que se sigue 
completando a lo largo de todo el proceso, a medida que au-
menta y se complejiza nuestro bagaje de conocimientos sobre 
la realidad social sobre la que se quiere actuar. Por lo tanto, y 
como bien señala Parsons (2007), el modelo por etapas permite 
el análisis de las complejidades del mundo real, siempre que al 
utilizarlo se recuerde que cuenta con todas las limitaciones de 
un mapa o una metáfora. 

Sin embargo, desde un punto de vista lógico, conforme al mo-
delo relacional (Graglia, 2017), el diagnóstico forma parte del 
momento de diseño, que sucede al análisis de las políticas exis-
tentes. En ese sentido, consideramos que antes de diseñar o redi-
señar una nueva política, se debe describir, interpretar y criticar 
las políticas existentes. Ese análisis lo denominamos “estudios de 
determinación”. A su vez, el diseño anticipa y configura la ges-
tión de políticas públicas, es decir, la implementación y con-
trol de las actividades, ejecución de las obras y prestación de los 
servicios.

Dentro de la etapa de diseño, el modelo relacional ubica el diagnós-
tico y la decisión de planes, programas y proyectos. E incluye den-
tro de esta última la generación de la agenda gubernamental como 
primer momento y el planeamiento como el segundo. Sin detener-
nos profundamente en ese punto -por el momento-, diremos que 
la planificación consiste en un momento separado de la decisión, y 
que así debe ser entendido. En la decisión se define efectivamente la 
agenda gubernamental; y recién sobre esta base se realiza la planifi-
cación, es decir, la formulación de planes, programas y proyectos, y 
las actividades a gestionar. Esta diferencia con el modelo relacional 
es importante, pero no será analizada con más detenimiento en esta 
oportunidad.
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Retomando, entonces, ¿qué es el diagnóstico en el marco de las polí-
ticas públicas? Constituye la fase del ciclo de las políticas públicas con-
sistente en la elaboración, estructuración y sistematización de un cuerpo 
de conocimientos analítico/sintéticos, relativos a la identificación y ca-
racterización de las necesidades insatisfechas y los problemas irresueltos 
de un contexto social determinado, generado a los fines de orientar la 
tarea de los tomadores de decisiones y facilitar la implementación de 
acciones para la resolución de esos problemas y la satisfacción de esas ne-
cesidades, con el fin último del desarrollo de la comunidad. Habiendo 
elaborado este concepto, podemos avanzar en preguntarnos: ¿qué se 
diagnostica en esta etapa de las políticas públicas?

2. Diagnóstico de prioridades

Como hemos señalado anteriormente, desde nuestro marco referen-
cial el diagnóstico es una fase dentro de la etapa de diseño de las polí-
ticas públicas, orientado en última instancia al desarrollo integral de 
la comunidad. Como ese desarrollo implica el mejoramiento general 
de la calidad de vida a través de la satisfacción progresiva de necesi-
dades sociales, el diagnóstico cumplirá su rol en el proceso si logra 
identificar las necesidades insatisfechas y problemas irresueltos 
que obstaculicen el acceso de la comunidad a ese nivel de vida desea-
do como bien común. 

Decisión
-AGENDA-

PlanificaciónDiagnóstico

ANÁLISIS GESTIÓN

EVALUACIÓN
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2.1. Necesidades

El primer paso del diagnóstico consiste en identificar necesida-
des, entendiendo estas como carencias de uno o más sectores so-
ciales (por ejemplo, “los niños”), corporativos (por ejemplo, “los do-
centes”) o territoriales (una localidad, un sector de la ciudad, un 
barrio), o de la comunidad en general, que se precisan para alcanzar 
una calidad de vida deseada como bien común. Por supuesto, el 
conjunto de necesidades que conforma este nivel de vida deseado 
como bien común se ha construido históricamente, y su inte-
gración depende del entorno cultural, político y económico de 
cada sociedad. Puede existir una privación material idéntica en 
dos comunidades, que sólo una de ellas considere como una ne-
cesidad (insatisfecha). Puede que una carencia sea definida como 
una necesidad por ambas comunidades, pero que se encuentre 
satisfecha en una e insatisfecha en la otra. Incluso, puede existir 
un faltante que constituya una necesidad insatisfecha en un mo-
mento dado, aunque no lo haya sido en el pasado dentro de una 
misma sociedad. 

Incluso en el caso de necesidades que pueden ser percibidas como “uni-
versales”, tal como la subsistencia, varía enormemente la concepción de 
“subsistencia” que tiene la comunidad, y aún más las formas que esa so-
ciedad acepta como válidas para alcanzarla (Idañez y Ander-Egg, 1997).  
¿Cuáles pueden ser las necesidades para satisfacer? A la hora de diag-
nosticar, es posible contar con un listado orientativo, construido de 
manera inductiva, a partir del cual orientar el diálogo con los actores 
sociales. La pregunta entonces es ¿qué necesito para ser una comuni-
dad desarrollada? Y en este sentido, es necesario rescatar los concep-
tos vertidos en la primera mitad de esta publicación. El desarrollo 
se alcanza a través del despliegue del capital físico, de la dinamiza-
ción de la actividad económica, del desarrollo del capital humano 
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y del capital social, y del fortalecimiento de la capacidad y calidad 
institucional62. 

Entonces, a modo de ejercicio práctico, el diagnosticador debe plan-
tearse: ¿qué necesitamos para desarrollar esta comunidad? Vivienda, 
conectividad, empleo, salud, educación, seguridad son algunas de 
las respuestas que más rápidamente vienen a la mente. Pero también 
son necesarios espacios públicos, el acceso a un ambiente sano, el 
fortalecimiento del tejido social, la convivencia ciudadana y muchos 
más. Cada uno de estos elementos constituye necesidades. Descubrir 
la forma específica que toman dentro de cada sociedad, y las maneras 
que los actores sociales aceptan como válidas para satisfacerlas, repre-
senta el primer desafío al momento de diagnosticar. En este sentido, 
el modelo relacional sugiere que las necesidades sean tratadas especí-
fica y no genéricamente.

62	  A los que nosotros agregamos la capacidad institucional del Estado y el 
gobierno de emprender políticas públicas que resuelvan los problemas. Sobre 
esto nos explayamos en el apartado “Diagnóstico de capacidades”, dentro de este 
mismo material.
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En este momento, es muy importante diferenciar las necesidades de 
las demandas, es decir, las peticiones o requerimientos de los sec-
tores privados o ciudadanos, de manera formal e informal (Graglia, 
2017), o presentes en la opinión pública63 (Parsons, 2007:142) di-
rigidos al sector estatal. En este sentido, cabe hacer dos advertencias 
finales al diagnosticador al momento de identificar necesidades.

En primer lugar, hay múltiples motivos por los que una necesidad puede 
no estar demandada, tales como la persistencia de necesidades insa-
tisfechas más urgentes, la falta de conciencia del sector social parti-
cular con respecto a sus derechos o la falta de medios de expresión 
(Graglia, 2017); pero también, la debilidad relativa del sector so-
cial afectado en el tablero político-institucional de la comunidad. 
¿Cómo encontrar entonces el conjunto de necesidades que hacen a 
esa calidad deseada como bien común? Y además, ¿cómo sabemos 
que esa carencia determinada no demandada constituye una necesi-
dad? La respuesta es metodológica: a las necesidades sociales detec-
tadas participativamente por la población (que, debemos entender, 
han sido demandadas, al menos a raíz de la consulta realizada por 
el diagnóstico), debemos añadir las necesidades identificadas por el 
equipo técnico a cargo del diagnóstico, tanto:

�� Normativamente, es decir, de acuerdo con una visión políti-
co-ideológica de sociedad considerada como ideal, que permita 
comparar esa situación deseada con la actual e identificar los 
elementos de aquella que le faltan a esta.

�� Comparativamente, es decir, teniendo en cuenta el recorrido de 
otras comunidades similares y su propio bagaje de conocimientos 
y experiencias como diagnosticador (Idañez y Ander-Egg, 1997).

63	  Entendiendo esta como un “cuerpo identificable de visiones compartidas 
por un grupo definido, cuyas opiniones [son] consideradas importantes y tomadas 
en cuenta por el gobierno” (Parsons, 2007:142).
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Por lo tanto, de acuerdo con nuestra metodología, el diagnostica-
dor debe recomendar al decisor político ocuparse primero de las 
necesidades demandadas, y preocuparse por aquellas no demanda-
das, elaborando planes y buscando los recursos para implementarlos 
(Graglia, 2012). 

En segundo lugar, no debe confundirse la identificación de necesida-
des sociales con el estudio de la opinión pública. Existe una tenden-
cia a creer que la estructura de prioridades para el desarrollo puede 
ser detectada a partir de relevamientos cuantitativos y, por lo tanto, 
que un diagnóstico de políticas públicas debe regirse por las reglas 
de agregación estadística que validan aquellos. O, de manera simi-
lar, reemplazar el diagnóstico con la realización de una encuesta. En 
efecto, existe una relación estrecha entre la opinión pública y el diag-
nóstico de necesidades, debido a que

El hecho de que algo se convierta en un tema que atrae la atención de los dise-
ñadores de política…está estrechamente vinculado con la manera en la que el 
tema en cuestión se relaciona con la opinión pública, como quiera que esta sea 
definida y medida (Parsons, 2007:141).

Sin embargo, este afán por diagnosticar a través de mediciones de la 
opinión pública parte de un razonamiento con un error de fondo: la 
confusión entre necesidades y demandas. El diagnosticador se verá 
tentado entonces a ser lo más “representativo” posible al estudiar 
las necesidades y problemas públicos, sometiendo el diagnóstico a 
una serie de presiones que terminarán debilitando la calidad técnica 
del proceso. No es que los sondeos de opinión sean inútiles ¡ni mu-
cho menos! Suelen ser excelentes complementos de buen diagnósti-
co. Pero tienen objetivos diferentes, y métodos distintos. Sobre esta 
cuestión volveremos brevemente al analizar las consecuencias de los 
problemas.
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2.2. Problemas

El segundo paso en un diagnóstico de prioridades radica en identifi-
car los problemas, entendiendo estos como dificultades e impedimen-
tos que obstaculizan la satisfacción de una necesidad por parte de un sec-
tor de la comunidad o de la comunidad en general. Es extremadamente 
importante no confundir las necesidades con los problemas que obs-
truyen su satisfacción, cuestión que requiere de cierta atención por 
parte del diagnosticador (especialmente cuando en el diálogo infor-
mal, los actores sociales se refieren a ambos de manera indistinta). 

Supongamos, por ejemplo, que en nuestro diagnóstico realizado so-
bre una comunidad local detectamos que la salud es una necesidad 
que hace al desarrollo del capital humano, y cuya satisfacción con-
tribuirá al desarrollo integral de la misma. La escasa oferta de presta-
dores de servicios médicos en relación con la demanda, la deficiencia 
edilicia en la infraestructura sanitaria existente y la existencia de ba-
rreras culturales y financieras al acceso a la salud, pueden ser detec-
tadas como los problemas que dificultan su satisfacción. En otras 
palabras, la insuficiencia de médicos, el mal estado de los hospitales 
y centros de asistencia y la falta de conciencia y recursos financieros 
dificultan que uno o varios sectores de la comunidad puedan satisfa-
cer su necesidad de salud. 

Pero ¡cuidado! En la opinión pública y el diálogo informal, los pro-
blemas suelen definirse como carencias, provocando confusión al 
diagnosticador desprevenido. Así, los actores consultados por las ne-
cesidades pueden sostener que “lo que falta son más médicos en la 
localidad” o que “lo que necesitamos es que arreglen los hospitales”. 
Incluso es usual que se superponga la definición de problemas con la 
proposición de alternativas que, a los ojos de los actores constituyen 
la solución al problema detectado. De esta manera, al ser consul-
tados sobre las necesidades los actores responden con afirmaciones 
como “la necesidad es concientizar sobre prácticas saludables” o que 
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“lo necesario es garantizar que nadie quede fuera del sistema de salud 
por no contar con recursos económicos”. 

Al margen de los términos que se usen informalmente para definir-
los, resulta clave que el diagnosticador sea capaz separar conceptual 
y metodológicamente problemas de necesidades. Una de las mejores 
herramientas para lograrlo es considerar si la situación problemática 
detectada por los actores constituye un fin en sí mismo desde el punto 
de vista del desarrollo de la comunidad, o si sólo debemos resolverlo 
como medio para la satisfacción de una necesidad. Desde un punto de 
vista práctico, esto implica realizar un razonamiento sencillo, ori-
ginado en una pregunta directa: ¿qué necesito para desarrollarme 
como comunidad? En nuestro ejemplo, se desprende que ser una 
sociedad desarrollada no significa “tener más médicos”. Para ser 
una comunidad desarrollada necesitamos salud. Y no podremos ac-
ceder a la salud si continuamos con esta deficiencia de médicos en 
la localidad.

Por supuesto, la definición de las dificultades que obstaculizan el 
camino hacia el desarrollo no es un proceso sencillo, ni únicamente 
de naturaleza técnica. En muchos casos, de hecho, “la política surge 
porque no hay una percepción universal sobre los problemas y, en 
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caso de haberla, no hay un acuerdo universal sobre qué puede y debe 
hacerse al respecto” (Parsons, 2007:120). Al igual que con las nece-
sidades, los impedimentos que provocan su insatisfacción varían de 
una sociedad a otra, a lo largo del tiempo en una misma sociedad y, 
sobre todo en las diferentes perspectivas de los distintos actores sociales 
relacionados con proceso.

Pero además, cada diagnóstico implica enfrentarse a una gran com-
plejidad: “los problemas que enfrentan los ciudadanos o los diseña-
dores o responsables de la definición de políticas públicas existen 
como muchas cosas a la vez” (Parsons, 2007:99). No existen sepa-
rados unos de otros ni pueden clasificarse taxativamente de acuerdo 
con su naturaleza. Están interconectados, comparten causas y se po-
tencian mutuamente. El desempleo, por ejemplo, es un problema 
fundamentalmente de naturaleza económica, pero también psicoló-
gico y sociológico. Pero ¿cómo actuar entonces frente a esta comple-
jidad? O ¿hasta dónde continuar intentando retratarla? Al respecto, 
el diagnosticador debe evitar dos tentaciones igualmente peligrosas: 
por un lado, una excesiva preocupación por explicar la totalidad so-
cial, agregando información relevante sobre la situación contextual 
pero intrascendente a los fines del diagnóstico. Y, por otro, una pre-
sentación de la realidad excesivamente fragmentada, que no permita 
contextualizar necesidades y problemas y establecer las conexiones 
entre ellos. ¿Cómo equilibrar estos requerimientos? Recurriendo al 
pragmatismo. Hemos establecido que este es un proceso fuertemen-
te orientado a la acción y, más específicamente, a la resolución de 
problemas. En consecuencia, el nivel de complejidad del diagnósti-
co debe ser capaz de cumplir dos finalidades (Idañez y Ander-Egg, 
1999:28-30), y será adecuado mientras efectivamente pueda:

�� Proporcionar un cuadro de situación para definir estrategias ge-
nerales; que en nuestro caso se da a través de la definición de 
prioridades para el desarrollo.
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�� Servir de base para elaborar planes, programas y proyectos, que 
de acuerdo con nuestra metodología deben generarse a partir de 
las necesidades, problemas y causas.

Por último, debemos resaltar que las necesidades responden a múlti-
ples problemas. Por eso, teniendo en cuenta las limitaciones propias 
de cualquier proceso analítico, es necesario identificar todos los impe-
dimentos que están obstaculizando la satisfacción de una (o varias) ne-
cesidad(es). Al hacerlo, se van generando los correspondientes árboles 
de problemas. En esta etapa, uno por necesidad:

Necesidad 1 Necesidad 2

Problema 1 Problema 2 Problema 3 Problema 4 Problema 5 Problema 6

2.3. Causas y consecuencias. Causantes

Como último paso de este momento del diagnóstico, es necesario 
identificar las causas de cada problema, es decir, los hechos, circuns-
tancias y situaciones fácticas cuya permanencia en el tiempo resulta en 
la imposibilidad de resolver uno o más problemas de política. En otras 
palabras, son los motivos que explican la presencia actual de un 
problema. 

Los problemas son multicausales, es decir, que se mantienen en el 
tiempo por la conjunción de una diversidad de situaciones de di-
ferente naturaleza (económicas, físicas, culturales, administrativas, 
etc.). Es importante destacar que cada situación puede constituir 
causa de más de un problema, generando entrecruzamientos e in-
terdependencias que el diagnosticador debe identificar. De esta ma-
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nera, a medida que el diagnosticador identifique las causas de cada 
problema, complejizará la construcción de su árbol de necesidades:

Necesidad 1

Problema 1

Causa 1 Causa 3 Causa 5Causa 2 Causa 4 Causa 6

Problema 2 Problema 3

La dificultad técnica, en este momento, radica en distinguir las cau-
sas de los factores causantes de cada problema, por un lado, y de las 
consecuencias de los mismos, por otro. Por momentos la diferencia 
puede resultar sutil, pero esta distinción tendrá un fuerte impac-
to metodológico, tanto en la elaboración de proyectos y programas 
como en la ejecución de las políticas. 

Las consecuencias son las experiencias derivadas, originadas por la exis-
tencia del problema, que resultan en situaciones problemáticas ob-
servables y que suelen transformarse en motivo de inquietud para el 
público. De hecho, muchas veces las demandas sociales no aparecen 
vinculadas a la resolución de los problemas ni a la remoción de sus 
causas, sino simplemente a la molestia que les causan las consecuen-
cias. Tomemos, por ejemplo, la existencia de un basural a cielo abierto 
como problema público, que obstaculiza la satisfacción de la necesi-
dad de “ambiente saludable” de una comunidad local. Para encontrar 
sus causas, el diagnosticador debe preguntarse: ¿por qué existe el basu-
ral? El elevado volumen de generación domiciliaria, la insuficiencia de 
las prácticas de reutilización y reciclado como alternativa al desecho; la 
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continua descarga ilegal de residuos por parte de privados, o la inexis-
tencia de alternativas viables para la disposición final de los residuos 
sólidos recolectados por el Estado. Todas ellas pueden constituir sus 
causas. La transmisión de enfermedades, o la contaminación del aire 
de localidad percibida por la población como “malos olores”, son, en 
cambio, consecuencias de la existencia del basural. Quizá, incluso, la 
demanda social se haya originado más por la molestia que causa este 
último que por una reflexión consciente sobre la problemática am-
biental. En la mayoría de los casos, son necesarias tanto las políticas 
que ataquen las consecuencias como las causas de los problemas. Pero 
las que contribuirán a resolverlo son las que atacan a las primeras64. 

Los causantes, por su lado, son las circunstancias o condiciones natura-
les, históricas o políticas que provocaron originalmente la existencia del 
problema actual. Así, mientras las causas son los factores implicados 
en la persistencia actual del problema, los causantes son los impli-
cados en la existencia original del mismo. En vez de responder a la 
pregunta de por qué existe el problema, se pregunta ¿por qué llegó a 
existir? Muchas veces la respuesta puede ser la misma, pero en ocasio-
nes los factores que sostienen la existencia del problema en el tiem-
po son diferentes que los que lo originaron, y confundirlos resulta 
nocivo al momento de pasar del diagnóstico a la planificación. Por 
ejemplo, si el diagnóstico identifica como un problema la existencia 
de inundaciones en un territorio, es probable que la progresiva de-
forestación del mismo emerja vinculada a su aparición. Pero en este 
caso, la causa debe definirse como “insuficiente cobertura forestal”, 
y no como “deforestaciones que vienen desde hace mucho tiempo”. 
No sólo porque las inundaciones actuales se explican por la falta de 

64	  Sino, podríamos caer en el absurdo de creer que ahogar el olor del basural 
con dispersores de fragancias florales repartidos en toda la localidad resolvería el 
problema. Y sólo estaríamos tratando con una de sus consecuencias.
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vegetación, sino también porque, como causa, es atacable. ¿Cómo 
podríamos, en cambio, proponer una política para cambiar el nivel 
de deforestación que se sostuvo en dicho territorio en el pasado?

A partir de las causas, causantes y consecuencias de cada problema, 
es posible generar así otro tipo de árbol, usual en muchas metodolo-
gías de diagnóstico. Como siempre, su utilización es recomendable 
en la medida en que resulte útil a diagnosticadores, decisores y pla-
nificadores para alcanzar los objetivos propuestos.

Problema  2

Causa 1

Causa 2

Causa 3

Consecuencia 
2

Consecuencia 
1

Consecuencia 
3

Causantes  
naturales

Causantes  
históricos

Causantes  
políticos

A partir de identificar necesidades, problemas y causas, se completa 
el diagnóstico de prioridades para el desarrollo. De acuerdo con el 
modelo relacional (Graglia, 2017), el siguiente paso en el ciclo de 
las políticas públicas consiste en la elaboración de alternativas de 
solución para los problemas detectados.
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3. Alternativas de solución: el camino a la decisión

Como hemos establecido, un diagnóstico concluido ofrece una vi-
sión de las necesidades sociales a satisfacer, los problemas a resolver y 
las causas a remover. Además, nos brinda la posibilidad de enmarcar 
los problemas relacionados con el (mal)funcionamiento del Estado 
en el marco de las brechas de capacidad institucional. De acuerdo 
con lo establecido por el modelo relacional, es del diagnóstico que 
surgen las alternativas de solución, y es a partir de la decisión política 
que comienzan a transformarse en proyectos de política. Pero de este 
abordaje nos ocuparemos en la siguiente lectura. 



CAPÍTULO 7 
Decisión y planificación  

en la gestión política

La concepción clásica del modelo relacional incluye dentro de la 
fase de decisión tanto la determinación de la agenda gubernamental 
como la formulación de los planes, programas, proyectos y activi-
dades que implementará la gestión. Ahora bien, en nuestra aproxi-
mación nos permitimos establecer una pequeña diferencia con esa 
concepción clásica del modelo relacional. En este sentido, conside-
ramos que la planificación es una fase completamente diferente de la 
decisión, debido a:

�� Su diferente naturaleza, ya que la decisión es eminentemente po-
lítica mientras que la planificación responde a un carácter técnico.

�� Los diferentes actores que las desarrollan, ya que mientras la 
decisión corresponde a los gobernantes -en sentido restringido 
entendidos como las autoridades del Poder Ejecutivo elegidas 
democráticamente y los funcionarios políticos designados por 
ellos (Graglia, 2017:192)-, la planificación corresponde a los 
equipos de planeamiento, que pueden pertenecer a la planta 
permanente de los Estados o provenir de los sectores privados 
(profesionales, consultoras, etc.).
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�� Los distintos productos que surgen de cada una de las fases, 
ya que mientras la decisión resulta en la determinación de la 
agenda gubernamental, la planificación resulta en la definición 
de los ejes de gestión y los planes, programas y proyectos que 
una gestión política implementará en el marco de su gobierno.

De este modo, entendemos que existen tres fases dentro de la etapa 
de diseño de las políticas públicas, que se diferencian por su natu-
raleza, los actores que las implementan y los productos que resultan 
de la mismas. 

Naturaleza 
Técnica 

(Requerimiento productivo)

Naturaleza 
política

Naturaleza 
Técnica 

(Componente participativo)
Alternativas  
de solución

Agenda 
gubernamental

Diseño de nuevas 
políticas

Diagnóstico

Planificación

Decisión

Necesidades,  
problemas y causas

Planes, programas y 
proyectos
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En este modelo, las alternativas de solución constituyen un resul-
tado del diagnóstico (una fase técnica y participativa), pero están 
teñidas de la racionalidad política de la decisión; y la agenda guber-
namental constituye un resultado de la decisión (una fase política 
y representativa), pero está marcada por la racionalidad técnica de 
la planificación. En consecuencia, es a través de la formulación 
de alternativas y la definición de la agenda gubernamental que se 
encuentran las necesidades insatisfechas y problemas irresueltos, 
con los planes y programas que buscan su satisfacción y resolu-
ción. O, dicho de otro modo, es a través de la decisión política que 
se relacionan los procesos técnicos de diagnóstico y planificación, 
con su componente participativo y su requerimiento productivo, 
respectivamente.

El modelo relacional presenta esta naturaleza indefinida de estos 
outputs de las fases con una claridad meridiana, cuando indica que:

La definición de la agenda de gobierno es de naturaleza política, pero supone 
una perspectiva técnica de los gobernantes, mientras que la formulación de los 
planes y actividades es de naturaleza técnica, pero requiere una perspectiva 
política de los planificadores. El conocimiento de lo técnico distingue a un 
buen gobernante de un politiquero. A su vez, el entendimiento de lo político 
diferencia a un buen planificador de un tecnócrata. Sin dudas, las relaciones 
entre gobernantes y planificadores es un punto de inflexión en el proceso de las 
políticas públicas (Graglia, 2017:193).

En consecuencia, el abordaje técnico de los métodos y herramien-
tas de planificación en políticas públicas deben hacerse siempre de 
acuerdo con una perspectiva política más amplia, y siempre en el 
marco de su ciclo relacional. Olvidar este último punto lleva a nu-
merosos modelos de planeamiento social a confundir los elementos 
de la planificación con el diagnóstico. Y, sobre todo, a cometer 
el error de subestimar o ignorar el peso de la decisión política en el 
proceso. Con el objeto de evitar estas dos tentaciones abordaremos 
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brevemente las cuestiones de las alternativas de solución posibles, la 
decisión y la agenda gubernamental.

1. Del diagnóstico al planeamiento: alternativas

De acuerdo con el modelo relacional (Graglia, 2017:179-187), luego 
de identificar las necesidades, problemas y causas, los diagnosticado-
res deben enumerar las alternativas de solución posibles, es decir, 
los cursos de decisión y acción para remover las causas de los problemas 
irresueltos detectados y, de esa manera, contribuir a satisfacer una deter-
minada necesidad social. Para que esta enumeración sea correcta en 
términos técnicos, deben respetarse las tres características que hacen 
a la misma definición del término:

1. Deben ser alternativas: es decir, que deben ser al menos 
dos y deben suponer decisiones o acciones mutuamente ex-
cluyentes: “entre dos alternativas, si se tomara o se realizara la 
primera, entonces no se debería tomar o realizar la segunda 
y viceversa” (Graglia, 2017:180). Si son compatibles o com-
plementarias, no son dos alternativas, sino dos decisiones que 
corresponden a un mismo lineamiento estratégico, o dos acti-
vidades que integran un mismo proyecto.

2. Deben ser soluciones: es decir, que deben implicar una me-
jora incremental con respecto a la situación actual (Lindblom, 
1959). Deben suponer, con base en la orientación ideológica 
de los decisores y el conocimiento técnico de los diagnostica-
dores o la experiencia comparada, un progreso en la calidad de 
vida de la población que sufre el problema, con la consecuente 
insatisfacción de determinada necesidad. 

3. Deben ser posibles: las alternativas imposibles no son al-
ternativas: “pueden ser… buenos deseos de los actores políti-
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cos y sociales, pero no sirven como punto de partida para la 
decisión” (Graglia, 2017:185). Aunque, claro, no todas son 
igualmente posibles y, en consecuencia, el modelo relacional 
propone tres criterios para analizar el nivel de posibilidad de 
cualquier alternativa: capacidad real de intervención, efectivi-
dad y factibilidad política (Graglia, 2017:183).

Y es en estos criterios de posibilidad de las alternativas de solución 
donde se evidencia su doble naturaleza, y la necesidad de entender-
las como paso entre el diagnóstico y la decisión más que como una 
fase secundaria dentro del diagnóstico. Porque mientras la capacidad 
real de intervención (asociada a la disponibilidad de recursos finan-
cieros -propios o provenientes de otras jurisdicciones- y humanos) 
y la efectividad (que resulta de la combinación entre la eficacia en 
el cumplimiento de los objetivos y la eficiencia en el uso de los me-
dios disponibles) pueden entenderse a partir de razonamientos téc-
nicos, la factibilidad es, como su nombre lo indica, eminentemente 
política.

La factibilidad política depende de la combinación entre la viabili-
dad social, que el modelo relacional entiende como aceptación ciu-
dadana o, en otras palabras, “si puede ser aceptada por la opinión 
pública” (Graglia, 2017:184); y la viabilidad legal, es decir, su pro-
babilidad de ser aprobada por el poder ejecutivo o legislativo que 
corresponda. Y estos dos elementos dependen fundamentalmente 
del entorno político de las políticas públicas, con las que los deci-
sores tienen una relación muy dinámica. En este sentido, debemos 
considerar que el grado de aceptación ciudadana de determinadas 
medidas se relaciona con dos obsesiones que la opinión pública vie-
ne generando en decisores y consultores desde hace décadas: cómo 
medirla, por un lado; y cómo influir sobre ella, por otro (Parsons, 
2007:141-143). 
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El avance del marketing político y la influencia de los así llama-
dos “formadores de opinión” nos obligan a considerar la viabilidad 
social de la que nos habla el modelo relacional desde un punto de 
vista dinámico: la factibilidad política de una alternativa no es un 
parámetro dado, sino que se construye (o se destruye) a través de la 
comunicación y la propaganda de gobierno. En este sentido, Parsons 
(2007:156) nos indica que “la agenda de las políticas públicas es me-
nos un producto de la opinión pública… que el resultado de la forma 
en que la élite… elija estructurar los parámetros de aquello que… 
está en debate”. Y es a partir de esta doble naturaleza, técnico-polí-
tica, que las alternativas se relacionan con la agenda gubernamental.

2. Del diagnóstico al planeamiento: la decisión política 
y la agenda gubernamental

De acuerdo con el modelo relacional, “en la decisión se define la 
agenda gubernamental” (Graglia, 2017:191). Y, por lo tanto, los 
protagonistas del momento son los gobernantes, autoridades electas 
por el voto popular y funcionarios designados por esas autoridades, 
aunque siempre en consulta con los administradores públicos y te-
niendo en cuenta las conclusiones del diagnóstico participativo. En 
otras palabras, “al gobierno le corresponde la decisión política… si 
no lo hacen, no gobiernan o ‘desgobiernan’. Luego, si lo hacen co-
rrectamente, ‘gobiernan bien’” (García Pizarro, 2007, en Graglia, 
2017:193).

La decisión consiste precisamente en la elección de algunas de las 
alternativas de solución elaboradas a partir de las conclusiones del 
diagnóstico. Por lo tanto, implica una toma de posición, no sólo 
con respecto a los cursos posibles de acción para remover cada causa, 
sino también en relación con la prioridad y jerarquía que se otorga 
desde el gobierno a los problemas y necesidades identificados. En 
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este punto, pesan entonces tanto la orientación política-ideológica 
del gobierno como el análisis de la coyuntura política que se haga 
en el momento. En otras palabras, la decisión resulta de la combi-
nación de dos preguntas que deben hacerse los decisores: ¿qué cree-
mos ideológicamente que es lo mejor? Y ¿qué es lo más conveniente 
políticamente, dada la situación actual?65 En el mejor de los casos, 
también influye la plataforma electoral del partido político de origen 
del gobernante (Graglia, 2017:197), en tanto entendemos que “las 
autoridades han sido candidatos de un partido político o una alianza 
electoral… que… han hecho una alianza con el electorado”. Es de-
cir, una tercera pregunta a realizarse por los decisores al momento de 
decidir entre dos alternativas diferentes para solucionar un problema 
puede ser: ¿qué le dijimos a la gente en la campaña que íbamos a ha-
cer si ganábamos las elecciones?

A partir de las decisiones, se configura la agenda de gobierno, es decir, 
“el conjunto de estrategias adoptadas por los gobernantes para remover, 
completa o parcialmente, las causas principales de los problemas que im-
piden u obstaculizan la satisfacción de las necesidades sociales” (Graglia, 
2017:199). Esta instancia continúa siendo de naturaleza política, pero:

�� Compila las estrategias que el gobierno genera ante las necesi-
dades, problemas y causas detectados técnica y participativa-
mente en el diagnóstico.

�� Sienta las bases para la elaboración técnica de los planes, pro-
gramas y proyectos de la gestión.

65	 Por supuesto, esta pregunta debe pasar un filtro: a quién o a quiénes se refiere 
dicha conveniencia. Como dice Graglia (2017:199), “las posibilidades son dos 
y pueden formularse dicotómicamente: ¿cuál es la alternativa más conveniente 
para el gobernante y su partido o cuál es la alternativa más conveniente para los 
destinatarios y la sociedad en general?”. Como el autor citado, creemos que el 
criterio determinante es el de la conveniencia para los destinatarios de la política y 
la comunidad en general.
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En otras palabras, como resultante directa de la decisión política, la 
agenda gubernamental constituye un punto de inflexión, una bisa-
gra entre el diagnóstico y la planificación. Como hemos dicho ante-
riormente, las necesidades sociales a satisfacer varían de sociedad en 
sociedad, y dentro de una misma comunidad a lo largo del tiempo, 
así como varían los problemas que impiden su resolución y las causas 
que hacen a su permanencia en el tiempo. De igual forma, las alter-
nativas de solución posibles no son idénticas en todos los contextos. 
Y también son diferentes las orientaciones político-ideológicas de los 
gobiernos, sus (en el mejor de los casos) consecuentes plataformas 
electorales; y, evidentemente, la coyuntura política de cada decisión. 
Como resultado, no existen (ni deberían existir) dos agendas de go-
bierno exactamente iguales.

A partir de las decisiones que generan la agenda gubernamental, los 
gobernantes recurren nuevamente los equipos técnicos, para ingresar 
en la que nosotros consideramos la tercera fase del diseño de polí-
ticas públicas: la planificación.

3. Planificación de políticas públicas

La planificación es un proceso orientado a organizar situaciones pre-
sentes y prever futuras reduciendo la incertidumbre mediante la enu-
meración de objetivos deseables, la sistematización de las acciones ne-
cesarias para alcanzarlos y la instrumentación reflexiva de medios para 
esas acciones (Ossorio, 2003; PNUD, 2009). De este modo, une un 
carácter prospectivo con una reflexión propositiva. En el centro de la 
planificación se encuentra siempre la idea de futuro, tanto a partir de 
la consideración anticipada de los escenarios posibles como desde la 
vocación de alcanzar los objetivos deseados. Y del encuentro de esta 
idea con la consideración de los cursos de acción que nos permitirán 
alcanzarla emergen los elementos de cualquier plan.
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En el marco del ciclo de las políticas públicas, la planificación 
consiste en la tercera y última fase de la etapa de diseño, ante-
cedida por la decisión política; y preconfigura técnicamente la 
etapa de gestión de las mismas, es decir, la ejecución de las ac-
tividades y el control de gestión. A continuación se presentan 
los principales conceptos que hacen a la planificación en el mar-
co de las políticas públicas: lineamientos estratégicos, ejes de 
gestión y estructura programática. Posteriormente se analizan 
brevemente las diferencias entre la planificación estratégica y la 
planificación de gobierno, especialmente a nivel subnacional y 
local, ya que ambas pueden ser entendidas en el marco de las 
políticas públicas. 

3.1. Lineamientos estratégicos y ejes de gestión

¿Cómo se planifican las políticas públicas? El primer paso corresponde 
a la definición de los principales objetivos políticos de la gestión, que 
se desprenden tanto de la visión ideológica de comunidad que sus-
tentan como de los resultados del diagnóstico realizado, en el mejor 
de los casos, participativamente. O, dicho de otro modo, a partir de 
la manera en que el gobierno entiende las prioridades para el desa-
rrollo integral de la sociedad. 

Así, los lineamientos estratégicos de una gestión pueden ser el desa-
rrollo productivo, la integración social, la ampliación de la infraes-
tructura, la transparencia, la vinculación regional, la internacionali-
zación, etc. Pueden ser de cualquier naturaleza, y se definen a partir 
de un tipo de relacionamiento con el entorno del Estado y sus ac-
tores, por lo que están atravesados por la racionalidad estratégica. Es 
en este punto donde toman fuerza las consideraciones, técnicas y 
políticas, sobre el comportamiento futuro de los actores empresaria-
les y ciudadanos en relación con las políticas públicas. Tienen dos 
características principales: 
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�� Como consecuencia de su vinculación con la visión de sociedad 
deseada, se orientan necesariamente al largo plazo.

�� Son transversales, implican disposiciones generalizadas co-
munes a todas las áreas de la gestión que trabajan para dar 
cumplimiento a la misión de la gestión, derivada de sus 
prioridades. Y, por lo tanto, son alimentados por todas las ac-
ciones que cada repartición toma en ese sentido. 

Los ejes de gestión corresponden al nivel táctico de la planifica-
ción, es decir, a la adecuación de lo pensado a nivel estratégico en 
la situación coyuntural, y en el marco de la misma, a hechos o si-
tuaciones específicas (Idañez y Ander Egg, 1999). Se encuentran, 
por lo tanto, en un nivel intermedio entre lo global y lo parti-
cular, articulando los lineamientos estratégicos para el desarrollo 
que se plantea una gestión, por un lado; y conlos planes, progra-
mas y proyectos que diseña y ejecuta como parte de su agenda de 
gobierno, por otro. 

En muy contadas ocasiones, la configuración de la estructura orgá-
nica se corresponde plenamente con los ejes de gestión planteados. 
Por un lado, por la tendencia de los gobiernos actuales a sostener 
una división funcional de ministerios, secretarías y direcciones. Pero 
fundamentalmente, por la generalidad de los ejes de gestión, que 
se desprende directamente de la complejidad de la realidad sobre la 
que se pretende actuar. Por lo tanto, al momento de elaborar los ejes 
de gestión, decisores y planificadores se enfrentan a dos opciones: 
rearmar la orgánica ministerial para que refleje los ejes de gestión, o 
estructurar estos últimos de manera que sean transversales a la estruc-
tura orgánica de la gestión. En otras palabras, de forma tal que agru-
pen programas y actividades pertenecientes a diferentes secretarías y 
direcciones.
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A diferencia de otros modelos de planificación, no proponemos 
que los ejes de gestión se relacionan directamente con una depen-
dencia de la organización, sino que se articulan alrededor de obje-
tivos institucionales de mediano plazo, cuyo cumplimiento sucesivo 
implica un avance en la consecución de los lineamientos estratégi-
cos. En consecuencia, sugerimos optar por la segunda de las alter-
nativas planteadas, es decir, construir ejes transversales, que refieran 
a las prioridades de la gestión como un todo y atraviesen la orgáni-
ca, englobando los esfuerzos que se hacen desde diferentes áreas en 
un mismo sentido. Metodológicamente, entonces, el planificador 
debe tener en cuenta que cada uno de los ejes de gestión está con-
tenido dentro de uno de los lineamientos estratégicos, y se nutre 
de todos los proyectos que las diferentes áreas llevan a cabo para la 
consecución de sus objetivos. 

3.2. Estructura programática

La estructura programática se integra a partir de la elaboración de 
todos los planes, programas y proyectos que la gestión planea imple-
mentar a los fines de remover las causas de los principales problemas 
que impiden la satisfacción de las necesidades sociales detectadas en 
el diagnóstico. De acuerdo con el modelo relacional, los objetivos de 
cualquier plan deben ser “satisfacer las necesidades sociales insatisfe-
chas”; los objetivos de cualquier programa, “resolver los problemas 
que obstaculizan la satisfacción de una necesidad”; y los objetivos 
de cualquier proyecto deben estructurarse alrededor de “remover las 
causas de esos problemas, mediante la instrumentación de las accio-
nes decididas y contenidas en la agenda gubernamental” (Graglia, 
2017:203-204). 

Sin embargo, en la práctica muchas veces no es posible generar esta 
cantidad y calidad de planes, programas y proyectos, de manera 
tal que se correspondan a cada una de las necesidades y problemas 
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detectados. En estos casos, sugerimos vincular la estructura pro-
gramática a la estructura orgánica del Estado responsable de esas 
políticas públicas, unificando el nivel operativo de las mismas con 
el nivel orgánico/burocrático de las mismas. De este modo, resulta 
más sencillo identificar a los responsables de la consecución de los 
objetivos de cada proyecto, y se facilita la apropiación de los pro-
gramas contenidos dentro de cada plan por parte de los funciona-
rios y agentes que deberán ejecutar las acciones contenidas en los 
mismos.

Por lo tanto, en primer lugar, se sugiere a los miembros de los equi-
pos técnicos de planeamiento el estudio de la normativa que estable-
ce las competencias de cada repartición del Estado del que se trate. 
Y a continuación, la generación de uno o más planes de gobierno 
para cada una de las áreas que dependen directamente del decisor, 
es decir, de la autoridad elegida por el voto popular o el funcionario 
designado por la misma. De este modo, se contará con al menos un 
plan de gobierno por área que dependa directamente del decisor, 
y sus objetivos se corresponderán fundamentalmente con las fun-
ciones que la repartición debe cumplir, tanto reglamentaria como 
políticamente. 

Además, se sugiere determinar a qué lineamiento estratégico aporta 
la consecución de los objetivos de cada programa y en qué eje de 
gestión se enmarcan los diferentes proyectos. ¿Por qué? En muchos 
casos, diferentes reparticiones implementan por separado programas 
con objetivos similares, que se enmarcan en la estrategia general de 
relacionamiento de la gestión con el entorno, o proyectos que, des-
de diferentes lugares, aportan a un mismo objetivo institucional de 
mediano plazo. 
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Orgánica:
Ministerio, Secretaría, 

Subsecretaría, Dirección o Área 
(depende directamente del 

decisor)

Lineamiento Estratégico
(al que aporta  

cada programa)

Eje de Gestión
(al que aporta cada proyecto)

Plan/es

Programa
(orientado 
a resolver 
problema)

Proyecto
(orientado 
a remover 

causa)

Proyecto
(orientado 
a remover 

causa)

Programa
(orientado 
a resolver 
problema)

Proyecto
(orientado a 

remover causa)

Un ejemplo clásico son los programas de modernización en las ins-
tituciones municipales. Consideremos el caso de un municipio cuya 
Secretaría de Finanzas implementa un proyecto de implementación 
de cedulón digital para el cobro de tasas. Su objetivo se orienta a 
optimizar la relación municipio/contribuyente, a partir de la moder-
nización (tecnológica) del proceso de cobro de tasas. Pero a la vez, la 
Secretaría de Obras Públicas y Privadas encara un proyecto de digita-
lización del catastro municipal, a los fines de facilitar el ordenamien-
to del uso del suelo y el control de las habilitaciones construcciones 
particulares. Cada uno de los proyectos integra diferentes programas, 
digamos el Programa de Optimización de los Ingresos Municipales 
por un lado y el Programa de Control de Obras Particulares, por 
otro. Cada uno pretende resolver un problema distinto; y cada uno 
es desarrollado por una repartición diferente. Pero responden al mis-
mo patrón de relacionamiento del municipio con el entorno y, por lo 
tanto, aportan al cumplimiento de un mismo lineamiento estratégi-
co: la modernización del Estado municipal. E incluso, dentro de ese 
lineamiento, contribuyen a un mismo eje de gestión: la implemen-
tación de nuevas tecnologías en la gestión.

De este modo, cada repartición se encontrará desarrollando uno o 
varios programas en el marco de sus competencias, vinculando el 
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nivel táctico de la planificación con el nivel orgánico de la adminis-
tración pública en cuestión.

3.3. Planificación estratégica y planificación de gobierno

La planificación estratégica es un proceso continuo e interactivo 
que, a partir del reconocimiento y la participación de una diversidad 
de actores políticos, económicos y sociales complejos, con diferen-
tes perspectivas e intereses y conectados en redes de múltiples rela-
ciones, evalúa comprensivamente su situación actual, construye una 
visión deseable del futuro común, considera prospectivamente los 
escenarios posibles, selecciona objetivos e instrumenta reflexivamen-
te los medios para alcanzar esa visión deseada.

Se caracteriza entonces por intentar dar cuenta de la totalidad de 
la complejidad social, buscando establecer grandes consensos socia-
les sobre las prioridades de desarrollo para la comunidad, y generar 
compromisos y acciones de todos los actores involucrados para la 
realización de ese desarrollo. Está necesariamente orientada al largo 
plazo y pretende generar las bases para el establecimiento de políti-
cas de Estado, respetadas por parte de los sucesivos gobiernos como 
consecuencia de su impacto en la satisfacción de las necesidades so-
ciales, y en la aprobación ciudadana asociada.

La planificación de gobierno, en cambio, resulta mucho más acota-
da. Los actores sociales tienen su lugar predominante en el diagnós-
tico y la evaluación de resultados, y la visión estratégica está dada 
principalmente por la incorporación de los lineamientos estratégicos 
y su vinculación con los diferentes programas de la gestión. Se in-
tegra únicamente por los planes, programas, proyectos y actividades 
que diseña e implementa el Estado a través de su gobierno y su 
administración, y se asienta fuertemente en la determinación de la 
agenda gubernamental.  
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4. Elementos de un proyecto de políticas públicas

Al momento de diseñar una política pública, es recomendable pen-
sarla en términos de proyecto. Por supuesto, si hablamos de una 
planificación prospectiva, los elementos que la compondrán serán 
futuros en su totalidad; pero en un planeamiento inductivo, el or-
denamiento y sistematización de las acciones que la gestión viene 
llevando a cabo debe dar como resultado un número determinado 
de proyectos, que integren estas actividades y las enmarquen dentro 
del proyecto político-gubernamental del que se trate. En este último 
caso, se recomienda tomar las acciones que respondan a un mismo 
objetivo y agruparlas dentro de un proyecto. Y a este proyecto, darle 
las mismas características que tendría uno propio de la planificación 
prospectiva, es decir, que tenga los mismos elementos.

A los fines de diseñar cualquier proyecto de política, este debe 
contener:

4.1. Finalidad

Es el impacto social al que contribuye la ejecución exitosa del pro-
yecto. Representa un objetivo de desarrollo, que obedece a la orien-
tación político-ideológica del gobierno (a su visión de desarrollo 
para la comunidad), y, en consecuencia, ayuda a establecer el con-
texto en el cual encaja el proyecto y el fin al que, se espera, contri-
buirá a largo plazo.

Y por lo tanto, la finalidad del proyecto está siempre vinculada a una 
de las necesidades detectadas en el diagnóstico. Pese a que suele ser 
necesario el diseño y la implementación de un plan de gobierno para 
satisfacer una necesidad (Graglia, 2017:203), numerosos proyectos 
de política pueden apuntar a la misma prioridad de desarrollo y, por 
lo tanto, tener la misma finalidad. En este sentido, la finalidad actúa 
como un horizonte político normativo de la política en cuestión.



218 | Decisión y planificación en la gestión política

Existen dos advertencias fundamentales para el planificador al mo-
mento de considerar la finalidad de cualquier proyecto. Primero, por 
definición, en ningún caso el proyecto será suficiente en sí mismo 
para lograr la finalidad. Resulta suficiente que contribuya de manera 
significativa al logro del mismo (Ortegón et al., 2005). Por lo tan-
to, la redacción de la finalidad debe responder a ideas de impacto 
social moderado, del tipo “contribuir a…”. Segundo, es importante 
diferenciar la finalidad de un proyecto del objetivo del mismo. Para 
lograrlo, el planificador debe tener en cuenta que este último indi-
ca qué queremos lograr, pero la finalidad señala para qué queremos 
lograrlo. 

Tomemos un ejemplo. Si decimos “contribuir a la disminución del 
analfabetismo en la región”, estamos indicando una finalidad o, di-
cho en otros términos, precisando el impacto que puede tener el 
proyecto. Si formulamos, en cambio, “reforzar el servicio de educa-
ción de adultos en la región”, estamos señalando un objetivo (Idañez 
y Ander Egg, 1997). En este ejemplo concreto, el cumplimiento del 
objetivo del proyecto (reforzar un servicio de educación de adultos) 
contribuirá a disminuir el analfabetismo en la región. Pero que dis-
minuya el analfabetismo en la región no depende exclusivamente del 
reforzamiento del servicio (sino de este y otros efectos más, que pue-
den ser ajenos al proyecto). Por ello, es importante distinguir lo que 
serán efectos del proyecto -objetivos- y lo que será el posible impacto 
del mismo -finalidad a la que contribuirá el proyecto si se desarrolla 
con éxito- (Idañez y Ander Egg, 1997).

4.2. Objetivo general

Refiere al cambio puntual que se pretende lograr con la ejecución de 
las actividades en la situación particular. Es decir, se trata de indicar 
el destino del proyecto o los efectos que se pretenden alcanzar con 
su realización. Conforman el elemento fundamental, ya que expre-
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san los logros definidos que se busca alcanzar (Idañez y Ander Egg, 
1997:5-6). El objetivo general de un proyecto suele estar asociado 
a la remoción de una de las causas que hacen a la existencia y per-
manencia en el tiempo del problema diagnosticado. mientras que 
el objetivo general de un programa de gobierno se relaciona con el 
problema que se pretende resolver (Graglia, 2017:203).

¿Cómo redactarlo? Los objetivos, generales y específicos, deben re-
dactarse con un verbo en infinitivo, indicando un cambio y la direc-
ción que tomará ese cambio. Los ejemplos más clásicos son “aumen-
tar/disminuir”, “fortalecer”, “instalar”, etc. Es común utilizar verbos 
que se refieran a las actividades de implementación, tales como “ca-
pacitar” o “construir”. Pero esto es un error. El objetivo de una po-
lítica de capacitación de agentes sanitarios con respecto a una enfer-
medad estacional no es capacitar agentes sanitarios, sino “fortalecer 
la capacidad de respuesta de los agentes sanitarios frente a determi-
nada enfermedad…”. La capacitación de los agentes sanitarios es 
una de las actividades que emprenderá la gestión en el marco de este 
proyecto, como respuesta a uno de los problemas que, de acuerdo 
con el diagnóstico, impiden la adecuada satisfacción de la necesidad 
“salud” por parte de la población. 

Dicho de otro modo, no hay que confundir los objetivos con los 
medios para alcanzarlos (Idañez y Ander Egg, 1997). Así, por ejem-
plo, cuando se dice “promover”, “coordinar”, “realizar una investiga-
ción”, etc., se está haciendo referencia a medios; consecuentemente, 
no deben utilizarse para definir objetivos.

4.3. Objetivos específicos

Refieren al cumplimiento de pasos que nos van llevando al cumpli-
miento del objetivo general. Son ulteriores especificaciones o pasos 
intermedios que hay que dar para alcanzar o consolidar ese objetivo 
general (Idañez y Ander Egg, 1997:6), y se estructuran de manera 
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similar al objetivo general. La necesidad de su formulación, la can-
tidad y el grado de especificidad de los mismos vendrán asociados 
al grado de generalidad o abstracción que tenga el objetivo general.

A la hora de redactarlos, se sugiere adoptarlos de manera tal que 
engloben las diferentes acciones y actividades que hacen a la descrip-
ción del proyecto, para facilitar así posteriores instancias de control 
de gestión.

4.4. Supuestos

Los supuestos son hechos, eventos y circunstancias que resultan ex-
ternos al proyecto, pero que deben verificarse para el efectivo cum-
plimiento de sus objetivos y/o metas. Suele ser un elemento com-
plejo de identificar para los planificadores, por lo que consideramos 
oportuno rescatar el razonamiento que sugieren Ortegón et al. 
(2005:27): “Si llevamos a cabo las actividades indicadas y ciertos 
supuestos se cumplen, entonces produciremos los componentes del 
proyecto”. 

Constituyen la contracara de los riesgos del proyecto, y por lo tanto 
deben estar fuera del control directo de los gestores de la política. A la 
hora de formularlos, se sugiere al planificador redactar frases ase-
verativas, que afirmen explícitamente que la situación que damos 
por supuesta se verificará para el cumplimiento de los proyectos. 
Los ejemplos más usuales tienen que ver con condiciones climáticas 
(como el nivel de lluvias, las condiciones del terreno, etc.) o con el 
comportamiento de otros actores gubernamentales (firma de conve-
nios con otro nivel de gobierno, por ejemplo) o sociales (la partici-
pación de la sociedad en instancias previstas a tal fin, por ejemplo).

Supongamos que un municipio encara un proyecto de pavimenta-
ción de calles de tierra, cuyo objetivo es “aumentar la proporción de 
calles pavimentadas de la localidad en un 50%”. Los diseñadores y 
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decisores de la política estiman que las obras se realizarán entre los 
meses de junio y septiembre, y que las lluvias se mantendrán dentro 
de los parámetros normales para esa época del año y en esa loca-
lidad. El volumen efectivo de las precipitaciones cae por fuera del 
control del gestor de la política, pero si excede en mucho lo previsto 
al momento de la planificación, pondrá en serio riesgo la consecu-
ción del objetivo. En este caso, el supuesto podría formularse de la 
siguiente manera: “Los niveles de lluvia se mantienen dentro de los 
parámetros históricos esperados para el período julio-septiembre en 
esta localidad”.

La correcta formulación de los supuestos evitará a los decisores po-
líticos encontrarse con “sorpresas” al momento de realizar el moni-
toreo y el seguimiento de los proyectos, o incluso a la hora de dar 
cuentas a la ciudadanía. En este sentido, es usual escuchar a funcio-
narios responder ante el reclamo de sus superiores políticos (y aún 
más, oír a autoridades responder ante la opinión pública) por el in-
cumplimiento de los objetivos esgrimiendo argumentos basados en 
supuestos. En nuestro ejemplo, “no llegamos a pavimentar hasta el 
50% de la localidad porque llovió mucho más de lo previsto”. Sin 
embargo, estos supuestos deben preverse y comunicarse. En otras 
palabras, dicho en la etapa de planificación, el supuesto constituye 
una advertencia y una salvaguarda para el funcionario y el decisor 
político. Dicho después de la -fallida- gestión, constituye sólo una 
excusa.

4.5. Responsable

Constituye nada más y nada menos que la determinación clara y 
profunda del área de gobierno y/o de administración pública encar-
gada de la ejecución de las actividades de la política. Al momento de 
redactarlo, se sugiere al planificador no sólo hacer referencia al de-
partamento o repartición, sino al funcionario, es decir, a la persona 
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física responsable orgánica y políticamente de los resultados de esa 
política.

4.6. Descripción

Consiste en una reseña sintética del proyecto, que responde a la pre-
gunta: ¿qué se quiere hacer? Este es uno de los elementos centrales 
del proyecto, ya que define y caracteriza la idea central de lo que se 
pretende realizar, ampliando en sus aspectos esenciales la informa-
ción que proporciona la denominación. Aquí se plasman todas las 
actividades que hacen a la ejecución del proyecto, a través de la eje-
cución de las cuales se logrará el objetivo, y se contribuirá a la satis-
facción de la necesidad social detectada. 

Es el apartado que más libertad ofrece a los planificadores al mo-
mento de la redacción, pero en cualquier caso debe incluir: 

�� ACTIVIDADES/PRESTACIONES A BRINDAR: qué accio-
nes se van a implementar en el marco del proyecto, qué pres-
taciones se van producir con ejecución de las mismas (vacuna-
ciones, capacitaciones, obras, etc.), y qué características tienen 
estas prestaciones. 

�� PROCESO: cómo se va a producir, en qué momentos, con qué 
periodicidad, a través de qué concertaciones sectoriales o coor-
dinaciones intergubernamentales; etc. 

�� DESTINATARIOS: para quiénes se va a producir, es decir, 
quién será el sector social beneficiario de la política en particular.

�� LOCALIZACIÓN: dónde se va a producir, es decir, el alcance 
territorial que tendrá la política.

4.7. Componentes: insumos y productos

Los componentes de un proyecto destacan su naturaleza de proce-
so, y desde un punto de vista sistémico constituyen los inputs y los 
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outputs concretos que tiene el proyecto. Los insumos son los recur-
sos económicos y humanos, las obras y servicios que se requieren 
para ejecutar las acciones contempladas en el proyecto, y por lo tan-
to, para cumplir el objetivo. Responden a la pregunta ¿qué necesito 
para ejecutar este proyecto? 

Los productos, en cambio, son los resultantes de la implementa-
ción del proyecto. En otras palabras, son las obras y servicios que 
quedarán realizados con posterioridad a la ejecución de las acciones 
contempladas en el proyecto. Se diferencian con la enumeración de 
las prestaciones contenidas en la descripción en que se expresan en 
trabajo terminado: sistemas instalados, personas capacitadas, kiló-
metros pavimentados. 

Estos dos elementos son de gran utilidad a la hora de evaluar la efi-
ciencia inherente a la política pública en cuestión, puesto que permi-
ten visualizar rápidamente en querecursos debió invertir la gestión, 
para obtener qué productos.

4.8. Metas, indicadores y verificadores

Las metas representan el cambio esperado en la situación problemá-
tica en la que se está trabajando. Se convierten así en la unidad de 
medida del cambio que se espera realizar, operacionalizando los ob-
jetivos, y estableciendo cuánto, cuándo y dónde se realizarán estos. 
Dicho de otro modo, cada meta consiste en la especificación de la 
cantidad, calidad y tiempo de las prestaciones (obras, servicios, ca-
pacitaciones, etc.) que deberán entregarse a partir de la ejecución de 
las actividades del proyecto.

En consecuencia, para cada uno de los objetivos específicos del pro-
yecto el planificador deberá definir los resultados esperados corres-
pondientes, en términos verificables y cuantificables (magnitudes fí-
sicas o monetarias, absolutas o relativas), de tal manera que pueda 
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determinarse si han sido o no alcanzados (o en qué medida han sido 
alcanzados). 

Es sobre las metas que se apuntalará la totalidad de los procesos de 
control de gestión. Y, por tanto, estas deben ser realistas, evitando las 
tentaciones de magnificarlas (prometer de más) a los fines de obtener 
un rédito político a corto plazo, o reducirlas (prometer de menos) 
con el objeto de asegurar el cumplimiento futuro. Es por ello que las 
metas las elaboran los planificadores en diálogo con los responsables 
de cada programa o proyecto, pero deben ser validadas políticamen-
te por el decisor. 

Los indicadores, en cambio, son medidas de un concepto o compor-
tamiento. En este sentido, constituyen herramientas cuantitativas o 
cualitativas que muestran señales de la evolución concreta de una 
actividad o resultado. Son la información que nos permitirá evaluar 
el cumplimiento o no de las metas establecidas. Si, por ejemplo, 
una de las metas de nuestra política local es “pavimentar completa-
mente 700 metros de calles de tierra en el primer trimestre del año 
en curso”, nuestro indicador será precisamente la cantidad de metros 
pavimentados. Así, el indicador puede señalar cumplimiento (canti-
dad de metros pavimentados = 700) o incumplimiento de la misma 
(cantidad de metros pavimentados = 150).

Por último, los verificadores son los lugares en donde se puede “obte-
ner información acerca de los indicadores el ejecutor del proyecto o 
el evaluador” (Ortegón et al., 2005:26). Siguiendo nuestro ejemplo, 
¿dónde vamos a verificar la cantidad de metros pavimentados efec-
tivamente? Los verificadores obligan así al planificador a identificar 
fuentes existentes de información, o a hacer previsiones para recoger 
información.



CAPÍTULO 8  
Ejecución y control de gestión  

de las políticas públicas

En primer lugar, entendemos el control de gestión en el contexto 
conceptual de las políticas públicas, concibiendo estas como “planes 
y actividades que un Estado decide y acciona como responsable principal, 
a través de un gobierno y una administración, teniendo a la sociedad 
como primera destinataria y partícipe necesaria, a los fines de la satis-
facción de necesidades sociales, la aprobación ciudadana y la búsqueda 
del bien común” (Graglia, 2017:27). Por un lado, porque la relación 
entre planes y actividades -el primer elemento de la definición de las 
políticas públicas- constituye el nodo central del control de gestión. 
La intención prospectiva contenida en los proyectos y la voluntad 
ejecutiva de las acciones son dos elementos constitutivos de las polí-
ticas públicas: proyectos no ejecutados y acciones no planificadas no 
son políticas públicas. Y, como veremos a continuación, el análisis 
comparativo entre lo proyectado y lo accionado será la base de todo 
el mecanismo de control de gestión.

Por otro lado, la relevancia de implementar un sistema de segui-
miento y monitoreo de esos planes y actividades estatales emana de 
su relación con el cumplimiento de sus objetivos, tendientes en úl-
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tima instancia a lograr la satisfacción de necesidades sociales y la 
aprobación ciudadana. En otras palabras, entender el control de ges-
tión en el contexto de las políticas públicas implica considerar todo 
el proceso según la forma y el grado en que el mismo contribuye a 
optimizar procedimientos del gobierno y la administración en vistas a 
obtener mejores resultados de satisfacción social. Es decir, mejores po-
líticas públicas. 

1. Marco metodológico

En segundo lugar, concebimos el control dentro de un marco me-
todológico más amplio, que encuentra su principal sustento en el 
Modelo Relacional de Políticas Públicas (Graglia, 2012, 2014, 2017). 
De acuerdo con el mismo, existen cuatro grandes etapas en el proceso 
de las políticas públicas: el análisis, el diseño, la gestión y la evaluación. 
El análisis (o estudios de determinación) consiste básicamente en el 
estudio crítico de las políticas existentes, con el objeto de detectar pro-
yectos “sobrantes” y “faltantes”. Y se recomienda realizarlo de manera 
previa al diseño de nuevas políticas, a los fines de “mejorar lo que hay 
y no empezar siempre desde cero” (Graglia, 2017:145). 

El diseño, como segunda etapa del ciclo de las políticas públicas, 
consta de tres grandes momentos: el diagnóstico -fase en la que se 
pretende identificar necesidades insatisfechas y problemas irresuel-
tos-; la decisión -fase unida al diagnóstico por la generación de alter-
nativas de solución, en la que se adoptan políticamente los cursos de 
acción a desarrollar-; y la planificación -fase unida a la decisión por 
la agenda gubernamental, en la que se enumeran los objetivos, se sis-
tematizan las acciones necesarias para alcanzarlos y se instrumentan 
reflexivamente los medios que requieren esas acciones-. Por su parte, 
la gestión realiza y perfecciona el diseño de las políticas públicas, y 
consta también de tres fases:
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�� La dirección, que implica la ejecución de las políticas decididas, 
incluyendo su implantación legal y social; y su operación coor-
dinada intergubernamentalmente y concertada intersectorial-
mente (Graglia, 2017:222).

�� El control, que implica el monitoreo y el seguimiento de las acti-
vidades ejecutadas, y su análisis crítico en comparación con los 
proyectos planificados.

�� La comunicación, que implica la difusión “a los sectores priva-
dos y ciudadanos de lo planificado o lo ejecutado” (Graglia, 
2017:245).

De entre estos tres momentos, el presente material de estudio se 
ocupa principalmente del segundo (el control de gestión) y tangen-
cialmente del primero, analizando la dirección sólo en tanto consti-
tuye un requisito indispensable para la efectivización del control. La 
aproximación tradicional del Modelo Relacional incluye el análisis 
de la ejecución como parte integrante de la dirección de las políticas 
públicas, y no como una fase autónoma posterior. Considera así que 
dirigir es más que ejecutar: “es ejecutar y controlar lo ejecutado, ana-
lizándolo y corrigiéndolo” (Graglia, 2017:236). Sin embargo, desde 
nuestra perspectiva, la ejecución de las obras y la prestación de los 
servicios contemplados en los proyectos constituye una fase sepa-

Análisis Diseño EvaluaciónGestión

Dirección

Control de  
gestión Comunicación
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rada del monitoreo y seguimiento de esas actividades. Es decir, la 
dirección es un momento distinto al control. Suceden en momen-
tos cronológicos diferentes y responden a procesos lógicos distintos: 
mientras el primero se basa en la acción, el segundo está estructu-
rado a partir de la información; y esta discrepancia tiene un fuerte 
impacto en las capacidades que deben tener los actores encargados 
de efectivizar ambos procesos. Así, es perfectamente factible exigirle 
a un secretario de obras públicas de cualquier gobierno local que en-
tienda sobre la materia de su repartición, y conozca de infraestructura, 
de conectividad (pavimentación, mantenimiento de calles, etc.), de 
espacios públicos, etc. Pero no resulta tan evidente que sea un espe-
cialista en el diseño e implementación de un sistema de indicadores 
que vinculen cada acción ejecutada con las metas previstas en el di-
seño de los proyectos que las enmarcan. Sobre esta diferenciación 
nos detendremos más adelante, por lo que por ahora concluimos 
que, a partir de lo expuesto, es posible identificar el control de ges-
tión como la segunda fase de la tercera etapa del ciclo de las políticas 
públicas. 

2. El origen y el concepto del control de gestión

La transformación de la visión del Estado y el accionar de la adminis-
tración pública en contextos de gran complejidad y acelerado cam-
bio social vienen intensificando la preocupación por las ineficacias 
detectadas en la ejecución de los programas públicos. Desde la dé-
cada del setenta, las críticas hacia las llamadas “fallas del Estado” no 
tienen que ver solamente con el tamaño de las burocracias, sino con 
su capacidad de gerenciamiento y gestión del bienestar ciudadano 
(García Sánchez, 2007). La búsqueda de mayor eficiencia del accio-
nar estatal en la satisfacción de necesidades sociales y la aprobación 
ciudadana llevaron al apogeo la propuesta disciplinar y profesional 
de la Nueva Gestión Pública, que en las décadas de los ochenta y 
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los noventa propuso “instrumentos de conocimiento y gestión útiles 
para un Estado en aprietos” (Aguilar Villanueva, 2007; Mendoza 
Mayordomo, 1993). El principal objetivo de la NGP estaba vincu-
lado fundamentalmente a la formación de gobiernos competentes y 
responsables, y con mayores capacidades directivas. Y para lograrlo, 
se desarrollaron nuevas técnicas, en numerosas ocasiones adaptando 
algunas existentes del management privado.

A pesar de comportar una visión demasiado privatista, con las limi-
taciones que esta le conllevó, el espíritu gerencial de la NGP resul-
taba original en la búsqueda de la eficiencia en el uso de los recursos 
(principalmente económicos) y eficacia en el cumplimiento de los 
objetivos de los programas y unidades administrativas. Y esta preo-
cupación llevó al robustecimiento de los sistemas de medición e infor-
mación del sector público, implicando la responsabilización del per-
sonal burocrático (Aguilar Villanueva, 2007). Así, la Nueva Gestión 
Pública desarrolló conceptualmente una nueva idea del control, que 
dejó de ser una verificación y examen de una instancia externa de un 
órgano superior o diferenciado y pasó a entenderse como una fun-
ción netamente directiva cuyo fin es contribuir a alcanzar los objeti-
vos establecidos por la organización. 

Además, a partir de la implementación práctica de los postulados del 
paradigma, la Nueva Gestión Pública desarrolló instrumentos técni-
cos específicos, entre los que se destacan la dirección por objetivos y el 
control de gestión. Ambas técnicas subrayaban la importancia de los 
sistemas de información para directivos y el desarrollo de nuevos es-
quemas de responsabilidad interna (Mendoza Mayordomo, 1993). 
En la práctica, esto implicó que la mejora y potenciación de los siste-
mas de información aparecieran como requisito imprescindible para 
conseguir una gestión pública más eficaz y responsable (Mendoza 
Mayordomo, 1993). En sus primeras formulaciones, el control de 
gestión era definido como:
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Un proceso mediante el cual los directivos se aseguran de que los recursos de 
la organización se obtienen y se emplean de una manera eficaz y eficiente en 
la consecución de los objetivos perseguidos (Anthony y Herzlinger, 1980, en 
Mendoza Mayordomo, 1993:53-54).

Esta definición pone el foco en los protagonistas y la finalidad del 
control: los directivos de la organización, y la efectividad en la eje-
cución de las acciones a los fines de cumplir los objetivos institucio-
nales. Ambos elementos continuarán estructurando el concepto de 
control de gestión hasta su definición actual, más compleja, como:

… el instrumento idóneo para racionalizar la operación de determinada orga-
nización y orientar su gestión hacia la producción de rendimientos […] un ins-
trumento gerencial, integral y estratégico que, apoyado en indicadores, índices 
y cuadros productivos en forma sistemática, periódica y objetiva permite que 
la organización sea efectiva para captar recursos, eficiente para transformarlos 
y eficaz para canalizarlos (Abad Arango, 1997, en Sanin Angel, 1999:24).

La finalidad de racionalizar los procesos, es decir, de optimizar el 
uso de los recursos y asegurarse de que las actividades implementa-
das contribuyan al cumplimiento de los objetivos propuestos, conti-
núa siendo parte de la definición conceptual del control de gestión. 
Pero en esta nueva definición aparecen dos nuevos elementos: por 
un lado, la necesidad de información, a partir de la mención de in-
dicadores, índices y cuadros productivos; y por otra, la cuestión de 
la periodicidad. Por último, resulta interesante analizar la definición 
que brinda la OCDE, que la define 

… como una función continua que utiliza la recopilación sistemática de los 
datos aportados por los indicadores predefinidos para proporcionar informa-
ción al conjunto de actores interesados acerca de la utilización de los fondos 
asignados, de avance y del logro de los objetivos (Pignatta, 2015:3).

Esta conceptualización, centrada en la información brindada por in-
dicadores predefinidos, orientada a los administradores y decisores, y 
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vinculada al logro de objetivos, comienza a articular nuestra propia 
definición. Y, en consecuencia, será a partir de la combinación de 
estos presupuestos de la Nueva Gestión Pública con los postulados 
del Modelo Relacional que podemos establecer el concepto del con-
trol de gestión.

2.1. ¿Qué es el control de gestión?

El control de gestión constituye una fase de naturaleza predominan-
temente técnica de la gestión de las políticas públicas, por lo que 
se recomienda fuertemente que sea efectivizada por especialistas. El 
análisis de lo ejecutado es una función de los actores gubernamenta-
les, y fundamentalmente de las administraciones públicas, que pue-
de hacerlo “directamente o por terceros…, con personal de la planta 
permanente o apelando a analistas contratados... [siendo que] tanto 
los analistas internos como los provenientes de universidades o con-
sultoras tienen ventajas y desventajas” (Graglia, 2017:235)66. 

Al margen del origen de los técnicos que encaren el proceso, el con-
trol de gestión consiste en el proceso de producción de información so-
bre el cumplimiento de los objetivos de las políticas públicas, a través del 
monitoreo de la ejecución de las acciones decididas y planificadas. A los 
fines de implementarlo, el Modelo Relacional señala que los equipos 
técnicos de gestión deben analizar comparativamente dos variables: 
por una parte “lo ejecutado”, es decir, la implantación y operación 
efectiva de obras y servicios prestados; y “lo planificado”, es decir, las 
acciones previstas en los planes, programas y proyectos que integran 
la estructura programática de la gestión. 

66	  Tal como afirman los teóricos de la NGP, el control de gestión es una función 
directiva. Si bien son los administradores públicos quienes deben implementar 
las tareas del control de gestión, corresponde a los decisores políticos evaluar 
críticamente el grado de cumplimiento y, de ser necesario, dar las indicaciones 
necesarias para ajustar el rumbo.
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El control de gestión responde entonces a una lógica y una dinámica 
básicamente comparativa. Y en consecuencia, resulta evidente que es 
imposible de efectivizar si no se dan previamente dos fases claves del 
ciclo de las políticas públicas: la planificación, en la etapa de diseño, 
y la dirección, en la etapa de gestión. En otras palabras, para realizar 
un control es imprescindible que se hayan ejecutado las acciones de 
gobierno, pero también es ineludible que estas acciones hayan sido 
planificadas. 

Gestión

Diseño

Dirección

Control de gestión

Planificación

2.2. Primer antecedente: la planificación

La planificación es el proceso orientado a organizar situaciones presen-
tes y prever futuras, reduciendo la incertidumbre mediante la enume-
ración de objetivos deseables, la sistematización de acciones necesarios 
para alcanzarlos y la instrumentación reflexiva de medios para esas ac-
ciones (Ossorio, 2003: PNUD, 2009). Conforma la tercera y última 
fase de la etapa de diseño de las políticas públicas, y en la misma se 
generan los lineamientos estratégicos y los ejes de gestión, así como las 
estructuras programáticas, integradas por todos los planes, programas 
y proyectos que se pretende implementar a los fines de satisfacer las 
necesidades insatisfechas detectadas en el diagnóstico.

Una de las principales ventajas de planificar es justamente habilitar 
instancias de control sobre la marcha de los proyectos, a los fines de 
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evaluar el rumbo de la gestión, y corregirlo si resulta necesario, opti-
mizando así los procesos asociados a la ejecución de las políticas. Y, 
por lo tanto, resulta indispensable que al momento de elaborar cada 
uno de los proyectos de esta fase se redacten objetivos, que estos sean 
operacionalizables mediante metas y que estas sean medibles a partir 
de indicadores y verificadores. Si bien la exposición de cada uno de 
estos elementos hace más bien al estudio de la fase de planificación de 
las políticas públicas, su importancia superlativa para el control de 
gestión vuelve meritorio abordarlos someramente en este apartado. 

El objetivo de cualquier política refiere al cambio puntual que se 
pretende lograr con la ejecución de las actividades en la situación 
particular, a la dirección y a la intensidad de ese cambio. Un objetivo 
de política puede ser, por ejemplo, aumentar un 30% la cantidad de 
metros de calle pavimentada de un municipio. 

Las metas, por su parte, representan las modificaciones esperadas en 
la situación problemática particular en la que se está trabajando, es-
pecificando cuánto, cuándo y dónde se realizarán estas. Dicho de 
otro modo, cada meta consiste en la especificación de la cantidad, 
calidad y tiempo de las prestaciones (obras, servicios, capacitaciones, 
etc.) que deberán entregarse a partir de la ejecución de las activida-
des del proyecto. En consecuencia, al momento de la planificación 
deberán definirse los resultados esperados para cada uno de los obje-
tivos del proyecto, en términos verificables y cuantificables (magni-
tudes físicas o monetarias, absolutas o relativas), de manera tal que 
al momento del control de gestión pueda determinarse si han sido 
alcanzados o no, y en qué medida. En nuestro ejemplo anterior, po-
drían establecerse tres metas de cumplimiento cuatrimestral para el 
objetivo expuesto: aumentar un 6% los metros de calle pavimentada 
en los primeros cuatro meses de gestión; llegar a un 16% de aumen-
to de los metros pavimentados para el octavo mes de gestión; y al-
canzar el aumento del 30% para el decimosegundo mes de gestión. 
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Los indicadores, en cambio, son medidas de un concepto o compor-
tamiento. Constituyen herramientas cuantitativas o cualitativas que 
muestran señales de la evolución concreta de una actividad o resulta-
do. Son la información que nos permitirá evaluar el cumplimiento o 
no de las metas establecidas y, por lo tanto, configuran el centro del 
proceso de control de gestión. En el caso que nos sirve de ejemplo, el 
indicador sería la cantidad de metros de calle que se ha pavimentado 
en el período estudiado. A partir de un dato original, que nos señala 
la línea de base (la cantidad de metros pavimentados antes de la po-
lítica), podemos evaluar mes a mes el avance del proyecto. 

Por último, los verificadores son las fuentes en donde se pueden ex-
traer los datos que alimentan a los indicadores. Señalan las fuentes 
existentes de información a las que el equipo técnico de control 
de gestión deberá recurrir para efectivizar el control, o la necesidad de 
hacer previsiones para generar la información, en caso de no existir 
fuentes adecuadas. En nuestro ejemplo, es posible que el municipio 
contrate una empresa para la pavimentación de las calles; y en ese 
caso, un buen verificador de la cantidad de metros que se han pa-
vimentado en el período estudiado pueden ser los certificados de 
avance de obra que esa empresa eleva al mismo. En otros casos no 
existe un verificador natural y es necesario relevar el dato ad hoc. En 
nuestro ejemplo, esta opción implicaría que un grupo de personas 
relevase una vez cada cuatro meses la cantidad de metros de calle pa-
vimentada de la que dispone el municipio.

De este modo, para efectivizar un control es necesario anticipar su 
realización en la etapa de diseño de las políticas, específicamente en 
la fase de planificación, a los fines de establecer objetivos, metas, 
indicadores y verificadores. En caso de encontrarnos ante una plani-
ficación inductiva, surgida a partir del ordenamiento y sistematiza-
ción de acciones que una gestión pública viene llevando a cabo sin 
planeamiento previo, la consideración tiene igual validez. A partir 
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de la estructuración de proyectos, programas y planes de gobierno 
que agrupan esas acciones, deben establecerse sus objetivos, metas 
e indicadores y procederse a la medición periódica de sus avances.

2.3. Segundo antecedente: la dirección

La dirección consiste fundamentalmente en la ejecución de las ac-
tividades contenidas en los proyectos, decididas y planificadas en la 
etapa de diseño. Constituye, por lo tanto, el núcleo central de todo 
el proceso de las políticas públicas, puesto que “sabemos que los pla-
nes gubernamentales valen poco y nada si no se accionan, es decir, si 
no se convierten en actividades” (Graglia, 2017:222). Es una fase de 
naturaleza mixta, puesto que intervienen tanto los decisores políti-
cos como los administradores públicos y, de acuerdo con el Modelo 
Relacional, contiene dos grandes tareas o fases secundarias: 

�� La implantación legal y social de las políticas, es decir, su lega-
lización y legitimación mediante negociaciones con los actores 
políticos y sociales.

�� Su operación efectiva, a través de la coordinación interguberna-
mental y la coordinación intersectorial.

Para legalizar las actividades contenidas en los proyectos, los decisores 
(no los administradores públicos) deben procurar la aprobación de los 
poderes correspondientes, ya sea la sanción de una ley u ordenanza o 
la aprobación de un decreto. En consecuencia, las autoridades elec-
tas por voto popular, o los funcionarios de alto rango designados por 
estas, deben “acordarlos con los legisladores, tanto oficialistas como 
opositores, y con poderes ejecutivos de otras jurisdicciones” (Graglia, 
2017:228). En contextos en donde los partidos de gobierno ostentan 
mayorías en los poderes legislativos, este momento puede parecer se-
cundario, o irrelevante. Pero en términos del diseño del proyecto, la le-
galización de las actividades debe ocupar un lugar en la planificación, 
máxime si se conoce que demandará algún tipo de recursos, incluso 
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si sólo es tiempo. De este modo, el avance efectivo de la legalización 
podrá ser monitoreado a través del control de gestión. 

A la vez, para legitimar las actividades planificadas, los gobernantes 
deben negociarlas con los grupos de interés privados, empresariales 
y civiles. Como dice Graglia (2017:226): “Muchos gobernantes lati-
noamericanos descuidan la legitimación de los planes, programas o 
proyectos decididos y tratan de operarlos directa e inmediatamente. 
Sin embargo, la experiencia comparada demuestra que la negocia-
ción intersectorial para implantación social es tan importante como 
la definición de la agenda gubernamental”. ¿Qué implica la legiti-
midad de una política? En la práctica, lograr un grado de acepta-
ción que asegure o, al menos, facilite la operación de las actividades 
planificadas, sin que sea necesario el uso de la fuerza67. De manera 
similar a la legalización, los procesos asociados a la legitimación de la 
política deben estar presentes en la planificación, en tanto constitu-
yen actividades propias de cada proyecto de política, y su ejecución 
debe ser monitoreada a los fines de evaluar el grado de cumplimiento 
de sus metas y objetivos.

La operación de las políticas, mientras tanto, refiere directamente a la 
realización de las obras públicas y la prestación de los servicios conte-
nidos en las actividades planificadas, a los fines de la resolución de los 
problemas y la satisfacción de las necesidades sociales detectadas en el 
diagnóstico. Y, “a diferencia de la implantación… es una función del 
gobierno y de la administración pública” (Graglia, 2017:230). Se su-

67	  Esto no supone que solamente se puedan operar las decisiones aceptadas por 
la sociedad en general y, particularmente, por los destinatarios. Un gobierno puede 
decidir la puesta en marcha de una política que considera necesaria, a pesar 
del rechazo mayoritario, en la espera de transferir la legitimación del inicio al final del 
proceso de operación. Pero, de acuerdo con el modelo relacional, “la legitimación 
por los resultados debería ser la excepción y no la regla” (Graglia, 2017:226).
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pone que la operación será posible, o al menos más sencilla, si el pro-
ceso de implantación, legal y social ha sido exitoso. Además, se señala 
la importancia de coordinar con otras instancias de gobierno, tanto a 
nivel horizontal como vertical, y de concertar estas acciones con los 
actores sociales vinculados a la temática de la política. Y será sobre la 
ejecución efectiva de estas acciones que se realizará la comparación con 
lo planificado, que originará el control de gestión. 

3. Implementando el control de gestión

Hemos establecido que el control de gestión consiste en la produc-
ción de información sobre el cumplimiento de los objetivos de las po-
líticas públicas, a través del monitoreo de la ejecución de las acciones 
decididas y planificadas. Es entonces básicamente una fórmula que 
se sintetiza en lo planificado sobre lo ejecutado. ¿Qué dijimos que íba-
mos a hacer y qué hicimos efectivamente? El Modelo Relacional in-
dica claramente que “en esta instancia no se analiza si hubo fallas en 
el diseño [el diagnóstico, la decisión o la planificación]… tampoco 
se evalúan sus resultados. En esta instancia se analiza si se han eje-
cutado, es decir implantado y operado las actividades planificadas” 
(Graglia, 2017:236).

LO PLANIFICADO

LO EJECUTADO

De acuerdo con esta primera aproximación, propia de la perspectiva 
clásica del Modelo Relacional, son dos las preguntas que debe hacer 
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el equipo técnico de control de gestión: ¿el gobierno ha legalizado y 
legitimado las actividades planificadas?, ¿el gobierno y la administra-
ción pública han puesto en marcha coordinada y concertadamente 
esas actividades? (Graglia, 2017:236).

Sin embargo, como hemos establecido anteriormente, la planifica-
ción de las políticas públicas no se reduce a una enumeración de 
acciones. Por el contrario, se ordenan a partir de una estructura de 
planes, programas y proyectos, y cada uno de estos últimos cuenta 
con sus propios objetivos, metas e indicadores. Por lo tanto, el con-
trol de gestión incluye, pero no se limita a, identificar si se llevaron 
a cabo o no las acciones planificadas, tanto las referidas a la legaliza-
ción y legitimación como a la operación efectiva. Además de estos 
elementos, el control debe comenzar por el diseño de un sistema de 
indicadores. Si no se realizó al momento de la planificación, debe 
realizarse en este punto.

Entendiendo los indicadores como la expresión de medida de un 
atributo, una representación sintética y cuantitativa de un fenó-
meno, diferenciamos aquellos de gestión de los indicadores de 
resultado (Graglia, 2017; Guinart i Solà, 2003; Gregorio Prieto, 
2003; Sanin Angel, 1999). Los primeros nos permiten medir el 
cumplimiento de los objetivos en los procesos de ejecución y co-
municación, es decir, nos permiten realizar el control de gestión. 
Los segundos sirven para medir la consecución de los resultados 
esperados en términos de satisfacción social y aceptación ciuda-
dana, es decir, nos permiten realizar la evaluación de política pú-
blica o estudio de impacto. En general es más difícil tener indi-
cadores de resultado que de gestión, y es más fácil pasar de los 
últimos a los primeros. 

Por otro lado, la importancia de los indicadores de gestión, según 
la Nueva Gestión Pública, radica en su utilidad para clarificar ob-
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jetivos, obteniendo información sobre el desempeño de las activi-
dades, pero también en su utilidad para motivar al funcionariado 
e incentivarlo según sus avances en la consecución de los objetivos 
planificados (Guinart i Solà, 2003). Aditivamente, desde el modelo 
relacional (Graglia, 2012; 2014), los mismos deberían permitirnos 
observar si se ha implantado social y legalmente una política, y tam-
bién si se ha operado gubernamental y administrativamente. 

Entonces, al momento de la implementación del control de gestión, 
es necesario sumar algunas nuevas preguntas clave. ¿Se están alcan-
zando las metas previstas al momento de la planificación? ¿Estamos 
más cerca del objetivo de la política? Como la respuesta a estas pre-
guntas debe obtenerse de acuerdo con la información arrojada por 
los indicadores previstos, se recomienda fuertemente definirlos par-
ticipativamente, en reuniones con los funcionarios públicos y/o 
mandos medios que resultan responsables del cumplimiento de esas 
metas y objetivos. Dicho de otro modo, es extremadamente reco-
mendable que en la fase de planificación se identifiquen estos res-
ponsables, y se construyan metas e indicadores de manera conjunta, 
buscando alcanzar el máximo consenso posible no sólo en la defini-
ción de los mismos, sino incluso en el uso la terminología. 

De este modo, se busca evitar confusiones y favorecer una apropia-
ción del proceso, favoreciendo el autocontrol y responsabilización 
(Guinart i Solà, 2003; Mendoza Mayordomo, 1993). ¿Cómo im-
plementarlo en la práctica? Una primera opción es que estos indi-
cadores sean determinados por el equipo técnico de planificación 
(que puede o no ser el mismo que el de control de gestión), y luego 
validados en reuniones de trabajo con los ministros, secretarios y di-
rectores que serán responsables de cada proyecto. 

Definidas las metas y acordado el sistema de indicadores -idealmente 
en la etapa de planificación-, y una vez ejecutadas las actividades pre-
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vistas en el marco de cada política, los equipos técnicos de control 
de gestión efectivizan el monitoreo de los proyectos implementados 
y operados. Desde un punto de vista práctico, esto implica obtener 
con cierta periodicidad la información requerida por cada indicador, 
de la fuente prevista como verificador y comparar críticamente estos 
valores con los pretendidos en cada una de las metas de los planes, 
programas y proyectos. A partir de esta comparación, es posible de-
terminar el grado de avance de los proyectos. 

Como dice Vieytes (2010:2), para el control de gestión “se requie-
re de datos o información de referencia, el diseño y medición de 
indicadores de gestión, y la aplicación de distintos mecanismos o 
procedimientos como las visitas sobre el terreno, las reuniones de las 
partes interesadas y la presentación sistemática de informes”. Este 
proceso da como resultado un poderoso volumen de información, 
densa y compleja, al punto tal que se vuelve necesario presentarlo de 
manera simple y resumida, dando origen a un tablero de comando.

4. El tablero de comando

El ordenamiento gráfico de la información de la gestión permite la 
generación de tableros de control o de comando, entendidos como 
instrumentos que recogen “de forma sintética y sistematizada la infor-
mación relevante sobre la gestión, la realización de actuaciones y el logro 
de objetivos de una organización, con la finalidad de ser usado por los 
directivos, especialmente en la toma de decisiones. Es un instrumento de 
gestión orientado a facilitar la acción” (Vieytes, 2010:3).

Las características que tendrá cada tablero dependerán fundamental-
mente de la manera en la que se haya estructurado la planificación 
de las políticas. En este sentido, se recomienda fuertemente que su 
orden general responda a la estructura programática, es decir, que 
refleje en primera instancia una visión resumida y esquemática de 
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los planes, programas y proyectos de la gestión que se pretende con-
trolar. Por ejemplo, y teniendo en cuenta sólo uno de los planes de 
gobierno:

Proyecto 1.3.3

Proyecto 1.3.2

Proyecto 1.3.1

Programa 1.3

Proyecto 1.1.1

Programa 1.1

Plan de gobierno 1

Proyecto 1.2.2

Programa 1.2

Proyecto 1.1.2

Proyecto 1.2.1

A la vez, dentro de cada proyecto deberán constar una serie de ele-
mentos que permitan efectivizar el control: 

�� El objetivo, expresado en términos de resultado esperado; y el 
responsable, tanto a nivel orgánico (la repartición) como fun-
cional (la persona). 

�� El indicador o indicadores complementarios ponderados y el 
verificador, fuente de información a través de las cuales se com-
probarán los indicadores. Es decir, dónde se encuentra disponi-
ble el indicador o los datos a partir de los cuales se calcula, en 
qué medio y quién es la persona responsable de proveerlo para 
procesarlo. 

�� Las metas de cumplimiento establecidas en la planificación; y la 
frecuencia de producción del indicador que depende del reque-
rimiento subordinado a la posibilidad real de periodicidad de 
provisión del dato.

�� El rango de alertas para evaluar el cumplimiento de las metas 
preestablecidas. 
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Este último punto responde a una decisión técnico-metodológica, 
que consiste en la elaboración de bandas de aceptabilidad del cum-
plimento de las metas; y que luego repercutirá gráficamente en la 
asignación de un color al proyecto. En un ejemplo muy sencillo, 
supongamos que se establecen tres posibilidades para una meta al 
momento del control, siendo rojo señal de incumplimiento o distan-
cia de cumplimiento de resultados esperados, amarillo satisfacción 
apenas cercana a los resultados esperados y verde, cumplimiento sa-
tisfactorio del resultado. La definición de este espectro dependerá 
fundamentalmente de la cantidad y calidad de la información dis-
ponible, por un lado, y de la decisión política de quienes dirigen el 
proceso de control, por otro. De manera muy simplificada, el orde-
namiento de estos elementos en un cuadro propio de cada proyecto 
podría estructurarse de la siguiente forma:

Plan: de gobierno 1 Programa: 1.1 Responsable: (funcionario/repartición)

Proyecto: 1.1.1 Objetivo: Rangos de Alerta 
(cumplimiento) Indicador Fuente

Período Metas Verde Amarillo Rojo

Primer  
cuatrimestre

Segundo  
cuatrimestre

Tercer  
cuatrimestre

 
De acuerdo con este cuadro, el control de gestión se realizaría de 
manera cuatrimestral. Al momento de la planificación deberían ha-
berse previsto tres instancias de cumplimiento parcial del objetivo, 
operacionalizado en tres sendas metas. A la vez, debieron preverse 
indicadores y verificadores para cada meta. Y al momento del diseño 
o incluso de la dirección, debieron establecerse rangos de alerta para 
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evaluar el grado de avance de cada proyecto. A partir de la colora-
ción de la estructura programática vista, se realiza la semaforización, 
es decir, la visualización gráfica del desarrollo de cada proyecto en 
función de lo planificado. 

Un dato más. Según nuestra aproximación, la unidad de medida son 
siempre los proyectos. El desempeño de la gestión en los programas 
y planes debe hacerse de manera agregada. Así, un programa será 
considerado “amarillo” si sus proyectos integrantes arrojan un re-
sultado “amarillo”; y un plan se pintará de “verde” siempre que los 
programas que lo integran sean “verdes”, de acuerdo con el control 
de gestión.

Proyecto 1.3.3

Proyecto 1.3.2

Proyecto 1.3.1

Programa 1.3

Proyecto 1.1.1

Programa 1.1

Plan de gobierno 1

Proyecto 1.2.2

Programa 1.2

Proyecto 1.1.2

Proyecto 1.2.1

Así, la relación entre lo planeado y lo ejecutado se vuelve presente de 
manera gráfica, resumiendo la marcha general de uno o varios planes 
de gobierno, permitiendo la detección de fallas de inacción e inercia 
en la ejecución y ofreciendo información de calidad para la toma de 
decisiones.





CAPÍTULO 9 
Evaluación de las políticas públicas

En primer lugar, entendemos la evaluación en el contexto concep-
tual de las políticas públicas, concibiendo estas como “planes y acti-
vidades que un Estado decide y acciona como responsable principal, a 
través de un gobierno y una administración, teniendo a la sociedad como 
primera destinataria y partícipe necesaria, a los fines de la satisfacción 
de necesidades sociales, la aprobación ciudadana y la búsqueda del bien 
común” (Graglia, 2017:27). A través de la satisfacción progresiva de 
las necesidades sociales, se construyen las condiciones en las que los 
miembros de la comunidad pueden elegir libremente su proyecto 
de vida, y tienen la oportunidad de desarrollar las capacidades ne-
cesarias para transformar ese proyecto en realidad, alcanzando una 
plena realización como persona. En otras palabras, mediante el éxito 
sucesivo de las políticas públicas, se avanza en el camino del desarro-
llo integral. Y gran parte de la importancia de la etapa de evaluación 
radica precisamente en que permite conocer si esas políticas son en 
efecto exitosas; es decir, si constituyen avances reales en el camino 
del desarrollo.

De este modo, la relación entre planes y actividades -el primer ele-
mento de la definición de las políticas públicas- y la satisfacción de 
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necesidades sociales y la aprobación ciudadana constituye el nodo cen-
tral de la evaluación de resultados. Entender el proceso en el marco 
de las políticas públicas implica abordar el estudio de los impactos 
logrados por cada política y su comparación con la finalidad desea-
da, según la forma y el grado en que el mismo contribuye a optimizar 
procedimientos del gobierno y la administración en vistas a obtener 
mejores resultados de satisfacción social. Es decir, en la medida en la 
que permite rediseñar las políticas públicas, para hacerlas mejores. 

1. Marco metodológico

Por otro lado, entendemos la totalidad de los procesos de evalua-
ción en el marco metodológico del Modelo Relacional de Políticas 
Públicas (Graglia, 2012, 2014, 2017). De acuerdo con el mismo, 
la evaluación consiste en la cuarta etapa del proceso de las políticas 
públicas, después del análisis, el diseño y la gestión y la evaluación. 
Por supuesto, “los pasos deliberados, ordenados… no constituyen 
un retrato preciso del funcionamiento del proceso real de las políti-
cas públicas… [un] proceso complejamente interactivo, que carece 
de principio y de fin” (Lindblom, en Parsons, 2007:56). En otras 
palabras, los límites de estas etapas tienden a desdibujarse y superpo-
nerse, en función de una densa red de relaciones existentes entre las 
fases secundarias que las componen, que articulan el ciclo y permi-
ten abordarlo holísticamente.

Análisis Diseño EvaluaciónGestión

1.1. Las relaciones de la evaluación ex ante la gestión

Con el análisis, la evaluación se relaciona a través de la conexión en-
tre los estudios orientados a obtener información sobre las políticas 
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existentes que, con diferentes objetivos y metodologías, constituyen 
el centro de la primera y la última etapa del ciclo de las políticas 
públicas, respectivamente. En este sentido, consideramos que antes 
de diseñar o rediseñar una política, es necesario enumerar, describir, 
interpretar y criticar las políticas que se implementan o se han im-
plementado en el contexto de intervención. Las primeras dos tareas 
corresponden a los estudios de determinación; pero el análisis crítico 
de los resultados en términos de satisfacción de necesidades sociales 
y aprobación ciudadana corresponde a los estudios de impacto. En 
consecuencia, la evaluación se nutre de los resultados del análisis, de 
la determinación de las políticas existentes, que, unidas a las conclu-
siones del diagnóstico y a la información producida específicamente 
para evaluar, permitirá estimar el impacto de las políticas en la satis-
facción y la aprobación.

Además, el análisis y la evaluación de resultados comparten un doble 
propósito: por un lado, pueden realizarse con fines meramente aca-
démicos, como un ejercicio de investigación social, o pueden obe-
decer a una finalidad teleológica, y en ese sentido estar orientados a 
servir como insumo del diseño de una nueva política, o el rediseño 
de alguna política existente. En este último caso -en el que ubicamos 
este material-, las relaciones más importantes de la evaluación son las 
que existen entre esta, el diagnóstico y la planificación, por un lado, y 
la dirección y el control de gestión, por otro. En este sentido, la “eva-
luación de resultados conseguidos retroalimenta el proceso de diseño 
y gestión de las políticas públicas…” (Graglia, 2017:269). 

Análisis

Estudios de 
determinación

Diseño Evaluación

Estudios  
de impacto

Gestión

Políticas  
existentes

¿qué efecto tienen?¿cuáles son?
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Con respecto a la etapa de diseño, la evaluación se vincula fun-
damentalmente con el diagnóstico, debido a que esta constituye la 
fase en la que se pretende identificar las necesidades insatisfechas 
de la comunidad, los problemas irresueltos y sus causas; y en la eva-
luación se mide precisamente el impacto de las políticas sobre las 
necesidades, problemas y casusas diagnosticados. De este modo, si 
el diagnóstico detectó, por ejemplo, nueve grandes necesidades a 
satisfacer para el desarrollo de una localidad, un estudio de impac-
to de las políticas implementadas por la gestión deberá constar de 
nueve grandes apartados, uno por cada plan diseñado. Si se identi-
ficaron veinte problemas que obstaculizaban la satisfacción de ne-
cesidades prioritarias para el mejoramiento de la calidad de vida 
de la población, y en consecuencia se diseñaron con veinte progra-
mas de política, la evaluación deberá intentar dilucidar el impac-
to de cada uno sobre los problemas en cuestión. La evaluación se 
estructura, entonces, como una etapa espejo del diagnóstico. En 
este último nos preguntamos: ¿cuáles son las necesidades insatis-
fechas antes de la ejecución de las políticas públicas? Y al evaluar 
nos cuestionamos: ¿cuáles y cuánto de esas necesidades continúan 
insatisfechas después de la ejecución de las políticas públicas? En 
términos metodológicos, este listado de necesidades, problemas y 
causas elaborado en el diagnóstico constituye la línea de base, el 
punto social de partida para el diseño y gestión de las políticas. Y 
al mismo tiempo, la evaluación debe enfrentar una enumeración 
de los impactos obtenidos por cada política, en términos de satis-
facción social y aprobación ciudadana. Esta última etapa del ciclo 
produce una fuerte retroalimentación hacia el diseño de las políti-
cas y, por lo tanto, su realización implica técnicas y herramientas 
de gran utilidad para su re-diseño. 

Además, la evaluación se relaciona directamente con la fase de pla-
nificación, también dentro del diseño. En primer lugar, porque al 
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momento de planificar es necesario tener una claridad meridiana 
con respecto al impacto social al que se pretende contribuir con la 
ejecución exitosa del proyecto, definida a través de su finalidad. Este 
objetivo de desarrollo, que obedece a la orientación político-ideo-
lógica del gobierno (a su visión de desarrollo para la comunidad), 
se encuentra vinculado a la satisfacción de una o más necesidades 
sociales, actuando como un horizonte normativo de la política en 
cuestión. La finalidad de una política permite así trascender los ob-
jetivos del proyecto, programa o plan del que se trate, habilitando su 
evaluación en términos de resultados, y no sólo de cumplimiento de 
metas asociadas al proceso, más propias de un control de gestión. En 
otras palabras, en la redacción de la finalidad se sintetizará el efecto 
deseado por los decisores y planificadores de la política, elemento de 
vital importancia al momento de la evaluación, como analizaremos 
más adelante en este mismo material. 

Además, es en el momento de la planificación cuando deben cons-
truirse los indicadores de resultado, que señalarán cómo medir el 
impacto de las políticas en las necesidades sociales al momento de 
la evaluación: “los evaluadores deben apelar a los indicadores plani-
ficados antes de la gestión” (Graglia, 2017:273). En principio, estos 
deberían surgir fácilmente del diagnóstico: el procedimiento por el 
cual llegamos a la conclusión de que una necesidad se encuentra in-
satisfecha (y la información en la que sustentamos esa afirmación) 
debe orientar el proceso de pensamiento para determinar cuánto de 
esa necesidad se encuentra satisfecho post implementación de la polí-
tica. Sin embargo, en muchas ocasiones los evaluadores se topan con 
que las políticas no han sido planificadas de manera sistemática: “los 
planes, programas y proyectos no están escritos, no tienen objetivos 
claros o faltan plazos, indicadores y metas” (Graglia, 2017:274). Por 
lo tanto, no sabemos qué esperaban lograr quienes diseñaron la po-
lítica, tanto los gobernantes que la decidieron como los técnicos que 



250 | Evaluación de las políticas públicas

la planificaron. La respuesta a cómo evaluar en estos casos será abor-
dada en el apartado metodológico de este mismo material.

Análisis Diseño EvaluaciónGestión

Línea de base

Impacto deseado

¿qué impacto sobre?

¿cómo medimos?

Diagnóstico

Decisión

Planificación

Estudios  
de impacto

Neceidades, 
problemas, causas

Finalidad e 
indicadores

1.2. Las relaciones de la evaluación durante y post gestión

La gestión consta de tres grandes etapas: la dirección, que implica 
la ejecución de las políticas decididas y planificadas; el control, que 
consiste en el monitoreo y el seguimiento de las actividades ejecu-
tadas y su análisis crítico en comparación con lo planificado; y la 
comunicación, que implica la difusión “a los sectores privados y ciu-
dadanos de lo planificado o lo ejecutado” (Graglia, 2017:222-245). 
La relación de la evaluación con la dirección de políticas públicas es 
relativamente evidente: son los planes, programas y proyectos que de 
hecho ejecutan sus actividades los que pueden ser efectivamente ob-
jeto de la evaluación. Es el efecto real que tengan estas acciones en la 
satisfacción de las necesidades sociales lo que será considerado como 
el efecto logrado, de vital importancia para la metodología propuesta 
de evaluación.
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Pese a que no se vinculan directamente con la misma intensidad que 
con otras fases, la evaluación y el control de gestión comparten al-
gunas similitudes y diferencias, que es importante aclarar. En primer 
lugar, ambos están orientados a generar información sobre el éxito 
de las políticas públicas; pero la diferencia está en cómo entienden y 
abordan ese éxito. En ese sentido, “el control de gestión nos marca 
si se ejecutan las actividades planificadas… pero dichos controles no 
nos indican si la necesidad social se ha satisfecho, si los problemas se 
han resuelto o si las causas se han removido. Tampoco nos muestra 
si los destinatarios o la sociedad en general aceptan la política pú-
blica” (Graglia, 2017:270). El control de gestión nos demuestra si 
las actividades que planeamos se están ejecutando en el tiempo y la 
forma proyectados, y en consecuencia, valora el éxito de las políti-
cas en función del cumplimiento de sus metas y objetivos internos. 
Pero la evaluación nos señala el éxito de las políticas en términos de 
satisfacción de las necesidades y aprobación ciudadana, es decir, de 
acuerdo con su finalidad. 

En segundo lugar, comparten la intención de mejorar los resulta-
dos de las políticas públicas a través del aprendizaje y la corrección 
del rumbo, pero obedecen a momentos cronológicos diferentes. 
Mientras “los controles se hacen preferentemente durante la ges-
tión… la evaluación se hace al término de la política pública. Cierto 
es que se pueden realizar evaluaciones intermedias o de avance… 
mientras se ejecutan y comunican las actividades. Pero la evaluación 
final se debe hacer al término de los plazos previstos para la gestión” 
(Graglia, 2017:270). Por último, ambos parten de una lógica com-
parativa. Según hemos visto anteriormente, el control de gestión 
confronta “lo planificado” y “lo ejecutado”. ¿Qué compara la eva-
luación de resultados? Como analizaremos más adelante en este mis-
mo material, la ecuación propuesta por el Modelo Relacional para 
la evaluación de resultados se asienta sobre la comparación entre el 
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“impacto deseado” y el “impacto logrado”, a lo que debemos añadir 
la comparación entre la “línea de base” y la “situación resultante”.

Análisis Diseño EvaluaciónGestión

Impacto logrado 
en términos de 

satisfacción social

Impacto logrado 
en términos de 

aprobación social

Dirección

Control

Comunicación

Estudios  
de impacto

Por último, tanto el control como la evaluación dependen de 
la generación de un sistema de indicadores, entendidos como la 
expresión de medida de un atributo, una representación sintéti-
ca y cuantitativa de un fenómeno. Sin embargo, los indicadores 
necesarios para cada etapa son diferentes. En ese sentido, debe-
mos diferenciar aquellos de gestión de los indicadores de resulta-
do (Graglia, 2017; Guinart i Solà, 2003; Gregorio Prieto, 2003; 
Sanin Angel, 1999). Los primeros nos permiten medir el cumpli-
miento de los objetivos en los procesos de ejecución y comuni-
cación, es decir, nos permiten realizar el control de gestión. Los 
segundos sirven para medir la consecución de los resultados espe-
rados en términos de satisfacción social y aceptación ciudadana, 
es decir, nos permiten realizar la evaluación de política pública o 
estudio de impacto. 

En general es más difícil tener indicadores de resultado que de ges-
tión; y es más fácil pasar de los últimos a los primeros. Por lo tanto, 
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resulta más sencillo implementar una evaluación exitosa si previa-
mente existe un sistema de control de gestión que favorezca la crea-
ción de una “cultura de la evaluación” en las organizaciones públicas 
que implementan las políticas que se pretende evaluar. 

2. La evaluación de resultados

La evaluación de las políticas públicas tiene una larga historia, pero 
el abordaje sistemático de la necesidad y bondad de valorar sus efec-
tos en la satisfacción de las necesidades sociales es un fenómeno más 
reciente. Originalmente, la pulsión por evaluar los aciertos y corregir 
las políticas para su nueva formulación surge fuertemente asociada “al 
desarrollo y consolidación de la intervención general del Estado en 
la vida económica y social de las sociedades… con posterioridad a la 
Segunda Guerra Mundial” (Bañon i Martínez, 2003:215). Alrededor 
de los años setenta, el afán evaluador se centraba en la estimación de 
la evaluabilidad, un proceso que llevaba a los técnicos a decidir si era 
sensato evaluar en las circunstancias en las que se encontraban. Es de-
cir, en sus primeras formulaciones, la evaluación debía pasar un test de 
racionalidad, y se aplicaba únicamente cuando pudiese “ser de utilidad 
marcando una diferencia” (Dahler-Larsen, 2007:95).

Con el tiempo, la transformación de la visión del Estado en con-
textos de gran complejidad y acelerado cambio social intensificó la 
orientación del accionar estatal a la obtención de resultados. Y en 
ese marco toma nueva fuerza la pulsión evaluadora. Dahler-Larsen 
señala que nos encontramos ante una verdadera ola de evaluación, 
que “sin precedentes está recorriendo muchos países, sectores de la 
actividad pública y niveles de gobierno” (2007:93). Presionado por 
la necesidad de legitimarse a través de resultados ante una sociedad 
cada vez más informada y activa, además de mostrar señales de éxito 
a los mercados y rendir cuentas de los organismos internacionales de 



254 | Evaluación de las políticas públicas

crédito que muchas veces financian los proyectos, el Estado recurre 
cada vez más a la evaluación de las políticas públicas que imple-
menta. Además, la dificultad técnica de alcanzar resultados efecti-
vos implica la necesidad de “aprender de la experiencia, extrayendo 
lecciones que puedan aplicarse con el fin de mejorar el diseño y la 
implementación de políticas públicas” (Feinstein, 2007:19). 

La rendición de cuentas y el aprendizaje se han transformado así en 
los grandes deseos de una nueva cultura de la evaluación, en la que 
“tanto la doctrina académica como… la consultoría y la propia re-
flexión interna de los gestores públicos parece estar de acuerdo en… 
incorporar instrumentos de evaluación en las labores de gobierno y 
gestión de las políticas” (Subirats, 2005:19-20). De manera similar a 
lo que ocurre con las técnicas y herramientas de diagnóstico y funda-
mentalmente, de control de gestión, existe un consenso generalizado 
acerca de la necesidad y la bondad de implementar mecanismos de 
evaluación. Este énfasis en la estructuración de “una gestión orien-
tada a resultados y la necesidad de rendir cuentas… así como de 
aprender de la experiencia, ha generado un creciente interés en la 
evaluación como una disciplina que contribuya a estas demandas” 
(Feinstein, 2007:19). En el marco de esta cultura de la evaluación, 
el Modelo Relacional indica la importancia de apreciar y calificar los 
resultados obtenidos por las políticas públicas implementadas por 
un gobierno, con posterioridad a la ejecución, comunicación y con-
trol de las mismas. 

2.1. ¿Qué es la evaluación de resultados?

La evaluación de resultados consiste en la estimación y medición de 
la satisfacción social y la aprobación ciudadana generadas a partir de la 
ejecución de las políticas públicas, y constituye una etapa de naturale-
za eminentemente técnica. Por ello, se recomienda fuertemente que 
el proceso sea efectivizado a través del trabajo en gabinete de equi-
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pos técnicos conformados por especialistas en evaluación de políti-
cas públicas, en consulta con expertos temáticos. De manera similar 
a lo expuesto al tratar el control de gestión, evaluadores y expertos 
temáticos pueden ser parte de la administración del Estado, o con-
tratados externamente a consultoras o universidades a los fines de la 
evaluación. 

A los fines de implementarlo, el Modelo Relacional señala que los 
equipos técnicos de gestión deben analizar comparativamente dos 
variables. Por una parte, el impacto deseado en términos de satis-
facción social y aprobación ciudadana al momento de diseñar las 
políticas públicas; y por otra, el impacto logrado por la efectiva im-
plementación de estas en el marco de la gestión. Esta sencilla ecua-
ción resume la totalidad de la propuesta metodológica del Modelo 
Relacional para la realización de estudios de impacto, que plantea en 
cuatro grandes pasos. 

IMPACTO 
DESEADO

IMPACTO 
LOGRADO

2.2. Implementando la evaluación: primer paso

De acuerdo con su aproximación tradicional, el primero de ellos 
consiste en el estudio del impacto deseado. En este sentido, “los eva-
luadores deben considerar… los resultados esperados… en términos 
de satisfacción social y aprobación ciudadana” (Graglia, 2017:273). 
Y en consecuencia, responderse dos preguntas:
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1) ¿Qué proporción de la necesidad detectada en el diagnóstico 
se esperaba satisfacer con la política diseñada? ¿Qué finalidad se 
esperaba alcanzar en términos de impacto en la planificación de la 
política?

2) ¿Qué niveles de aceptación ciudadana se esperaban por parte 
de los destinatarios de la política? ¿Y por parte de la sociedad en 
general?

Como anticipamos, para responder a ambas preguntas los evaluado-
res deben dirigirse al diseño de la política. Pero de acuerdo con nues-
tro enfoque, y a diferencia de la aproximación clásica del Modelo 
Relacional, en este momento no sólo debe estudiarse el impacto de-
seado, sino también la línea de base, entendiendo la misma como la 
primera medición de los indicadores de satisfacción de las necesidades 
sociales identificadas. En otras palabras, deben incorporarse algunas 
preguntas a las ya contenidas en este primer paso. ¿Qué necesidades 
se diagnosticaron? ¿En qué medida se encontraban insatisfechas? El 
enfoque no resulta contradictorio, sino complementario con la apro-
ximación clásica del Modelo Relacional.

LINEA DE BASE 
+ 

IMPACTO DESEADO

IMPACTO 
LOGRADO

Las principales fuentes de consulta deben ser las conclusiones del 
diagnóstico y las finalidades de los planes, programas y proyectos 
que integraban la estructura programática generada al momento de 
la planificación, así como los indicadores de resultados planificados 
antes de la gestión. Pero, como también anticipamos, es posible que 
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esta información no exista, porque el diagnóstico no fue realizado 
sistemáticamente o, porque las políticas no han sido planificadas de 
manera sistemática, “no están escritos, no tienen objetivos claros o 
faltan plazos, indicadores y metas” (Graglia, 2017:274). Por lo tan-
to, no sabemos qué esperaban lograr quienes diseñaron la política, 
tanto los gobernantes que la decidieron como los técnicos que la 
planificaron (si es que hubo planificación). 

En ese caso, el Modelo Relacional sugiere “construir retrospectiva-
mente la planificación inexistente… entrevistar a los gobernantes 
que decidieron… y consultarles qué esperaban en términos de satis-
facción social y aprobación ciudadana. Si no se puede acceder a ellos, 
hay que recurrir al análisis de discursos… o a documentos oficiales” 
(Graglia, 2017:275) que señalen la dirección y la intensidad del im-
pacto que se esperaba de las políticas.

2.3. Los indicadores y el impacto logrado

El segundo paso consiste en la determinación del impacto logrado. 
Y el Modelo Relacional establece una clara separación entre los re-
sultados alcanzados en términos de satisfacción de las necesidades 
sociales, y de aprobación ciudadana, debido a que “no siempre los 
logros con respecto a la satisfacción se traducen en logros con res-
pecto a la aceptación. A veces la necesidad se satisface… completa o 
parcialmente, pero los destinatarios o la sociedad en general recha-
zan la política” (Graglia, 2017:276). En muchas ocasiones también, 
de manera paradójica, se alcanzan resultados de aceptación ciuda-
dana, pero no de satisfacción de las necesidades: “los destinatarios 
o la sociedad en general aceptan la política, pero la necesidad conti-
núa insatisfecha” (Graglia, 2017:276). Las recomendaciones de los 
evaluadores deberán generarse casuísticamente, de acuerdo con las 
diversas combinaciones de satisfacción y aprobación que se dan en 
cada caso particular.
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En este punto se plantean dos grandes preguntas, que hacen al eje 
de la evaluación de resultados. En primer lugar, ¿cómo medimos la 
satisfacción social? Al respecto, el Modelo Relacional indica recurrir 
a estadísticas y, dentro de lo posible, a indicadores estandarizados. 
Estos indicadores responden a criterios de evaluación, es decir, plan-
tillas de conocimientos que comunican lo que es deseable política-
mente en un área de trabajo socialmente productiva (Dahler-Larsen, 
2007:99-100). La generación de un sistema estable de indicadores 
que resulte útil para la evaluación del impacto de las políticas públi-
cas implica cierto esfuerzo organizacional, y constituye una de las 
grandes deudas de la “cultura evaluadora”. En ese sentido, Subirats 
indica que “muchas veces los propios gestores… asumen la evalua-
ción… como una carga burocrática más que les imponen… sin que 
las contrapartidas sean evidentes” (2005:31); y Dahler-Larsen señala 
que “la barrera más importante para que se saquen enseñanzas de las 
evaluaciones… no es [su] calidad técnica… sino las normas y valores 
no favorables a la evaluación… entre los que toman las decisiones… 
[y] los grupos interesados” (2007:96).

Así, la medición de la satisfacción de las necesidades sociales lo-
grada por la implementación de las políticas públicas requiere del 
fortalecimiento de las capacidades evaluadoras de las gestiones 
que las ejecutan. En otras palabras, generar prácticas estructurales 
(como contar con personal capacitado, implementar evaluacio-
nes periódicas como parte de los procedimientos administrativos, 
etc.) y culturales (como acostumbrarse a la generación de infor-
mación, a la planificación escrita, etc.) que generen “un estado 
de las cosas en donde la evaluación cualitativa de los programas 
y el uso apropiado de sus resultados sean habituales” (Dahler-
Larsen, 2007:95). Es necesario comprender que las mediciones 
de resultados pueden ser utilizadas como “palancas de gobierno” 
(Subirats, 2005) siempre que puedan recoger la riqueza de ma-
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tices y perspectivas asociados a la acción estatal, que continúa 
siendo inherentemente política.

En este estado de las cosas, y como recomendación práctica, es im-
portante comenzar utilizando indicadores sencillos de satisfacción 
social. En este sentido, es frecuente que “los indicadores acostum-
bren a ser relativamente insuficientes o excesivamente simples con 
relación a la política emprendida” (Subirats, 2005:29), porque la 
necesidad social que se pretende satisfacer es extremadamente com-
pleja. Su insatisfacción responde a una multiplicidad de problemas 
multidimensionales, que a la vez responden a numerosas causas de 
diferente naturaleza. Por lo tanto, resulta difícil capturar esa comple-
jidad en unos cuantos indicadores que, para peor, deben proporcio-
nar información sencilla y permanente, y en el mejor de los casos, a 
bajo costo. 

Sin dejarse intimidar por esta complejidad, el evaluador debe evi-
tar la tentación que Dahler-Larson llama fijación con la medición: 
“cuando los profesionales centran su atención en qué se está mi-
diendo como un indicador de calidad… sin preocuparse por la 
auténtica calidad” (2007:99). En otras palabras, se debe evitar el 
riesgo de confundir el indicador con la variable, de creer que lo que 
estamos midiendo con un “test de calidad educativa” es la “calidad 
educativa”. Toda operacionalización de un concepto requiere una 
simplificación, una desagregación en consecuencias observables. 
Esta simplificación, además de ser inevitable, no reviste peligro al-
guno para el análisis, siempre que se recuerde que es precisamente 
eso, un mapa, una representación, con todas las limitaciones de 
una metáfora.

La segunda gran pregunta que, en términos metodológicos, se plan-
tea a los evaluadores en este momento, es ¿cómo medimos la apro-
bación ciudadana? El Modelo Relacional (Graglia, 2017:276) nos 
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provee de una respuesta muy sencilla: a través de la medición de la 
opinión pública. En otras palabras, mediante la instrumentación de 
encuestas, grupos focales, análisis de redes sociales, etc. Al respecto, 
recordemos que la tercera fase de la gestión consiste en la comunica-
ción de políticas públicas (CPP), que tiene un fuerte impacto en los 
niveles de aprobación de acciones operadas, tanto por los destinata-
rios de las mismas como por la sociedad en general. Sobre este punto 
nos explayaremos en el próximo capítulo.

2.4. Los últimos dos pasos: comparar y recomendar

De acuerdo con la aproximación clásica del Modelo Relacional, el 
tercer paso de la evaluación de políticas públicas consiste en la com-
paración, es decir, en el establecimiento de “las relaciones entre los 
resultados que los planificadores y gobernantes esperaban al poner 
en marcha las políticas… y los resultados que se han alcanzado de 
acuerdo con las estadísticas existentes y la percepción de los desti-
natarios y la sociedad en general” (Graglia, 2017:277). Como ya 
hemos expuesto, desde nuestra perspectiva entendemos que al im-
pacto deseado, que podemos identificar a partir de la finalidad de las 
políticas plasmada en su planificación, debemos añadir el estudio de 
la línea de base, es decir, el estado de insatisfacción relativa de cada 
una de las necesidades detectadas en el diagnóstico.

Dos son los resultados posibles de esta comparación. El primero, un 
impacto equilibrado o superavitario, si los resultados obtenidos efectiva-
mente son iguales o superiores que los deseados al momento de diseño 
de las políticas, por un lado, o si el estado de satisfacción relativa de la 
necesidad en cuestión es mayor después de la política que antes de im-
plementar la misma, por otro. El segundo, un impacto no equilibrado 
o deficitario, si los resultados logrados son inferiores a los esperados al 
momento en que se decidieron y se planificaron las políticas evalua-
das, por un lado, o si el grado de satisfacción relativa de la necesidad es 
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menor con posterioridad a la implementación de la política que lo ob-
servado en la medición de la línea de base. Como señala Graglia, “los 
dos primeros pasos de la evaluación son descriptivos. Simplemente, 
los evaluadores consideran los resultados esperados y miden los resul-
tados alcanzados. Luego, el cotejo de ambos impactos… es interpreta-
tivo” (2017:279). El éxito de las políticas en términos de satisfacción 
social debe dilucidarse casuísticamente a partir de las diferentes com-
binaciones de resultados que se observen en este aspecto. 

El cuarto paso consiste en la realización de críticas y recomendacio-
nes, que se deducirán directamente de lo establecido por la compara-
ción. Si el impacto resulta superavitario, la recomendación técnica-
mente adecuada consiste en continuar la política. Si, por el contrario, 
el impacto es deficitario, se recomienda revisar la gestión, en la bús-
queda de fallas en la dirección (implantación legal y social, u opera-
ción) o en la comunicación. En el caso de no se detectarse fallas en la 
gestión de las políticas, la recomendación de los evaluadores debe ser 
revisitar el diseño, es decir, el diagnóstico y la planificación. Quizá 
esos no eran los problemas, quizá esas no eran las únicas causas. Y a 
partir de estas recomendaciones, rediseñar las políticas públicas. 





CAPÍTULO 10 
Comunicación de gobierno  

y políticas públicas68 

Ningún ciclo de políticas públicas está verdaderamente completo 
si se no considera al menos tangencialmente una etapa destinada a 
brindar información sobre sus planes y actividades, a divulgar sus 
resultados en la resolución de problemas y a entablar diálogos, tanto 
con sus destinatarios como con la ciudadanía en general. En nuestro 
modelo analítico, este momento se materializa en la comunicación de 
políticas públicas (CPP). Pese a que se la presenta como la tercera fase 

68	  Tanto desde un punto de vista teórico como práctico, la elaboración de una 
buena porción de este capítulo es deudora del trabajo dirigido por la Lic. Lucía 
Bonetto Cornatosky, directora de Proyectos y Comunicación de Analítica427, con 
quien el autor ha tenido el privilegio de trabajar asesorando en la comunicación de 
numerosos actores políticos en el país. La experiencia compartida, su producción 
técnica y académica y el diálogo y el debate permanente que hemos sostenido 
a lo largo de los años constituyen un invaluable aporte a la construcción de 
este capítulo. Asimismo, su revisión de mis notas y reflexiones sobre la política 
comunicacional resultaron imprescindibles para elaborar este apartado. Por 
supuesto, las falencias y debilidades del mismo no son para nada atribuibles a ella, 
sino sólo a las limitaciones del autor.
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de la etapa de gestión de las políticas públicas, es imprescindible en-
tender que la CPP también constituye una fracción de un fenóme-
no comunicacional más amplio: la comunicación gubernamental. Y 
que a su vez, esta se presenta como un tipo específico en el esquema 
general de la comunicación política. 

En este sentido, entonces, en la CPP se solapan los dos componentes 
del gobierno de las comunidades contemporáneas: la gestión, orien-
tada a resolver problemas comunitarios a través de las políticas pú-
blicas; y la comunicación, vinculada a la articulación de consensos 
contingentes y la construcción de legitimidad.

CPP

Comunicación  
política

Gestión de  
políticas públicas

Comunicación  
de gobierno

Gestión 
política

Al hablar de CPP, entonces, tratamos con un fenómeno comunica-
cional concreto y con una dinámica bastante específica, que ocurre 
alrededor del diálogo que establece el Estado con la ciudadanía, so-
bre la base de la provisión de información sobre las acciones que ha 
planeado y ejecutado, y sobre los resultados que estas han tenido en la 
satisfacción de necesidades sociales. 

En otras palabras, la CPP comprende las acciones comunicacionales 
emprendidas en el marco del diseño e implementación de políticas 
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tendientes a la resolución de los problemas públicos en un mode-
lo de desarrollo. Su objetivo específico responde a la construcción 
de aceptación ciudadana sobre las decisiones tomadas, las actividades 
operadas y los impactos obtenidos, contribuyendo además a la con-
solidación de un relato o mito de gobierno, la creación de consensos 
contingentes en la diversidad y la edificación de legitimidad política.

También es necesario aclarar que el proceso que implica la comu-
nicación de gobierno opera lo largo de todo el ciclo de las políticas 
públicas. Sin embargo, la CPP es ubicada analíticamente casi al fi-
nal del modelo, junto a la dirección y al control de gestión. ¿Por qué? 
Aunque parezca una obviedad, porque para que exista CPP deben 
existir políticas públicas. Es decir, deben existir planes y actividades 
que impliquen soluciones a problemas que impiden el avance de la 
comunidad hacia su horizonte de futuro deseado. 

Para generar aceptación ciudadana alrededor de nuestras decisiones 
debe existir un consenso mínimo y contingente sobre cuál es la vi-
sión de futuro para nuestra comunidad y sobre cómo se integra el 
plexo de necesidades que nos separan de ese horizonte de desarrollo. 
Pero además, deben existir ciertos acuerdos sobre el contexto en 
el que se toman estas decisiones, y la influencia de esta coyuntura 
en el camino de desarrollo. Por eso, es importante que exista un mí-
nimo consenso no sólo sobre los problemas que obstaculizan la sa-
tisfacción de esas necesidades, sino también sobre las alternativas de 
solución para los mismos y sobre la oportunidad y la conveniencia 
de adoptar una determinada, descartando las demás. 

Por último, en democracias fuertemente asentadas sobre las imáge-
nes individuales de los dirigentes, es necesario que exista un mínimo 
de aprobación sobre la persona del decisor. En este sentido, “los atri-
butos del funcionario se transmiten a la gestión… por lo tanto gene-
rar una imagen positiva del funcionario es absolutamente imprescin-
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dible para que la gente pueda valorar favorablemente una gestión” 
(Fara y Veggetti, 2018:46). La decisión es la fase más eminentemente 
política de todo el ciclo. Y los atributos vinculados al decisor toman 
parte en la disputa de sentidos en la cual se construye legitimidad 
alrededor de las decisiones.

De manera similar, para que la comunidad apruebe las actividades 
que hemos ejecutado en territorio, es necesario:

a) Que estas actividades hayan sido efectivamente implemen-
tadas, que se hayan ejecutado las obras y prestados los servicios 
planificados69. Para ello es necesario que la dirección sea pro-
ductiva y que la política sea tangible. Aunque, como veremos 
más adelante, en muchas ocasiones esta tangibilidad presenta 
desafíos, y emerge la cuestión de los eventos de gestión.

b) Que exista una formulación clara y coherente de estas ac-
tividades, que se encuentren vinculados a objetivos y metas y 
que estén identificados su destinatarios, procesos y productos. 
No es suficiente sólo anunciar que “se pavimentará una nue-
va calle de tierra en la ciudad”. Es importante responder por 
qué avanzamos con esta política, qué pretendemos lograr y 
cuándo podremos esperar avances. Es decir, explicitar el mar-
co programático en el que se inserta la acción. ¿Es parte de una 
política más amplia de infraestructura vial? ¿Será la única calle 
que se pavimente? ¿Cuántos metros están previstos? ¿Cuándo 
podrá verlo la ciudadanía? ¿Quiénes se beneficiarán y quiénes 
se verán afectados? Es difícil construir aceptación ciudadana 
si no se comunican bien estos elementos, y es complicado co-

69	  Al respecto, Graglia (2017:246-248) señala que la información y divulgación 
de actividades inexistentes constituye una de las fallas de la difusión de las políticas 
públicas: la demagogia.
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municarlos efectivamente sino existe claridad en su planifica-
ción70. En este sentido, la política debe ser inteligible.

c) Que dispongamos de información que refleje la implemen-
tación de tales actividades y establezca una conexión racional 
con sus objetivos. Para comunicar efectivamente nuestras acti-
vidades, debemos hacer uso de datos que aporten conocimien-
to a la ciudadanía sobre los procesos y productos de nuestras 
políticas. Para continuar con el ejemplo del punto anterior, no 
basta sólo con anunciar que “estamos pavimentando las calles 
de tierra de nuestra ciudad”, también es necesario informar 
cuántos metros lineales de pavimento se han realizado hasta 
el momento, si estos se corresponden con los que habíamos 
planeado y, en caso de que no sea así, por qué no hemos logra-
do avanzar de acuerdo con el plan. También sería interesante 
señalar cuántos vecinos efectivamente disponen de pavimento 
frente a sus casas, cuántos lo tendrán al finalizar la obra, etc. 
En definitiva, es necesario que la política sea informable, lo 
cual depende de un flujo de información que se genera en la 
instancia de control. 

La capacidad de generar aceptación ciudadana sobre las actividades 
que emprende la gestión está fundamentalmente vinculada a los ni-
veles de tangibilidad, inteligibilidad e informabilidad de las políti-
cas, y depende de la capacidad del gobierno de construir consensos 
en cada momento de su ciclo. O, en otras palabras, de la estrategia 
comunicacional que se dé el gobierno. Por supuesto, no existe cons-
trucción de aprobación alrededor de decisiones y actividades que no 
esté fundamentalmente vinculada a la comunicación de resultados. 

70	  Juega un rol fundamental la comunicación  de los supuestos de cada política. 
Al respecto, se sugiere revisar lo expuesto en el capítulo de planificación en este 
mismo libro.
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En este sentido, es necesario volver a recordar que la CPP (y la co-
municación de gobierno) son materializaciones de la comunicación 
política. Y, por lo tanto, su último objetivo es construir legitimidad 
alrededor de una visión de futuro posible, del sistema o reglas de 
juego en el que se perseguirá ese horizonte y de los actores que pro-
tagonizarán ese camino. Esta es una construcción de significados, 
una disputa de sentidos. Y, por lo tanto, es importante resaltar que 
la comunicación de gobierno debe comunicar símbolos, y estos sím-
bolos están asociados a los resultados de las acciones en el proceso de 
desarrollo. Así:

Un gobierno no debe comunicar una obra de pavimento. Comunica la me-
jora en la calidad de vida que eso va a traer: salir sin embarrarse los días de 
lluvia, poder tomar el transporte público porque puede entrar al barrio (Fara 
y Veggetti , 2018:47).

Esta construcción simbólica excede con mucho a la mera provisión 
de información a la ciudadanía sobre actividades planeadas y ejecu-
tadas, o a la divulgación de decisiones tomadas en función de un 
horizonte de desarrollo y de los resultados obtenidos a partir de esas 
decisiones. Por eso, la CPP no agota la comunicación gubernamen-
tal, aunque resulte fundamental para generar consensos de acepta-
ción ciudadana en torno a las políticas públicas.

Es extremadamente raro que estos consensos existan espontánea-
mente en la naturaleza. Como casi todos los acuerdos humanos en 
las comunidades contemporáneas, estos emergen a través de la cons-
trucción de un relato comunicacional sólido y fundado en valores, 
que provee a quienes viven en comunidad de un esquema de inter-
pretación y acción en la realidad. Una narrativa que habilita el en-
tendimiento y reduce la incertidumbre, que provee marcos comunes 
de sentido, habilitando la cooperación y administrando los disensos 
y el conflicto social. Como se expone en otra parte de este libro, esta 
es la tarea de la comunicación política.
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Por eso la comunicación gubernamental se despliega de manera si-
multánea a la gestión política, que aquí analizamos a través de las 
políticas públicas. Por eso es necesario construir consensos sobre los 
elementos más propios de la etapa de diseño, que habilitan la deci-
sión política; sobre las actividades ejecutadas, propias de la dirección 
y el control; y sobre los resultados obtenidos, que emergen de la 
evaluación. Para lograrlo, es imprescindible que la CPP se encuadre 
en la estrategia comunicacional del gobierno y se adecue a sus prin-
cipios y lineamientos. 

1. La CPP en el marco de la comunicación de gobierno

El objetivo general de la CPP es alcanzar determinados niveles de 
aprobación por parte de los destinatarios de las políticas (bene-
ficiarios y afectados) y de la opinión pública en general, acerca 
de las decisiones tomadas, las acciones ejecutadas y los resultados 
obtenidos. Con tal fin, debe ofrecer información completa, pero 
además orientar a la ciudadanía en un caudal informativo sin pre-

Decisiones

Actividades

Resultados

Decisor

Contexto

Visión

Aprobación 
ciudadana

eventos

planes

datos

Tangilibilidad

Intelegibilidad

Informabilidad

CP



270 | Comunicación de gobierno y políticas públicas

cedentes, transmitiendo qué significan las políticas públicas en el 
marco de transformación que se propone el proyecto político en 
el gobierno.

Esta finalidad ulterior se logra a partir de la articulación de la CPP 
con los esfuerzos de la comunicación general del gobierno, que de-
finirá sus principales orientaciones y limitaciones. En otras palabras, 
para encarar la comunicación de determinada política pública es ne-
cesario comprender el funcionamiento general de la comunicación 
gubernamental. Y en esta, hay que entender ciertas reglas:

1.1. No se comunica todo, pero todo comunica

La gestión debe decidir cómo se posiciona frente a una sociedad 
hiperconectada y bombardeada con innumerables estímulos comu-
nicacionales provenientes no sólo del Estado, sino de los actores eco-
nómicos que ofrecen sus productos, de los actores políticos que pro-
mueven sus agendas y, fundamentalmente, de la propia comunidad, 
cuyos miembros se han transformado en verdaderos prosumidores 
de información. Y para colmo de males, los gobiernos comunican 
todo el tiempo, de forma deseada o indeseada (Fara y Veggetti, 2018; 
Reina y Reina, 2018). 

Una gestión de gobierno es un sinfín de información que se debe organizar 
para ser comunicada de manera efectiva… A diario convive con la necesidad 
de comunicar agendas de actividades, avisos, servicios a la ciudadanía, en-
cuentros, reuniones, discursos, y visitas que realizan uno o varios funcionarios. 
Cualquier gestión pública está sobresaturada de mensajes y necesidades políti-
cas (Reina y Reina, 2018:307).

Frente a esta marea informativa, “comunicar todo por igual condu-
ce a la desinformación por saturación” (Reina y Reina, 2018:307), 
no solamente por la dificultad operativa de comunicar todo lo que 
pretende el gobierno, sino fundamentalmente por la atención del 
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público, que carece de la capacidad -y francamente del interés- para 
almacenar semejante cantidad de información.

Desde la comunicación de gobierno, esto implica que hay que elegir 
qué planes y actividades comunicar. ¿Cómo? Uno de los criterios es 
seleccionar aquellos que mejor reflejan nuestra visión de futuro, la 
comunidad que queremos construir a partir de la implementación 
de nuestras políticas públicas. ¿Estamos trabajando para una ciudad 
integrada, conectada desde lo físico y cohesionada desde lo social? 
¿Buscamos construir una ciudad unida? Pues entonces tendrán espe-
cial relevancia las obras públicas asociadas a la apertura de calles, el 
mantenimiento de los espacios públicos que favorezcan el encuentro 
entre vecinos, la realización de actividades deportivas y culturales 
que sirvan como ámbito de intercambio y fortalecimiento de tejido 
social. 

En toda gestión existe la fuerte tentación de comunicarlo todo, todo el tiempo. 
Muchas veces, esas buenas intenciones conspiran contra la necesidad de orde-
nar, racionalizar y concentrar la comunicación para reforzar el posicionamien-
to principal (Fara y Veggetti, 2018:118).

Esto no implica que las demás acciones no sean importantes, ni que 
no deba difundirse información al respecto a la ciudadanía. Con 
el objetivo de una gestión gubernamental y administrativa lo más 
transparente posible, al momento de comunicar no sólo debe evitar-
se la demagogia, sino también el secretismo71. Brindar información 
sobre las políticas a sus destinatarios y a la comunidad en general 
es un requisito fundamental de la accountability democrática. Sin 

71	  El secretismo es la falta, parcial o completa, de difusión transparente. Según 
Graglia, esta es la segunda falla en la difusión de políticas públicas: “Hablamos de 
secretismo cuando hay actividades planificadas o ejecutadas que no se comunican, 
porque las administraciones no se las informan a los destinatarios o porque los 
gobiernos no las divulgan a la sociedad en general” (Graglia, 2017:247). 
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embargo, frente a una comunidad que es permanentemente bom-
bardeada con estímulos comunicacionales de diferentes tipos, es ne-
cesario priorizar, “para que las acciones que contribuyen a la cons-
trucción del posicionamiento buscado tengan el espacio adecuado 
en los esfuerzos de comunicación y no se pierdan en la maraña de 
noticias” (Fara y Veggetti, 2018:118).

En otras palabras, debemos mostrar a la ciudadanía el avance que 
significan nuestras políticas de despliegue del capital físico, de de-
sarrollo de las capacidades humanas y de fortalecimiento del capital 
social en la construcción de una comunidad más cercana a nuestro 
ideal de desarrollo. Y hay algunas acciones y decisiones en las que 
estos elementos están más claros que en otras.

Específicamente desde la CPP, esto implica dos cosas. Primero, 
que no necesariamente las decisiones, acciones o resultados de 
determinada política particular vayan a tener un lugar destacado 
en la estrategia comunicacional de gobierno. Pese a que deberán 
integrar los informes de gestión y las gacetillas de prensa que 
se envíen a los medios masivos de comunicación, quizá no sean 
anunciados en horario estelar, ni protagonicen muchas piezas en 
las redes sociales.

Y segundo, que la comunicación de determinada política debe 
pensarse desde el diseño de la misma. Porque deberían ser los equi-
pos técnicos de diseño, trabajando en conjunto a los comunica-
dores, quienes vinculen acciones y decisiones de la política con 
la visión de desarrollo que impulsa el gobierno. Al momento de 
pensar la política, es necesario preguntarse ¿por qué es importante 
para la gestión comunicarle esto a la ciudadanía? ¿Por qué querría 
cualquier ciudadano conocer esta decisión o acción en particular? 
Ambas preguntas pueden responderse desde el diseño, si el equipo 
técnico es capaz de responderse por qué es importante la política 
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para la ciudadanía. Esto implica un ojo muy atento en el diseño de 
la política, especialmente en qué necesidad estoy contribuyendo a 
satisfacer con mi política y, por lo tanto en qué lineamiento estra-
tégico se enmarca.

 ¿Dónde encontrar esta información? En el diagnóstico y la decisión 
política. Si el diagnóstico fue bien realizado, podemos encontrar el 
listado de necesidades que hemos detectado, cuya satisfacción nos 
conducirá a esa sociedad. Y a partir de la agenda gubernamental, 
podremos identificar con cierta facilidad cuáles son los caminos que 
hemos elegido seguir para avanzar en esa senda. Si esto no fue teni-
do en cuenta por los diseñadores, recaerá en los equipos técnicos de 
comunicación realizar estas conexiones.

1.2. La comunicación requiere de eventos

Hemos dejado en claro que un requisito indispensable para la cons-
trucción de aceptación ciudadana en torno a nuestras políticas es 
que las actividades contenidas en las mismas efectivamente se ejecuten. 
Al respecto, Graglia indica que, en tanto falla a la hora de comuni-
car, “la demagogia… supone la ausencia de actividades planificadas 
o ejecutadas previamente” (2017:247). La CPP requiere ineludible-
mente que el camino de desarrollo que desanda la comunidad se 
traduzca en acciones concretas y tangibles. 

Sin embargo, como también hemos señalado anteriormente, la tan-
gibilidad de las políticas puede constituir un gran desafío para los 
equipos de comunicación. Fara y Veggetti (2018:115-118) identifi-
can tres grandes niveles de tangibilidad para las actividades de ges-
tión. El nivel máximo se presenta en aquellas acciones que son fá-
cilmente visualizables por el ciudadano, y que tienen una conexión 
directa con su cotidianeidad. El ejemplo más claro está dado por 
obras y servicios correspondientes al nivel municipal. 



274 | Comunicación de gobierno y políticas públicas

Obviamente cuando se hacen cloacas, cunetas, se cambia la luminaria […] o 
se presta cualquier servicio público (pavimentación, recolección de basura, etc.) 
el ciudadano puede palpar y visualizar estas acciones con facilidad. Luego exis-
ten otras áreas, como la cultural, donde el ciudadano no está obligado a tomar 
contacto con las acciones de política pública […] puede interactuar con ella en 
función de sus deseos e intereses (Fara y Veggetti 2018:116).

El segundo nivel está asociado a políticas con las que se interactúa 
o no estrictamente en función de las necesidades e intereses del ciu-
dadano. Así, las políticas de tangibilidad intermedia presentan más 
dificultades para su comunicación, puesto que los ciudadanos que 
no se relacionan con las mismas difícilmente puedan tener elemen-
tos para evaluarlas (y aprobarlas). Los autores señalan como grandes 
ejemplos las políticas de salud, turismo y educación:

...aquel que no lo requiere, es decir, que no sufre de una enfermedad crítica, 
una emergencia médica o un problema de cierta complejidad, no interactúa 
con dicho sistema… para quien no tiene hijos en edad escolar es más difícil 
sacar conclusiones sobre los efectos de la política educativa y, aún cuando los 
tenga, los efectos concretos de la política educativa requieren del mediano del 
largo plazo para poder manifestarse (Fara y Veggetti 2018:116-117).

Por último, las acciones de menor tangibilidad son las que menos 
contacto presentan con la cotidianeidad de los ciudadanos. Políticas 
muy focalizadas de inclusión social, que pueden ser muy tangibles 
para sus destinatarios pero poco visibles para el conjunto de la ciuda-
danía, o asociadas a temáticas comprensibles sólo para sectores muy 
específicos, como las vinculadas a la ciencia y la tecnología a nivel 
provincial o nacional, tienen menores niveles de tangibilidad. 

Desde la comunicación de gobierno, esta situación implica construir 
permanentemente eventos comunicables, que de algún modo aporten 
tangibilidad a las políticas y permitan demostrar que los decisores y 
las administraciones están actuando para satisfacer la necesidad diag-
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nosticada. La inauguración de una calle pavimentada por el municipio 
o la entrega de diplomas a quienes terminaron los talleres culturales 
dictados por la provincia constituyen “hitos”, eventos simbólicos que 
concentran en pocos momentos la orientación final de las políticas. 

Estos constituyen dos de los ejemplos más clásicos de eventos. Tan 
clásicos, que casi resultan desaconsejables. ¿Por qué? Porque para ser 
efectivos, estos eventos deben ser comunicables. Su finalidad es co-
municar, y como vimos en el punto anterior, la atención del públi-
co no puede darse por sentada. En este sentido, la comunicación 
“principalmente se vincula con la atención y el impacto que logra 
un mensaje. Existe comunicación cuando hay recepción de mensa-
jes, y sin impacto ni atención difícilmente haya recepción” (Reina y 
Reina, 2018:310). A esta altura, eventos como los de los dos ejem-
plos provistos no suelen ser muy exitosos en transmitir los mensajes 
deseados. Incluso, generan cierto rechazo, porque se vuelve evidente 
que la finalidad es la capitalización de la resolución del problema por 
parte de la dirigencia política, y no de la comunidad. 

Por eso, es importante que la comunicación de gobierno piense 
en términos de resultados para la comunidad. La tangibilidad que 
aporten los eventos debe ir asociada a lo que representan las polí-
ticas para los vecinos de la ciudad o de la provincia72. A diferencia 

72	  Las redes sociales nos brindan la enorme oportunidad de mostrar contenido 
fresco, que se asiente en el beneficio que representa la satisfacción de la necesidad 
para la comunidad, y no para el dirigente que se fotografía en el acto. ¿No es 
mejor mostrar un video de una carrera de niños en bicicleta en el recién estrenado 
pavimento de la calle? Mil veces antes que una -otra- foto de un político cortando 
una cinta. ¿No es mejor que el gobernador -o el ministro de educación, cultura o 
desarrollo humano- asista a un evento en un teatro donde se pongan en escena las 
artes aprendidas por los asistentes a los talleres culturales? ¿Antes que una -otra- 
foto de este mismo dirigente entregando certificados? La diferencia está en el 
protagonista.



276 | Comunicación de gobierno y políticas públicas

de la comunicación electoral, en la comunicación de gobierno “el 
público parte del supuesto de que lo esencial es tomar decisio-
nes y mostrar resultados, y no hace publicidad” (Fara y Veggetti, 
2018:40).

Específicamente desde la CPP, esto requiere que los equipos técnicos 
de diseño y comunicación trabajen juntos desde las primeras fases 
del ciclo, pensando eventos comunicables que, como hemos visto, 
no se agotan en “cubrir” las actividades propias de la implementa-
ción. Estos eventos pueden o no ser necesarios para la resolución de 
los problemas, pero son imprescindibles para construir aceptación 
ciudadana en torno a nuestras políticas. A la hora de diagramar estos 
eventos, es necesario tener en cuenta tres elementos.

Primero, estos eventos deben aportar tangibilidad. Tienen que ser 
concretos y palpables, lo más cercanos posibles a la cotidianeidad del 
vecino. Segundo, como su nombre lo indica, deben ser comunica-
bles. Es necesario que generen contenido: tienen que ser filmables, 
fotografiables, “relatables” por otros. Tienen que ser posteables en 
redes y transmisibles a través de los medios de comunicación. Por 
último, y esto es central para los diseñadores y comunicadores de po-
líticas, estos eventos deben ser interesantes desde la lógica de la audien-
cia73. Nuestro objetivo no es sólo publicar (en redes o en medios), 
sino tener impacto en nuestros púbicos. Que nuestros contenidos 
sean leídos, vistos o clicados por la comunidad. En este sentido,

73	  Además, es muy importante considerar la spreadability de estos eventos, es 
decir, su capacidad para ser apropiados por los usuarios y reproducidos en sus 
propias esferas de comunicación. En términos de redes sociales, esto se traduce 
en la compartibilidad de los contenidos: su potencial para resignificarse y ser 
reemitidos por sus primeros destinatarios. En este sentido, la viralización es un 
fenómeno que responde a un contenido de alta spreadability que se comparte 
mucho y en poco tiempo.
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… si a la hora de realizar una actividad, una inauguración, un acto […] lo 
hacemos de manera estática, aburrida, sin imágenes, sin carteles o un colorido 
que sea atractivo a la vista y a las cámaras… no podemos quejarnos luego si la 
actividad no fue cubierta por los medios o no es recordada por el público (Reina 
y Reina, 2018:310).

Un último detalle. Como puede observarse en los ejemplos propor-
cionados, la tangibilidad está asociada a la cercanía de la política a 
la cotidianeidad de los ciudadanos. Por supuesto, uno de los prin-
cipales determinantes de esta conexión es el nivel de afectación: las 
políticas que tienen a determinada persona o sector como destinata-
rios (beneficiarios o afectados) son más tangibles para esa persona o 
sector, y más intangibles para el resto de la ciudadanía. 

Pero existe un segundo determinante, y tiene que ver con la inmedia-
tez en el tiempo de los efectos. Acciones cuyos resultados en la calidad 
de vida de la población sólo son observables a mediano y largo plazo 
son, por naturaleza, menos tangibles. Como dicen Fara y Veggetti 
(2018:52), “los árboles se plantan, pero obviamente tomará tiempo 
para que la ciudad sea verde”. 

En estos casos también es imprescindible pensar en eventos comuni-
cables que aporten tangibilidad a la política. Pero más que en ningún 
otro caso, es necesario realizar un esfuerzo para que la CPP habilite a 
los vecinos a conectar el evento que está sucediendo, con el progreso 
en la senda de desarrollo planteada. Esto implica comunicar impac-
tos, como veremos a continuación.

1.3. Se difunden acciones, se comunican impactos

Los dos puntos anteriores ponen el énfasis en las dificultades que 
tiene relacionarse desde el gobierno con la ciudadanía, en pos de 
comunicar acciones propias de las políticas públicas. Es necesario 
responder a un imperativo de transparencia del accionar estatal, pro-
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veyendo de información sobre los planes y actividades para no caer 
en el secretismo (Graglia, 2017). Pero al mismo tiempo, nos enfren-
tamos con un contexto en el que empresas, gobiernos, personas e 
instituciones permanentemente intentan comunicar mensajes a sus 
públicos (Reina y Reina, 2018) a través de cada vez más canales de 
información, con una velocidad y a una intensidad inéditas, gene-
rando una sobresaturación de estímulos comunicacionales que rápi-
damente conduce al hastío y a la desinformación.

Debemos hacerlo sin olvidar que la CPP y la comunicación guber-
namental deben orientarse en última instancia a articular consensos 
contingentes entre identidades diversas, con intereses distintos. Y en 
al marco de la comunicación política, a edificar legitimidad alrede-
dor del gobierno, del proyecto político de desarrollo que encarna y 
del sistema en el cual se toman las decisiones que nos llevarán hacia 
esa visión de futuro deseable. Vaya desafío. 

Es imprescindible mantener esta orientación final de la CPP cuando 
se diagraman estrategias comunicacionales, porque sus elementos es-
tán íntimamente relacionados. No sólo “la legitimidad se construye 
en la medida en que progresa la percepción sobre la gestión…” (Fara 
y Veggetti, 2018c:120), sino que esa aceptación ciudadana sobre la 
gestión está íntimamente vinculada a la resolución de problemas y 
ala construcción simbólica que se hace de las acciones que contribu-
yen a esa resolución.

Es por ello por lo que la CPP no debe encerrarse en la provisión de 
información personalizada o la divulgación masiva de actividades y 
eventos (Graglia, 2017:249-255), sino apuntar a la comunicación de 
los impactos de esas acciones en la calidad de vida de la ciudadanía, 
y en la construcción de un horizonte de desarrollo. 

 En ese sentido, la aprobación ciudadana no se produce automáti-
camente cuando se alcanza la satisfacción social, sino que además es 
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necesario generar satisfacción simbólica. Y esta tarea depende funda-
mentalmente de la CPP:

Comunicamos cosas que tengan pregnancia simbólica y afectiva, comunicamos 
símbolos, cuestiones importantes para la gente, como la calidad de vida, la 
dignidad, el progreso, y no solamente el hecho o la gestión en sí misma (Fara y 
Veggetti, 2018:47).

2. Implementando la comunicación de políticas públicas

¿Cómo pensar entonces la faceta comunicacional del diseño y gestión 
de políticas públicas? Como hemos visto hasta aquí, lo central es 
entender que en la CPP se conjugan elementos de la gestión y la 
comunicación políticas, solapándose las actividades que buscan re-
solver problemas que vulneran la calidad de vida de la comunidad, y 
los mensajes que procuran generar aceptación en torno a esas accio-
nes y sus resultados. 

Por lo tanto, la lógica comunicacional debe estar presente desde el 
inicio del diagnóstico, al comienzo del ciclo analítico de las políticas 
públicas, hasta la realización de los estudios (parciales o finales) de 
impacto, al momento de la evaluación. Es clave que a los equipos 
técnicos de diseño y de gestión, encargados de diagnosticar, plani-
ficar, controlar y evaluar, se les unan especialistas en comunicación 
de gobierno, y que el diálogo entre ambos exista a lo largo de todo 
el ciclo de las políticas -y no sólo una vez ejecutadas las actividades. 

Un buen diagnóstico participativo, por ejemplo, requiere de una 
buena convocatoria a la participación. Y que esta sea exitosa depen-
de en buena medida de lo acertado que resulte el esfuerzo comuni-
cacional realizado en tal sentido. Por otro lado, es necesario tener 
en cuenta la lógica de la opinión pública al momento de implantar 
socialmente determinada política, para que exista aceptación previa 
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a su ejecución (legitimación, en la fase de dirección). Pero también 
es necesario que la acciónresponda a objetivos conectados con nues-
tra visión de desarrollo, que explicite sus supuestos y plazos, que 
identifique destinatarios, beneficiarios y afectados (planificación, en 
la etapa de diseño). 

Esta presencia de la lógica comunicacional en el ciclo de las políticas 
públicas está garantizada por el despliegue de la comunicación de 
gobierno. En su marco, la CPP puede desarrollarse a través de cuatro 
grandes etapas muy similares a las del ciclo en sí: diagnóstico, pla-
neamiento, implementación, y monitoreo y evaluación

2.1. Diagnóstico

2.1.1. Estudiar la opinión pública (revisar el diagnóstico)

En los primeros capítulos de esta segunda parte del libro, hemos 
marcado con firmeza la diferencia entre elaborar un diagnóstico de 
necesidades y realizar un relevamiento de la opinión pública. Además 
de asentarse sobre elementos conceptualmente diferentes del sentir 
social (necesidades versus demandas, respectivamente), hemos des-
tacado que el diagnóstico implica una construcción de sentidos, ínti-
mamente vinculados al proyecto político que encarna el gobierno (o 
quien lleve adelante el diagnóstico), mientras que el relevamiento de 
opinión está más orientado al mapeo objetivo del “pulso social”. Por 
eso este último busca su fundamento en la metodología de investi-
gación, y su lenguaje es el de la representatividad y los márgenes de 
error -en caso de ser estudios cuantitativos-, o de los parámetros de 
relevamiento y técnicas proyectivas -cuando enfrentamos estudios 
cualitativos-.

Como dijimos anteriormente, los estudios de opinión presentan al-
gunas debilidades para construir un diagnóstico de necesidades so-
ciales. Pero son una enorme herramienta para desentrañar el estado 
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de opinión de la población, o parte de la población, con respecto 
a determinados temas. En otras palabras, quizá no constituyan la 
mejor opción a la hora de pensar planes y actividades para la satis-
facción social, pero son determinantes al momento de diagramar 
estrategias para la aceptación ciudadana.

Para construir la imagen de gestión es muy importante saber, por supuesto, 
qué es lo que la gente quiere, qué expectativas tiene sobre una gestión. Pero 
lo que quiere no solamente en términos concretos -pavimento, cloacas, espa-
cios verdes, bacheo-, sino también en términos simbólicos (Fara y Veggetti, 
2018:43).

Entonces, en el ámbito de la disputa de sentidos y la construcción de 
consensos, es muy importante que diseñadores, ejecutores y comu-
nicadores de políticas públicas estudien la opinión pública. Y no solo 
porque en ella están las demandas puntuales, en términos materiales, 
sino también las expectativas, que tienen mucho de simbólicas.

Es preciso comprender que la ciudadanía no es un ente pasivo, sino que es un 
actor cuyas demandas (objetivas) y expectativas (subjetivas) se plasman en el 
fenómeno de la opinión pública, y que, por lo tanto, es indispensable establecer 
una comunicación con ella para que nuestra gestión y nuestra comunicación 
sea realmente efectiva (Fara, Veggetti y Thompson, 2018:58).

Las tareas, entonces, incluyen indagar el imaginario social sobre va-
lores e ideales, de manera muy similar a lo que procura realizarse en 
la fase de diagnóstico sobre las necesidades que integran la visión 
normativa de bien común. Los instrumentos para realizar medicio-
nes de opinión son numerosos (encuestas, focus groups, escucha ac-
tiva de redes sociales), pero su desarrollo excede largamente el ob-
jetivo de este apartado. Sí se recomienda ubicar estos estudios de 
manera simultánea al diagnóstico de prioridades, al tiempo que se 
da participación a la ciudadanía y se construye una visión de futuro 
compartida.
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2.1.2. Estudiar el gobierno (revisar la planificación)

Para alcanzar sus objetivos, la CPP debe insertarse en la estrategia 
general que tenga el gobierno para vincularse con sus ciudadanos. 
Esto implica conocer las decisiones políticas de la gestión, así como 
sus fundamentos (en la visión de desarrollo deseada) y su principal 
producto (la agenda gubernamental). Implica, además, conocer los 
lineamientos estratégicos y los ejes sobre los que se asienta toda la 
gestión, elementos que constituyen la identidad de la misma y que 
permiten ubicar cada avance de actividad en el marco de un sendero 
más amplio de transformación positiva. Demanda estar al tanto de 
la estructura programática general del gobierno, conociendo los di-
ferentes planes y programas que se implementan o se implementarán 
en la gestión, así como sus principales destinatarios, beneficiarios y 
afectados.

Entonces, de manera previa a pensar eventos propios de la CPP, es 
imprescindible conocer el gobierno del cual se forma parte. Puede pa-
recer una obviedad al trabajar con estructuras más pequeñas, pero en 
orgánicas más grandes (la correspondiente a un gobierno municipal 
mediano, a un gobierno provincial o a un ministerio nacional, por 
ejemplo) es probable que la CPP se piense de manera descentraliza-
da. Es decir, que existan múltiples comunicadores ubicados en dife-
rentes áreas, pensando y diseñando acciones y eventos comunicacio-
nales para sus propias políticas. Y en este punto emergen los peligros 
de la descoordinación en la estrategia comunicacional, la desinfor-
mación por sobresaturación y la falta de unidad en los mensajes.

Por eso es importante que los decisores de toda la escala jerárqui-
ca estén al tanto de la programática general del gobierno (qué está 
planeando y haciendo la gestión) y de su estrategia comunicacional 
(qué se está diciendo y planeando decir al respecto). Por eso es im-
prescindible que todos los equipos de CPP en la gestión conozcan 
la planificación de gobierno, en donde están plasmadas finalidades, 
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objetivos, supuestos, destinatarios y metas parciales de cada progra-
ma o proyecto. Como hemos visto anteriormente, esta es la base de 
la inteligibilidad de las acciones a desarrollar por la gestión.

2.2. Planeamiento

De manera muy similar a la importancia de la planificación en el 
diseño de políticas públicas, las estrategias de comunicación guber-
namental requieren ser planeadas con cierta anticipación. Y la CPP 
debe procurar insertarse en este marco prospectivo orientado a la 
aprobación ciudadana. Al respecto, Bonetto (2020) indica que al 
planear una estrategia comunicacional gubernamental es necesario 
responderse qué queremos comunicar; dónde y cuándo vamos a ha-
cerlo; cómo, es decir, en qué estilo; por qué comunicaremos deter-
minado evento y quién lo hará. 

Algunas de las tareas propias de este momento de planeamiento ya 
han sido abordadas en este mismo capítulo. Entre ellas, destaca la 
diagramación anticipada de eventos comunicables, que aporten tan-
gibilidad a políticas más abstractas, y que refuercen la capacidad de 
las acciones de política para construir aprobación ciudadana. Por lo 
tanto, en este apartado sólo indicaremos brevemente dos elementos 
que aún no hemos abordado, que están incluidos en la formulación 
de Bonetto (2020) y que resultan de vital importancia para la CPP: 
el qué y el cómo. 

Al abordar el primer elemento, la autora pone el énfasis en el relato 
comunicacional, constructor de sentido por excelencia, refiriéndose 
al mismo en los términos de Riorda y Elizalde: un “sistema de creen-
cias, coherente y completo, que da sentido y orientación al gobierno 
y que ofrece la dirección estratégica y expresa el sentido último de 
la comunicación gubernamental” (2013:27). Construir un relato es 
contar una historia, una narrativa que fluye a través de muchos pe-
queños relatos, y que reseña el avance de nuestra comunidad en el 
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camino de desarrollo planteado. Una construcción de sentidos que 
permitan “ofrecer un norte anclado en valores, que oriente a la ciu-
dadanía frente al caudal informativo y simplifique, en pocos valores, 
qué significan muchas de sus políticas públicas” (Riorda, 2018). 

La cuestión del storytelling de una gestión constituye el centro, el 
nodo de la comunicación gubernamental. Y, por lo tanto, excede un 
poco las posibilidades de este apartado. Sin embargo, es importante 
resaltar que al pensar las acciones y eventos comunicables que cons-
tituirán el centro de la CPP, es indispensable planear su inserción 
en el relato general de la gestión, explicitando cómo aportarán a la 
consecución de sus objetivos estratégicos. En definitiva, la comuni-
cación de una política o conjunto de políticas determinado deberá 
comunicar el relato de la gestión. 

Con respecto al cómo, emergen tres puntos a tener en cuenta al mo-
mento de planear la CPP. Primero, y como ya hemos analizado, hay 
que conectar la actividad de gestión o el evento comunicable con el 
relato general de la gestión. Segundo, es necesario definir el estilo de 
la comunicación (Bonetto, 2020), respetando siempre la identidad de 
la gestión. Esto implica mantener cierta tónica en las intervenciones 
en la prensa y en redes sociales, generar cierto tipo de eventos territo-
riales comunicables y, en general, respetar los atributos generales que 
se quieren transmitir. Si procuramos comunicar una gestión abierta y 
participativa, habrá que utilizar un lenguaje sencillo en las interven-
ciones en medios, responder en tono ameno y alegra en redes sociales, 
y generar numerosas instancias territoriales de participación.

Todos estos elementos deben ser tenidos en cuenta al momento de 
planear la CPP. Una vez ejecutadas las actividades y bajo la presión 
de “salir a comunicar”, establecer conexiones rápidas con la visión de 
desarrollo y mantener el estilo general de comunicación de la gestión 
demanda un esfuerzo muy difícil de sostener en el tiempo.
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2.3. Implementación

De los interrogantes planteados por Bonetto (2020), dos resultan 
de especial interés para los equipos de comunicación al momento de 
implementar la CPP: dónde y cuándo. Con respecto al primer inte-
rrogante, es fundamental entender que cualquier estrategia de cons-
trucción de aceptación ciudadana “debe diagramar un esquema de 
interacción y flujo entre tres componentes centrales: el territorio fí-
sico, el territorio virtual y los medios de comunicación tradicionales” 
(Bonetto, 2020). Cada uno de estos espacios constituye un ámbito 
de disputa de sentidos que responde a lógicas diferentes, y la imple-
mentación de la CPP debe abarcarlos a todos, generando contenidos 
específicos de acuerdo con sus propias características.

Muchas veces olvidado como escenario de comunicación, es en el 
territorio donde toman cuerpo no sólo las actividades, sino también 
los eventos comunicables asociados a cada política. El enorme po-
tencial del territorio es que continúa siendo el ámbito privilegiado 
para el contacto cara a cara con la ciudanía. Aun con el avance de 
la virtualidad, las comunidades físicas tienen una profundidad que 
las digitales no pueden igualar. El territorio digital refiere al ámbito 
creado a partir de internet, y a las herramientas que este hace dis-
ponibles para vincularse entre sujetos: redes sociales, sitios web o 
incluso aplicaciones móviles (Bonetto, 2020). Existe una amplísima 
bibliografía sobre cada uno de estos instrumentos, por lo que en este 
momento sólo se procura poner el acento sobre la importancia de 
que la CPP implemente acciones comunicacionales también en el 
terreno digital. 

El tercer ámbito donde debe desplegarse la CPP es a través de los 
medios masivos de comunicación o medios tradicionales. Aunque lige-
ramente en retirada tras perder su antiguo rol como únicos o princi-
pales formadores de opinión (Bonetto, 2020), los MMC tienen una 
enorme incidencia en la aprobación ciudadana. Por lo tanto, cualquier 
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estrategia de CPP debe planear e implementar acciones orientadas a 
generar noticias. De igual manera que los eventos comunicables deben 
superar las meras actividades de operación de las políticas, pensar con 
lógica noticiosa implica trascender la mera gacetilla de prensa enviada 
a los medios para informar de actividades. En este sentido, en lo que 
toca a la CPP, la evolución del concepto de relación del gobierno con 
los medios74 pasa también por entender que

No se trata de controlar y manejar la publicación del contenido, sino que se 
trata de comprender el valor agregado de comunicar con criterios noticiables 
que conviertan los hechos en sucesos de interés para el público (Reina y Reina, 
2018:308-309).

El segundo interrogante refiere fundamentalmente al timing de las 
acciones y eventos de la CPP. Dos son los puntos para destacar, a 
nivel muy general, al respecto. Primero, los tiempos de la comuni-
cación deben ser coherentes con los tiempos del diseño y la gestión 
de las políticas. Al pensar en una carrera de bicicletas sobre una calle 
recién pavimentada como evento comunicable, el equipo de CPP 
debe conocer cuándo estará listo ese pavimento. Puede parecer una 
obviedad, pero la experiencia indica que no está de más resaltarlo. 

Segundo, los tiempos de la CPP deben ser coherentes con los tiem-
pos de los públicos. Por un lado, para evitar la descoordinación y la 
sobresaturación informativa. En tal sentido, “del mismo modo que 
la información se jerarquiza para comunicarse, los actos y eventos 
de gestión que pretendan tener impacto público deben ser organiza-
dos en función del impacto que busquen generar” (Reina y Reina, 
2018:307-308). En ninguno de los ámbitos en donde se despliegue 

74	 Al respecto, se recomienda la lectura de Reina y Reina (2018), de Fara y 
Reina (2018), ambos contenidos en el manual de marketing gubernamental 
Acciones para una Buena Comunicación en gobiernos locales (Fara comp. 2018), 
publicado por la Fundación Adenauer.
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la comunicación gubernamental se debe agotar a la población: ni 
con demasiados eventos, por mejor planeados que resulten, ni con 
demasiados posteos en redes sociales, aun si están bien diseñados y 
ejecutados. En otras palabras, la primera regla del cuándo comunicar 
está relacionada a cuánto comunicar. Y la primera respuesta es no 
tanto como para cansar a nuestras audiencias.

Y por otro lado, porque la atención de la ciudadanía también tiene 
sus propios tiempos. Y como hemos analizado en otros pasajes de 
este mismo capítulo, la enorme cantidad de estímulos comunicacio-
nales que recibe el vecino promedio hace que, si queremos que ver-
daderamente se preste atención a nuestro mensaje, debamos ser muy 
cuidadosos de cuándo se emite el mensaje. Para ello es importante 
estar atento a la acción y reacción de los demás actores relevantes en 
el tejido social. Como dicen Fara y Veggetti, con todo se compite:

No sirve plantearse que solo se compite con otros mensajes de tipo guberna-
mental, oficial o político… es necesario pensar que se van a pelear los espacios 
informativos y sobre todo los espacios mentales, con cosas tales como los hechos 
deportivos, del mundo del espectáculo o tragedias humanas (2018b:119).

Esta amenaza tiene su correlato en las redes sociales, en donde los 
contenidos de la CPP también deben competir con influencers, bro-
mas y, sobre todo, el contenido generado por los propios usuarios. El 
anuncio de una inversión millonaria en una nueva planta de disposi-
ción final de RSU puede verse opacado no sólo por cualquier evento 
deportivo de relevancia para la localidad, sino por un contenido de 
relativa intrascendencia que se haya vuelto viral el día del anuncio. 

Una última reflexión sobre el timing, que trasciende un poco la mera 
lógica comunicacional. Como hemos mencionado anteriormente, 
vivimos en comunidades marcadas por la velocidad e intensidad del 
tráfico de información. Y a través de las redes sociales, por una cre-
ciente horizontalidad de las interacciones entre gobernantes y gober-
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nados, impensada años atrás. La inmediatez e informalidad de las 
redes sociales revoluciona la dinámica de las exigencias ciudadanas: 
“Para el ciudadano no existen demandas más importantes que otras, 
todas lo son y deben ser resueltas lo antes posible… dicho ciudadano 
lo quiere todo y lo quiere ya” (Fara, Veggetti y Thompson, 2018:59). 
Este cambio tensiona poderosamente los parámetros temporales con 
los que se mueve cualquier gestión; porque a pesar de contar con 
más información, capacidad crítica y conciencia sobre sus derechos, 
estos ciudadanos 

… tienen serias dificultades para reconocer cuáles son los límites del Estado. 
Aunque en teoría pueden llegar a reconocer que los recursos económicos son 
limitados, no parece que tengan la misma claridad sobre las limitaciones de 
tiempo de un mandato (Fara, Veggetti y Thompson, 2018:60).

Por eso, es imprescindible hacer un manejo político de los tiempos 
de la gestión, y construir sistemáticamente consensos en relación 
con las limitaciones que las propias capacidades del Estado imponen 
a sus respuestas. 

2.4. Monitoreo y evaluación

Una vez puesto en marcha el plan de comunicación debe establecer-
se un seguimiento permanente de las acciones que se llevan adelante 
en el marco de la CPP, a los fines de monitorear la efectiva imple-
mentación de acciones y eventos. Existen diversas herramientas para 
instrumentar el monitoreo en cada uno de los ámbitos en los que se 
despliega la CPP. Aquí señalaremos brevemente algunos de los más 
usuales.

En el caso de las acciones en medios no tradicionales, Bonetto (2020) 
recomienda recopilar un documento con las intervenciones radiales 
o televisivas, como también las notas en medios gráficos y periódicos 
online, más conocido como clipping de medios. En lo relativo a redes 
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sociales, la misma autora sugiere analizar las publicaciones realizadas 
y sus impactos, así como el crecimiento o decrecimiento de la comu-
nidad en cada red, prestando 

… atención a variables tales como: alcance de la publicación, cantidad de 
impresiones, interacción -reacciones, comentarios, compartidos-, inversión pu-
blicitaria y engagement (Bonetto, 2020).

Por otro lado, cabe destacar que en este último caso, nuevamente 
aplica la comparación entre la lógica de la comunicación y el des-
pliegue de la gestión política. Así como la etapa de evaluación de po-
líticas públicas considera cuánto han contribuido nuestros planes y 
actividades a la satisfacción de necesidades sociales, en la evaluación 
de la CPP es necesario identificar cuánto han contribuido nuestras 
acciones y eventos a generar consensos de aprobación en torno a 
nuestras políticas. Los mejores instrumentos para evaluar este avance 
son, nuevamente, los relevamientos de opinión pública en toda su 
variedad. 
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